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Se abre la sesión a las cuatro y treinta y cinco minu- 
tos de la tarde. 

El señor PRESIDENTE: Buenas tardes, señoras y se- 
ñores diputados. Vamos a comenzar las sesiones de esta 
Comisión para elaborar el dictamen, a la vista del informe 

realizado por la Ponencia designada, en relación con la ley 
de Presupuestos Generales del Estado para 1995. 

Conocen S S .  S S .  y conocen los grupos un posible orde- 
namiento de los debates, que se desarrollarán en la tarde de 
hoy, la mañana y la tarde del martes, la mañana y la tarde 
del miércoles y, en su caso, la mañana del jueves día 10, y 
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se establecen los títulos, capítulos y secciones que hemos 
de abordar en ese tiempo. La Mesa, de acuerdo con los 
portavoces de los grupos, ha resuelto que quizá, a la vista 
de la marcha de los debates, si no se cumpliera con el ca- 
lendario previsto para el conjunto de los trabajos para una 
tarde o para una mañana, después de las votaciones - q u e ,  
como saben SS. SS., están señaladas no antes de las nueve 
de la noche ni antes de la una del mediodía- habría sesio- 
nes nocturnas o sesiones a mediodía. Es decir, no se levan- 
tada la sesión a mediodía si no hubiéramos alcanzado los 
objetivos previstos para la mañana. 

Se me ha observado, sobre todo por los grupos que 
cuentan con un menor número de diputados, que a lo me- 
jor esta posibilidad de la sesión, en su caso, a mediodía o 
nocturna pudiera causar dificultades especialmente graves 
a estos grupos. La Mesa recibirá complacidamente, de 
forma correlativa a la decisión que ha tomado, y aceptará 
aquellas propuestas de cambio que nos hagan los grupos y 
que permitan sobre todo, insisto, a los grupos minoritarios 
estar presentes en todas las sesiones y muy especialmente 
en estas sesiones que, en su caso, hemos de celebrar a me- 
diodía o nocturnas. También se me ha señalado la conve- 
niencia de agrupar el Título VII con las secciones 32 y 33, 
y, por tanto, así lo haremos. 

Muchas gracias de antemano por su colaboración. 

- RATIFICAR LA PONENCIA ENCARGADA DE 
INFORMAR EL PROYECTO DE LEY DE PRE- 
SUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA 
1995. (Número de expediente 121/000067.) 

El señor PRESIDENTE: En primer lugar, hemos de 
ratificar el nombramiento de la Ponencia designada. ¿Se 
ratifica? (Asentimiento.) Se ratifica por unanimidad. 

- DICTAMINAR, A LA VISTA DEL INFORME 
EMITIDO POR LA PONENCIA, EL PROYECTO 
DELEYDEPRESUPUESTOSGENERALES 
DEL ESTADO PARA 1995. (Número de expediente 
121/000067.) 

Título I 
Arts. 1 a 12 

El señor PRESIDENTE: En relación con el Título 1, 
hay enmiendas del Grupo Popular y de Izquierda Unida. 

En nombre del Grupo Popular, el señor Aguirre tiene la 
palabra. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ: Señorías, comen- 
zamos en este momento la defensa de las más de mil en- 
miendas que el Grupo Popular ha presentado a los Presu- 
puestos Generales del Estado para 1995, y desde luego no 
podemos ser ajenos en ningún caso a que este trámite par- 
lamentario se inicia en unas fechas en las que el clima po- 
lítico y social no favorece realmente la imagen de España 
en el exterior. Ese clima está generando una falta de con- 
fianza en los mercados internacionales y, en definitiva, la 
inseguridad política que provocan las reiteradas sospechas 
de corrupción, que dificultan la recuperación económica 

iniciada en el resto de los países europeos, un marco polí- 
tico y social en el que cabría, a nuestro entender, el expe- 
diente abierto a España en Bruselas por su déficit excesivo, 
que viene a certificar la desconfianza que mencionábamos 
anteriormente y que se traduce en la escasa credibilidad 
depositada en estos Presupuestos por distintas voces auto- 
rizadas, bien de centros de análisis económicos o, como 
hemos podido constatar en esta Comisión, por la máxima 
autoridad monetaria en el país, que ya nos alertó en aque- 
lla ocasión sobre las tensiones inflacionistas que generaba 
este Presupuesto, sobre la timidez de la reducción de gas- 
tos que tiene esta propuesta y sobre la insuficiente conten- 
ción del déficit que aportan los números que contienen es- 
tos Presupuestos. 

El Grupo Popular va a defender en este turno las en- 
miendas presentadas al Título 1, así como a aquellas dispo- 
siciones adicionales y anexos cuyo contenido guarda cohe- 
rencia con este proyecto. Exactamente vamos a proceder a 
la defensa de las enmiendas bajo los números 881 a 904, 
un conjunto de enmiendas presentadas a todo el articulado 
de la ley de Presupuestos de 1995, así como a sus seccio- 
nes, que plantean, a nuestro entender, una alternativa dis- 
tinta de la propuesta por el Gobierno, una alternativa en la 
distribución de gastos que se nos propone en este articu- 
lado, siempre respetando el marco del texto refundido de la 
Ley General Presupuestaria. 

Parece lógico que, después de presentar más de mil en- 
miendas en las que se propone una reducción del gasto de 
funcionamiento próximo a los 225.000 millones, en las 
que otras medidas de austeridad tienen por objeto adelga- 
zar una mastodóntica cúpula administrativa, impedir prác- 
ticas de despilfarro, como son los contratos blindados o el 
desenfrenado incremento de altos cargos y de directivos de 
libre designación, medidas todas ellas que globalmente 
producen una reducción de los gastos aproximadamente en 
500.000 millones, reducción de gastos que se distribuye de 
forma diferente por cada Ministerio, parece lógico, como 
decía, que el Grupo Popular presente una enmienda a la 
distribución de estos gastos que vienen contenidos en el ar- 
tículo dos de este Título 1. 

La reordenación del gasto que se produce con las pro- 
puestas que contienen, como decía antes, las más de mil 
enmiendas que el Grupo Popular ha presentado a los Pre- 
supuestos Generales del Estado, siempre dentro, insisto, 
del marco de la normativa presupuestaria, se ve acompa- 
ñada de una alternativa en el lado de los ingresos, como es 
lógico, que refleja una reforma global de nuestro sistema 
tributario y que se traduce en otro paquete de enmiendas 
que, por guardar también coherencia con todas ellas, nos 
hace presentar también una enmienda de supresión de los 
artículos tres y cuatro, referentes a los beneficios fiscales y 
a la financiación de los créditos aprobados. 

Como se deduce del análisis de cada una de las partidas 
que componen el presupuesto de gastos fiscales, en opi- 
nión del Grupo Popular, la cifra que estima el proyecto del 
Presupuesto es inadecuada aproximadamente en unos 
150.000 millones de más. Al mismo tiempo nos parece que 
el texto del Gobierno tiene la intención de no facilitar un 
eficaz seguimiento por las Cortes de la cuantía de los be- 
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neficios fiscales, así como de los hechos imponibles res- 
pecto a los que se han de producir. 

Esto nos conduce o nos motiva a que propongamos aña- 
dir en el artículo tres de la presente Ley General Presu- 
puestaria un requisito por el que el Gobierno venga obli- 
gado a informar de forma periódica a esta Cámara sobre la 
evoluciGn de los referidos beneficios fiscales. 

Lo diremos en este momento, como ya lo hemos anun- 
ciado en otros trámites del debate de Presupuestos: si el 
Gobierno prevé para el año próximo en su cuadro macroe- 
conómico un crecimiento del 3 por ciento, la previsión de 
ingresos que hace constar en este presupuesto a nuestro en- 
tender se ha quedado excesivamente corta. En una palabra, 
se ha escatimado la recaudación de impuestos en las previ- 
siones estimadas en el artículo número cuatro. 

La ejecución del Presupuesto de 1994 nos demuestra 
que, en cuanto que se ha producido una leve recuperación, 
se ha registrado también una mayor recaudación, no pre- 
vista inicialmente por el Gobierno, que ha sido destinada al 
incremento de gasto corriente y que ha sido, lógicamente, 
desaprovechada para los objetivos de eliminación de défi- 
cit. Así, ha sido sorprendente que desde el propio Banco de 
España se haya advertido que el objetivo de 5,9 por ciento 
de déficit es el límite máximo tolerado -palabras literales 
del Gobernador del Banco de España-, que es tanto como 
venir a decir que la falta de voluntad de reducción del dé- 
ficit que se desprende de la ordenación de gastos y de in- 
gresos del presente Presupuesto es algo como señalar que 
no hay voluntad política para reducir ese déficit al ritmo 
que requeriría la recaudación que se va a producir en 1995. 

Junto a esta advertencia del Banco de España y junto al 
expediente de déficit excesivo con el que Bruselas ha amo- 
nestado la evolución de las cuentas públicas españolas, 
persiste la tendencia que se marca en la ejecución presu- 
puestaria de los distintos gobiernos socialistas. Siempre, 
siempre, si hay una fase de recuperación, la mayor recau- 
dación está ligada a un incremento del gasto corriente, 
como lo demuestran las limitaciones de los Presupuestos 
en el período 1986-1989. Estas razones nos conducen a 
presentar una enmienda por la que pretendemos vincular 
cualquier incremento de recaudación que se pueda produ- 
cir en el ejercicio de 1995, incremento en relación con las 
estimaciones contenidas en el artículo número cuatro, 
cualquier incremento, insisto, se destine a la eliminación 
de déficit público. 

Entendemos también en nuestras enmiendas que no nos 
parece adecuada la ordenación del artículo siete por el que 
se establece la aprobación del presupuesto del Banco de 
España. Es simplemente una cuestión de forma la que pre- 
tendemos solucionar y por eso pedimos que se abra, dentro 
del Título 1, un capítulo expreso para dejar visualizada la 
autonom'a del Banco de España en la propia aprobación 
del presupuesto dentro de estos Presupuestos Generales. 

Creemos, señorías, que el artículo ocho que nos propo- 
nen los Presupuestos nuevamente es un artículo que no da 
rigor a las modificaciones de los créditos iniciales que 
aprobara esta Cámara. Por ello, en nuestras enmiendas al 
artículo ocho pretendemos que esas modificaciones refle- 
jen todos los requisitos que ha exigido el Tribunal de 

Cuentas en sus últimas recomendaciones e informes conte- 
nidos en la moción de diciembre de 1993; requisitos y re- 
comendaciones que echamos en falta en este artículo ocho 
y que pretendemos con nuestras enmiendas que se incor- 
poren. 

Igualmente, hay una enmienda que consideramos espe- 
cialmente importante, enmienda que está destinada, seño- 
rías, a que no se pueda transferir el Capítulo VI, inversio- 
nes, al Capítulo 11, gastos corrientes. Tenemos que evitar 
que se produzca la permanente tendencia que hay en la 
ejecución de los presupuestos de los distintos Gobiernos 
socialistas de financiar el crecimiento de los gastos co- 
rrientes a través de un detrimento de las dotaciones en los 
capítulos de inversiones. Por tanto, nuestras enmiendas a 
este artículo 8 pretenden impedir que estas transferencias 
entre los Capítulos VI y 11 puedan producirse. 

Igualmente, y con el fin de seguir introduciendo mayor 
rigor, que le ha faltado a toda la ejecución presupuestaria 
de los distintos Gobiernos socialistas, presentamos en- 
miendas al artículo 9; una de las más principales es que en- 
tendemos que hay que hacer más rigurosa la ejecución pre- 
supuestaria, motivo por el cual creemos absolutamente es- 
caso el número de créditos vinculantes que se conceden y 
contemplan en el artículo 9. Creemos que cuatro créditos 
vinculantes es algo absolutamente irrelevante para garanti- 
zar el rigor en la ejecución presupuestaria, y es por ello que 
nuestras enmiendas proponen claramente aumentar estos 
créditos de 4 a 22, según se contiene en las propias en- 
miendas a este artículo. 

Tendríamos que llegar en este repaso de las enmiendas 
al Capítulo 11 al artículo 10, que nuevamente pretende re- 
lajar las modificaciones presupuestarias. Es por ello que 
las enmiendas al artículo 10 que el Grupo Popular defiende 
en este trámite pretenden que en todas aquellas modifica- 
ciones que signifiquen transferencias entre diferentes Mi- 
nisterios sea competente para utilizarlas el Consejo de Mi- 
nistros y no el Ministerio de Economía. Creemos que al 
tratarse de transferencias entre departamentos distintos 
han de ser competencia del Consejo de Ministros su utili- 
zación. 

Lógicamente, creemos igualmente que el Congreso de 
los Diputados tiene que tener información puntual del con- 
tenido, motivo y destino de estas transferencias. Hasta la 
fecha, el control de las transferencias de crédito no se pro- 
duce adecuadamente y por ello nuestras enmiendas al ar- 
tículo 10 pretenden hacer un añadido con el objeto de que 
de las transferencias de crédito se rinda cuentas periódica 
y puntualmente al Congreso de los Diputados. 

Con este repaso de las enmiendas presentadas al ar- 
tículo 10 llegamos al artículo que tiene mayor calado y que 
aporta mayor novedad, comparativamente hablando, con 
ejercicios anteriores, que es el artículo 11. Como SS. SS. 
conocen, el artículo 11 viene a sustituir al ya conocido ar- 
tículo 10, supuestamente de autodisciplina presupuestaria, 
pero que ha sido reiteradamente denunciado por parte del 
Tribunal de Cuentas como un artículo que desde esa su- 
puesta autodisciplina presupuestaria no ha generado preci- 
samente disciplina presupuestaria y sí ha sido una ventana 
para la evolución negativa del gasto público, un mayor in- 
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cremento, que ha tenido como protagonista el descontrol 
en la evolución de ese gasto público. 

Hoy creemos que este artículo 11 todavía aumenta más 
la capacidad de descontrol del gasto y creemos que lo au- 
menta más porque contiene dentro de uno de sus párrafos, 
concretamente el párrafo segundo del artículo 11, la consi- 
deración de créditos ampliables a aquellas dotaciones que 
hay que aprobar para la liquidación de los ejercicios del 
INSALUD de los años 1993 y 1994 y para las transferen- 
cias a las comunidades autónomas sobre liquidaciones 
pendientes de ejercicios anteriores. 

Señorías, quisiéramos llamar especialmente la atención 
en la consideración de estos dos créditos ampliables. Ya 
saben ustedes que es, por decirlo de alguna manera, crite- 
rio de este Grupo el que se suprima en mayor medida el 
número de créditos ampliables, pero desde luego intentar 
considerar hoy día créditos ampliables la liquidación de 
los presupuestos del Insalud de 1993 y 1994 nos parece 
tanto como confirmar a esta Cámara que el Gobierno des- 
conoce cuáles han sido los gastos del Insalud del ejercicio 
1993 y que desconoce cuál van a ser al cierre de 1994 -es 
decir, para el ejercicio de 1995- los gastos del Insalud en 
1994. Creemos claramente que ésta es una confesión de 
parte que perturba muchísimo el rigor del presupuesto. Por 
ello, en nuestras enmiendas pretendemos que no se consi- 
deren ampliables estos créditos contenidos en el Anexo 11. 
2." 12 b) y 15 b). Creemos que no es de recibo que ejerci- 
cios cerrados, como pueden ser los años 1993 y 1994, sean 
para los presupuestos de 1995 créditos ampliables. 

Los gastos del Insalud del ejercicio 1993 y 1994 han de 
ser conocidos por el Gobierno y no pueden ser considera- 
dos como créditos ampliables. E igualmente pasa respecto 
a las liquidaciones de ejercicios anteriores de las transfe- 
rencias a las comunidades autónomas. ¿Es que acaso 
cuando nos estamos refiriendo al Anexo 2.15 b) el Go- 
bierno no conoce a estas alturas cuáles son los créditos 
destinados a financiar las comunidades autónomas por 
participación en los ingresos del Estado en ejercicios ante- 
riores? ¿Es que acaso el Gobierno no nos puede decir a qué 
ejercicios se está refiriendo? 

En la página 81 del proyecto de ley del Gobierno queda 
absolutamente denunciado que el Gobierno pretende no 
identificar cuáles son los créditos destinados a financiar a 
las comunidades autónomas por participación en los ingre- 
sos del Estado cuando nos estamos refinendo a ejercicios 
anteriores, y también queda denunciado que el Gobierno 
no quiere dar transparencia a qué ejercicios anteriores se 
está refiriendo. 

Por lo tanto, creemos que incluir en un artículo supues- 
tamente de autodisciplina presupuestaria dos créditos am- 
pliables de esta dimensión es precisamente abrir las venta- 
nas para un gasto cuyo fin es conocido, pero cuyo mon- 
tante nos parece absolutamente rechazable que no sea con- 
fesado en estos presupuestos. 

Las enmiendas al artículo once igualmente pretenden 
impedir que se pueda volver a repetir, señor Presidente, lo 
que ya ocurrió en el ejercicio de 1993, que no fue otra cosa 
que el Gobierno, que vio superados los límites que este ar- 
tículo establece, por decreto eliminó el artículo. Creemos 

que, si en una nueva ocasión el Gobierno se ve obligado a 
superar este límite, debería ser rebatido en esta Cámara 
cuáles son los orígenes de ese desbordamiento del gasto o 
de ese desbordamiento del límite y, por lo tanto, creemos 
que cualquier derogación de este artículo tiene que pasar 
por esta Cámara y, consiguientemente, llevar un trámite 
normal de ley y no por un decreto que de alguna manera le 
otorgue al Gobierno la posibilidad de eliminar un límite y 
una autodisciplina que aprueba esta cámara. 

Igualmente creemos que es la hora de distinguir entre 
operaciones corrientes y operaciones de capital. Por eso en 
nuestras enmiendas queremos proponer que en la redac- 
ción global que se contiene en el artículo once, apartado 1, 
respecto a los créditos extraordinarios y suplementos de 
crédito y los límites que hay que otorgar a estos créditos, 
haya que distinguir ese límite tanto para operaciones co- 
rrientes como para operaciones de capital por separado y 
no considerarlo de una manera global. 

Asimismo, creemos que es hora de que este Parlamento 
tenga una sesión parlamentaria, al igual que la tiene para la 
ejecución presupuestaria, para el conocimiento de la evo- 
lución de los créditos ampliables que se aprueben. Hasta la 
fecha, los créditos ampliables son unos créditos que esta 
Cámara no vigila convenientemente y nuestras enmiendas 
a este artículo pretenden instaurar una periodicidad por la 
que la Cámara pueda controlar la evolución de estos crédi- 
tos ampliables. 

Señor Presidente, con estos argumentos y por estas ra- 
zones hemos presentado las enmiendas números 881 a 904 
y éstas son las razones que nos conducen a defender la 
mismas y a solicitar que se mantengan para su votación en 
este trámite. 

El señor PRESIDENTE: En nombre del Grupo de Iz- 
quierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra el 
señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: El objetivo del Grupo 
parlamentario de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya 
en este trámite, una vez realizado el debate de totalidad en 
el Pleno de la Cámara, es, con sus enmiendas, ofrecer un 
abanico de posibilidades para mejorar el texto del Go- 
bierno. 

A nosotros nos gustm'a que al final del ejercicio el pre- 
supuesto que se ejecutara se pareciera al presupuesto que 
aprobamos inicialmente, cosa que no ha sucedido en ejer- 
cicios anteriores. Nos gustm'a que se pareciera no ya como 
hermanos gemelos, aunque debiera ser así, como primos 
hermanos, por lo menos. 

Las enmiendas de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya quieren conseguir que haya de verdad una técnica 
presupuestaria con objetivos por programas, objetivar los 
compromisos del Gobierno, tanto en el gasto como en el 
ingreso. Segundo, que la ejecución del presupuesto sea fá- 
cil y que haya transparencia a la hora de aprobar y pedir 
explicaciones. Y, por último, que las modificaciones que 
este presupuesto tenga sean las menores posibles. 

La primera muestra de austeridad que debe tener un 
Gobierno es medir bien sus previsiones, que haya un pre- 
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supuesto que tenga pocas modificaciones presupuestarias, 
ajustar la presupuestación, reducido uso de los créditos ex- 
traordinarios o suplementos de créditos. 

Las enmiendas de Izquierda Unida que voy a pasar a 
explicar, señor Presidente, señorías, van dirigidas a inten- 
tar conseguir, en el capítulo 1, de los créditos iniciales y la 
financiación de los mismos, en el capítulo 11, sobre modi- 
ficaciones presupuestarias y en el capítulo 111, de la Segu- 
ridad Social, estos objetivos de que he hablado. 

La enmienda 491 intenta añadir en el artículo 1." algo 
de lo que adolecen los presupuestos y que siempre deman- 
damos, conocer qué empresas públicas tiene participadas 
el Gobierno y que recoja en los presupuestos; no ya los or- 
ganismos autónomos o comerciales, sino empresas púbii- 
cas en las que participa el Gobierno por encima del 20 por 
ciento. Proponemos añadir una letra i) que diga que se re- 
cojan entre los apartados de los presupuestos generales los 
presupuestos de las empresas y sociedades mercantiles o 
entidades participadas en más de un 20 por ciento. 

La segunda enmienda pretende un segundo apartado en 
este artículo 1." para que los presupuestos generales del 
Estado del año 1996, al entrar en las Cortes, recojan en un 
tomo tanto las inversiones regionalizadas por provincias, 
del subsector del Estado, como de los organismos autóno- 
mos, comerciales y entes públicos, así como la Seguridad 
Social y empresas públicas. Se me dirá que esto ya está, 
pero no es así y el ejemplo más claro es la tramitación del 
presupuesto de este año. No hemos conseguido obtener to- 
davía, a estas fechas, las inversiones territorializadas, 
cuando otros años se entregaban antes de terminar el plazo 
de presentación de enmiendas. 

Dentro de ese punto 2 quem'amos recoger que el Go- 
bierno explicara en esos documentos qué inversiones son 
las que se acomete «ex novon y cuáles se producen en este 
ejercicio por deslizamiento de los anteriores; son compro- 
misos de presupuestos anteriores que, como no hemos sido 
capaces de ejecutar, no hemos podido iniciar el gasto o no 
hemos tenido previsión de tesorería suficiente, deslizamos 
a ejercicios siguientes. 

Por último, que la relación de puestos de trabajo recoja 
las vacantes. ¿Cuál es el objetivo de esta enmienda? Cono- 
cer de verdad el proyecto de propuesta del propio Go- 
bierno. 

La enmienda 493 va dirigida a recoger un objetivo, den- 
tro de los presupuestos de este año, de la previsión de in- 
gresos. En la página 4 del documento, en el artículo 2.2, 
cuando nos hablan de cuáles van a ser los ingresos del Es- 
tado, se nos plantea una distribución de ingresos. Nosotros 
proponemos que esos ingresos previstos inicialmente por 
el Gobierno en 13,7 billones de pesetas se incrementen en 
un objetivo de la lucha contra el fraude de 750.000 millo- 
nes de pesetas, para que lo que declaramos y lo que deci- 
mos tenga un compromiso. ¿Es posible que esto se pueda 
decir? Es posible en la medida que esa previsión después 
se cumpla, pero como cualquier previsión de ingresos. Sus 
señorías tendrán que convenir conmigo que son previsio- 
nes lo que se apunta por parte del Gobierno y nosotros 
creemos que una actuación a objetivizar es precisamente la 
lucha contra el fraude. 

Las enmiendas 494,496,497,498 y 499 intentan que 
los presupuestos recojan en este artículo 2 las previsiones 
de ingresos. Lo Único que hemos hecho ha sido recoger lo 
que el Gobierno ha publicado en otros libros que acompa- 
ñan a los presupuestos para que, en la ley que aprueba las 
Cortes, se recojan las previsiones de ingresos, tanto del 
subsector Estado como de cada uno de los organismos au- 
tónomos, administrativos y comerciales, distribuyendo la 
previsión de ingresos, de impuestos directos, de tasas, de 
transferencias corrientes, y no en su conjunto. Se me podrá 
decir que hay un anexo donde se explican o se aportan, 
igual que hay otros anexos del gasto, pero sería bueno que 
este presupuesto mejorara su articulado para que, por lo 
menos, la previsión del ingreso se equiparara a la previsión 
del propio gasto. 

La enmienda 495 pretende que, al igual que el proyecto 
habla del gasto consolidado previsto por el Estado, se esta- 
blezca también el ingreso consolidado del Estado. En el ar- 
tículo 2. cuatro el Estado propone cuál es la distribución 
del gasto consolidado, recogiendo organismos autónomos, 
organismos comerciales, Seguridad Social y las empresas 
o los organismos que recoge el artículo 1 e) de este pro- 
yecto de ley. El gasto consolidado es de 33,8 billones de 
pesetas. Nosotros pretendemos que se incluya también el 
ingreso consolidado, todo lo que va a ingresar del Estado o 
para poder comparar o cotejar lo que es ingreso del Estado 
con gasto del Estado. 

Las enmiendas números 500 y 501 se refieren a lo que 
pudiéramos llamar beneficios fiscales. Nosotros propone- 
mos que este artículo 3 no sólo diga que el Gobierno anun- 
cia unos gastos fiscales aproximados de unos 2,3 billones 
de pesetas, sino que, en la ley que aprobemos, también se 
especifique la distribución de esos gastos fiscales (cómo se 
proyecta en el Impuesto sobre la Renta, en el Impuesto so- 
bre el Patrimonio, en el Impuesto sobre la Renta de Socie- 
dades, en el Impuesto de Sucesiones, en los impuestos in- 
directos, etcétera); la distribución que el propio Gobierno 
acompaña en el libro de explicación de los presupuestos. 

La enmienda 500 habla de la distribución de ese gasto 
fiscal, para que conozcamos, impuesto a impuesto, cuál es 
el beneficio fiscal que se va a dar a los ciudadanos por 
parte del Estado. 

La enmienda 501 va dirigida a un objetivo de Izquierda 
Unida, que sería reducir el gasto fiscal en 200.000 millo- 
nes de pesetas. Creemos que hay excesivo gasto fiscal y 
que este gasto fiscal, sobre todo en determinados impues- 
tos, como el de Patrimonio y el de Sociedades, y en el de la 
Renta en lo que pudiéramos llamar capital mobiliario, no 
va unido a una mayor inversión; simplemente está signifi- 
cando mayores recursos para alguien que no se compro- 
mete de manera obligatoria. El fracaso de los planes de 
ahorro popular viene a confirmar esta previsión de Iz- 
quierda Unida. 

El grupo de enmiendas siguientes pretende una mayor 
especificación de lo que el artículo 6 dice con respecto a 
los presupuestos de las distintas entidades que aprobamos 
con estos presupuestos. El artículo 6. tres propone toda una 
serie de empresas y organismos de la propia Administra- 
ción y lo que nosotros hacemos son tres propuestas. Pri- 
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mero, que se recoja el Grupo Teneo, una sociedad puesta 
en marcha por varias empresas del grupo del Gobierno, 
que no vaya recogido separadamente; es verdad que son 
actuaciones de varias empresas, pero sería bueno recogerlo 
como tal órgano colectivo. Segundo, la especificación de 
las empresas del INH y del INI. Las enmiendas 503 y 504 
pretenden que en los presupuestos no se diga INI, tanto di- 
nero, sino que las distintas empresas del INI se puedan es- 
pecificar por separado en este texto y no en ese tomo rojo, 
donde se dan las cuentas de explotación y resultados, sin 
poder seguir ni conocer cuál es la evolución y los compro- 
misos de las distintas empresas que componen los dos gru- 
pos: INH e INI. Empresas con un volumen alto de inver- 
sión y con una actuación bastante importante a la hora de 
reactivar, recuperar o gestionar la parte de empresa pública 
que el Estado, a través de los presupuestos, ha decidido po- 
ner en manos del Gobierno. 

La enmienda 505 va dirigida a que lo que pudiéramos 
llamar, dentro del capítulo 11, modificaciones y ejecución 
de los créditos presupuestarios tuviese un rigor a la hora de 
las modificaciones. Pretendemos adicionar en el artículo 8, 
dos un apartado que ponga que la modificación presupues- 
taria debe justificar no los objetivos nuevos que queremos 
cubrir, sino los objetivos a los que renunciamos, porque ésa 
es la verdadera presupuestación objetivada por programas: 
cuando uno modifica, conocer por qué renuncia a unos ob- 
jetivos y por qué propone otros. Es decir, que también se 
conozca la baja en la explicación de los compromisos y no 
solamente en la cuantificación de los dineros, que es lo que 
al final nos mandan en las liquidaciones presupuestarias. 

En cuanto al artículo 8, tres proponemos modificar esta 
capacidad que tiene el Ministerio de Econom’a y Hacienda 
para autorizar todas las modificaciones del capítulo 1, gas- 
tos de personal. En la propuesta del Gobierno se dice que 
se va a remitir cada modificación del gasto de personal al 
Ministerio de Administraciones Públicas para su conoci- 
miento. Nosotros creemos que el Ministerio de Adminis- 
traciones Públicas, que es el que se compromete a la hora 
de hacer el presupuesto, debe autorizar las modificaciones 
de gastos de personal, no vaya a ser que el Ministerio de 
Hacienda haga una modificación que deje sin obligaciones 
para actuar que ya ha comprometido el Ministerio de Ad- 
ministraciones Públicas. Por tanto, hace falta que el Minis- 
terio de Administraciones Públicas autorice las modifica- 
ciones de gastos de personal. 

La enmienda 507 se refiere a los créditos vinculantes. 
Estos se circunscriben, por parte del Gobierno, a cuatro 
propuestas. Es verdad que en el Ministerio de Defensa am- 
plía a productos alimenticios. Nosotros creemos que de- 
biera ampliarse sustancialmente esta propuesta, hemos he- 
cho una propuesta de vinculación, no solamente los pro- 
ductos alimenticios del Ministerio de Defensa y de los 
cuarteles, sino todos los productos alimenticios de todos 
los servicios que presta la Admini&ración, llámese en 
Asuntos Sociales, llámese en actuación hospitalaria, en 
cualquier realidad. Los gastos alimentarios no deben reco- 
gerse solamente en el Ministerio de Defensa. Por eso pro- 
ponemos incorporar un crédito vinculante, para que tenga 
menos modificación esta previsión presupuestaria. 

La enmienda 508 es al artículo 10.1.5, relativo a que se 
puedan autorizar transferencias de crédito entre varios pro- 
gramas incluidos en una misma función de los distintos de- 
partamentos, si ello fuese necesario, en función de conve- 
nio entre distintos departamentos ministeriales y entre dis- 
tintos organismos autónomos. Esto está bien pero para des- 
pués de aprobados los presupuestos. Para lo que está pre- 
visto no. La propuesta del Gobierno debe recoger toda la 
evolución de los convenios que pueda tener o los acuerdos 
que pueda haber entre los distintos ministerios, departa- 
mentos u organismos autónomos. Lo que pretende la en- 
mienda es que se dirija a los convenios firmados con pos- 
terioridad a la aprobación de los presupuestos, a fin de 
obligar al Gobierno a presupuestar de verdad y que no 
haga actuaciones más o menos a ojo de buen cubero. 

Las enmiendas 509 y 5 10 van encaminadas a potenciar 
algo que nosotros creemos que debe ser básico, y es la idea 
de caja común. 

El artículo 10, dos autoriza de forma exclusiva para el 
año 1995 -los anteriores Presupuestos lo hicieron para 
1994 y los anteriores para 1993- al Ministerio de Defensa 
generaciones de crédito en ingresos procedentes de ventas 
de productos farmacéuticos, prestación de servicios hospi- 
talarios o suministros de víveres y combustibles. Nosotros 
creemos que esto no tiene por qué estar en manos del Mi- 
nisterio de Defensa, sino en manos del Ministerio de Ha- 
cienda. Y los ingresos que se efectúen en la Administra- 
ción después se distribuyen en los gastos. Estos gastos tie- 
nen que estar incorporados dentro del Ministerio de De- 
fensa y, por consiguiente, previstos presupuestariamente. 
Si hay ingresos por esta vía, deben venir por el camino nor- 
mal y corriente. En el artículo 10, cuatro sucede lo mismo, 
pero para el Ministerio de Sanidad. Por tanto, proponemos 
que esta facultad la tenga el mismo Ministerio que la tiene 
para las demás posibilidades de ingresos. 

La enmienda 5 11 pretende, señor Presidente -es una 
enmienda similar a la que hemos presentado otros años-, 
que el artículo 10 recoja al final que todas las modificacio- 
nes presupuestarias que se produzcan a lo largo del ejerci- 
cio se remitan a las Cortes Generales y los distintos grupos 
de la Comisión de Presupuestos del Congreso y del Senado 
tengamos todas las modificaciones. Se me puede decir que 
esto puede suponer quintales de papel, y yo, que estoy de 
acuerdo en ahorrarnos cortar árboles para el papel, haré 
una sugerencia al propio Gobierno: hay una cosa ahora que 
se llama ordenadores y con un disquete fabuloso conoce- 
mos todas las modificaciones presupuestarias. Por tanto, 
no hace falta mandamos papeles, pero sí queremos cono- 
cer todas las modificaciones presupuestarias que se pro- 
duzcan. Porque, además, aprobamos los créditos iniciales, 
y tenemos criterios de seguimiento de la ejecución presu- 
puestaria. 

La enmienda 512 va dirigida a reducir la capacidad de 
crédito extraordinario que ponemos en el propio Gobierno. 
Tengan SS. SS. en cuenta que estamos aprobando un pre- 
supuesto consolidado de 33 billones de pesetas y un presu- 
puesto de partida de unos 30 billones de pesetas. El 3 por 
ciento de créditos extraordinarios supone un volumen altí- 
simo de autorización a créditos. Por tanto, proponemos re- 
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ducir ese 3 por ciento al 2 por ciento para que haya menos 
uso de los créditos extraordinarios. Se me podrá decir que 
un crédito de 900.000 millones de pesetas es poca cosa, 
pero 900.000 millones son muchos miles de millones 
como para decir que es poca cosa. 

La enmienda 5 13 pretende adicionar en el artículo 11.3 
un nuevo párrafo. A nosotros nos gustaría que la liquida- 
ción presupuestaria, tanto la trimestral como la final, estu- 
viese ajustada al mismo nivel de desagregación que apro- 
bamos. ¿Por qué? Porque, si no, no hay manera de seguir 
qué está aprobando el Gobierno. Te pueden decir más o 
menos a ojo que un determinado programa se ha ejecutado 
un 30 por ciento, pero ¿cuánto se ha gastado en capítulo 1 
y dentro de este capítulo 1 cuánto en gastos sociales, 
cuánto en sueldos, cuánto en gratificación? Es lógico que 
el nivel de liquidación presupuestaria venga con el mismo 
nivel de desagregación, porque los que estamos en la opo- 
sición queremos saber hasta lo que se gastan en lápices, 
queremos conocerlo, para ver, de verdad, que se está pro- 
duciendo austeridad, para no funcionar a ojo de buen cu- 
bero. Porque aquí hay que ver lo fabulosos que somos para 
las predicciones y las precisiones de la-inflación al 3,5 por 
ciento, del déficit público, pero luego hay que ver la relati- 
vización que hacemos de todo lo que es la ejecución y el 
seguimiento presupuestario. 

Ahora, señor Presidente, con las dos enmiendas que 
pretenden adicionar dos artículos, artículo 11 bis y artículo 
11 ter. La primera pretende que la liquidación anual del 
presupuesto tenga un nivel de desagregación, conociendo 
el nivel de desagregación en el subsector Estado y en los 
organismos comerciales, entes públicos y empresas públi- 
cas, con un estudio de valoración del grado de cumpli- 
miento de los objetivos que ha cumplido cada programa. 
No de la liquidación del programa, no que me digan que en 
este programa de prestaciones hemos conseguido adminis- 
trar tanto gasto. No. Que se nos diga qué objetivos de los 
propuestos inicialmente se han cumplido, cuáles no se han 
cumplido y cuáles se deslizan, para, de verdad, demostrar 
que estamos haciendo una presupuestación por programas. 
Porque yo creo que no hay una presupuestación por pro- 
gramas, hay una presupuestación funcional que se justifica 
vía programas. 

La enmienda por la que proponemos la creación de un 
nuevo artículo 11 ter tiene relación con lo que decía antes 
del seguimiento de la cuenta pública. Es verdad que este 
Congreso tiene la obligación de haber puesto en marcha la 
oficina parlamentaria de los presupuestos, pero lo que no- 
sotros venimos a proponer aquí es que los grupos parla- 
mentarios tengan acceso a la Intervención General, al or- 
denador de la Intervención General; mayor seguimiento 
que ése, señor Presidente, no vamos a tener. La mejor 
forma de seguir la ejecución presupuestaria sería con esta 
aportación y desaparecerían todas las comunicaciones. 
Esto significa funcionar de forma transparente y clara y 
que el Gobierno esté controlado porque todo el mundo co- 
noce en qué se están gastando los recursos públicos. 

Termino con la enmienda que dirigimos hacia la Segu- 
ridad Social. Nosotros proponemos incrementar lo que es 
la previsión que establece el artículo 12. dos, cuando dice 

1 

que el Estado aporta al sistema de seguridad social 2,3 bi- 
llones de pesetas para atender la financiación de los com- 
plementos mínimos de las pensiones de dicho sistema. No- 
sotros proponemos elevarlo a 267.426.100, precisamente 
para hacer frente al incremento de las pensiones del SOVI, 
petición que hemos venido haciendo reiteradamente pero 
que no se aborda desde la propuesta del Gobierno. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Socialista, tiene la palabra el señor Padrón Delgado. 

El señor PADRON DELGADO: Señor Presidente, in- 
tervengo para contestar a las intervenciones de los repre- 
sentantes del Grupo Popular y del Grupo de Izquierda 
Unida relativas al Título 1 del proyecto de ley de presu- 
puestos. 

Antes que nada he de decir que no me ha extrañado que 
se hayan presentado 1 .O00 enmiendas. Viene siendo lo ha- 
bitual desde que el Partido Socialista gobierna en este país, 
puesto que da la impresión de que el Grupo Popular consi- 
dera que cuantas más son las enmiendas más peso tienen 
sus argumentos. En muchas ocasiones parece que en el nú- 
mero de enmiendas se establece un listón a ver si cada año 
lo superan. Así no es de extrañar que se presente una en- 
mienda de totalidad al Título 1, enmiendas de totalidad a 
los diferentes capítulos del Título 1 y enmiendas de supre- 
sión de cada uno de los artículos que constituyen los capí- 
tulos de ese Título. El listón siempre es posible superarlo 
puesto que, en años próximos, podrán presentar enmiendas 
hasta a párrafos o frases, y en vez de 1.000 podrán presen- 
tar 10.000 y se verá que, efectivamente, existe una gran 
oposición, capitaneada por el Grupo Popular, a los presu- 
puestos generales del Estado presentados por el Gobierno. 

Tampoco me ha extrañado que el portavoz del Grupo 
Popular haya hecho una intervención aduciendo los mis- 
mos argumentos que en el debate de totalidad. Ha habido 
un debate de totalidad, el Ministro de Economía y Ha- 
cienda respondió cumplidamente a los planteamientos, 
tanto de las enmiendas de totalidad como a otros aspectos 
parciales expuestos en la fijación de posiciones de otros 
grupos parlamentarios, y las largas horas de ese debate, ce- 
lebrado hac'e una semana, por lo visto han sido insuficien- 
tes. Además, todas las razones de peso, razones justificati- 
vas, razones de por qué es este presupuesto, así como las 
obligaciones inherentes y limitación que tiene el Gobierno 
a la hora de confeccionar un presupuesto, no han sido sufi- 
cientes. Se sigue insistiendo en la tonadilla de sieppref el 
alto grado de gasto público que se produce en este presu- 
puesto. 

Pero si se analizan cada una de las intervenciones refe- 
ridas a cada uno de los artículos enmendados o las razones 
para su supresión, pocos argumentos hay. Y cuando se ha- 
bla de la posibilidad de reducción del gasto público y otra 
distribución, tampoco acompañan un documento donde se 
diga cuáles son las partidas que suprimirían, tanto en gas- 
tos de personal como en los gastos financieros, transferen- 
cias, inversiones, etcétera, puesto que, efectivamente, las 
partidas importantes del gasto son imposibles de mover. 
Algunas partidas corresponden a obligaciones reales del 
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Estado, gastos de personal, como son las transferencias, la 
mayor parte de ellas a la sanidad, a los entes territoriales; 
el porcentaje de inversión es el determinado en base al pro- 
grama electoral del Partido Socialista. Por tanto, lo único 
que ha dicho es que hay un excesivo gasto en el capítulo 11, 
de gasto corriente, si se compara con el montante global 
del presupuesto. No nos parece así puesto que el capítulo 11 
del presupuesto son 369.000 millones para un gasto de 17 
billones de pesetas. No parece excesivo. Por otra parte, la 
cantinela de siempre de excesivas personas en el ámbito 
del asesoramiento o de gastos por personal de designación 
directa. En definitiva, es la misma canción que estamos 
oyendo desde hace varios años y que no se acompaña con 
una razón coherente de decir cuáles son los puestos a su- 
primir y cómo se suprimirían, ya que, efectivamente, de- 
sempeñan unas funciones determinadas en el ámbito de la 
Administración. 

Pasando a los artículos correspondientes, sobre algunas 
de las enmiendas defendidas, que no sean de supresión de 
los artículos que componen este Título 1, por ejemplo, la 
enmienda número 885, que es similar a una presentada a 
los Presupuestos del año 1994, donde se habla de que en 
los meses de mayo y septiembre el Gobierno remita a la 
Comisión de Presupuestos un informe detallado sobre la 
cuantía de los beneficios fiscales, he de decirle que ya se le 
informó el año pasado de que los gastos fiscales es posible 
determinarlos una vez que se presentan las liquidaciones 
de los impuestos correspondientes. Por tanto, difícilmente 
se podrá presentar en el mes de mayo de 1995 lo que van a 
suponer los gastos fiscales para el ejercicio, puesto que, si 
vamos a lo que constituyen los gastos fiscales, vemos que 
figura una cantidad de previsiones de gastos fiscales para 
el año 1995 que es imposible saberlos en el mes de mayo, 
incluso en el mes de septiembre, como son, en el Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, lo que se desgravará 
por enfermedades o por adquisición de viviendas, o por 
pólizas de primas de seguro de vida; o, en el impuesto so- 
bre Sociedades, por deducción por inversiones, por deduc- 
ciones en el límite de la cuota en el ejercicio, y toda una se- 
rie de conceptos que se podrán ir viendo a medida que se 
van efectuando las liquidaciones. Otra cosa es que, una vez 
cerrado el ejercicio, el Gobierno pueda remitir, sobre la 
base de las liquidaciones ya presentadas, lo que ha consti- 
tuido cada una de las partidas que componen los conceptos 
por los cuales se pueden efectuar desgravaciones fiscales. 

Al representante del Grupo de Izquierda Unida, puesto 
que la disminución que propone en gastos fiscales se co- 
rresponde también con otra enmienda, luego le respon- 
deré. 

Casi todas las enmiendas se refieren a supresiones del 
artículo y los artículos que constituyen los capítulos de 
este Título 1 son la base del presupuesto; aprobar la supre- 
sión de uno de estos artículos significaría de hecho una en- 
mienda de totalidad. 

Otra de las propuestas es establecer una serie de restric- 
ciones en el límite al crédito que viene en el proyecto de 
ley al 3 por ciento, recurso también reiterativo con res- 
pecto a otros años. Yo creo que el límite establecido en el 
3 por ciento es más que suficiente. Significa una limitación 

muy por debajo de lo que contienen los presupuestos de 
otros países de nuestro entorno y, por tanto, no lo conside- 
ramos adecuado, puesto que, efectivamente, hay una vo- 
luntad decidida de reducción del gasto público y, por tanto, 
no hay razón para efectuarlo. 

Tampoco es verdad uno de los argumentos utilizados 
por el señor Aguirre referido a la mayor recaudación que 
se viene produciendo en 1994. Por los datos que nosotros 
tenemos, la previsión inicial de ingresos para el año 1994 
estaba en 13 billones 216.000 millones, y de los datos 
aportados por la memoria del Gobierno, la recaudación 
previsible del año 1994 estará en torno a los 13 billones 
206.000 millones. Por tanto, no tenga preocupación de que 
se incremente el gasto como consecuencia de esa mayor 
recaudación y, por ello, no es necesaria esa previsión, 
puesto que todo el presupuesto y toda la política que viene 
haciendo el Gobierno va orientada (y así viene en la me- 
moria) a una reducción del déficit que no puede ser de un 
corte radical, puesto que no es posible producir ese corte 
de forma traumática, sino en un plazo orientado a que en el 
año 1997 el déficit esté en torno al 3 por ciento del pro- 
ducto interior bruto. 

En cuanto a la propuesta de un capítulo aparte para el 
artículo 7, referido al presupuesto del Banco de España, lo 
estamos estudiando. Esto no añade ni quita nada al presu- 
puesto y, por tanto, en su momento daremos nuestra posi- 
ción definitiva con respecto a esta enmienda. Con relación 
al artículo 8, de normas de modificación y ejecución de 
créditos presupuestarios, sabe el señor Aguirre que desde 
el año pasado, y especialmente también para el presu- 
puesto del año 1995, las normas son las m’nimas impres- 
cindibles y de acuerdo con lo establecido en la Ley Gene- 
ral Presupuestaria. Por tanto, no tema que haya grandes 
modificaciones presupuestarias, puesto que lo establecido 
en ese artículo es lo mínimo e imprescindible para evitar la 
inoperancia en algún caso de un mayor cierre de posibili- 
dades a la hora de ejecutar el presupuesto. No hay razón de 
seguir con esa cantinela que, a lo mejor, podría tener cierto 
fundamento en años pasados, pero desde el momento en 
que se decidió presentar las leyes de acompañamiento fi- 
nanciero y el control del gasto presupuestario, las normas 
son las m’nimas y estrictas previsibles. 

Igualmente ocurre con relación al artículo 9, donde pre- 
tende, a través de una enmienda, establecer un mayor nú- 
mero de créditos vinculantes. Nos parece una exageración 
establecer créditos vinculantes, por ejemplo, para limpieza 
y aseo, para primas de seguros, seguridad, mobiliario y en- 
seres. .. Yo creo que el afán inquisidor, en este caso, a la 
hora de ejecutar el gasto, le está llevando al Grupo Popular 
a exageraciones, y en cualquier comparación de la ejecu- 
ción del presupuesto aprobado para 1994 y la liquidación 
correspondiente se ve que en el capítulo 2 no hay grandes 
desviaciones. 

A lo largo de los meses pasados, y en el mes de octubre, 
especialmente, han comparecido en la Comisión de Presu- 
puestos una gran cantidad de cargos de la Administración 
que han venido explicando la ejecución del presupuesto 
del año 1994 y las previsiones de cierre de ese presu- 
puesto, y, salvo raras excepciones (que no he visto yo re- 
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flejadas en posiciones de otros grupos parlamentarios), se 
han ajustado estrictamente a lo presupuestado y aprobado 
por estas Cortes. Por tanto, este afán de establecer estos 
grandes controles de créditos vinculantes y pasarlos de 3 a 
22 nos parece una exageración. Llegm’amos al caso (po- 
niendo ya un símil exagerado) de que las administraciones 
requiriesen el consentimiento del Grupo Popular a la hora 
de efectuar un gasto del capítulo 2, y que para comprar una 
caja de bolígrafos o el papel para la fotocopiadora tuviesen 
que pedir permiso a la Comisión de Presupuestos. Yo creo 
que todas las cosas tienen un límite, y aquí ustedes se están 
pasando también. 

Artículo 10. Señor Aguirre y señor Ríos, de Izquierda 
Unida, tanto la incorporación a la Sección 14 de los rema- 
nentes de gastos para créditos al Ministerio de Defensa 
como lo que se establece en los puntos dos y cuatro, son 
aspectos contemplados en la Ley General Presupuestaria, 
artículo 71 1.b) y c). No se puede aducir falta de control 
por el hecho de que pueda el Ministerio de Defensa efec- 
tuar una modificación presupuestaria y, por tanto, autorizar 
una generación de crédito correspondiente a la venta de 
productos farmacéuticos o prestaciones de servicios hospi- 
talarios; igualmente que en el 10, cuatro, para el Ministerio 
de Sanidad, ya que, por otra parte, a la hora de efectuar la 
liquidación presupuestaria, vienen esas modificaciones. 
No se puede llevar el control del Gobierno y el control del 
gasto público a unos límites que requieren estos pormeno- 
res y estos detalles; creo que son exageraciones. 

Con respecto al artículo 11, referido a las limitaciones 
de los créditos presupuestarios, ya he explicado el límite a 
los créditos extraordinarios; los créditos ampliables tam- 
bién para 1995 se limitan considerablemente. Bien es ver- 
dad que hay algunos créditos sobre los que es imposible 
saber la evolución y, por tanto, son obligaciones contrac- 
tuales, por lo que tiene que abrirse esa posibilidad de con- 
siderarlos créditos ampliables. 

Al asunto de las liquidaciones para las comunidades au- 
tónomas está achacándose como si fuera culpa del Go- 
bierno que no se efectuarán dichas liquidaciones, la parti- 
cipación de las comunidades autónomas en los ingresos 
del Estado correspondientes a ejercicios anteriores. Pri- 
mero, para la liquidación de 1994 hay que esperar al 3 1 de 
diciembre de 1994, para, una vez efectuar el gasto corres- 
pondiente o la parte proporcional, negociarlo con las co- 
munidades autónomas y, por tanto, determinar la partida 
correspondiente de la que en el presupuesto hay una apro- 
ximación y, en consecuencia, tiene que considerarse am- 
pliable. 

Igualmente cabe decir con respecto al gasto del Insalud, 
puesto que nunca es posible determinar el gasto matemáti- 
camente exacto del crédito correspondiente al Insalud y no 
se pueden dejar de atender los enfermos basándose en que 
el crédito está determinado y cerrado y, por tanto, al no ha- 
ber crédito, no se le puede atender. Hay algunos gastos que 
son matemáticamente imposibles de determinar y ésta es la 
consideración de ampliable que tienen muchos de ellos, 
que, por otra parte, en esta ocasión, cada vez son menos. 

No sé si me queda por responder alguna enmienda de 
las defendidas a estos artículos por el Grupo Popular, pero, 

en todo caso, en la réplica podré dar cumplida respuesta si 
alguna de las enmiendas no ha sido contestada. 

Con respecto al Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa 
per Catalunya, su enmienda, en algunos aspectos, por una 
parte, si el Grupo Popular dice que se gasta mucho y que, 
por consiguiente, la enmienda de totalidad va en el sentido 
de reducir el gasto (en principio, hablan de 200.000 millo- 
nes, luego hablan de 500.000 millones, no dice de dónde lo 
deducirían, salvo lo expresado respecto al capítulo 2 del 
presupuesto), el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya presenta una serie de enmiendas, algunas de las 
cuales nos resultan ya algo familiares. En cuanto al hecho 
de que se pida que se presenten también los presupuestos 
de las empresas y sociedades mercantiles en las que el Es- 
tado participa en más de un 20 por ciento, primero, la Ley 
de Sociedades Anónimas no permite esto, señor Ríos; por 
otra parte, espere a modificar la Ley General Presupuesta- 
ria a ver si eso lo permite. De momento, lo que está ha- 
ciendo el Gobierno es cumplir lo establecido en la Ley Ge- 
neral Presupuestaria. Se presenta en los presupuestos los 
PAIF de las empresas en las que el Estado es accionista 
mayoritario y, por tanto, no tiene sentido la defensa de esa 
enmienda. 

En la presentación del presupuesto dice que en los to- 
mos no vienen recogidas las inversiones regionalizadas 
por provincias. Existen unos tomos de anexos de inversio- 
nes en los que vienen los proyectos, los superproyectos, 
vienen las inversiones regionalizadas, en la medida en que 
es posible hacerlo en los proyectos, y vienen detalladas por 
provincias. De hecho, los Diputados efectúan un segui- 
miento para ver la inversión correspondiente en cada una 
de esas provincias, no así referido a empresas públicas, 
puesto que no desciende a tanto detalle el presupuesto de 
las empresas públicas. Pero en la presentación del presu- 
puesto, en el anexo de inversiones entiendo que viene in- 
formación bastante completa sobre ese asunto. 

Por otra parte, hay una enmienda global suya referida 
al incremento en 750.000 millones como consecuencia de 
un mayor impulso en la lucha contra el fraude fiscal. La 
verdad es que yo en alguna ocasión también intenté, 
cuando estaba en la oposición, enmendar el presupuesto 
de ingresos; parece que el presupuesto de ingresos, según 
el Reglamento, era difícil de enmendar si no había un 
texto concreto que dijera qué impuesto se subía, pero, en 
todo caso, esta apreciación me parece demasiado aventu- 
rada, puesto que la lucha contra el fraude es una labor creo 
que no sólo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya 
sino del Gobierno; yo creo que en este tema están todos 
los grupos de acuerdo, y más cuando hay informe del Ins- 
tituto de Estudios Fiscales en donde se hacen estimacio- 
nes. Pero no se puede determinar que un voluntarismo o 
deseo de luchar contra el fraude va a originar ya en el año 
1995 un incremento de 750.000 millones, puesto que sabe 
usted que las actas conllevan el consiguiente proceso de 
recurso, que en muchas ocasiones terminan en los tribu- 
nales y son éstos los que al final determinan si corres- 
ponde el pago o no. De hecho, por tanto, me parece una 
enmienda de campanario, pero con poco fundamento en la 
práctica. 
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Cuando habla de una reducción en los gastos fiscales, 
dígame en dónde se realizaría la disminución, puesto que 
tendría que ir acompañada -no sé si lo ha hecho- de 
unas modificaciones de la Ley de acompañamiento finan- 
ciero o de las normas tributarias. Los gastos fiscales que 
vienen en los anexos al presupuesto’van todos orientados 
al estímulo de las actividades productivas y otros tienen un 
amplio contenido social como gastos por enfermedad, gas- 
tos por la adquisición de vivienda, etcétera, o incentivos a 
la inversión. Por tanto, le manifestamos que tampoco va- 
mos a aceptar esa enmienda. 

Las enmiendas números 494,495,496 y 497 -aunque 
esta Última a mí no se me acaba de aclarar- pretenden 
que en los artículos correspondientes figuren estos deta- 
lles. Creo que si vienen en la parte correspondiente de los 
anexos que acompañan al presupuesto, es más que sufi- 
ciente. De todas maneras, las estudiaremos, para ver si es 
posible esta innovación en la presentación de los presu- 
puestos y que en los artículos correspondientes figuren es- 
tos detalles. 

Asimismo, pretende que haya un mayor detalle al espe- 
cificar cada uno de los grupos de empresas del Estado, 
tanto de Teneo como de otras empresas. Ya me he referido, 
al hablar de las empresas en las que el Estado en un por- 
centaje superior al 20 por ciento, a que esto no es posible. 
Sobre Teneo, me imagino que en los documentos y en los 
anexos del presupuesto vendrá, pero, de todas maneras, no 
puedo garantizarle que venga la información sobre Teneo. 
Estudiaremos esta enmienda, para ver si en el debate en el 
Pleno podemos aceptarla y, por tanto, que figure en la ley 
de presupuestos ese conjunto de empresas. 

Igualmente, tengo que decirle que la enmienda número 
505, que es una enmienda con cierta lógica, que se refiere 
a que cualquier modificación de presupuesto no solamente 
exprese la incidencia en la consecución de los objetivos 
con esa modificación, sino los efectos que supone esta mi- 
noración de gasto de las partidas de las que se detrae, su- 
pondría una ampliación, en todo caso, de la memoria co- 
rrespondiente. Aunque es una enmienda bastante lógica, 
en este momento no la aceptamos, pero lo estamos estu- 
diando para el Pleno. 

No puedo decirle lo mismo respecto a la enmienda nú- 
mero 506, puesto que pretende que haya dos autorizacio- 
nes. En el artículo 8.uno.tercera, modificaciones autoriza- 
das que afecten al crédito del capítulo 1, gastos de per- 
sona, dice, <<deberán ser comunicadas al Ministerio de 
Economía y Hacienda y al Ministerio para las Adminis- 
traciones Públicas para su conocimiento», y usted pre- 
tende que sea también autorización, o sea, una doble auto- 
rización. Yo creo que si ya está autorizado por el Ministe- 
rio de Economía y Hacienda que, a fin de cuentas, es el 
máximo responsable, ya que a la hora de determinar el 
gasto correspondiente existe la Subdirección General de 
Costes de Personal, el hecho de la comunicación al Minis- 
terio para las Administraciones Públicas nos parece más 
que suficiente y no someterlo a esa doble autorización 
que pretende su enmienda número 506. Por tanto, de mo- 
mento, la rechazamos porque creemos que no es necesario 
ese doble trámite. 

’ 

’ 

Pretende también que los créditos alimenticios tengan 
la consideración de créditos vinculantes y ha puesto el 
ejemplo de asuntos sociales y hospitales. Sobre esto tengo 
que decirle lo mismo que le decía al señor Aguirre con esa 
pretendida ampliación de créditos vinculantes. ¿Cree usted 
que se pueden determinar los créditos vinculantes de los 
hospitales del Insalud para productos alimenticios? A mí 
me parece que no se puede llegar a ese detalle. Los gastos 
normales de los hospitales conllevan múltiples facetas y 
conceptos, y quizá podría determinarse el control estricto 
por medio de intervención y demás, pero establecer que el 
Insalud en sus presupuestos establezca como créditos vin- 
culantes los relativos a productos alimenticios nos parece 
que podría hacer peligrar la salud de algunos enfermos que 
requieren un tratamiento especial alimentano, señor Ríos. 
(El señor Ríos Martínez: Será al revés.) Yo creo que se 
ha pasado usted. 

Sobre las supresiones que pretende el artículo 10, dos y 
cuatro, ya se lo contesté antes, son normas previstas en la 
Ley General Presupuestaria, artículo 71.1 b) y c). Por 
tanto, no creemos por una parte que esto tenga una inci- 
dencia presupuestaria importante, y, por otra, esa posible 
generación de crédito es una autorización que en su mo- 
mento consideraron oportuna por determinados conceptos 
y, por tanto, no aceptamos esas enmiendas que uste pro- 
pone. 

Por lo que se refiere a la enmienda 5 12 sobre la limita- 
ción, tengo que decirle que su posición global es un poco 
contradictoria ya que, por un lado, pretende un incremento 
de gastos de 750.000 millones, como consecuencia del in- 
cremento de la recaudación fiscal y, por otro lado, 200.000 
millones de la disminución de los gastos fiscales. Luego, a 
lo largo de otras sesiones, veremos que habrán presentado 
ustedes enmiendas -no he tenido tiempo de verlas to- 
das- que suponen incremento de gastos en orden a esa 
cuantía, pero, por otro lado, presentan también una dismi- 
nución de la limitación que el Gobierno se autoimpone del 
3 por ciento en los créditos extraordinarios, establecién- 
dola en el 2 por ciento. Yo creo que el 3 por ciento es una 
cifra bastante baja y jojalá! no sea necesario llegar a ella, 
pero, por si acaso y por las razones que siempre se con- 
templan sobre la base de posibles incrementos de gastos no 
previstos, se ha establecido esa cifra del 3 por ciento. 

En otra serie de artículos se refieren a otras peticiones 
de normas en cuanto a la liquidación trimestral de los pre- 
supuestos desagregados. Yo creo que se está en una línea 
de mejora de la presupuestación y de mejora de la rendi- 
ción de los presupuestos. No sé si es posible llegar en este 
momento a este grado que usted solicita en su enmienda 
513. En todo caso la estudiaremos para el Pleno, aunque 
me da la impresión de que en este momento es imposible 
llegar a ello. La informatización de las administraciones 
no ha llegado a un grado que permita que trimestralmente 
se pueda efectuar. Usted sabe que muchos de los datos tie- 
nen que ser remitidos por las correspondientes delegacio- 
nes de Hacienda de las 50 provincias españolas. Por tanto, 
quizá la agilidad en la presentación para poder determinar 
los gastos por capítulos, artículos, etcétera, no lo haga po- 
sible en este momento. 
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Nada más, señor Presidente. Creo que he contestado en 
términos generales a las diferentes enmiendas defendidas 
por el Grupo de Izquierda y el Grupo Popular. 

El señor PRESIDENTE: Para turno de réplica tiene la 
palabra el señor Aguirre, por el Grupo Parlamentario Po- 
pular. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ: Gracias, señor 
Padrón, por la contestación puntual que ha hecho al conte- 
nido de mi primera intervención. 

Tengo que decirle que he observado que en su interven- 
ción ha venido a decir algo así como que no se puede lle- 
var el control a los límites que requiere el Grupo Popular. 
Yo creo, señor Padrón, que lo que no se puede es llegar al 
descontrol que han llevado ustedes a los Presupuestos Ge- 
nerales del Estado. De muestra un botón: en el año 1993 
donde tenían previsto 1,4 billones de déficit, alcanzaron 
3,7 billones de déficit; es decir, hubo una desviación de 2,3 
billones. Si a eso le llama usted austeridad o control, re- 
presenta, ni más ni menos, que el 162 por ciento de des- 
viación. En 1992 esa desviación fue del 94 por ciento y en 
1991 fue del 224 por ciento. Estas son cifras de liquidación 
de la Intervención General y, por tanto, no voy a entrar en 
la discusión. 

Sí  voy a entrar en la discusión de que hemos tomado 
nota de que del conjunto de enmiendas que ha presentado 
el Grupo Popular ustedes descartan todas las que hemos 
presentado a este Título 1 y nos anuncian el posible estudio 
de la enmienda número 887, relativa al tratamiento del pre- 
supuesto del Banco de España, dentro de la estructura de 
los Presupuestos Generales del Estado. Pues bien, si vuel- 
ven a rechazar todas nuestras enmiendas a este Título 1, 
que aspiran, la mayoría de ellas, a reforzar los controles y 
establecer mayores rigores, volveremos a estar ante la per- 
misividad y la falta de credibilidad, que en definitiva es en 
lo que se traduce su política presupuestaria, de la ejecución 
presupuestaria. 

Decía usted en un momento de su intervención que ha- 
bía muchos argumentos de totalidad en mi pequeña inter- 
vención. Lógicamente, señor Padrón, ¿cómo no va a haber 
argumentos de totalidad si, como usted bien sabe, estamos 
ante un título en el que, en sus primeros artículos, se viene 
a proponer la distribución del gasto en su totalidad del pre- 
supuesto? Por tanto, tendremos que dar argumentos de to- 
talidad y tendremos que reiterar, como no podría ser me- 
nos, los argumentos que nos han llevado a presentar la en- 
mienda de totalidad. 

Ha manifestado usted quejas sobre el procedimiento del 
debate. Me da la impresión de que con esas quejas sobre el 
procedimiento del debate lo que pone de manifiesto es que 
probablemente no estemos ante la tramitación más acer- 
tada de los presupuestos, que probablemente esté siendo 
necesaria una revisión de la misma en el Reglamento de la 
Cámara, pero, hoy por hoy, es la que es, y tenemos que 
atender la tramitación en las fases que tiene. 

Cuando nos critica usted, y he visto que le ha dedicado 
más tiempo dentro de su intervención, sobre la reducción 
del gasto y prácticamente viene a pedirnos un documento, 

yo le requiero, en relación con la reducción del gasto, a que 
esté usted atento a la evolución del debate en Comisión y 
en el Pleno y, si me apura, a que presente usted cierta aten- 
ción a las intervenciones de mi compañero Manuel Núñez, 
que le va a desglosar clarísimamente en qué partidas y a 
qué créditos hay que destinar esa reducción. Por tanto, si 
usted presta atención, no le hará falta tal documento, sino 
que, simplemente, con que tome nota, durante la interven- 
ción que tendrá mi compañero Manuel Núñez, de en dónde 
se va a producir esa reducción del gasto, puede despejar 
esa duda. En cualquier caso, me parece que ya es bastante 
conocido y, por el momento, no hemos visto que ustedes se 
hayan aplicado la canción o por lo menos la recomenda- 
ción que tienen estas enmiendas. 

Para rechazar las enmiendas al artículo 11 me dice que 
son muy reiterativas. ¡Pues claro que tienen que ser reite- 
rativas! A la fuerza tienen que ser reiterativas. ¿Es que us- 
ted no se ha leído los informes del Tribunal de Cuentas en 
relación con este artículo? ¿Es que, acaso, no conoce el 
contenido de la última Cuenta General del Estado, la del 
año 1991, informada por el Tribunal de Cuentas? ¿Qué 
viene a decir el Tribunal de Cuentas en esos informes? Que 
la aplicación de este artículo, antes 10 y hoy 11, es una 
aplicación que no está sirviendo para los objetivos para los 
que en su momento se redactó, que fue una autodisciplina 
presupuestaria. Por tanto, tendremos que ser reiterativos, y 
este año vamos un poco más allá de esa reiteración: pre- 
tendemos que no se confundan lo que son límites para el 
capítulo de gastos corrientes con lo que son límites para el 
capítulo de gastos de capital, y pretendemos que los crédi- 
tos ampliables - q u e  han abierto ustedes ahí dos ventanas 
nuevas para un gasto prácticamente sin límite- no lo 
sean, porque, señor Padrón, no compartimos el contenido 
de su intervención en este aspecto. Usted nos dice que no 
se puede conocer la deuda del Insalud del año 1993, pero 
nosotros creemos que lo mínimo que puede aspirar un Go- 
bierno riguroso es a conocer cuánto es el crédito o los gas- 
tos del Insalud de 1993, e igualmente de 1994. Nos ha pa- 
recido intuir una velada acusación al comportamiento de 
las comunidades autónomas en torno a su participación en 
los ingresos del Estado. No sé si es así. Nos gustaría que 
nos precisara un poco más cuál es el grado de incumpli- 
miento por parte de las comunidades autónomas. En cual- 
quier caso, si se está refiriendo el crédito ampliable en 
ejercicios anteriores, yo desde luego en cualquier adminis- 
tración sobre ejercicios anteriores conozco cuáles son los 
gastos. No me cabe en la cabeza que sobre ejercicios ante- 
riores no se sepa cuál es esa participación en los ingresos 
del Estado, y, si lo que quiero es ser transparente, ¿por qué 
no nos dice el Gobierno en ese artículo a qué ejercicios an- 
teriores se refiere? ¿Es genérico? ¿Todos los ejercicios an- 
teriores? Es que lo dice en plural: ejercicios anteriores. Dí- 
ganos a qué ejercicio se está refiriendo. 

Tendría que terminar diciendo, que, lo siento, señor Pa- 
drón, pero esta misma mañana una compañera de su Grupo 
Parlamentario en una entrevista en medios de comunica- 
ción ya nos anuncia que el presupuesto de 1994 va a tener 
una desviación y reconoce la existencia de una mayor re- 
caudación. Si se produce una mayor recaudación y se pro- 
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duce una desviación en los objetivos de déficit, usted me 
dirá a qué es debido. No puede ser a otra cosa que a que se 
haya producido una desviación, por el lado de los gastos, 
superior a la desviación que reconoce en una mayor recau- 
dación. 

Señor Padrón, parece que últimamente utilizan mucho 
la palabra inquisición o inquisidor. Lo Único que se pre- 
tende con estas enmiendas cuyo rechazo usted ya nos han 
anunciado es darle mayor rigor a la ejecución presupuesta- 
ria y, en definitiva, intentar introducir en la ejecución pre- 
supuestaria y en la distribución de gastos un mayor nivel 
de credibilidad de la presupuestación de la política espa- 
ñola, ya que en este momento, si nos atenemos al compor- 
tamiento de los mercados internacionales y al comporta- 
miento de los diferenciales de los tipos de interés con Ale- 
mania, estamos gozando de una muy baja confianza en 
nuestra política presupuestaria. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ríos. 

El señor RIOS MARTiNEZ: Señor Presidente, seño- 
rías, creo que estamos discutiendo tanto la distribución de 
la cuantía como la forma de ejercer el poder. En un sistema 
democrático es tan importante cómo se ejerce el poder 
como el contenido del poder. ¿Por qué digo esto? Porque 
muchas de nuestras enmiendas van encaminadas a forzar 
transparencia en la gestión. No estoy pidiendo algo que su- 
peraría nuestra distribución competencial en comparación 
con algún país occidental. Usted ha hecho referencia a paí- 
ses de nuestro entorno. En Estados Unidos usted sabe que 
en la tramitación presupuestaria el Congreso tiene mucho 
peso. Tanto es así que muchas de las actuaciones tiene que 
aprobarlas una a una. Yo no pido tanto, pero sí pido facili- 
dad para seguir la gestión del Gobierno. Ustedes tendrían 
que ser los más interesados en que el que gobierna lo haga 
tan bien y tan riguroso que ponga todos los requisitos para 
que sea seguida su gestión. Esa es la mayor seguridad para 
que el ejercicio del poder sea totalmente transparente a la 
hora de comprometer los ingresos y los gastos. 

Usted me ha dicho que la propuesta que hemos hecho 
de lucha contra el fraude fiscal es voluntarista. Mire usted, 
quien menos puede hablar de voluntarismo es quien ha es- 
tado gobernando hasta ahora. La mayor manifestación de 
voluntarismo en los presupuestos de 1993-94 la ha tenido 
este Gobierno, tanto en los gastos como en los ingresos. Si 
le digo que ha habido más ingresos en IRPF y en IVA ¿por 
qué se ha provocado? ¿Por una mayor gestión? ¿Por una 
lucha contra el fraude? Mayor de la que anunciaron. Por- 
que, sin proyectar un objetivo, de hecho se ha decantado 
una gestión. ¿Qué es lo que pretende este Diputado? Que 
en lugar de apuntarse ustedes tantos al final de la liquida- 
ción del presupuesto, marquen objetivos ahora que puedan 
medirlos después también. Esa es la propuesta de la lucha 
contra el fraude. 

Decía el Ministro en su intervención en Pleno o en Co- 
misión -no recuerdo bien- que sólo las actas que ha le- 
vantado la Inspección de Hacienda son 450.000 millones 
de pesetas en los tres o cuatro impuestos. ¿Por qué no de- 

rivar eso a más ingresos? ¿Por qué esperar al final del ejer- 
cicio para decir: Hemos sido tan buenos recaudadores que 
hemos recaudado casi medio billón de pesetas más: Pón- 
gaselo como objetivo, porque si no parece que son ustedes 
unos artistas, y no han previsto recaudar medio billón de 
pesetas. Parece que es un quítate que aquí te espero. Es una 
cifra bastante importante. Por eso he propuesto en la en- 
mienda un objetivo concreto para medir si lo cumplen o 
no. 

Ha dicho después que hacemos propuestas excesiva- 
mente altas y que parecía que era contradictoria nuestra 
propuesta de mayores ingresos -proponemos aproxima- 
damente un billón de pesetas de más ingresos, no de más 
ingresos sino más directamente por la lucha contra el 
fraude- y los 200.000 millones de pesetas de ingresos de 
más por no tener gasto fiscal. No se preocupe que hay mu- 
chas enmiendas para gastar, se lo puedo asegurar. Le he re- 
ferido, por ejemplo, un fondo de nivelación de servicios 
para las comunidades autónomas de 121.000 millones de 
pesetas; una propuesta de fondo para municipios de menos 
de 20.000 habitantes de treintaitantos mil millones de pe- 
setas. Hay donde gastar. Tanto es así que hemos tenido que 
hacer enmiendas a la Sección 31, gastos de diversos Mi- 
nisterios, porque nos han faltado ingresos para poder gas- 
tar. Sí está previsto por parte de quien enmienda dónde va- 
mos a gastar los mayores ingresos. No se preocupe, las en- 
miendas de aumento de ingresos son un beneficio para el 
Gobierno, que los podrá distribuir después en función de 
sus políticas, utilizando menos el crédito extraordinario, el 
endeudamiento o aplicando mayores políticas de gasto a 
nivel activo. 

Las enmiendas dirigidas a una mayor precisión es ver- 
dad que están recogidas en los anexos que ha presentado el 
Gobierno. Lo hemos sacado del resumen de los presupues- 
tos. Pero yo hm’a hincapié en el gasto y el ingreso consoli- 
dados, al margen de que los distintos organismos autóno- 
mos y los distintos organismos comerciales están recogi- 
dos también en el anexo, pero no es así en el gasto conso- 
lidado. Sería bueno que en el mismo artículo donde apa- 
rece el gasto consolidado viéramos el ingreso consolidado. 
Le reitero que se pudiera incorporar esta cuestión, al igual 
que la especificación de las empresas. Es cierto que una 
empresa totalmente metida en la circulación privada, en el 
Derecho mercantil, no tiene por qué reflejarse en los pre- 
supuestos porque no forma parte del presupuesto del Es- 
tado, pero sí la participación del Estado, el 20 por ciento 
con el que el Estado participa. En todo caso, tendrá que re- 
conocer que, ahora mismo, entre lo más que yo pueda exi- 
gir y lo menos que se hace hay un término medio. Me gus- 
taría que a las razones que le he propuesto me diera otras 
para caminar hacia un punto de confluencia. 

La autorización del crédito extraordinario no está en 
contradicción con el aumento de gasto que hemos pro- 
puesto. Nosotros proponemos gastar más en políticas acti- 
vas y en inversión, porque ustedes tienen contenida la in- 
versión y tienen contenidas las políticas activas que gene- 
ran riqueza o que hacen frente a políticas industriales acti- 
vas. Pero el tres por ciento de posibilidad de crédito extra- 
ordinario les obliga a ser escrupulosos en la valoración del 
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gasto, a que lo accidental sea muy pequeño. Usted me dice 
que en los países de nuestro entorno hay muchas más posi- 
bilidades de crédito extraordinario que ese tres por ciento. 
Si me habla de porcentaje, éste depende del monto. Yo le 
he hecho hincapié en los 30 billones, con b de bueno, que 
son 900.000 millones de pesetas de imprevisión, de autori- 
zar al Gobierno para que conceda créditos extraordinarios. 
A mí me parece excesivo. Es mucha imprevisión del Go- 
bierno. Yo pediría -y más cuando han anunciado austeri- 
dad y rigor presupuestario- que se amarraran más los ma- 
chos y he propuesto un dos por ciento, es decir, hasta 
600.000 millones de pesetas. El Inem es un gasto corriente 
que creo que este año ha tenido 200.000 millones de pese- 
tas, no 900.000. 

El texto refundido de la Ley General Presupuestaria es 
un paraguas que ustedes pueden utilizar ahora o cuando 
quieran; experiencias, haberlas haylas. Ustedes han es- 
tado planteando en todas las leyes de presupuestos modi- 
ficaciones del texto refundido de la Ley General Presu- 
puestaria, inclusive este año, pero en la ley de acompaña- 
miento. Es más, han derivado ustedes articulado de esta 
ley a la ley de acompañamiento que, bajo mi punto de 
vista, es una vulneración de la decisión del Tribunal 
Constitucional, porque ustedes lo hacen por trámite de 
urgencia, no por trámite ordinario, y a la vez que los pre- 
supuestos. Ustedes se amañan las leyes a su presupuesta- 
ción, cuando debería ser al revés. Su propuesta presu- 
puestaria debería venir ajustada a la legalidad. En fin, no 
me vaya usted a decir que porque he propuesto mayor 
transparencia estoy vulnerando la Ley General Presu- 
puestaria. Ustedes no solamente la bordean, sino que bor- 
dean 27 leyes en su propuesta presupuestaria, ley de 
acompañamiento, eso sí, texto de la ley que ustedes nos 
proponen. 

Termino, señor Presidente, intentando precisar algunas 
enmiendas concretas que no se han entendido de la manera 
en que nosotros las proponíamos. Quizá la expresión es- 
crita pueda ser la que haya llevado a esa confusión. 
Cuando hablamos en el artículo 8 de la autorización de las 
modificaciones del gasto de personal, lo que decimos es 
que conforme está redactado el texto del Gobierno dice 
que las autoriza el Ministerio de Economía y Hacienda y 
una vez autorizadas da conocimiento al Ministerio para las 
Administraciones Públicas. Y digo yo que en el gasto de 
personal algo tendrá que decir el Ministerio para las Ad- 
ministraciones Públicas y no sólo que se lo comuniquen. 
Porque le dicen: Oye, que te acabo de quitar 100 millones 
de pesetas que tenías previstos para gastos de personal; si 
algunos no comen este mes lo buscamos por otro lado. 
Digo yo que tendrá que buscarse un cauce. Yo propongo 
que sea no para su conocimiento sino para su autorización. 
Bien, pues se podría poner que se diera su visto bueno pre- 
vio, se podía poner otra cosa. A mí me hubiera gustad2 que 
usted hubiera precisado nuestra propuesta corrigiendo el 
error y no diciendo: Doble autorización, que no es el obje- 
tivo de nuestra propuesta. Nosotros proponemos que el 
Ministro para las Administraciones Públicas tenga algo 
que decir y no sólo conocer la decisión que toma el otro de 
su propia actuación. 

En cuanto a los productos alimenticios, hay que ver qué 
lectura hace usted de la propuesta de que sea un crédito 
vinculante. Crédito vinculante no quiere decir que me vaya 
a dejar sin comer a los pobrecitos de los hospitales. ¡Es que 
usted ha hecho una lectura ... ! Al revés, lo que no quiero es 
que les quiten las perras para gastárselo en otro sitio y los 
dejen ustedes sin comer. Al proponer como crédito vincu- 
lante del Ministerio de Defensa Les que ustedes tienen 
miedo de dejar sin comer a los zagales que están en cuar- 
teles? Porque el dinero es para los productos alimenticios 
de los que están en los cuarteles. ¿Verdad que no es para 
esto? No, no. Ustedes lo establecen para el Ministerio de 
Defensa para garantizar que esa previsión presupuestaria 
se va a gastar en eso, para que no falte ese dinero para eso. 
Lo que yo estoy proponiendo es lo mismo, pero para todos 
los productos alimenticios que tenga la Administración. 
Yo he propuesto uno solo y me ha dicho que he propuesto 
igual que el Partido Popular, pero el Partido Popular ha 
propuesto muchísimos más que yo. He sido prudente. Le 
he dicho que sería bueno que ampliáramos los créditos 
vinculantes. La vinculación debiera ser de todo el presu- 
puesto, la modificación la menor. He propuesto una cosa 
tan justificada para el Ministerio de Defensa como para el 
Ministerio de Sanidad como para el de Asuntos Sociales. 
¿Por qué los zagales de los cuarteles sí y los ancianos de 
los hogares de la tercera edad no? Yo digo que la vincula- 
ción es que si usted ha previsto ese dinero se lo gaste en 
eso. Esa es la vinculación, no que usted a mediados de año 
retire el dinero y lo gaste en otra cosa. Esta era mi pro- 
puesta de incrementar los créditos vinculantes. 

Termino, señor Presidente, porque creo que a lo largo 
de la tramitación se podrán cifrar mejor o peor otras apor- 
taciones, pero insisto en la voluntad de estas enmiendas 
que ha llamado reiterativas o reiteradas. No crea usted que 
la presupuestación hoy viene, como usted decía, en un 
anexo. En el anexo de inversiones, que le puedo asegurar 
que me lo he leído de pe a pa (tanto el anexo de inversio- 
nes del subsector Estado como de los organismos autóno- 
mos comerciales y de los organismos autónomos adminis- 
trativos, y he sacado las de las provincias que me han inte- 
resado más), lo que sí es cierto es que no tenemos, como en 
otros años, la territorialización. En la liquidación del pre- 
supuesto se dice que no se tienen bastantes ordenadores. 
¡Hombre! Decir eso en la época de la cibernética y la ro- 
bótica ... Yo les puedo asegurar que en las comparecencias 
previas a la presentación de los presupuestos hubo subse- 
cretarios que nos entregaron la liquidación del presupuesto 
al mismo nivel de desagregación que tenía la previsión 
presupuestaria. Por ejemplo, el Ministerio de Economía y 
Hacienda nos presentó una liquidación presupuestaria al 
mes de agosto al mismo nivel de desagregación. ¿Es que 
acaso este Ministerio tiene un ordenador distinto del de 
otro ministerio? Pues que le enseñe y le explique al otro 
ministro qué ordenador tiene. LO no será que el otro no ha 
querido dar estos datos? Pues no lo sé. Entienda usted que 
lo que yo le pido es que lo que ha hecho, porque ha querido 
y le ha venido bien, el Subsecretario del Ministerio de Ha- 
cienda lo hagan todos y no porque le venga bien y lo quiera 
él, sino porque le obliga la ley de presupuestos, y así nos 
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enteramos todos, lo conocemos todos y vemos cómo van 
gestionando, para que sea una gestión transparente en su 
evolución. 

Yo creo que cuanto más ganemos en transparencia, en 
previsión y en austeridad, cuanto más ganemos en todo 
eso, el que gobierne, sea quien sea, estará más seguro. De 
ahí que la técnica en Occidente haya sido que las comisio- 
nes de presupuestos han estado siempre en manos de la 
oposición. A mí me gustaría que ustedes aceptaran que la 
transparencia presupuestaria se puede asegurar no sola- 
mente porque presida la Comisión de Presupuestos del 
Congreso una persona de la oposición, sino porque tuvié- 
ramos acceso directo a los ordenadores, que son los que 
mandan hoy. Porque los papeles son la forma de dar mucha 
información o de esconder información. La forma de que 
la información no llegue puede ser de dos maneras: no 
darla o facilitar carretones de papeles. Yo prefiero los dis- 
quetes y así busco lo que me interesa y lo encuentro más 
fácil y rápido. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pa- 
drón Delgado. 

El señor PADRON DELGADO: Intervengo breve- 
mente porque no ha habido aquí más que una serie de con- 
sideraciones generales. 

Cuando he respondido en mi introducción general -por 
llamarlo de alguna forma- a la defensa de las enmiendas 
del Grupo Popular, sobre el Sistema de debate y el número 
de enmienda, lo que yo hacía era la siguiente considera- 
ción: que no parece lógico -no digo que no sea reglamen- 
tario- que si se presenta una enmienda a un título, que 
comprende varios capítulos, luego se reiteren por otras en- 
miendas parciales devoluciones a los diferentes capítulos y 
que haya enmiendas referidas a devoluciones de determina- 
dos artículos. Tan es así que incluso se me planteaba, 
cuando luego pretenden en una enmienda parcial alguna 
modificación o añadido a alguno de los artículos, que 
cuando se someten a votación lo sean conjuntamente, y 
claro, en este caso se somete a votación la enmienda de to- 
talidad, el capítulo e incluso alguna enmienda parcial que 
podría ser considerada, pero al final resulta que se somete 
todo conjuntamente y eso parece indicar la voluntad del 
Grupo Popular de presentar 1.000 enmiendas. Al principio 
eran 500 u 800, cada año van subiendo, y así este año se han 
presentado - c o m o  ha dicho- más de 1.000. 

No es que yo quiera dar lecciones de cómo hay que ha- 
cer la oposición. Este Diputado en concreto estuvo en la 
oposición y recuerdo presentar 60 enmiendas a los presu- 
puestos del Estado de la UCD y no creo que eso significase 
que la Administración entonces presupuestase mejor o que 
hubiera una mayor contención del gasto, puesto que lo que 
no venía en la ley de presupuestos del Estado a lo largo del 
año lo estábamos aprobando mediante créditos extraordi- 
narios, y muchos de ellos después de cuatro, cinco o seis 
años de haberse realizado el gasto. Pero entiendo yo que el 
Grupo Socialista hacía una oposición más coherente a la 
hora de discutir el presupuesto y no rechazaba todos y cada 
uno de los artículos, como hacen ustedes, y presentando 

además, en cada uno de los títulos, una enmienda de totali- 
dad. Voy a estar atento, en la medida de lo posible, a la de- 
fensa que van a hacer de otras enmiendas a otros títulos. Y 
por supuesto que conozco las intervenciones del señor Nú- 
ñez, porque he oído muchas interpelaciones en ese sentido. 
Los argumentos del señor Núñez, expuestos con mucha 
pasión -tengo que reconocerlo-, han sido respondidos 
también con una lógica aplastante y con una racionalidad 
que no ha dado lugar a contradicciones o a que haya algo 
que esconder por parte del Gobierno o del Ministro que ha 
respondido a esas interpelaciones referidas a los gastos de 
los altos cargos y el gran número de cargos que podrían su- 
primirse. 

Claro que he leído los informes del Tribunal de Cuentas 
sobre el gasto público, y el Tribunal de Cuentas, en las 
consideraciones que ha hecho -y es un tema reiterativo 
también-, se refiere al criterio de devengo en vez de al 
criterio de caja que viene aplicando la Administración a la 
hora de determinar el déficit presupuestario principal- 
mente. Esas son las graves diferencias. En unos presupues- 
tos del orden de 15,20 Ó 25 billones, como los de los Últi- 
mos años, es iógico y normal también, como en cualquier 
auditoria que se haga a un montante de ese gasto, que el 
Tribunal de Cuentas considere que hay algunas normas 
que no han sido cumplidas o que ha habido exceso de gas- 
tos de algunas partidas, pero en términos generales no hay 
consideraciones para decir que hay ocultación, que hay 
falta de transparencia en el gasto público. Por otra parte, el 
propio responsable de Izquierda Unida lo ha reconocido y 
los que han venido a explicar el gasto que se ha venido rea- 
lizando en el año 1994 han sido bastante explícitos y han 
dado cumplida información. Otra cosa es que se pase por 
escrito. Estaremos al tanto, señor Ríos, y no descartamos 
estudiar la propuesta que usted hace relativa a que la liqui- 
dación trimestral venga desagregada y ver la posibilidad 
de aceptar esa enmienda 

Respecto al punto del artículo 8 relativo a los créditos 
ampliables del Insalud, yo no he pretendido echarle la 
culpa a ninguna comunidad autónoma en relación al gasto 
del Insalud, pero de los presupuestos del Insalud y del 
gasto correspondiente de las comunidades autónomas se 
hace la liquidación una vez finalizado el ejercicio y mu- 
chos de los gastos que las comunidades autónomas preten- 
den incluir para su correspondiente financiación por el Es- 
tado conlleva discusiones, conlleva negociaciones, porque 
cada parte lucha por una interpretación adecuada y no se 
llega a acuerdos. Lo que dice el artículo se refiere a los pre- 
supuestos de los años 1993 y 1994 y no hay otro gasto re- 
ferido a la participación de las comunidades autónomas en 
los ingresos del Estado. 

Ya me imaginaba que con 950.000 millones Izquierda 
Unida tiene enmiendas para efectuar el gasto, con lo cual 
contrapongo su posición a la del Grupo Popular que dice 
que el gasto público es excesivo. 

Respecto a la lucha contra el fraude, es posible que de 
octubre a noviembre haya habido datos que modifiquen es- 
tas cifras que tenemos, pero las previsiones son las que he 
dado: 13 billones 216.000 millones de presupuesto y pre- 
cisión de recaudación, 13 billones 201.000 millones. Para 
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el año 1995, a pesar de que se deflacta la tarifa, de que hay 
nuevo gasto fiscal consecuencia de normas que se contem- 
plan en la ley de acompañamiento y en la ley de presu- 
puestos, hay un incremento de la recaudación prevista del 
orden de 950.000 millones será por una mejora en la ges- 
tión. No creo que se diga en un artículo del proyecto que 
hay que incrementar la lucha contra el fraude y que va a su- 
poner 950.000 millones se consiga. Es una voluntad polí- 
tica. Y no se la he querido atribuir sólo al Gobierno, he in- 
cluido a todos los grupos parlamentarios porque creo que 
debemos estar todos porque se cumpla la ley y, por tanto, 
porque no haya fraude fiscal. Pero ya en el presupuesto 
para 1995 vienen incrementados los ingresos del orden de 
950.000 millones, que es la cifra que usted está barajando. 
Entiendo que lo que pretende es que aparte de los 950.000 
millones haya 750.000 millones más. Me parece muy es 
excesivo conseguir un incremento de ingresos de 950.000 
millones, que es el que viene en el proyecto de ley, y otros 
750.000 más por medio de la lucha contra el fraude, como 
usted propone en su enmienda. 

Respecto a otras enmiendas de Izquierda Unida referi- 
das al Ministerio para las Administraciones Públicas, las 
estamos estudiando, pero en todo caso no tienen por qué 
pensar que la modificación es para disminuir el gasto de 
personal, ya que a lo largo de todo el ejercicio venimos re- 
cibiendo modificaciones presupuestarias y créditos extra- 
ordinarios de organismos autónomos referidos a gastos de 
personal, señor Ríos. Es al revés, es que las modificaciones 
presupuestarias en gastos de personal son siempre al alza. 
No digo que sea malo, porque tendrán razón cuando se pa- 
gan esas diferencias, pero no es para disminuir gastos de 
personal. Por tanto, no tiene que temer que en la autoriza- 
ción que hace el Ministerio de Econom'a y Hacienda tenga 
que opinar también el Ministerio para las Administracio- 
nes Públicas, que en este caso entiendo que usted inter- 
preta que sería el defensor de esa no posible disminución 
de gastos de personal, puesto que efectivamente no es así, 
sino todo lo contrario. 

Señor Presidente, en otros temas referidos a mayor in- 
formación, control, etcétera, es posible que aceptemos algu- 
nas de las enmiendas según el texto planteado inicialmente 
o a través de enmiendas transaccionales. En todo caso, no' 
tenemos inconveniente en apoyar todas las medidas siem- 
pre que sean coherentes para que las Cámaras tengan un 
mayor conocimiento del gasto presupuestado y de las modi- 
ficaciones a que hubiera lugar a lo largo del ejercicio. 

El señor PRESIDENTE: Con la intervención del señor 
Padrón terminan las correspondientes al título 1. Su inter- 
vención me ha hecho recordar un tema que he de plantear 
a sus señorías. Me refiero a que los grupos están en su de- 
recho de solicitar, en el momento de someter a votación las 
enmiendas, que sus propias enmiendas se segreguen en los 
términos que planteen no sólo en relación con sus enmien- 
das, sino en relación con las enmiendas del resto de los 
grupos. 

Al título 11 han presentado enmiendas del Grupo Parla- 
mentario Popular, el Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida y el Grupo Parlamentario Mixto. 

itulo 1 1  
13 a 17 

En nombre del Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
Aguirre. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ: El Grupo Popular 
ha presentado al título 11, que se compone de cinco artícu- 
los, del 13 al 17, exactamente once enmiendas que vamos 
a dar por defendidas en sus términos, desde la 905 a la 915, 
sin perjuicio de que por tratarse de enmiendas que no tie- 
nen un común denominador en su tema y de artículos que 
no son homogéneos entre sí -los artículos 13 y 14 referi- 
dos a los módulos para los centros concertados escolares y 
los costes de personal de las universidades del Estado; el 
artículo 15, de las competencias para las transferencias del 
Insalud; el 16, de la gestión de las subvenciones a las co- 
munidades autónomas, y el 17, de la Agencia Estatal Tri- 
butaria- los diferentes portavoces en materia de sanidad, 
de educación, de hacienda locales y comunidades autóno- 
mas y en materia de sistema tributario defiendan cada una 
de esas enmiendas en su momento y en su sección. Por ello 
le agradecería, señor Presidente, que considerara defendi- 
das estas once enmiendas en sus términos y se mantuvie- 
ran para su votación en este trámite. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Izquierda 
Unida tiene la palabra el señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: Izquierda Unida-Inicia- 
tiva per Catalunya ha presentado a este título 11 cuatro en- 
miendas al capítulo 1, todo lo que hace referencia a la ges- 
tión de los presupuestos docentes, fundamentalmente al ar- 
tículo 13, el módulo económico para distribuir los fondos 
públicos para que se puedan mantener los centros concer- 
tados, y la enmienda 521 al artículo 17 que en este capítulo 
111 se refiere a la Agencia Estatal Tributaria. 

Las enmiendas al artículo 13 tienen el siguiente obje- 
tivo. La enmienda 5 17, aunque es de sustitución, pretende 
una supresión. Cuando habla de las retribuciones del per- 
sonal docente, fijadas en el Anexo VI1 de esta ley, y del 
convenio que se firme en la enseñanza privada, pretende- 
mos suprimir «... aplicables a cada nivel educativo en los 
centros concertados.. .» También pretendemos suprimir, 
cuando se habla de que la Administración puede aceptar 
pagos a cuenta previa solicitud expresa de las organizacio- 
nes patronales, la expresión «consulta con las sindicales». 
No es consulta, es a petición de las organizaciones patro- 
nales y sindicales. Esta sería nuestra propuesta: que no so- 
lamente las organizaciones patronales sino también las sin- 
dicales puedan solicitar el pago mensual, con el objeto de 
garantizar los convenios o que llegue al personal de estos 
centros esa previsión de gasto o subvención del propio Es- 
tado. 

La enmienda 518 es al apartado dos de este artículo 13 
cuando habla de la financiación complementaria que debe 
unirse a los fondos públicos que lleguen a estos centros. En 
la formación profesional de segundo grado y en los centros 
homologados de bachillerato unificado, todo lo que viene 
de las antiguas filiales de bachiller, proponemos reducir las 
2.000 pesetas que puede pagar cada alumno durante diez 
meses a 1.500 pesetas. Creemos que así facilitamos que es- 
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tos centros puedan ser utilizados por todos los ciudadanos, 
con independencia de su capacidad adquisitiva. 

La enmienda 519 va dirigida a la fijación de los profe- 
sores de apoyo, que van a ser contratados según esta ley, 
que debieran establecerse en función de los acuerdos sus- 
critos por el Ministerio de Educación, las organizaciones 
patronales y, en su caso, por los sindicatos. Nosotros cree- 
mos que a los sindicatos también habrá que implicarles. 
Por tanto, proponemos suprimir la expresión «en su caso» 
para que se llegue a un acuerdo entre las tres partes: Ad- 
ministración del Estado, organizaciones patronales y los 
propios sindicatos, con lo cual incrementamos la participa- 
ción sindical en esta decisión. 

La enmienda 520 va dirigida a que el Ministerio de 
Educación y Ciencia reconozca que los centros de 8 a 15 
unidades tendrán un profesor de apoyo, en vez de 9 a 15 
unidades, puesto que la base de cualquier centro son 8 uni- 
dades, con lo cual en los centros que ahora mismo están al 
servicio de la Administración se garantizm’a un profesor 
de apoyo en más centros de los que se proponen en el texto 
del Gobierno. 

Por Último, la enmienda 521 propone añadir un nuevo 
apartado en el artículo 17, referente a la Agencia Estatal 
Tributaria. Es reiterativa de lo que hemos planteado antes 
sobre la lucha contra el fraude fiscal. Lo que venimos a 
proponer es que al plantearse como un objetivo de la 
Agencia Tributaria hacer frente al fraude fiscal, se adopten 
medidas organizativas con especialización en el Cuerpo de 
Inspección respecto a paraísos fiscales en actividad empre- 
sarial y rendimientos de capital, las actividades profesio- 
nales, la no declaración de beneficios y la defraudación del 
IVA. Fundamentalmente son los cuatro grandes bloques en 
que el estudio del Ministerio ha encontrado que se produce 
lo que venía a anunciarse como fraude cifrado en nuestro 
país en torno al 5 por ciento de nuestro producto interior 
bruto. Se hablaba de más de 3 billones de pesetas. Es ver- 
dad que esto nunca se sabe. Si es fraude es fraude, y es 
oculto. No podemos saberlo a ciencia cierta, pero en estos 
cuatro grandes bloques podría actuarse desde la Agencia. 
Es verdad que hay una moción aprobada por el Pleno de la 
Cámara que hace referencia a cómo luchar contra el fraude 
fiscal, es verdad que el Ministerio está trabajando en ello, 
pero nuestra idea era hacer referencia a este objetivo con 
esta enmienda. 

El señor PRESIDENTE: La enmienda del señor Albis- 
tur, del Grupo Mixto, está firmada conjuntamente con el 
Grupo Parlamentario Vasco (PNV). Para defender sus en- 
miendas tiene la palabra el señor Gatzagaetxebanía. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: Las 
enmiendas del Grupo Vasco al título 11 del proyecto de ley 
comienzan con la número 280, de adición, con la que se 
pretende añadir un párrafo sexto al apartado uno del ar- 
tículo 13. Cuando se habla del pago de las ayudas a los 
centros concertados por el concepto de «Otros gastos», no- 
sotros entendemos que se debe fijar que los pagos se reali- 
zarán mensualmente. Con ello pretendemos otorgar una li- 
quidez elemental que permita afrontar con un m’nimo de 

agilidad las diferentes obligaciones económicas que tienen 
los centros educativos. 

La enmienda 28 1 pretende modificar puntualmente el 
artículo 13 en lo quese refiere al apartado uno, párrafo 
sexto, haciendo referencia a que las ayudas se justificarán, 
en vez de al finalizar cada curso escolar, al finalizar cada 
ejercicio económico, porque en muchos centros el ejerci- 
cio económico no coincide con el curso escolar. En conse- 
cuencia, lo más conveniente es adecuar la justificación al 
ejercicio económico real del centro y no al curso escolar. 

La enmienda 282, también relativa al artículo 13, es una 
enmienda de supresión. Nuestro Grupo Parlamentario 
plantea que desde la entrada en vigor del régimen de con- 
ciertos no se ha llevado a la práctica la diversificación del 
concepto «otros gastos», a pesar de que su previsión se ha 
registrado en todas las leyes de presupuestos desde 1986. 
Consideramos que la diversificación traería consigo la dis- 
minución del importe percibido por algunos centros, indis- 
pensable para incrementar10 en otros. 

La enmienda 283 la doy por reproducida en sus mismos 
términos. 

La enmienda 284 es de adición y lo que se pretende es 
una mayor concreción en cuanto al artículo 13, apartado 1, 
párrafo sexto. Nos parece que queda adecuadamente ex- 
presado en la justificación que se contiene en la enmienda. 

Por las enmiendas 285 y 286 nuestro Grupo Parlamen- 
tario pretende que se hable de cum’culo. En los niveles 
educativos de la Ley de Ordenación General del Sistema 
Educativo se habla ya de cum’culo, en vez de de plan de es- 
tudios y es un término más vinculado a la normativa gene- 
ral del plan de estudios de la ley de educación de 1970. 

En cuanto al apartado 4, nosotros, en vez de la expre- 
sión que ahí se contiene de que «el Ministerio de Educa- 
ción y Ciencia podrá autorizar», vemos más oportuno que 
se diga que «el Ministerio autorizará la contratación de 
profesores de apoyo, siempre que concurran los presu- 
puestos establecidos, tanto en la ley como en el acuerdo 
que existe en esta materia». Por tanto, repito, nos parece 
más oportuno el término «autorizará» que «podrá autori- 

En tercer lugar, planteamos la supresión del concepto 
«profesores de apoyo» por el concepto de «profesores», 
puesto que, tras la firma de los acuerdos con los centros 
afectados por la no renovación total o parcial de ciertos 
conceptos educativos entre las organizaciones empresaria- 
les y el Ministerio de Educación y Ciencia, viene a desa- 
parecer la figura del profesor de apoyo tal y como se en- 
tendía hasta la fecha. 

La enmienda 287, también al artículo 13, pretende la 
adición de un párrafo cuarto al apartado 4, párrafo relativo 
a los problemas que se suscitan con la recolocación de pro- 
fesorado de la materia. Este apartado plantea que la reco- 
locación, en todo caso, se realizará en la forma que ahí se 
plasma y nuestro Grupo Parlamentario quería que se hi- 
ciera una modificación, con el fin de que en los supuestos 
previstos en el apartado 4, en que se habla de los profeso- 
res de apoyo, se pueda contratar en un segundo intento a 
profesores que no hayan sido afectados por planes o pro- 
gramas de recolocación. 

Zar>>. 
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En este mismo sentido iría la enmienda 288, en la que 
planteamos que esa fuerza vinculante de los programas de 
recolocación no tenga incidencia en los centros ubicados 
en Ceuta y Melilla y en las islas Baleares. 

Por último, la enmienda 289 pretende, en definitiva, 
una modificación puntual del Último párrafo del apartado 4 
del artículo 13, en lo relativo a las tablas que en el mismo 
se señalan y en cuanto a los incrementos del equipo do- 
cente y el pago delegado. 

Estas son las enmiendas que nuestro Grupo Parlamen- 
tario presenta al Título II. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pa- 
drón. 

El señor PADRON DELGADO: Brevemente, señor 
Presidente, puesto que el Grupo Popular no ha defendido 
sus enmiendas, y en todo lo referente al tema de la gestión 
de los presupuestos docentes son idénticas las enmiendas 
presentadas por el Grupo Popular y por el Grupo Parla- 
mentario Vasco. Algunas de ellas las estamos conside- 
rando, puesto que, efectivamente, se refieren a cambios de 
denominación, como, por ejemplo, profesores de apoyo 
por profesores, o que se establezca el curriculum en lugar 
de lo que dice el proyecto de ley. Igualmente, en la en- 
mienda 284 no vemos contradicciones y creemos que me- 
jorm’a el texto, pero hay algunas otras, aunque no tenemos 
todavía posición definitiva al respecto, que nos parece que 
nuestra posición inicial sería no aceptarlas, puesto que ya 
de por sí suponen un incremento de gastos. El incrementar 
o establecer ya para el curso 95/96 una modificación en el 
ratio de profesores, que establecen en un 1,2 con el actual 
sistema, una corrección al alza, supone un incremento de 
gastos. Al no haberse establecido esto en los convenios 
educativos que la Administración fija con los centros con- 
certados, nos parece que supone fijar ya aquí una posición, 
condicionando al alza el gasto, que el Gobierno tendría que 
aceptar a la hora de negociar esos convenios. 

Hay otra serie de enmiendas del Partido Nacionalista 
Vasco que no acabo de entender y que se refieren al se- 
gundo párrafo del apartado 3 del artículo 13. En el pro- 
yecto de ley se habla de la posibilidad, de acuerdo con las 
entidades titulares de centros concertados y organizacio- 
nes sindicales más representativas, de diversificar el com- 
ponente de otros gastos en un máximo de hasta tres grupos, 
y el Partido Nacionalista Vasco pretende la supresión de 
ese párrafo porque dice que esto ya está contemplado en 
otros proyectos de ley y que no se ha llevado a cabo. El ar- 
gumento no refuerza el contenido de la enmienda; en todo 
caso, tendría que exigir que esto que se ha venido estable- 
ciendo en otras leyes anteriores se cumpla. No sé si es por 
culpa de la Administración, por culpa de los sindicatos o 
por culpa de las organizaciones .de los titulares de los cen- 
tros docentes a la hora de determinar esa diversificación 
del componente de otros gastos. 

Por otra parte, me gustm’a que me aclarase la justifica- 
ción que hacen de la enmienda 280, para entender las co- 
sas claramente. La enmienda plantea que la cuantía corres- 
pondiente de otros gastos se abonará mensualmente en los 

centros concertados, y la justificación dice que el Ministe- 
rio de Educación y Ciencia cumple esta norma, no así el 
resto de las administraciones educativas. Entiendo que se 
referirán a las comunidades autónomas que tienen transfe- 
rida esta competencia y que reciben la correspondiente 
consignación de participación en los ingresos del Estado; 
por tanto, a quienes tendrían que planteárselo sería a las di- 
ferentes comunidades autónomas que incumplen este pre- 
cepto, puesto que, aparte del Ministerio de Educación, que 
ustedes reconocen que lo cumple y lo paga mensualmente, 
no así otras administraciones educativas, las Únicas admi- 
nistraciones educativas son las consejerías de Educación 
de las correspondientes comunidades autónomas. Me da la 
impresión que esta enmienda se la ha pasado alguna orga- 
nización que agrupa a los centros de enseñanza y que, sin 
una profundización de la misma, se ha presentado, puesto 
que no tiene sentido que se requiera que la Administración 
cumpla una cosa que ustedes ya reconocen que se viene 
cumpliendo. 

Con respecto al pago en vez de por curso escolar por 
ejercicio económico, yo creo que esto no corresponde, 
puesto que las previsiones del presupuesto bien es verdad 
que se corresponden con dos diferentes ejercicios econó- 
micos, y entiendo que los centros privados, estos centros 
concertados, en su contabilidad y en su previsión de gastos 
tienen que ajustarse a lo establecido en la Ley de Presu- 
puestos, que, en definitiva, es quien concede estas subven- 
ciones, y el hecho de que cierren la contabilidad a fin de un 
ejercicio en donde han habido dos cursos escolares o parte 
de uno que se cierra y otro que se inicia, no es razón de 
peso para la modificación que pretende. 

Por todas estas razones, vamos a rechazar esas enmien- 
das, advirtiéndole que algunas otras las estamos estu- 
diando, puesto que, efectivamente, tienen una lógica, a las 
que daremos cumplida respuesta en el Pleno. 

Con respecto a las enmiendas de Izquierda Unida, el 
pago de las retribuciones al personal de que habla el apar- 
tado cuatro, diciendo que tendrán efectividad según la fe- 
cha indicada en el Anexo VII, sin perjuicio de la fecha en 
que se firmen los respectivos convenios colectivos de la 
enseñanza aplicada a cada nivel educativo en los centros 
concertados. Dice: «Pudiendo-la Administración aceptar 
pagos a cuenta, previa solicitud expresa de las organiza- 
ciones patronales» (es que las organizaciones patronales 
son las que le pagan al profesorado; reciben el dinero, re- 
ciben la transferencia del Ministerio, pero son las que le 
pagan, y, por tanto, lo que establece la ley es que, previa 
esa solicitud, se haga la transferencia para que paguen al 
profesorado) <<y consulta con las organizaciones sindica- 
les». Esto es una cautela adecuada en la Ley para que las 
organizaciones sindicales tengan conocimiento de que se 
les transfiere esa cantidad para el pago del profesorado. 

En caso de aceptar su enmienda, señor Ríos, significa- 
ría que una organización patronal no solicita que se le efec- 
túe la transferencia para el pago de las retribuciones del 
personal y sí lo puede hacer la organización sindical, con 
lo cual estm’amos en una situación de que se le transfiere 
el dinero a las patronales de esta enseñanza sin que lo ha- 
yan solicitado. Por tanto, es una situación, como m’nimo, 
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de cierta incomodidad. La Ley establece las suficientes 
cautelas para que las organizaciones sindicales tengan co- 
nocimiento de que la Administración está cumpliendo y 
está transfiriendo el dinero para el pago de las retribucio- 
nes del personal. 

Hay otras enmiendas referidas a una disminución de la 
matrícula o de la tasa que pagan para centros de bachille- 
rato unificado polivalente, que usted pretende rebajar. La 
cantidad que se eleva no significa tanto, porque son 5.000 
pesetas más por curso escolar, y aunque usted entienda que 
puede afectar a las retribuciones o que puede afectar a de- 
terminadas familias, la cantidad no es tan excesiva, y como 
consecuencia de que también los costes escolares en estos 
centros de bachillerato unificado’polivalente y de forma- 
ción profesional se han venido incrementando y este con- 
cepto de las 1.500 pesetas que actualmente pagan viene 
congelado desde hace varios años, el incremento que se 
propone es un incremento moderado, por lo que, aunque 
siempre supone un mayor desembolso por parte de los pa- 
dres de los alumnos, también es justificativa un alza mode- 
rada como ésta. 

El párrafo quinto del artículo 13.4 se refiere a los profe- 
sores de apoyo que se contraten. Esta enmienda fue pre- 
sentada en el proyecto de ley de Presupuestos para 1994. 
La contestación que yo le di entonces fue la siguiente: En 
todo caso, seguiremos estudiando su propuesta, que pre- 
tende reforzar el papel de los sindicatos a la hora de tener 
en cuenta la recolocación de los profesores de apoyo. Y si 
en ese centro no hay sindicatos, señor Ríos, a quién se con- 
sulta: La las organizaciones sindicales más representati- 
vas? Pudiera darse el caso de que en un centro determinado 
no hubiera sindicatos, no estuvieran afiliados a ningún sin- 
dicato y por la norma que usted pretende se tendría que 
consultar a los sindicatos a la hora de determinar el pro- 
grama de recolocación. 

De todas maneras, entendemos la lógica de su plantea- 
miento y seguiremos estudiando el tema. No así con res- 
pecto a la baja en el número de unidades para establecer el 
cuadro de la tabla número 1, referida a los profesores de 
apoyo, que pretende rebajarlo de nueve a quince por la de 
ocho a quince, que también supone un incremento de 
gasto. En todo caso, la cifra establecida tampoco supone 
una masificación, ni mucho menos; es un criterio bastante 
lógico, por lo que no creo que los centros se vean afectados 
a la hora de impartir la enseñanza, al pasar de nueve a 
ocho. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra el señor 
Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: La propuesta de Iz- 
quierda Unida, al margen de la respuesta que nos ha dado 
el portavoz del grupo mayoritario en la enmienda primera, 
hace referencia a la solicitud expresa de las organizaciones 
patronales y sindicales. Una copulativa significa unir para 
que haya el visto bueno o la participación de los sindicatos 
de ese centro para pedir esa solicitud. Si es una consulta es 

que ya se ha pedido y si se quiere consultar se consulta. Por 
tanto, el problema no es conforme lo ha planteado el por- 
tavoz del Grupo Parlamentario Socialista, sino la otra ver- 
tiente que le estoy intentando explicar ahora. 

En cuanto al tema del incremento, este año se plantea 
un incremento de unas cinco mil pesetas al año en las diez 
pagas. En un año en que la situación económica es compli- 
cada, preferimos dejarlo tal como está. 

Por lo que se refiere a la enmienda 519, cuando hace re- 
ferencia a que los sindicatos pueden no tener presencia, es- 
tamos hablando de una distribución que puede afectar no 
sólo a un centro, sino a un conjunto de centros de una co- 
munidad autónoma o de una zona determinada. Por tanto, 
en un centro determinado puede no haber representación 
de un determinado sindicato, pero pueden participar los 
sindicatos más representativos del sector, que, además, tie- 
nen elecciones para cada junta. Cada junta provincial tiene 
un proceso electoral y participan los sindicatos tanto a ni- 
vel de personal público como personal privado. Y el sindi- 
cato que tenga presencia puede participar en la elección en 
cada centro. Si no está muy logrado cuando proponemos 
suprimir <<y en su caso», el mismo problema tendrá la Ad- 
ministración si aplica su texto que conforme lo estamos 
proponiendo nosotros. 

En donde creo que hay más discrepancia es en el tema 
de las ocho unidades. Conforme se aplique la LOGSE, va 
a haber muchos centros con ocho unidades. Junto con un 
curso en cada uno de los niveles. de la enseñanza primaria, 
va a impartir hasta sexto, más los dos cursos que puede te- 
ner de tres y de cuatro años, a nivel de enseñanza infantil, 
lo que va a hacer que algunos centros tengan ocho unida- 
des, que quedm’an sin este profesor de apoyo. Por tanto, el 
número nueve no es un número al azar; es seleccionado en 
función de un inventario de centros. La verdad es que con- 
forme funcionan los centros, el profesor de apoyo es tan 
necesario en un centro de ocho unidades como en un cen- 
tro de nueve unidades. Si la LOGSE va a fotografiar o a ra- 
diografiar determinados centros que van a tener esta de- 
manda, sería bueno recoger esa previsión, según nuestra 
propuesta. 

En cuanto a la última enmienda, la doy por defendida, 
puesto que él tampoco ha hecho referencia a la misma. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: El señor Gatzagaetxebanía 
tiene la palabra. 

El señor GATZAGAETXEBARRZA BASTIDA: Se- 
ñor Presidente, intervengo brevemente para manifestarle al 
señor Padrón que en relación con la enmienda 282, donde 
él hablaba de la diversificación de otros gastos, evidente- 
mente tiene razón el señor Padrón y, por tanto, nuestro 
grupo parlamentario va a retirar esta enmienda. No está de- 
bidamente articulada la justificación, en la medida en que, 
cuando ya existe una materia vigente en el ordenamiento 
jurídico cuyo cumplimiento no se ha plasmado en el ejer- 
cicio de la actuación administrativa, lo que procede, evi- 
dentemente, es reiterar su cumplimiento y no su elimina- 
ción. 
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En relación con la enmienda 280, lo que nosotros plan- 
teamos, señor Padrón, es que se expresara en el proyecto 
de ley que los gastos se abonarían mensualmente. En la 
práctica venía siendo así, pero sería más adecuado que se 
pudiera plasmar expresamente en la Ley. En cuanto la jus- 
tificación, evidentemente, usted tiene razón y, señor Presi- 
dente ... 

El señor PRESIDENTE: Señor Gatzagaetxebm’a, le 
ruego se acerque más al micrófono para facilitar la tarea de 
los taquígrafos. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: Sí, 
señor Presidente. 

Para finalizar, en cuanto a la enmienda 280, quiero se- 
ñalar que entendemos más adecuado que se plasme expre- 
samente el término mensualmente en cuanto al pago de las 
ayudas. Y en cuanto a la segunda parte de la justificación, 
tiene razón el señor Padrón y se lo reconocemos explícita- 
mente. 

El señor PRESIDENTE: Señor Gatzagaetxebm’a, no 
ha quedado muy claro, al menos para la Mesa, el número 
de la enmienda que S .  S .  retira. 

El señor GATZAGAETXEBARRJA BASTIDA: Se- 
ñor Presidente, retiramos la enmienda número 282. Querí- 
amos conocer, señor Presidente, del Grupo Socialista qué 
enmiendas del Grupo Vasco están en disposición de poder 
aceptar o poder elaborar una transacción. 

El señor PRESIDENTE: El señor Padrón tiene la pa- 
labra. 

El señor PADRON DELGADO: Muchas gracias al se- 
ñor Gatzagaetxebanía por ese reconocimiento en cuanto a 
la justificación no adecuada. Y respecto a la otra en- 
mienda, la número 282, que ha retirado, hay otra similar 
del Grupo Parlamentario Popular, de todas maneras co- 
rresponde al grupo tomar la determinación. El resto de las 
enmiendas, las que se refieren a la consideración del currí- 
culum y al cambio de profesores de apoyo por equipos do- 
centes, eliminar la expresión «apoyo», en donde dice «pro- 
fesores», he de manifestar que la estamos estudiando, no 
digo que la vayamos a aceptar, la estamos estudiando con 
bastante interés y daremos cumplida respuesta en el Pleno. 
También estamos estudiando la que se refiere a la modifi- 
cación del «ratio» para el curso 95-96, aunque esto, como 
digo, supone incremento de gastos y habrá que determi- 
narlo, en todo caso, pero, además, es anticiparse a los posi- 
bles convenios que tenga el Ministerio con los centros con- 
certados. 

Respecto a las enmiendas del Grupo Parlamentario de 
Izquierda Unida, tengo que reconocer, señor Presidente, y 
para que, además conste en el «Diario de Sesiones», que 
yo me he equivocado rotundamente; también es verdad 
que uno no tiene conocimiento del funcionamiento de los 
centros concertados a la hora del pago de las retribuciones 
del profesorado, y es verdad lo que ha dicho el señor Ríos: 

los profesores de los centros concertados no cobran de las 
organizaciones patronales o titulares de los centros, sino 
que cobran del propio Ministerio, petición que fue hecha 
en su momento por los sindicatos y concedida por el Go- 
bierno, puesto que consideraban más seguro, o por lo me- 
nos ellos así lo entendían, cobrar directamente de la Admi- 
nistración. Por tanto, al argumento o a la justificación de la 
enmienda presentada por el señor Ríos le doy toda la ra- 
zón, tiene razón para el mantenimiento de esa enmienda y, 
por tanto, la vamos a estudiar, puesto que consideramos 
hasta cierto punto lógico la posibilidad de que sea un sin- 
dicato en ese centro, o un sindicato a nivel global si de- 
fiende los intereses de un colectivo amplio, el que pida los 
anticipos a cuenta en el caso de que no se haya llegado al 
cierre de un convenio entre el Ministerio y los centros con- 
certados. En ese sentido, estudiaremos esa enmienda a ver 
si es posible aceptarla. 

Respecto al resto de los temas planteados, referidos al 
incremento de la cantidad a pagar a los centros concerta- 
dos de bachillerato unificado polivalente o de formación 
profesional, él ha hablado de una situación complicada, 
pero yo le diría al señor Ríos que todos los años son siem- 
pre complicados; igual que supone un incremento de 5.000 
pesetas para cada alumno que tendrá que pagar de más en 
el año 1995, también es verdad que a esos centros se les in- 
crementan los gastos como consecuencia de la inflación 
que se viene produciendo cada año. Para poder atender 
adecuadamente esas disciplinas escolares, han pedido a la 
Administración que se pueda elevar la cantidad que pagan 
mensualmente que, como digo, no son sino 500 pesetas al 
mes, 5.000 pesetas por curso. No podemos decir que sea 
una cantidad pequeña porque todo es muy relativo, pero, 
en todo caso, no va a suponer un gran esfuerzo o una si- 
tuación de incremento demasiado alto. Por tanto, rechaza- 
mos esa enmienda. 

No sé si el señor Ríos ha defendido alguna otra en- 
mienda. En todo caso, ya le he dicho que algunas de ellas, 
referidas a la consideración de los sindicatos en los pro- 
gramas de recolocación de los profesores, las vamos a se- 
guir estudiando. Sobre pasar de nueve unidades a ocho 
para el profesor de apoyo, también decimos en este mo- 
mento que no y me temo, señor Ríos, que en el Pleno tam- 
bién tendremos que decir que no. 

El señor PRESIDENTE: Con la intervención del señor 
Padrón Delgado terminan las enmiendas correspondientes 
al título 11, de la gestión presupuestaria, y comienzan las 
relacionadas con el título III, de los gastos de personal, a 
cuyos artículos han presentado enmiendas el Grupo Parla- 
mentario Popular, el Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida-Iniciativa per Catalunya y el Gmpo Parlamentario 
Vasco (PNV). 

En nombre del Grupo Popular, tiene la palabra el señor 
Núñez Pérez. 

Titulo 111 
Artículos 
,8 a 32 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señorías, aunque se haya 
hecho uso abusivo de la cita, no resisto la tentación de uti- 
lizarla una vez más para comenzar con el «decíamos ayen> 
de Fray Luis de León, porque hace un año, también lunes, 
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pero 8 de noviembre, interveníamos en esta Comisión de 
Presupuestos para defender las enmiendas de totalidad y al 
articulado que el Grupo Parlamentario Popular había pre- 
sentado al título IiI de los Presupuestos Generales del Es- 
tado para 1994. Hoy lunes, pero 7 de noviembre, interve- 
nimos para defender la misma enmienda de totalidad y las 
enmiendas al articulado de este título III, pero a los Presu- 
puestos Generales para 1995, y, aunque no quisiéramos, 
debemos repetir argumentos ya conocidos, debemos repe- 
tir peticiones no atendidas y también debemos repetir críti- 
cas a un sistema retributivo que está pidiendo a gritos una 
reforma. 

Así que, parafraseando a Fray Luis, «como decíamos 
ayer», y dijimos en 1993 y en 1992 y en 1991 y en años an- 
teriores, este título III debe ser devuelto al Gobierno por- 
que es una clara muestra de la discrecionalidad y la arbi- 
trariedad que los gobiernos socialistas utilizan en la Fun- 
ción Pública, en dosis ciertamente letales para la moral de 
los funcionarios, que ven cómo año tras año los Presu- 
puestos Generales del Estado hacen caso omiso de los 
principios de mérito y capacidad, recogidos en la Constitu- 
ción Española, que deben ser norte y guía, alfa y omega de 
la carrera administrativa y también del sistema retributivo 
en la Función Pública, que es, sobre todo, a lo que se de- 
dica, señor Presidente, el título IiI de la Ley de Presupues- 
tos Generales del Estado. Así que solicitamos que se de- 
vuelva al Gobierno este título para que nos lo envíe de 
nuevo remozado, un texto nuevo donde al menos, como 
decíamos hace un año, no proliferen la incoherencia, el os- 
curantismo, la discrecionalidad y la injusticia. 

A pesar, repito, de nuestras reiteradas denuncias y pro- 
puestas alternativas, el Gobierno sigue, un año más, incu- 
rriendo en los mismos errores y, en una especie de huida 
hacia adelante, no se priva de agravarlos en estos Presu- 
puestos para 1995. No comparte el Grupo Parlamentario 
Popular la dimensión presupuestaria de la política de per- 
sonal, que se refleja en los artículos 18 al 32 de este título 
y en algunas disposiciones adicionales, transitorias y fina- 
les. Por esa razón, señor Presidente, señorías, además de la 
enmienda 916, que es de totalidad, y las comprendidas en- 
tre la 917 a la 945, que son al articulado, defenderé las adi- 
cionales, transitorias y finales que tienen relación con 
aquéllas, salvo las números 1.038, 1.046 y 1.047, que son 
enmiendas que se refieren a la reducción de los gastos co- 
rrientes y que creo que no puede hacerse con ellas un do-  
tum revolutum» respecto a lo que es la parte retributiva del 
sector público funcionarial. Por tanto, cuando llegue su 
momento en el debate de las disposiciones adicionales, si 
el Presidente me concede la palabra, con mucho gusto de- 
fenderé, en nombre del Grupo Parlamentario Popular, es- 
tas tres enmiendas adicionales, que me reservo. 

Dicho todo esto, debo señalar que hubiera sido lógico, 
incluso necesario, que al mismo tiempo defendiese las en- 
miendas que el Grupo Popular ha presentado al Título III 
del proyecto de ley sobre medidas fiscales, administrativas 
y de orden social, que siguiendo una estrategia iniciada el 
año pasado por el Gobierno socialista se ha enviado a esta 
Cámara acompañando a los Presupuestos Generales del 
Estado. 

En ese proyecto de ley se incluyen normas estrecha- 
mente relacionadas con el Título III, de la misma natura- 
leza y de la misma entidad que las que figuraban en el con- 
tenido del proyecto de ley de Presupuestos de 1992, de 
1991, de 1990 y anteriores. El Tribunal Constitucional, 
como saben SS. SS., puso coto a esta forma de legislar; 
pero el Gobierno ha dado una larga cambiada a la senten- 
cia, es decir, se la ha pasado por cualquier sitio, y vuelve a 
enganchar al larguísimo tren presupuestario un vagón 
donde van toda clase de viajeros, en tal confusión y atro- 
pello que, además de hacer nuestra labor fatigosa y poco 
eficaz, parchean y violentan reformas legislativas que re- 
quieren un debate más reflexivo, más pensado y más serio. 
No es de recibo que las mismas personas que debatimos 
los Presupuestos Generales del Estado coincidamos a la 
misma hora -hace muy poco que terminó la Ponencia- 
con la Ponencia que informa este proyecto de ley de acom- 
pañamiento. La hábil fórmula que sortea al Tribunal Cons- 
titucional nos trae de la ceca a la meca de manera absurda 
y disparatada. 

Repito, señor Presidente, y deseo que conste en el «Dia- 
rio de Sesiones», que un Gobierno que ha contado con 12 
años para elaborar la reforma del Estatuto de la Función 
Pública que prevé el artículo 103 de la Constitución, que se 
lo prometió a los sindicatos en el último acuerdo firmado 
por ellos y que a nosotros nos lo ha repetido hasta la sacie- 
dad, comparezca a estas alturas con reformas y medidas 
parciales descoordinadas y fuera de un contexto en el que 
se define claramente el modelo de función pública que se 
busca. Además, no sé para qué quiere el Gobierno que le- 
gislemos con tanta urgencia. No lo entiendo, porque las 
medidas de reforma de la función pública que figuraban en 
la ley de acompañamiento que se aprobó con los presu- 
puestos el año pasado no han sido prácticamente utilizadas 
en nada. Sobre todo, no han servido al gran propósito que 
justificaba, según el Gobierno, tal desmadre en el procedi- 
miento legislativo, que era corregir el déficit público en el 
presente año. Si lo han corregido, sin comentarios. Sin co- 
mentarios, porque lo han corregido al alza. 

Dicho todo esto, trataré, señor Presidente, de no mez- 
clar en el debate de esta tarde la defensa de las enmiendas 
al proyecto de ley de Presupuestos de 1995 con la de 
acompañamiento, porque esto último lo haremos a media- 
dos o a finales de esta semana en la Comisión de Ekonom’a 
y Hacienda de esta Cámara. 

La primera enmienda es al enunciado del artículo 18, 
que titula, exactamente: Bases y coordinación de la plani- 
ficación general de la actividad económica en materia de 
gastos de personal al servicio del sector público. jToma ya! 
Lo queremos cambiar por el más sencillo, más adecuado y 
más exacto y que siempre se había utilizado en las leyes de 
presupuestos: personal al servicio del sector público. Aquí 
tengo a su disposición las fotocopias de esa página de los 
Presupuestos anteriores en donde claramente figura este 
Último enunciado. No sé qué tiene que ver toda esa litera- 
tura con lo que, en realidad, es el contenido del artículo 18. 
La enmienda trata, repito, aparte de la ampulosidad del 
enunciado, de hacer congruente el mismo con el contenido 
del citado precepto. 
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Las enmiendas siguientes se refieren a las retribuciones 
del personal al servicio del sector público y, dentro de és- 
tas, a las retribuciones de los altos cargos. El hecho de que 
los gastos de personal supongan en los Presupuestos Gene- 
rales del Estado el 14 por ciento del total - e l  señor Agui- 
rre me parece que me dice que sí; por lo tanto, no me he 
equivocado en el porcentaje- da idea exacta de la impor- 
tancia del tratamiento que se da al tema de las retribucio- 
nes y a la oferta de empleo. 

Insisto en que el Grupo Parlamentario Popular -tengo 
que recordarlo porque es de justicia hacerlo y, sobre todo, 
ilustrativo- se opuso en lo que era entonces en aquel de- 
bate la almendra del debate mismo. Se opuso -repito- a 
las congelaciones de 1993 y 1994 por entender que, dentro 
de la necesaria moderación salarial, no eran justas para la 
mayoría de los empleados públicos con un nivel modesto 
de ingresos, que eran discriminatorias con otras rentas pú- 
blicas que no experimentaban tal congelación, y también 
por estimar que con ello no se afrontaba de manera seria el 
problema del déficit público. Antes bien, la congelación, 
con pérdida del poder adquisitivo de 7 puntos en los dos 
años en los que se ha llevado a cabo, se utilizó como un 
elemento de distracción de los verdaderos problemas del 
déficit público y de las verdaderas vías para su reducción, 
afrontando reformas administrativas y controlando y redu- 
ciendo el gasto público. El balance de los Presupuestos 
Generales del Estado de 1994, con aumento del déficit y de 
la deuda, ha terminado dando la razón a quien la tenía, es 
decir, a nosotros. Incluso ha habido algún Secretario de Es- 
tado del Ministerio de Econom'a y Hacienda que ha dicho 
en septiembre de este año que la congelación de las retri- 
buciones había tenido efectos negativos para la economía; 
sacrificios para nada. 

Por lo tanto, tengan en cuenta estos puntos de refle- 
xión para pensar mejor en nuestras enmiendas y darles 
un tratamiento distinto del rechazo total y absoluto que 
recibieron las del año pasado. Porque de cara a 1995 los 
Presupuestos Generales del Estado parten de un pie de 
verso o, si quieren SS. SS., recogen en materia de retri- 
buciones el contenido del acuerdo Gobierno-sindicatos, 
que se aprobó en Consejo de Ministros el pasado 15 de 
octubre, incrementándolas en un 3 3  por ciento con res- 
pecto a las de 1994, tanto por lo que se refiere a efecti- 
vos de personal como a la antigüedad. Mi grupo está de 
acuerdo, salvo en lo que luego diré, respecto a trienios. 
Digo que está de acuerdo. Nosotros no rechazamos todo 
porque sí; cuando la propuesta es aceptable y razonable 
decimos que sí sin ambages. A ver si ustedes empiezan a 
aprender. 

En cuanto a la compensación por las medidas de poder 
adquisitivo de 1993 y 1994, no nos parece correcta la fór- 
mula adoptada. Si llegado el momento la evolución de la 
economía hiciera posible esa compensación, el Grupo Po- 
pular sería partidario de introducir mecanismos correcto- 
res al reparto porcentual en línea con lo que se hizo en 
1991, cuando, para saldar la llamada deuda social, recuér- 
denlo ustedes, se abonó a todos los funcionarios una paga 
de igual monto. En torno a esta gaseosa cláusula del 
acuerdo y su falta de reflejo presupuestario, el Grupo Po- 

pular no puede por menos que mantener serias reservas 
acerca del propósito del Gobierno de cumplir lo pactado. 

La conjunción de datos favorables, tanto en el producto 
interior bruto, como en el IPC, como en el déficit público, 
etcétera, para que esta compensación pueda llevarse a 
cabo, partiendo de la base, además, de que los correspon- 
dientes índices los elabora el Gobierno -ya los elaborará 
según le convenga-, convierten casi en quimera la recu- 
peración del poder adquisitivo perdido por los funciona- 
rios. Así lo hicimos saber al Gobierno en un Pleno de esta 
Cámara y, desde luego, la respuesta que nos dio no fue ni 
mucho menos como para tranquilizar a los funcionarios. A 
los funcionarios y a los demás empleados públicos ni si- 
quiera se les garantiza lo que estos presupuestos otorgan a 
los pensionistas en la disposición adicional diecisiete, que 
fija de manera clara y concreta la cláusula que sirve para 
mantener el poder adquisitivo de las pensiones en 1994. 
No hemos solicitado en una enmienda concreta que eso se 
haga así. Estamos esperando a ver cómo desarrollan uste- 
des la parte correspondiente del acuerdo para que sepamos 
a qué atenemos y no escribir en el mar, que ya estamos 
cansados. 

Las enmiendas siguientes al artículo 18 solicitan la su- 
presión de los párrafos tres, cuatro y cinco. El párrafo tres, 
para evitar pretextos que incrementen el gasto y por existir 
mecanismos en las normas perfectamente adecuados para 
atender los supuestos a los que este punto tres del artículo 
18 se refiere. El párrafo cuatro, porque todo lo relativo a la 
oferta de empleo público se regula en la disposición transi- 
toria quinta. Y el cinco, porque sus conclusiones no hacen 
más que reiterar lo que se dispone en el apartado uno de 
este mismo artículo. 

Las enmiendas al artículo 19 tratan de evitar que el Go- 
bierno siga contando con un exceso de discrecionalidad, o 
con una discrecionalidad inadecuada, desde la Óptica y 
desde la experiencia del mal uso que ha venido haciendo 
de ella y del elevado coste que ha supuesto con su inciden- 
cia negativa en el déficit público. 

Particular atención merecen las referencias del artículo 
19, uno, a) y b), a las adecuaciones complementarias para 
acomodarlas a criterios tan poco definidos como la espe- 
cial dificultad técnica, dedicación, responsabilidad, peli- 
grosidad o penalidad del correspondiente puesto y el grado 
de consecución de los objetivos fijados por cada programa. 

En primer lugar, señorías, los complementos de destino 
y el específico ya vienen determinados para cada puesto en 
las correspondientes RPT (las relaciones de puestos de tra- 
bajo). En cuanto a la productividad, es bien sabido que ésta 
se distribuye y asigna sobre la base de criterios puramente 
mecánicos, que nada tienen que ver con la consecución de 
objetivos. Y digo puramente mecánicos simplemente por 
descalificar el complemento de productividad, porque po- 
día decir otros criterios que son mucho más perversos que 
los puramente mecánicos. 

Se percibe el complemento de productividad por tener 
un determinado nivel, que se concede como y cuando se 
quiere, y realizar jornada de mañana y tarde en la mayoría 
de los supuestos. También se concede la jornada por crite- 
rios que no están, ni mucho menos, objetivados en la ley, 
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criterios, por tanto, que poca relación guardan con la con- 
tribución individual al logro de los objetivos del programa. 
Por eso, nuestras enmiendas tratan de liquidar estos pre- 
ceptos en el artículo 19 que, repito, no han producido nin- 
gún efecto benefactor o positivo en la función pública. 

En realidad, estas enmiendas contribuyen también 
(aunque eso lo diré seguramente en el debate de las en- 
miendas a las disposiciones adicionales que nos hemos re- 
servado) al objetivo de la contención del gasto corriente y 
a la equidad. Ha sido a través de mecanismos como los 
aquí denunciados como el Gobierno puede alegar que la 
pérdida del poder adquisitivo en 1992 y 1993, a pesar de la 
congelación, no ha sido tan importante. No lo ha sido para 
quienes, a través de esta discrecionalidad del artículo 19, 
vía reclasificaciones en las RFT, han visto incrementados 
sus complementos de destino y específico, o compensada 
su congelación con la productividad. 

La mayor pérdida del poder adquisitivo de los niveles 
retributivos inferiores en términos relativos justifica nues- 
tra enmienda al artículo 22, uno, A), modificando el cálcu- 
lo de trienios. Supongo que no tendrán ustedes ninguna di- 
ficultad para aceptar esta enmienda. Se trata de que el por- 
centaje de los trienios sobre el sueldo sea el mismo para 
todos los grupos, y no como ocurre ahora, que para unos 
grupos es superior a otros. Lo contrario no tiene explica- 
ción alguna, y menos cuando, en el caso del sueldo, se em- 
plee con el requisito del artículo 24 de la ley 30í1984 y el 
del grupo A no supere en tres veces al del grupo E, cosa 
que no ocurre con el valor de los trienios, siendo así que 
parece lógico guarden una relación proporcional con 
aquél. El coste de esta enmienda no es muy grande y, en 
cambio, hemos tratado de introducir un elemento de justi- 
cia que no tiene por qué esperar a la reforma del sistema re- 
tributivo. 

Y respecto a las retribuciones y sueldos de los altos car- 
gos, hay unas enmiendas que, miren ustedes: me han oído 
hablar, por activa y por pasiva, de lo mal que hacen ustedes 
el cálculo y la presentación de las retribuciones de los altos 
cargos. No voy a repetirlas hoy; estoy harto, estamos har- 
tos todos de decirlo. Estamos hartos de pedir al Gobierno, 
pregunta tras pregunta, interpelación tras interpelación, 
iniciativa tras iniciativa, cuánto ganan los altos cargos por 
todos sus conceptos, no solamente los que figuran en los 
Presupuestos Generales del Estado; cuál es el comple- 
mento de productividad, cuáles son otras gabelas y otras 
atenciones que se perciben a través de la pertenencia a con- 
sejos de administración, etcétera. Queremos sencillamente 
que las retribuciones de los altos cargos figuren en los Pre- 
supuestos en su totalidad, como figuran'las del Presidente 
del Gobierno, las de los secretarios de Estado y las de los 
ministros. iTampoco pedimos tanto! Ya sé que en este caso 
-no para analizar luego el nivel de los altos cargos y 
puestos directivos- me limito sólo a los que consideran 
como altos cargos los Presupuestos Generales del Estado, 
con un añadido muy importante, y son los presidentes y al- 
tos cargos de las empresas y entidades a los que se refiere 
el artículo 6." de la Ley General Presupuestaria, que no sé 
por qué no tienen que venir aquí sus sueldos y no aprobar- 
les unos presupuestos en unos papeles adicionales, que no 

merecen siquiera, digamos, que nosotros les otorguemos 
esa confianza porque, repito, no sabemos ni lo que aproba- 
mos. Nuestras enmiendas son muy claras y lo Único que 
pido es que ustedes las consideren. 

Otro bloque importante de enmiendas tiene que ver con 
la implantación de criterios de racionalidad, objetividad, 
profesionalidad y control y moderación del gasto público. 
Así, por ejemplo, las enmiendas al artículo 32, señor Presi- 
dente, que es el relativo a la contratación de personal con 
cargo a los créditos para inversiones. Pedimos su supresión 
por considerar atípico y carente de todo control este proce- 
dimiento de contratación. Alternativamente, proponemos 
mecanismos de intervención más estrictos, que incidan so- 
bre las razones que motivan y justifican en cada caso recu- 
rrir a esta vía excepcional. No insisto porque es un tema 
muy conocido, sobre el que también hemos pedido infor- 
mes y datos al Gobierno, y da la callada por respuesta. Lo 
único que sabemos es que, algunas veces, esta facultad del 
artículo 32 se utiliza para contratar personal en Correos y 
poder repartir los «christmas» de Navidad. Es lo Único que 
sabemos -sabemos más cosas-; digo que es lo Único que 
sabemos a través del Gobierno. Por supuesto que en nues- 
tra obligación de controlarlo está el saber todo lo que se 
hace con cada una de las facultades que el Gobierno se re- 
serva en ésta y en otras leyes, incluso las que no se reserva 
en ninguna. 

Finalmente, es hora ya de que el Gobierno culmine la 
elaboración de las relaciones de puestos de trabajo. Señor 
Presidente, señorías, en la Ley de acompañamiento se es- 
tablecieron unas medidas para la reasignación de efectivos 
a través de los planes de empleo, y para eso se necesitaba 
conocer las relaciones de puestos de trabajo en todas y 
cada una de las unidades administrativas. Pues bien, este 
dato importante todavía no está concluido. Me dirán: Ya 
están casi todas. Nosotros lo que pedimos es que, las que 
estén, se publiquen en el «Boletín Oficial del Estado» y 
que no tengamos que conocer las modificaciones de las 
que están a través de anuncios en los tablones de anuncios 
de los ministerios. Por eso nuestras enmiendas, en este 
caso concreto, repito, piden no sólo que las que no estén se 
terminen, sino que, las que estén, se publiquen íntegras en 
el «Boletín Oficial del Estadon. Muchas más cosas podría- 
mos decir de las enmiendas presentadas, pero con todo lo 
que hemos dicho creo que hay datos y argumentos sufi- 
cientes para darlas por defendidas, incluso aquellas a las 
que no me he referido concretamente, y pedir su votación. 
En todo caso, que se mantengan para su debate y defensa 
en el Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la pala- 
bra el señor Ríos. 

El señor N O S  MARTINEZ: Señor Presidente, voy a 
defender todo el paquete de enmiendas que va dirigido a 
este Título 111, precisando inicialmente que las de Iz- 
quierda Unida, al margen de reconocer que en este ejerci- 
cio presupuestario se ha caminado más que en el anterior 
(puesto que partimos de una negociación con los sindica- 



- 10351 - 
COMISIONES 7 DE NOVIEMBRE DE 1994.-NÚM. 340 

tos, que han planteado como objetivo de este ejercicio y 
para los próximos tres años el mantenimiento de la capaci- 
dad adquisitiva de los empleados públicos), y valorando el 
avance que supone el consenso habido entre el Gobierno y 
las organizaciones sindicales, intentan conseguir que nos 
planteemos como objetivo fundamental el mantener el po- 
der adquisitivo, inclusive en lo que es la diferencia entre el 
IPC previsto y el IPC real, máxime cuando estamos ante 
unos presupuestos que, al final del ejercicio, si no cambian 
mucho las cosas, van a ser verdaderamente inflacionarios. 
La realidad es que la inflación, al final del ejercicio, va a 
ser bastante más alta que la que en un principio ha estable- 
cido el propio Gobierno. Por tanto, el objetivo de nuestras 
enmiendas es mantener esa capacidad adquisitiva, estable- 
ciendo lo que pudiéramos llamar una cláusula de revisión 
salarial. 

El segundo objetivo de nuestras enmiendas es intentar 
fortalecer una dinámica, que debe de ampliarse dentro de 
la Administración pública, y es el concepto de la negocia- 
ción colectiva. Muchas de nuestras enmiendas van a inten- 
tar conseguir que las actuaciones en la distribución de de- 
terminados pluses, el funcionamiento del horario de tra- 
bajo, etcétera, se establezcan en función de la negociación 
colectiva entre la Administración Pública y los sindicatos 
más representativos, sea en el subsector Estado o sea en los 
organismos autónomos o comerciales, según la realidad 
que haya deparado las elecciones sindicales. 

El otro objetivo de nuestras enmiendas es el de reducir 
las aportaciones graciables, el acceso a determinados ingre- 
sos no regulados, para evitar que el que gobierna dé esas 
aportaciones a los funcionarios públicos, ya que al final les 
hace que se lleven bien con el jefe de turno en lugar de 
cumplir con su obligación dentro de la Administración o fa- 
vorecer la promoción interna dentro de la Función Pública. 

La enmienda número 522 pretende sustituir, en el ar- 
tículo 18, los puntos tres y cuatro, suprimir el punto cinco 
y adicionar un nuevo punto seis. El apartado cinco de la 
propuesta del Gobierno viene a obligar a los presupuestos 
de las comunidades autónomas y de las corporaciones lo- 
cales a estas cláusulas. Nosotros creemos que debe de lle- 
varse a la negociación colectiva en cada una de las admi- 
nistraciones y no que, desde arriba, obliguemos, condicio- 
nemos y limitemos la autonom’a de las distintas adminis- 
traciones que componen el Estado. Por tanto, la enmienda 
número 522, en el punto tres, al final, cuando habla del de- 
sarrollo de la Ley de Medidas para la Reforma de la Fun- 
ción Pública, propone que dichas adecuaciones se realicen 
previa negociación con los sindicatos más representativos, 
dando cuenta de ellas periódicamente al Parlamento; es de- 
cir, que el Parlamento lleve un control de esa negociación 
que se produzca en todo lo referente a lo que pudiéramos 
llamar adecuación retributiva de carácter singular y excep- 
cional. 

En el apartado cuatro de esta misma enmienda propo- 
nemos la cláusula de revisión salarial para la diferencia 
que se pueda establecer entre la previsión de inflación y la 
inflación real, es decir, el crecimiento del IPC. 

En el apartado cinco de la enmienda 522 proponemos 
que la oferta pública de empleo del año 1995 esté formada 

por todas las plazas dotadas que no puedan ser cubiertas 
por efectivos del personal existente. 

Añadimos un punto seis en la enmienda 522 (aunque 
han sido compromisos de nuestros gobernantes, pero com- 
promisos dichos de voz, y las palabras se las lleva el viento 
y, por desgracia, no funciona eso de que una palabra dada 
se compromete) en el que proponemos prohibir taxativa- 
mente los contratos blindados en el sector público. Estos 
serían los objetivos de la enmienda número 522. 

El objetivo de la enmienda número 523 es el de supri- 
mir el artículo 19, porque ya está refundido en el artículo 
anterior. 

La enmienda número 524 al artículo 19.uno.a), pre- 
tende añadir un párrafo que diga: y de los efectos que se 
deriven de la aplicación de la cláusula de revisión salarial 
especificada en el artículo anterior; cláusula que ya he ex- 
plicado previamente. 

La enmienda número 525 hace referencia al artículo 
19.uno.b), de sustitución. En realidad, lo que pretende es 
añadir una excepción al texto que propone el Gobierno so- 
bre el conjunto de las restantes retribuciones complemen- 
tarias, en el sentido de que no se incorporen como retribu- 
ciones complementarias el complemento de productividad 
y las gratificaciones por servicios extraordinarios. Por 
tanto, dejar exento de esa realidad el crecimiento del 3,5 
por ciento. ¿Por qué? Nosotros creemos que debiéramos 
de aplicar una reforma de relaciones de puestos de trabajo 
inadecuadas; que se debiera de abordar una racionaliza- 
ción y ordenación de las retribuciones complementarias y 
que debieran de producirse unas modificaciones retributi- 
vas para adecuar los puestos de los niveles inferiores, es- 
pecialmente los que han sido más perjudicados por la con- 
gelación salarial de los años 1993 y 1994. ¿Qué estamos 
haciendo con esto? Complementar algo que ha quedado 
fuera de ese acuerdo, de ese encuentro entre Administra- 
ción y sindicatos, y es el aplazamiento, por así decirlo, de 
esta reforma de la Administración que lleve consigo estas 
previsiones de gratificaciones y de productividad. 

La enmienda 528 va dirigida a introducir una adición en 
el artículo 20, cuando habla del personal laboral del sector 
público. Lo que pretende es precisamente incorporar la ne- 
gociación colectiva, y sobre todo la idea de que el incre- 
mento global de la masa salarial también se vea incorpo- 
rado por la diferencia que se produzca entre el IPC previsto 
y el IPC real al final del ejercicio, sobre todo en el marco 
de la negociación colectiva que debe consolidar esta modi- 
ficación presupuestaria. 

La enmienda 529 va dirigida al artículo 21, la retribu- 
ción de altos cargos. En el apartado dos, el régimen retri- 
butivo de los subsecretarios y directores generales lo deja- 
mos exactamente igual, y la modificación de nuestra en- 
mienda va dirigida al apartado tres, en donde la propuesta 
del Gobierno habla de «todos los altos cargos a que se re- 
fiere el número anterior» -los altos cargos son los subse- 
cretarios, directores generales y asimilados-, y nosotros 
lo queremos dejar reducido a los directores generales. 
Creemos que de ninguna manera debe haber un plus, un 
complemento de productividad para un alto cargo. El que 
es un alto cargo sabe a lo que va; por tanto, no necesita la 
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productividad, va unido a estar dedicado a ese puesto. Por 
último, adicionamos con esta enmienda en el apartado cua- 
tro, al final, que las retribuciones serán públicas y en nin- 
gún caso podrán superar las establecidas por los Secreta- 
rios de Estado. 

La enmienda 526 va dirigida al artículo 22.uno.E), 
cuando habla del complemento de productividad, «que re- 
tribuirá el especial rendimiento, la actividad y dedica- 
ción», y pretende añadir al final de este párrafo: «En nin- 
gún caso el complemento de productividad se originará 
exclusivamente en función de la jerarquía o nivel del 
puesto de trabajo». La verdad es que esto puede parecer 
obvio, pero no es así. En la actualidad se está produciendo 
esto que nosotros queremos evitar. En la actualidad se 
trasvasa no a un complemento por producir más, sino un 
incremento unido al nivel de un puesto de trabajo, cosa 
que creemos que vulnera lo que es el criterio de la pro- 
ductividad. 

La enmienda 530 pretende modificar el artículo 
22.Uno.E), en su segundo párrafo, cuando dice que cada 
Departamento ministerial determinará los criterios de dis- 
tribución de estos complementos de productividad. El 
texto que propone Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya sería que en el plazo no superior a tres meses, y den- 
tro del marco de una negociación entre el Gobierno y los 
interlocutores sociales, se fijen los criterios del reparto de 
esta productividad. Cada Departamento ministerial, de 
acuerdo con esos criterios de negociación con los sindica- 
tos, fijará la cuantía individual del complemento de pro- 
ductividad. ¿Qué es lo que proponemos? Que se produzca 
una negociación con los interlocutores sociales para fijar la 
productividad y no dejar en manos de cada Departamento 
el establecimiento de los criterios, que es una posición mu- 
cho más amplia que la distribución física. 

La enmienda 527 va a añadir en el artículo 22.dos.f) que 
ningún servicio se podrá valer de este concepto con carác- 
ter estructural, sino que exclusivamente debe servir para 
trabajos que superen la jornada normal y los elementos co- 
yunturales. Este artículo hace referencia a las gratificacio- 
nes por servicios extraordinarios. Nosotros queremos evi- 
tar que exista una gratificación de este tipo si no se pro- 
duce un trabajo, una hora extraordinaria realizada por el 
funcionario de turno o por el empleado público de turno. 

La enmienda 531 pretende una adición, y es que el Go- 
bierno, a través de los Ministerios de Administración PÚ- 
blica y de Econom’a y Hacienda, negocie con los sindica- 
tos más representativos de la Función Pública los criterios 
de aplicación individual de los complementos de producti- 
vidad y las gratificaciones por servicios extraordinarios. 
Lo que pretendemos, por tanto, es forzar la negociación, 
como decía al principio. 

En la enmienda 532 proponemos la supresión del ar- 
tículo 22.dos, que habla de que el «Ministerio de Ha- 
cienda podrá modificar la cuantía de los créditos globales 
destinados a atender el complemento de productividad». 
Añadimos un apartado 6 a este artículo 22 y establece- 
mos la constitución de ese fondo por importe igual al 3,5 
por ciento de los créditos dedicados a los complementos 
de productividad para hacer frente a los compromisos 

que establecíamos en nuestra enmienda al artículo 18 
apartado b). 

tado uno e). Este artículo hace referencia a que en el año 
1995 será preciso el informe favorable de los Ministerios 
de Economía y Hacienda y Administraciones Públicas 
para proceder a modificar las condiciones retributivas del 
personal. 

El apartado e) dice: «El resto de entidades de DerecEo, 
público a que se refiere el artículo 6 del texto refundido de 
la ley General Presupuestaria». Y a continuación: «en las 
condiciones y por los procedimientos que al efecto se esta- 
blezcan por la Comisión Interministerial de Retribucio- 
nes». Esto es lo que queremos suprimir. Que se haga con- 
forme esté establecido y no como lo marque la comisión 
Interministerial. Suprimimos, por tanto, lo que va a partir 
de Ley General Presupuestaria. 

Termino, señor Presidente, porque la enmienda 535 es 
la Última que tenemos presentada a este Título y hace refe- 
rencia a algo en lo que hemos venido haciendo hincapié a 
lo largo de todas las enmiendas. Es una adición de un 
nuevo apartado seis que introduce el control sindical y el 
control parlamentario. La idea que nosotros proponemos 
es que los departamentos ministeriales y los organismos 
autónomos entregarán a los sindicatos representativos de 
la función pública los contratos de personal previstos por 
lo que es la contratación de personal a través de créditos de 
inversión. El artículo 32 habla de la contratación de perso- 
nal laboral con cargo a los créditos de inversión. Es verdad 
que el artículo de la ley habla de que el interventor dele- 
gado deberá informar favorablemente porque no hay per- 
sonal en ese departamento para hacer frente, o porque no 
hay previsión de personal eventual para hacer frente a esa 
obligación y, por tanto, se destina el dinero que va para in- 
versiones al capítulo 1. Pues bien, ese uso que haga el Go- 
bierno, los distintos departamentos, de ese destino del ca- 
pital de inversión hacia el capítulo 1, nosotros creemos que 
debe entregarse establemente a los sindicatos y también al 
Parlamento, con una periodicidad trimestral, para conocer, 
de manera pormenorizada, cuál es el volumen de contrata- 
ción de personal que, con cargo a la inversión, hace el pro- 
pio Estado. 

La enmienda 534 va dirigida al artículo 31 en su apar-’ 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Parlamentario 
Vasco (PNV), tiene la palabra el señor Gatzagaetxebm’a. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: 
Paso a defender la enmiendas que tiene nuestro Grupo Par- 
lamentario al Título 111 de la ley, empezando por la en- 
mienda 294, en la que planteamos la modificación del ar- 
tículo 18 en lo que se denomina bases y coordinación de la 
planificación general de la actividad económica en materia 
de gastos de personal al servicio del sector público. 

A nuestro juicio, el Título no es el adecuado, puesto que 
no se puede concebir como base de planificación de toda la 
actividad económica la regulación del régimen de personal 
y sobre todo el ámbito del régimen retributivo del personal 
al servicio de las administraciones públicas. Tenemos que 
tener en cuenta que las diferentes administraciones públi- 
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cas, las comunidades autónomas, en base al principio de 
autonom’a, pueden realizar políticas propias en materia de 
personal y así negocian acuerdos reguladores de condicio- 
nes de trabajo. Entendemos que no se puede circunscribir 
bajo ese título de bases de coordinación de la planificación 
general de la actividad económica el régimen retributivo 
del sector de los empleados públicos. 

La enmienda 290 pide la eliminación de letras b) y c) 
del apartado uno del artículo 18, puesto que se incluye en 
el ámbito de aplicación de ese artículo a las administracio- 
nes de las comunidades autónomas y a las administracio- 
nes de las corporaciones locales. Nuestro Grupo parlamen- 
tario entiende que existe el principio de autonom’a, auto- 
nom’a como concepto esencial sobre el cual tienen su fun- 
damento las comunidades autónomas y, en segundo lugar, 
el principio de autonom’a municipal también consagrado 
en la Constitución. ¿Dónde se consagra el principio de au- 
tonom’a, si toda la regulación del régimen retributivo tiene 
que estar inspirada en los presupuestos generales de una 
Administración pública que es la que está vinculando a los 
presupuestos de otras entidades, como son las comunida- 
des autónomas y las corporaciones locales? Nos parece 
que no es adecuado, nos parece que se conculca el princi- 
pio de autonom’a que inspira el fundamento de las comu- 
nidades autónomas y de las corporaciones locales. Por 
tanto, creemos que se ha de modificar, en el ámbito de apli- 
cación, la inclusión de las administraciones autonómicas y 
de las administraciones locales. 

Además, señor Presidente, porque, como decía ante- 
riormente, las comunidades autónomas disponen de potes- 
tades en materia de negociación colectiva. Se celebran 
acuerdos reguladores de condiciones de trabajo para el ám- 
bito del personal al servicio de las administraciones dife- 
rentes del sector público estatal. No pueden estar comple- 
tamente vinculadas, completamente condicionadas las ac- 
tuaciones de otras administraciones diferentes a la Admi- 
nistración del Estado por los dictados que se establezcan 
en una ley que lo que reúne son el régimen de ingresos y 
gastos de la Administración del Estado y no de las comu- 
nidades autónomas y de las corporaciones locales. 

Sobre todo, señor Presidente, pedimos la supresión del 
apartado 5 del artículo 18, donde lo que se está haciendo es 
establecer una obligación de cómo se confeccionan de 
forma concreta la leyes de presupuestos de las comunida- 
des autónomas. ¿Dónde está la autonom’a financiera de las 
comunidades autónomas? Porque el apartado 5 lo que está 
estableciendo es que esta ley de presupuestos es la que se 
ha de tener en cuenta en la elaboración de los presupuestos 
de las comunidades autónomas y de las corporaciones lo- 
cales, que debe recoger expresamente los criterios señala- 
dos en este artículo. ¿Dónde está la autonom’a financiera? 
¿Dónde está la autonomía competencial? 

Señor Presidente, nosotros creemos que es una concul- 
cación manifiesta del principio de autonom’a que he seña- 
lado inspira a los poderes públicos diferentes de los cen- 
trales del Estado. 

A continuación, la enmienda 291, que se refiere al ar- 
tículo 18.2. Lo que nosotros decimos es que en el incre- 
mento retributivo que ahí se plantea se hable de sector pú- 

blico estatal, puesto que si estamos en un Estado de com- 
posición compuesta, que admite la posibilidad de realizar 
política de personal propia por parte de administraciones 
diferentes de la central del Estado, evidentemente se puede 
llegar a acuerdos reguladores de condiciones retributivas 
diferentes al que ha llegado el Ministerio para las Admi- 
nistraciones Públicas con los representantes del personal. 
Por tanto, que se ciña la ley de presupuestos generales del 
Estado a regular el régimen del personal al servicio de la 
Administración del Estado, no el régimen retributivo y los 
incrementos que se hayan de plasmar o efectuar a adminis- 
traciones públicas diferentes de la central del Estado. 
Creemos que nuevamente la autonom’a queda conculcada 
de manera manifiesta. 

En la enmienda 292, que tiene el mismo hilo argumen- 
tal que la enmienda 296, lo que nuestro Grupo pide es la 
supresión del artículo 18.3, por una sencilla razón y es que 
el artículo 18 establece una regulación general del régimen 
retributivo en la Administración central del Estado, pero, a 
su vez, el artículo 18.3 viene a establecer una excepción al 
régimen general, y es en esta excepción donde estamos ca- 
yendo en la trampa, es en esta excepción donde se está am- 
parando la posibilidad de incrementos retributivos diferen- 
tes del 3,5 por ciento, que es lo que en realidad está por ley. 

Por tanto, no procede el <<sin perjuicio» y todo lo que 
viene a continuación, que es lo que va a dar soporte a in- 
crementos retributivos superiores al 3 3  por ciento. Si es el 
3,5 por ciento que se diga expresamente y que no se pre- 
vean salvedades que, en definitiva, son excepciones que se 
convierten luego en regla. 

Ese mismo argumento es para la enmienda número 296. 
La enmienda número 293 plantea la supresión del apar- 

tado cuatro del artículo 18. Se está determinando, en mate- 
ria de ofertas de empleo, cuáles han de ser las prioridades, 
pero las prioridades para la Administración central del Es- 
tado, no para las comunidades autónomas o para las corpo- 
raciones locales, y aquí se ha incluido a todo el personal de 
todas las administraciones públicas. 

Señorías, si una normativa básica como la Ley de 
Acompañamiento de los Presupuestos Generales del Es- 
tado, la del año pasado, establece cómo se han de determi- 
nar políticas de personal a través de la figura de los planes 
de empleo, ya está instrumentada cuál ha de ser la forma de 
efectuar las ofertas públicas de empleo y cuáles han de ser 
las prioridades de las administraciones públicas a través de 
este instrumento de los planes de empleo. ¿A qué viene el 
artículo 18.4 a establecer las prioridades? Ya establecerá 
cada comunidad autónoma las que crea oportunas en base 
a sus planes de empleo. 

La enmienda 295 pide la eliminación del artículo 
18.cinco. Como habíamos pedido en la enmienda 290 la 
supresión del artículo 18, no soy reiterativo y me remito a 
lo expuesto en la defensa de esa enmienda. 

La enmienda 297 viene a establecer el régimen básico 
de las retribuciones complementarias, en concreto el com- 
plemento de destino. Entendemos que ha de dejarse un ám- 
bito de actuación, en cuanto al complemento de destino, 
que pueda ser normado por las comunidades autónomas, 
no otorgarle ese carácter de básico. 
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La enmienda 298, relativa al artículo 31.6, viene a de- 
terminar que son nulos de pleno derecho todos los acuer- 
dos o pactos reguladores de condiciones de trabajo que im- 
pliquen crecimientos salariales para ejercicios sucesivos 
contrarios a lo que determinen futuras leyes de presupues- 
tos. Nos parece que eso es correcto materialmente pero no 
formalmente, puesto que una regulación de esta incidencia 
de que sea nulo de pleno derecho, de que no haya nacido a 
la vida jurídica y que no produzca efectos de ningún orden, 
no debe estar en una disposición que, por su mismo carác- 
ter, tiene una vigencia temporal como es la ley de presu- 
puestos. En todo caso, el Gobierno debía haber aprove- 
chado para incluir esta previsión legal en la reciente modi- 
ficación de la Ley de Organos de Representación del Per- 
sonal al Servicio de las Administraciones Públicas. Por lo 
tanto, mantenemos un acuerdo en cuanto al fondo, pero 
una discordancia en cuanto a la forma, puesto que creemos 
que no es el texto adecuado donde se debería haber regu- 
lado esta cuestión que es una cuestión material y no pro- 
piamente presupuestaria. 

Por último, la enmienda 299. Lo que nuestro Grupo 
parlamentario quiere es la supresión del artículo 32, por- 
que se está dando escape a realizar nuevas contrataciones. 
Se quiere contener la contratación de personal al servicio 
de todas las administraciones públicas, pero ya se esta- 
blece una posibilidad de poder contratar más personal a 
través de inversiones. No nos parece adecuado y, en cohe- 
rencia con lo que también defenderemos en la disposición 
transitoria quinta, pedimos su supresión. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene 
la palabra el señor Morlán. 

El señor MOIUAN GRACIA: Tomo la palabra para 
fijar la posición de mi Grupo respecto a las enmiendas a 
este Título III, no a las disposiciones adicionales correlati- 
vas, que serán defendidas en su momento al finalizar el de- 
bate de todo el texto articulado. Y hago una necesaria re- 
flexión inicial en el sentido de que si el año pasado por es- 
tas fechas, como antes decía el señor Núñez, nos encontrá- 
bamos debatiendo este proyecto de ley en el que figuraba 
una congelación de las retribuciones de todo el personal 
del sector público, en este momento nos encontramos en 
una situación notablemente mejor y más positiva para lo 
que es el funcionamiento de la Administración y, desde 
luego, más beneficiosa para el conjunto de los funciona- 
rios y empleados del sector público. El hecho de que se 
haya firmado un pacto con los sindicatos de la Administra- 
ción pública, el hecho de que ese acuerdo recoja una serie 
de cláusulas, de condiciones, que afectan tanto a los nive- 
les retributivos como a la creación de fondos, a la revisión 
de incrementos salariales, a todo tipo de medidas que están 
en muchas de las enmiendas, nos mueve a pensar que sería 
conveniente este pacto, que ha costado, que ha sido serio, 
responsable y razonado, un pacto en el que tanto la Admi- 
nistración como los sindicatos han puesto de manifiesto 
cuál es su voluntad de entendimiento y su voluntad de con- 
seguir el mejor funcionamiento de la Administración se- 
gún los elementos que se contemplan en el mismo. 

Partiendo de ese criterio, pensamos que cualquier mo- 
dificación que suponga dar un nuevo tinte al pacto supone 
vulnerar el propio pacto. Por lo tanto, en estos momentos, 
cuando hablemos de enmiendas que afectan al contenido 
del pacto, si se quiere que se defiendan, como es lógico, 
pero por nuestra parte no van a ser tenidas en cuenta. 

Repasando todas las enmiendas que se han planteado 
a este Título 111, empiezo por las del Grupo parlamentario 
Popular. He de indicar que el Título 111, de los gastos de 
personal, tiene una nominación muy general; comprende 
dos apartados a los que hay que dar la importancia que se 
merece. Uno está relacionado con el capítulo 1, que es el 
relativo al incremento de los gastos de personal al servi- 
cio del sector público, y otro habla de los regímenes re- 
tributivos. 

¿Por qué? Porque éste es un primer apartado, por así de- 
cirlo, de principios; es un primer apartado de direcciones, 
hacia dónde tienen que ir las retribuciones del personal al 
servicio del sector público. Partiendo de eso, si efectiva- 
mente el señor Núñez puede tener razón a la hora de decir 
que habría que cambiar el título por «ámbito de aplica- 
ción», como más sencillo, más claro y más fácil de enten- 
der, nosotros pensamos que mantener el título tal y como 
viene dibujado y diseñado en el propio proyecto ayuda a 
contemplar todo lo que nosotros pensamos que tiene que 
ser la vinculación que tiene que haber entre la ley de pre- 
supuestos y la obligación que tiene que existir en todo mo- 
mento de coordinación entre la Administración central y 
las distintas administraciones, de cara a que esos criterios 
que se establecen en la misma sean aplicados como nor- 
mas, como bases que deben ser tenidas en cuenta a la hora 
de elaborar los correspondientes presupuestos. 

Por eso, respecto a la primera enmienda que plantea el 
señor Núñez, la 916, de supresión, creo que ya le he con- 
testado. Nos parece conveniente que se establezca esa di- 
ferenciación, ese pacto, esas bases y esa coordinación para 
que exista una mejor vinculación y un mejor entendi- 
miento entre todos los sectores y todas las administracio- 
nes afectadas. 

Es lógico que se perfilen y definan los distintos regí- 
menes retributivos que existen en la Administración, se- 
ñalando el contenido de las retribuciones básicas y com- 
plementarias, las especificidades de algunas de estas últi- 
mas y los criterios a tener en cuenta a la hora de valorar 
sus cuantías, con independencia de lo que ha de ser el con- 
tenido del artículo 18. Y es necesario tener en cuenta, 
como he dicho antes, la referencia al acuerdo entre la Ad- 
ministración y los sindicatos firmado el 15 de septiembre 
de 1994. 

Respecto a la enmienda 917, que es de sustitución, ya le 
he indicado que creo que la nuestra es una fórmula más 
acertada, porque lo que viene es a contemplar todo lo que 
nosotros queremos dar a entender, desde el momento en 
que es una globalización de las directrices que tienen que 
seguir, las pautas que tienen que seguir las otras adminis- 
traciones. 

Respecto a la enmienda 91 8, no se ofrece ninguna razón 
que nosotros entendamos convincente para aceptarla. No 
vemos en el contenido de la misma una salida viable que 
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nos permita reflexionar sobre su contenido a ver si va a al- 
gún sitio. Por eso estamos en contra de aceptar esta en- 
mienda. 

La enmienda 919, al artículo 18.3, también es de supre- 
sión. Nosotros pensamos que es lógico ese tipo de excep- 
cionalidad. A veces pienso -y sirva como reflexión gene- 
ral para todo el conjunto de las enmiendas que hacen refe- 
rencia a la discrecionalidad o a la excepcionalidad- que 
confundimos el término «excepcionalidad» con «discre- 
cionalidad» y con «arbitrariedad», y en nuestra compleja 
administración pública existen los suficientes mecanismos 
de fiscalización, de control, de reunión de las partes, de se- 
guimiento de los expedientes para que no tengamos que 
tratar de entender que el término «excepcional» tiene que 
ver con el término «arbitrario». La excepcionalidad se está 
planteando en estos casos a que hago referencia - e n  este 
o en otros casos que vienen contemplados en otras en- 
miendas- en situaciones especiales, situaciones singula- 
res que en modo alguno ni tienen que ser generalizables ni 
tienen que constituir, desde luego, situaciones de arbitra- 
riedad y que no puedan ser controladas, que supongan un 
quebranto de las mínimas normas de la fiscalización de los 
gastos que se planteen. 

La enmienda 920, del Grupo Parlamentario Popular, 
también pide la supresión del apartado cuatro del artículo 
18. Tengo que decir que en este artículo se está hablando 
de un apartado que tiene un carácter de obligatoriedad, lo 
que sucede es que es de obligatoriedad para todas las ad- 
ministraciones. Es una directriz que se enmarca desde la 
ley de presupuestos generales del Estado hacia todo el sec- 
tor público, con la finalidad de que no exista ninguna dis- 
función entre unos y otros. En modo alguno tiene que ver 
con la referencia que se hace en la disposición adicional 
correspondiente sobre ofertas de empleo público, que ahí 
sí que se está hablando precisamente del sector Estado, de 
lo que es la contratación, lo que es la oferta pública por 
parte de los distintos ministerios o de la Administración 
central. 

En relación a la enmienda al artículo 18.5, que también 
pide la supresión de ese apartado, vuelvo a retomar lo que 
antes he indicado. Creo que nos tenemos que poner de 
acuerdo en si hay que fijar por parte del presupuesto gene- 
ral del Estado que tenga que haber una cantidad, un tanto 
por ciento, que es el máximo, ese 3,5 por ciento, o si tiene 
que haber unas directrices que son las máximas; si las co- 
munidades autónomas tienen dentro de sus especificida- 
des, dentro de su propia normativa, la posibilidad de arti- 
cular medidas de distribución de retribuciones de acuerdo 
con los pactos con las distintas centrales sindicales o con 
los representantes de los funcionarios públicos. Constitu- 
cionalmente está admitido, sobre todo en el tema de con- 
tratación de obras, que por parte de la Administración cen- 
tral se puede marcar un límite máximo, no así un límite mí- 
nimo. De ahí que el hecho de marcar el 3,5 por ciento so- 
bre la masa salarial o sobre el conjunto de las retribuciones 
del sector público no plantee ningún tipo de inconveniente 
para que se lleve a cabo una negociación dentro de cada 
comunidad autónoma. Tenemos que entender que una de 
nuestras obligaciones, cuando hablamos del control del 

gasto y del déficit público, es analizar los gastos de perso- 
nal, que es uno de los aspectos importantes que pueden in- 
cidir en que sea mayor o menor ese gasto, ese déficit pú- 
blico. No estoy diciendo que sea ni muchísimo menos la 
mayor cuantía ni la más destacada, pero sí que es cierto 
que tiene una incidencia, dependiendo de quien dé la valo- 
ración, mucha o poca, pero la tiene. 

Pienso que en este Título 111 y en este artículo 18 lo que 
tenemos que marcar es el terreno de juego y el terreno de 
juego está marcado con ese tipo de condiciones, con ese 
tipo de directrices que vienen establecidas en el artículo 18 
del proyecto de ley. 

La enmienda 922, del Grupo Popular, aborda un tema 
sobre el que estamos reflexionando en este momento, 
para ver de qué manera se diferencia mejor, si es al sector 
público sometido a régimen administrativo y estatutario 
o la diferencia se establece por otro lado, por decir que es 
personal laboral. No creo que haya ninguna dificultad en 
especial, pero sí es cierta una cosa, y es la siguiente: el 
personal laboral sí que tiene una legislación muy especí- 
fica, tiene un estatuto de los trabajadores, tiene unas nor- 
mas y unos tribunales muy concretos y la referencia al ré- 
gimen administrativo estatutario podría plantear algún 
tipo de asintonía, algún tipo de duda que no creo que se 
diera con la contemplación solamente del personal labo- 
ral. Ya le digo, señor Núñez, que es una enmienda que es- * 

tamos analizando para ver si no plantea excesivas dificul- 
tades y, si vemos que no va a haber ningún problema es- 
pecial, estamos en disposición de estudiarla con deteni- 
miento y con cariño para que sea contemplada en el de- 
bate en Pleno. 

Respecto al resto de las enmiendas, y en concreto la 
923, retomo un poco la reflexión que he hecho antes con el 
tema de la discrecionalidad. Yo creo que el hecho de con- 
templar determinadas situaciones de riesgos, de condicio- 
nes especiales que no son generalizables, son aspectos que 
debieran tener su redacción en el texto del proyecto para 
que cuando se produjera algún tipo de circunstancias de 
ese tipo no quedáramos limitados porque como no está 
contemplado no podemos hacer nada y entonces se blo- 
quea cualquier tipo de actividad administrativa. Es decir, 
frente a quienes piensan que puede haber una mayor dis- 
crecionalidad o una mayor arbitrariedad con que figure 
este tipo de norma en el proyecto de ley, yo creo que debe 
ser bueno que exista para aspectos singulares, para casos 
excepcionales, algún tipo de posibilidad de que se contem- 
plen estas situaciones que considero que en la práctica ad- 
ministrativa -salvo que alguien me pueda decir lo contra- 
rio- no son la norma común de funcionamiento. 

Las enmiendas 994, 995 y 998 hacen referencia tam- 
bién a la supresión de ese «sin perjuicio» a que aludía el 
señor Núñez en la número 923. 

También vamos a estudiar la enmienda 927. La verdad 
es que el artículo 24 de la Ley 30/1984 señala que el sueldo 
del grupo A no exceda en tres veces el del grupo E y no 
dice nada más. No vemos que se plantee ninguna contra- 
dicción especial, pero, a la vista de sus manifestaciones y 
después de este debate, vamos a reflexionar sobre su con- 
tenido, a ver si podemos buscar alguna fórmula que per- 
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mita llegar a algún tipo de entendimiento con el Grupo Po- 
pular en esta enmienda concreta. 

Cuando la enmienda 929 habla de añadir «objetivas» 
significa que las circunstancias deberán ser objetivas. No 
vemos obstáculo en que esté ni en que no esté. El hecho de 
que esté lo que hace es redundar porque creo que las cir- 
cunstancias, tal y como viene redactado el propio texto del 
proyecto, deberán ser objetivas. 

Respecto a la enmienda número 931, no sé si se evita- 
rán válvulas de escape en el gasto público, como ustedes 
dicen, con la supresión de este artículo 22.2, párrafo pri- 
mero. Lo que yo sí creo que sucederá es que se procederá 
a un encorsetamiento excesivo del funcionamiento de los 
servicios. Traerá consigo, a lo mejor, la pérdida de eficacia 
y de calidad en los servicios administrativos. Los corres- 
pondientes créditos, tal y como se plantean, permanecerían 
uniformes, aunque el número de efectivos y el cumpli- 
miento de los objetivos hubiera variado, y esto pienso que 
no es bueno. 

La enmienda 932 propone sustituir el inciso «clasifique 
sus funciones» por «lo que incluya en función de su titula- 
ción académica». Por nuestra parte existe una dificultad 
para admitirla, porque se está hablando de funciones co- 
rrespondientes al grupo al que se asimila, no a su titulación 
académica, que en todo caso debería ser tenida en cuenta 
para su contratación, no para su asimilación al grupo co- 
rrespondiente. De ahí que veamos que no sea oportuno in- 
cluir esa modificación a la que ustedes hacen referencia. 

Las restantes enmiendas, 936,937,938,939 y 940, tie- 
nen las mismas contestaciones que di a la número 923. 
Respecto a la enmienda al artículo 32, cuya supresión pa- 
rece que ha planteado problemas en diversos grupos, noso- 
tros entendemos que este tipo de contratos es más excep- 
cional que la norma común, como alguno pudiera decir. Es 
cierto que obedecen a la intención de que aquellos servi- 
cios o aquellas obras que no cuenten dentro de la propia 
Administración con el personal suficiente y necesario o el 
personal cualificado y que por esa razón no se puedan ha- 
cer se faciliten con cargo a créditos de inversión. Desde 
luego, toda la fiscalización que se plantea en el propio ar- 
tículo, todo el nivel de control a que se hace referencia en 
el mismo, también todo el nivel de control que se puede 
hacer en las mesas de negociación y de retribución que hay 
en la propia Administración y en las relaciones sindicatos- 
Administración que se han planteado de acuerdo con el 
pacto al que he hecho referencia anteriormente, permitirán, 
por un lado, que se lleven a cabo inversiones que son ne- 
cesarias y, por otro, el suficiente control para que no exista 
despilfarro o arbitrariedad, tanto en el desarrollo de estas 
obras como en la contratación de personal, lo cual en todo 
caso estará sometido al crédito de inversión al que hace re- 
ferencia el artículo 32. Yo creo que he dado una pincelada 
a todas las enmiendas del Grupo Popular. Si me hubiera 
dejado alguna, en la próxima intervención hm’a referencia 
a la misma. 

Respecto a las enmiendas del Partido Nacionalista 
Vasco, nos encontramos con un tema de carácter compe- 
tencial al que he hecho mención cuando he hecho la refle- 
xión inicial. Los presupuestos son el arma, el proyecto 

competente para establecer criterios de coordinación para 
todas las administraciones. Y no creo que se esté poniendo 
en duda la autonom’a financiera ni se esté cuestionando el 
funcionamiento autónomo de estas comunidades autóno- 
mas respecto a la fijación de retribuciones o a la determi- 
nación no sólo de las básicas, sino de las no básicas o de 
las indemnizaciones correspondientes. El límite del pro- 
yecto de ley obedece a la competencia que tiene la Admi- 
nistración central para elaborar los aspectos más destaca- 
dos de la política económica. Dentro de ese 3 3  por ciento 
global la distribución queda a lo que cada administración 
establezca y, desde luego, debiera evitarse cualquier dis- 
criminación que pueda existir entre funcionarios de distin- 
tas comunidades autónomas. Otra cosa es que se consiga, 
porque sí es cierto que la realidad a veces no coincide con 
las pretensiones que tenemos desde esta Cámara para que 
eso no suceda. Por ello, estimamos que tanto la enmienda 
290, como la número 291 - q u e  al suprimir la palabra «es- 
tatal» quiere recoger el interés del Grupo Nacionalista 
vasco recogido en la enmienda anterior- no son enmien- 
das a considerar. De la misma manera, ya he hecho refe- 
rencia a los elementos de excepcionalidad respecto a la en- 
mienda presentada al artículo 18, apartado tres. 

En cuanto a la enmienda presentada al artículo 18, apar- 
tado cuatro, sigo insistiendo en la apreciación inicial de 
que se trata de un criterio a tener en cuenta para todas las 
administraciones, para que exista una adecuada coordina- 
ción entre todas ellas. 

Respecto a la enmienda número 294, al artículo 18, re- 
lativa al cambio de título, le dada la misma contestación 
que al señor Núñez por entender que, aunque sea más fácil 
y más sencilla la fórmula que ustedes proponen, lo que en- 
marca el titulo es la definición que debe tener el artículo 18 
a efectos de su coordinación y de sentar las bases para co- 
ordinarse con las distintas comunidades y administracio- 
nes territoriales. 

Respecto a la enmienda número 295, al artículo 18, 
apartado cinco, ya le he indicado anteriormente que debe 
mantenerse tal y como está prefigurado en el proyecto de 
ley. 

En cuanto a la enmienda número 297, creo que es 
bueno que se fije en el proyecto de ley la cuantía de los 
complementos de destino y establecer la posibilidad de al- 
guna modificación, que, entre otras cosas, tendrá la corres- 
pondiente justificación y control para que no se produzca 
discrecionalidad alguna de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 24.2 de la Ley 30184. Si S .  S .  hace una revisión de 
este artículo y del párrafo que indico, comprobará que da 
suficiente muestra de que no existe la discrecionalidad que 
se puede suscitar o el margen de maniobra que puede ha- 
ber para que ese complemento de destino experimente las 
modificaciones a las que se hace referencia en su en- 
mienda. 

Respecto a la enmienda de supresión al artículo 32, por 
añadir un elemento más a lo que he considerado anterior- 
mente, creo que son dos conceptos distintos: uno, la con- 
templación de la oferta pública de empleo y, otro, la con- 
tratación de personal con cargo a su crédito de inversión. 
Se trata de servicios públicos con plazas. Plantea que no 
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están cubiertas o que lo están por personal eventual o inte- 
rino. Se trata de contratar personal para una obra o servicio 
cuando no existe personal adecuado que lo pueda desarro- 
llar. El principio, tal y como viene contemplado, es perfec- 
tamente asumible y, por lo tanto, defendemos la no supre- 
sión de ese artículo 32. 

Paso, por último, a las enmiendas presentadas por Iz- 
quierda Unida. Aquí tengo que indicar que las enmiendas 
números 522,524 y 528, según los datos que obran en mi 
poder, se han remitido a consulta del Gobierno porque su- 
ponen incremento de gasto. Dar una contestación en estos 

~ momentos al contenido de esas enmiendas, cuando esta- 
l mos pendientes de la respuesta a esa consulta, no es pru- 
1 dente y nos reservamos para el debate en Pleno. 

Respecto a la enmienda 525, estamos hablando de que 
se congele el complemento de productividad y que pase a 
integrar un fondo especial. Esto afectaría al contenido del 
propio pacto porque ya se está hablando de la creación de 
un fondo en función de que, si a final de año existe un in- 
cremento superior al previsto, se contemple ese fondo para 
cubrir ese incremento. Cerrar en estos momentos la posibi- 
lidad de que exista una congelación de ese complemento 
de productividad supondría poner en cuestión el cumpli- 
miento de los programas y de los objetivos en base a in- 
centivos del rendimiento, que son los elementos que se han 
contemplado en el diseño y en las conversaciones con los 
representantes de los trabajadores en la Función Pública a 
la hora de definir cuál tiene que ser el proceso de concerta- 
ción pactado con los sindicatos, que tienen mucho que ver 
con la determinación de la elaboración de programas, con 
la elaboración de propuestas, con la elaboración de com- 
promisos que tienen que venir, como es lógico, implemen- 
tados con una referencia a qué tipo de compensación eco- 
nómica tiene que venir a través de un complemento de pro- 
ductividad. Ese incremento del 3,5 por ciento debe hacer 
referencia también al complemento de productividad y, 
por tanto, no somos partidarios de aceptar la enmienda a la 
que hace referencia, la número 526, que modifica el ar- 
tículo 22 uno del proyecto. 

No estamos de acuerdo en que sea admitida esta en- 
mienda porque lo que se establece en este título 111, con- 
cretamente en este artículo 22, tiene que ir en consonancia 
con la Ley 30/1984 a la hora de determinar los comple- 
mentos de destino y de productividad a que hace referencia 
la propia Ley y, desde luego, también tiene que estar en 
consonancia con lo pactado con los sindicatos. 

La enmienda 527 advierte la necesidad de una clarifica- 
ción y que las negociaciones con los sindicatos contem- 
plan otro tipo de aspectos. Abrir en estos momentos un 
pacto con los sindicatos, cuando está cerrado, no creo que 
sea la medida más oportuna, porque indudablemente eso 
podría traer algún tipo de desequilibrio en el conjunto de 
las relaciones que se han establecido entre la Administra- 
ción y los sindicatos. Lo que no creo que sea admisible en 
estos momentos es que se plantee la incorporación de las 
horas extraordinarias al sistema de retribuciones que fue- 
ron suprimidas en su momento, porque se consideró que el 
hecho de percibirlas no era un elemento muy acorde con la 
Función Pública. Se articularon otros sistemas de retribu- 

ción que han suprimido de hecho las horas extraordinarias 
y que han venido a compensar todo aquello que suponía el 
abono de esas horas extraordinarias. Respecto al resto de 
las enmiendas a que hace referencia, he dado suficiente 
cumplimiento con las explicaciones dadas a otros portavo- 
ces. 

Por último, deseo indicar que el pacto con los sindica- 
tos está fumado y perfectamente contemplado en su arti- 
culación económica dentro de este título 111, y que muchos 
de los temas a que hace referencia están subsumidos en los 
distintos capítulos de ese título. 

El señor PRESIDENTE: El señor Núñez tiene la pala- 
bra. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Para consumir un breve 
turno de réplica a la intervención del señor Morlán, cordia- 
lísima como siempre, pero absolutamente insatisfactoria, a 
pesar de que esta vez hemos cosechado la posibilidad de 
que acepten ustedes dos enmiendas o de que al menos es- 
tén reflexionando sobre ellas: la relativa al artículo 19 y la 
relativa a los trienios. Muchas gracias. Por lo menos ya sa- 
bemos que no trabajamos para nada, sino que, aunque sólo 
sea para eso, ya es algo que reconforta y anima. 

Le voy a dar algún argumento más para ver si aceptan 
ustedes en este turno, o en lo que va de aquí al debate en 
Pleno, alguna más. 

Se mostraba usted muy satisfecho porque el año pasado 
había habido congelación, como motivo central del debate, 
y este año hay una subida de retribuciones del 3,5 por 
ciento. De ahí deduce que estamos notablemente mejor. Es 
una afirmación bastante pretenciosa y que, desde luego, yo 
no comparto. 

¿Estamos notablemente mejor para recuperar el poder 
adquisitivo perdido? ¿Estamos notablemente mejor para 
rebajar la tasa de desempleo? ¿Estamos notablemente me- 
jor para garantizar el futuro de las pensiones, de lo que va- 
mos a hablar ahora a continuación? Yo creo, señor Morlán, 
que en el acuerdo con los sindicatos se han juntado el hom- 
bre con las ganas de comer y han hecho ustedes un acuerdo 
muy cómodo que yo, por supuesto, respeto e incluso 
aplaudo, pero efectivamente de ahí no puede usted sacar 
conclusiones que le dan nota muy alta a la situación eco- 
nómica que padecemos. 

Empezando por lo primero, con el 3,5 por ciento no se 
recupera, ni con mucho, el poder adquisitivo, ni siquiera 
garantizan ustedes que van a compensar el perdido en 
1994 y 1993 que, como dije antes, supone siete puntos de 
pérdida de poder adquisitivo. Usted no me contestó a nada 
de eso, pero como ya no voy a tener dúplica -a pesar de 
la generosidad del señor Presidente, no se la voy a pedir 
para no ponerle en el brete de que me la dé-, sí le voy a 
decir que si tomamos como referencia el sueldo base, que 
es el contenido principal de las retribuciones de un gran 
número de funcionarios, el incremento de retribuciones de 
1984 a 1993 ha sido del 49 por ciento. Frente a ello, el sa- 
lario medio ha crecido un 8 l por ciento en el conjunto del 
sector laboral; el salario m’nimo, un 68 por ciento y el ín- 
dice de precios al consumo, un 71 por ciento. Ese incre- 
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mento del 49 por ciento es compatible con crecimientos 
mucho más amplios de la masa salarial en el conjunto de 
la Función Pública. Las importantes subidas de los com- 
plementos de altos cargos y niveles superiores desde 1985 
-y aquí está el caballo de batalla del porqué de unas 
cuantas enmiendas al sistema retributivo de los altos car- 
gos- han servido para incrementar la masa salarial, pero 
no el sueldo de los funcionarios de a pie. Estos única- 
mente se beneficiaron de las pagas con cargo a los fondos 
para compensar la llamada deuda social a la que antes me 
referí, y de la generalización del complemento específico 
en una cantidad m’nima a partir de 1992. Si quiere segui- 
mos haciendo números y verá usted cómo ese estar nota- 
blemente mejor tenía que haber incidido no sólo en la su- 
bida del 3,5 de las retribuciones, sino que el Gobierno hu- 
biera hecho un mayor esfuerzo en las retribuciones más 
bajas, si es que está notablemente mejor la situación como 
usted apunta. 

Dicho esto, tengo que referirme de nuevo a las retribu- 
ciones de los altos cargos. Usted no ha aceptado nuestras 
enmiendas que tienen una utilidad dentro, repito, de la re- 
cuperación de lo que es la moral de los funcionarios y so- 
bre todo, la aplicación de la justicia, que es un tema im- 
portantísimo en un sistema retributivo. 

Señor Morlán, la pervivencia de un atípico y opaco sis- 
tema de retribuciones de los altos cargos, de un sinnúmero 
de válvulas de escape para dejar campo abonado a la dis- 
crecionalidad y a la arbitrariedad en la política de recursos 
humanos y de organización administrativa, tiene su reflejo 
en varias posibilidades que se mantienen en el proyecto de 
ley de presupuestos. Nosotros decimos que no, en una en- 
mienda que no sé si está aquí o en la ley de acompaña- 
miento -me parece que está en las dos-, a las dietas y 
otras compensaciones por pertenecer al consejo de admi- 
nistración de las empresas públicas. Queremos un trata- 
miento claro y transparente de los altos cargos de las em- 
presas y entidades a que se refiere el artículo 6 de la Ley 
General Presupuestaria, a lo que usted no ha hecho nin- 
guna mención. Queremos transparencia, fíjese usted. 
¡Hombre!, nos hubiera gustado hacer una enmienda mu- 
cho mejor: que ninguno de ellos cobrase más, que nadie en 
la Administración pudiese cobrar más que el Presidente 
del Gobierno. Eso sería un dato sobre el que entendemos y 
una pista, porque, como sabe usted, hay muchos presiden- 
tes de entidades y empresas públicas que cobran hasta tres 
veces más que el Presidente del Gobierno; en todo caso, 
esas retribuciones las debemos conocer. Si, efectivamente, 
para que Iberia no esté en quiebra, hay que fichar a un fe- 
nómeno y pagarle no sé cuánto -a lo mejor es conve- 
niente-, que lo sepamos; que sepamos cuánto cobra y 
cuánto más que nadie. 

Estos datos parecen de pura demagogia; no lo repetiré 
en el Pleno, pero aquí sí, porque aquí estamos en la pura 
reflexión, estamos prácticamente en familia y es necesario 
decir estas cosas, si no nadie creerá en la política retribu- 
tiva tanto de los funcionarios como de los altos cargos. 

Hemos dicho, no en esta ley, sino en la ley de acompa- 
íiamiento, que viene a ser lo mismo -creo que allí está 
mejor y quedará permanentemente-, que no a los contra- 

tos blindados, como también dijimos el año pasado, pero 
con una nota característica: no nos basta que lo hayan di- 
cho ustedes en el acuerdo del Consejo de Ministros del 17 
de enero, sino que queremos que eso tenga constancia en 
una ley; queremos que eso figure en una ley y no en un 
acuerdo del Consejo de Ministros y que, además, se apli- 
que con efectos retroactivos en lo que a esas cláusulas se 
refiere, y eso no se hace. Eso no se hace. Ustedes, a través 
de Ministro de la Presidencia, señor Rubalcaba, salieron 
ante la opinión pública cogiéndonos la bandera que tanto 
nosotros como otros grupos levantamos en el Congreso de 
los Diputados y resulta que luego, en la práctica, todo si- 
gue igual. Lo de Lampedusa; un acuerdo de Consejo de 
Ministros que no sabemos si se ha aplicado o no, Me pa- 
rece que no y, desde luego, nunca con efectos retroactivos, 
porque se mantienen en vigor todos los contratos blinda- 
dos que había hasta entonces. 

¿Mecanismos de fiscalización y control para que la dis- 
crecionalidad que se otorga en determinados artículos que 
nuestras enmiendas pretenden suprimir se compense? No 
los hay; no hay los suficientes. Se ablandaron, se flexibili- 
zaron en la Ley General Presupuestaria de 1988 con el fa- 
moso artículo 95, que interviene posteriormente y por sor- 
teo una serie de actos administrativos entre los que están 
éstos. 

En cuanto al complemento de destino -ya voy termi- 
nando, señor Presidente-, quisiera recordarle lo que dice 
la disposición adicional cuarta sobre la modificación del 
régimen retributivo de los funcionarios incluidos en el ám- 
bito de aplicación de la Ley de Medidas para la Reforma 
de la Función Pública. Nosotros, como es lógico, pedimos 
la supresión de esta disposición, que, literalmente, dice: 
«Se autoriza al Gobierno para revisar la cuantía de los 
complementos de destino, compensando los incrementos 
que pudieran producirse con las correspondientes minora- 
ciones en las restantes retribuciones complementarias. La 
autorización prevista en el párrafo anterior será aplicable a 
las retribuciones complementarias a que se refiere el ar- 
tículo 22, apartado dos, de la presente Ley». 

Es decir, a puestos de niveles superiores, de 26 para 
arriba. Yo no sé cuál es la incidencia económica de una 
medida como la propuesta en esta disposición. Ustedes son 
muy rigurosos a la hora de analizar nuestras enmiendas y 
ver cuánto vale cada una de ellas. Acaban de rechazar una 
de Izquierda Unida; dicen que está en consulta de Go- 
bierno porque no saben qué incremento supone. Pues tam- 
poco sabemos cuánto vale esta disposición, no sabemos 
qué incidencia económica puede tener ni cómo van a utili- 
zar ustedes esta autorización. A nosotros se no ocurre que 
se está buscando una nueva versión de los contratos blin- 
dados o, por lo menos, de contratos de favor. No llegará a 
tanto, pero no cabe duda de que ése es un elemento más de 
discrecionalidad que no existía en las leyes de presupues- 
tos anteriores. Por eso decía en mi primera intervención 
que el Gobierno, en estos presupuestos, en algunos casos 
parece que huye hacia adelante, empeorando lo que ya es- 
taba legislado. 

Hay una serie más de cuestiones, señor Presidente, que, 
efectivamente, no es necesario que yo ahora describa ni me 
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detenga en ellas; sencillamente, quería agradecer que el 
Grupo Parlamentario Socialista reflexione por lo menos en 
dos de nuestras enmiendas, y señalar, con toda modestia, 
que con el resto de las enmiendas también podían perder el 
tiempo -que sería ganarlo- reflexionando sobre ellas. 
Esperamos que en el debate en Pleno la cosecha sea más 
sustanciosa. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ríos. 

El señor NOS MARTINEZ: Señor Presidente, seño- 
rías, la verdad esque uno nunca termina de aprender, por- 
que la discusión parlamentaria de los Presupuestos le da 
lecciones todos los días. Yo no sabía que un argumento 
fuese que le han remitido unas enmiendas al Gobierno para 
que las informe y que, por tanto, no tienen opinión. Este 
sometimiento que el Grupo Socialista tiene al Gobierno 
que soporta es un tanto paradójico. Además, le han pasado 
mal la chuleta; de las tres que ha dicho, solamente dos han 
sido remitidas, pero al Gobierno se le ha pasado el plazo 
para poder decir si las admite o no porque lo estamos tra- 
mitando ya. Me gustaría que usted, en nombre de su 
Grupo, diera las razones de por qué es mala nuestra pro- 
puesta. No me diga que como la han remitido al Gobierno, 
por si acaso éste las rechaza después, no las va a argumen- 
tar ahora. ¡Pues no sé cuándo las va a argumentar usted! 
Me imagino que dentro de este trámite es cuando se tienen 
que argumentar por qué son buenas o malas las propuestas, 
y no en función de lo que el Gobierno diga después, que ya 
veremos lo que dice. 

Otra cosa que también he aprendido es lo relativo al 
pacto. ¿Ustedes nos traen aquí un refrendo de un pacto con 
los sindicatos? ¿Por qué no aplican siempre esto? Porque 
hay que ver cuándo les hemos sacado que se ha pactado 
una cosa y ustedes no lo cumplen ... ¡No, hombre, no! ¿Es 
que ahora no es posible mejorarlo? ¿Es que los sindicatos 
han pactado con ustedes que no se les informe del uso del 
capítulo de inversiones al personal? ¿Los sindicatos han 
dicho que están de acuerdo con ustedes en que no les in- 
formen ni a ellos ni al Parlamento? ¿Los sindicatos les han 
dicho y han firmado con ustedes que no se deben de prohi- 
bir los contratos blindados de la Administración Pública? 
¿Los sindicatos les han dicho a ustedes que no se debe for- 
talecer la negociación colectiva? ¡Hombre de Dios! No uti- 
lice usted el argumento de que han pactado, y como han 
pactado, o sí o no al pacto. No, aquí estamos debatiendo o 
sí o no a un proyecto de ley que el Gobierno tramita, con 
independencia de que lo haya negociado, y me imagino 
que en las Cortes los grupos parlamentarios tendremos la 
posibilidad de modificar o precisar ese pacto al que uste- 
des han llegado y que yo he valorado y sigo valorando po- 
sitivamente. 

Voy a referirme a varias enmiendas, porque el argu- 
mento relativo a algunas de ellas ha sido un tanto sacado 
de su precisión. El artículo 21, apartado tres, dice: «Todos 
los altos cargos a que se refiere el número anterior ... >> Y 
nuestra enmienda 529 propone: «Todos los directores ge- 
nerales ... n Reducimos el número de altos cargos si el crite- 

rio de poder cobrar productividad va unido al alto cargo o 
no, y si es eso lo que han firmado los sindicatos. Se ve que 
el pacto que ustedes han firmado es distinto al que nosotros 
conocemos. Yo tengo la copia de lo que ustedes han fir- 
mado, y lo que les estoy diciendo no lo he visto reflejado. 
Se ve que ustedes tienen otra debajo de la manga, que es la 
que utilizan para decir lo que han pactado. Yo les he hecho 
otra propuesta, entendiendo que no todos los altos cargos 
tienen que tener ese régimen retnbutivo y, sobre todo, los 
complementos de productividad, que no tienen por qué re- 
cibirlo esos altos cargos. 

Hay otra enmienda relativa al complemento de produc- 
tividad y la jerarquía. Yo le he dicho que el complemento 
de productividad tiene que ir unido de verdad a producir, a 
la consecución de un objetivo presupuestario, pero no al 
nivel del puesto desarrollado. Usted me dice que eso no 
pasa ahora, y yo le replico que sí está pasando. 

Usted se ha atrevido a más porque me ha dicho que la 
enmienda 526 no puede ser permitida. ¡Hombre! Se ha pa- 
sado usted en el verbo. Permitida, presentada y defendida. 
Otra cosa es que usted la vote a favor o en contra, pero, 
permitida sí. Me ha sacado el argumento de la Ley 
30/1984. La Ley 30/1984 ha sido precisada y matizada en 
eso que ustedes han negociado con los propios sindicatos. 

Hay una referencia a la enmienda que nosotros presen- 
tamos al artículo 22 f), en lo que pudiéramos llamar la re- 
lación con una cuantía en función de un trabajo extraordi- 
nario. Nosotros creemos que debe obedecer a trabajos ex- 
traordinarios, por eso hablamos de la relación hora de tra- 
bajo, no por recuperar las horas extraordinarias antiguas, 
sino en función de un trabajo extraordinario que se en- 
carga, para evitar que pueda ser utilizado por quien admi- 
nistra o decide a la hora de ser más o menos benévolo con 
unos funcionarios con los cuales trabaja todos los días. No- 
sotros proponemos la eliminación -tampoco he oído su 
argumentación- del artículo 22 dos, que dice, que el Go- 
bierno «podrá modificar la cuantía de los créditos globales 
destinados a atender los complementos de productividad, 
las gratificaciones por servicios extraordinarios y los otros 
incentivos al rendimiento...». Me gustm’a conocer por qué 
eso no añade una cierta libre disposición. ¿Es bueno o es 
malo que el Gobierno tenga esa posibilidad? Desde luego, 
que no es malo ni es bueno que pueda tenerla, lo malo es la 
práctica a la hora de aplicarlo, que es lo que nosotros que- 
remos evitar. 

Quiero hacer referencia a nuestra enmienda que pre- 
tende facilitar la negociación con los sindicatos de la pro- 
ductividad y de los complementos de gratificación. Yo 
creo que eso sería positivo; es más, sería bueno que se pu- 
diera lograr, yo no sé si por organismo autónomo o, en su 
conjunto, para toda la Administración Pública, pero, desde 
luego, redundatía en un beneficio. 

Termino, señor Presidente, diciendo que el objetivo de 
nuestras enmiendas es mejorar la propuesta que el Go- 
bierno trae con independencia de los apoyos que haya con- 
seguido para esa propuesta, aplaudiendo y creyendo como 
positivos los avances que se han dado por lo menos para 
mantener la capacidad adquisitiva en la previsión del IPC. 
Después, no está asegurada la evolución de la desviación 
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de la previsión que, como usted sabe como yo, va a ser de 
las pocas que a lo mejor no se ajustan a la liquidación del 
presupuesto con lo cual entramos en otra realidad determi- 
nada. En todo caso, eso sí es algo negociado y pactado. 
Otros elementos que pretende modificar mi enmienda no 
suponen modificación de lo pactado. En todo caso, acep- 
tará usted que son adiciones que mejoran lo que han nego- 
ciado, y me imagino que a un dulce nadie le hace ascos. 
Por tanto, los sindicatos no verían mal que se mejoraran al- 
gunas cosas que ustedes han negociado. Eso sí, la factura 
no se la llevm’an ustedes y, a lo mejor, eso es lo que uste- 
des no quieren. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Gat- 
zagaetxebm’a. 

El señor GATZAGAETXEBARRIA BASTIDA: 
Brevemente, quiero recalcar la discordancia manifiesta de 
fondo que tenemos entre el Grupo Parlamentario Socia- 
lista y el Grupo Vasco, en la medida en que ninguna de 
nuestras enmiendas ha sido admitida. Yo le indicaría al 
portavoz del Grupo Socialista que, como le he indicado an- 
teriormente, a nuestro juicio, la autonom’a financiera y la 
autonom’a, en cuanto a la posibilidad de desarrollar políti- 
cas en materia de personal, queda conculcada. No olvide 
que el proyecto de ley que se somete a nuestra considera- 
ción en su ámbito de aplicación habla de los Presupuestos 
Generales del Estado y en su artículo 1 .O contiene una serie 
de entidades públicas entre las cuales no aparece la admi- 
nistración de las comunidades autónomas, no aparece la 
Administración local. El ámbito de aplicación es el que es, 
lo que ocurre es que, a continuación, vienen artículos pos- 
teriores que dicen que es sector público estatal también la 
Administración de las comunidades autónomas y las admi- 
nistraciones locales. 

Le tengo que reiterar que nos encontramos ante una 
conculcación de la autonom’a, tanto de las corporaciones 
locales como de las administraciones de las comunidades 
autónomas. Autonomía significa capacidad de decisión, 
poder para tomar determinadas medidas en función de los 
recursos que se tienen, y resulta que aquí las comunidades 
autónomas, disponiendo de un régimen ordinario de recur- 
sos, de ingresos, no pueden conceptuar, no pueden forma- 
lizar sus presupuestos más que de acuerdo - c o m o  se dice 
en el artículo 18 en su párrafo quinto- con los criterios se- 
ñalados en este artículo. Si no tenemos autonomía para 
eso, ¿en qué queda la autonom’a? Queda plenamente cer- 
cenada. Esa es la característica esencial de la autonom’a, el 
tener capacidad de disposición, capacidad de gasto, capa- 
cidad para tomar decisiones políticas. Lo que ustedes plan- 
tean aquí son decisiones políticas negociadas en determi- 
nados foros, muy respetables por cierto pero en los que no 
pueden vincular a administraciones públicas que no han 
sido parte en esas negociaciones y en esos acuerdos a los 
que ustedes han llegado. Le voy a poner un ejemplo: re- 
cientemente, la Federación Española de Municipios y Pro- 
vincias se ha adherido al acuerdo regulador de las condi- 
ciones de empleo firmado entre el Ministerio para las Ad- 

ministraciones Públicas y los sindicatos, pero se ha adhe- 
rido voluntariamente. Me parece bien que siempre que 
haya un respeto al principio dispositivo se apliquen los 
fundamentos establecidos en ese acuerdo general, pero 
respecto a aquellas administraciones públicas que no se 
hayan adherido, ustedes no pueden entrar a cercenar la au- 
tonom’a financiera, la autonom’a de política de personal 
en materia retributiva. 

A nuestro juicio, señor Presidente -y vuelvo a reite- 
rar-, nos parece que es atentatorio a la autonom’a muni- 
cipal y a la autonom’a de las corporaciones locales el plan- 
teamiento que se hace en el artículo 18 del proyecto de ley. 
Por lo tanto, no deberían de incluirse como sector público 
las administraciones de las comunidades autónomas o las 
administraciones locales. Se debe referir exclusivamente 
al sector público estatal, puesto que el resto de los sectores 
públicos disponen de sus capacidades para elaborar, a tra- 
vés de sus correspondientes instrumentos financieros, el 
régimen de ingresos y gastos anuales. 

El señor PRESIDENTE: El señor Morlán tiene la pa- 
labra. 

El señor MORLAN GRACIA: Señor Núñez, yo he di- 
cho que el año pasado hubo congelación y no me he vana- 
gloriado de que la hubiera. A mí me hubiera gustado que 
no la hubiera habido, como a todos los Diputados de esta 
Cámara. Este año hay un acuerdo entre la Administración 
y los sindicatos representantes de los empleados públicos, 
y el hecho de que haya un acuerdo es notablemente mejor; 
no digo que se esté notablemente mejor, digo que es nota- 
blemente mejor el hecho de que ese acuerdo se haya plan- 
teado. Desde luego, es un acuerdo que mejora las condi- 
ciones de los empleados públicos. 

Hablando de medidas retributivas, la retribución media 
que tienen los empleados públicos desde 1990 a 1994, se- 
gún los informes que se han facilitado a la mesa general de 
negociación de los empleados públicos, es un 6,56 por 
ciento mayor, que me imagino que usted lo habrá visto 
como yo en este libro de tapas amarillas que nos entregan 
con los presupuestos de cada año. 

Señor Núñez, hemos reflexionado sobre todas las en- 
miendas, no solamente sobre aquellas en las que tenemos 
posibilidad de llegar a algún tipo de acuerdo o de aceptar 
en parte o transar, sino sobre el conjunto de las enmiendas 
que ha presentado tanto su Grupo como el resto de los gru- 
pos de esta Cámara, porque creo que es nuestra obligación 
hacerlo, desde luego, con el máximo respeto, con la má- 
xima responsabilidad, porque entendemos que las aporta- 
ciones que se hacen para mejorar un texto son aportaciones 
que tienen que ser siempre bienvenidas. Si hemos mani- 
festado que rechazamos algunas enmiendas, es porque lo 
que hacían es distorsionar el contenido del texto y no estar 
de acuerdo con la filosofía que tiene el mismo y con lo que 
recogían sus distintos artículos. 

Respecto a las enmiendas que ha citado sobre los com- 
plementos de productividad y de destino -y esto también 
va para el señor Ríos, de Izquierda Unida-, cuando se ha- 
bla del complemento de productividad en ningún mo- 
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mento lo recoge la Ley 30/1984 ni tiene nada que ver con 
la jerarquía o con el nivel del puesto de trabajo. Está dado 
en función de unos objetivos y en función de unos progra- 
mas. En esta Cámara y en esta Comisión, cuando se ha ha- 
blado de los programas que había en la Administración pú- 
blica para el control del gasto, se ha cuestionado incluso el 
funcionamiento de esos programas, y, señorías, van en fun- 
ción de que se cumplan esos objetivos, van en función de 
que se cumplan esos programas. Por lo tanto, tiene que ha- 
ber una compensación por llevar a cabo esos objetivos, que 
viene comprendida en lo que es el complemento de pro- 
ductividad. Está incluido dentro del pacto a que se ha he- 
cho referencia de la Administración con los sindicatos, 
pero no tiene por qué no estar incluido en las retribuciones 
que puedan darse a otros colectivos de funcionarios que no 
están incluidos dentro del propio contenido del pacto. 

Creo, señoras y señores Diputados, que estamos elabo- 
rando aquí un complejo mundo de retribuciones, en el que 
no tienen por qué estar incluidos los altos cargos, en la me- 
dida en que ustedes plantean. Creo que los altos cargos tie- 
nen derecho a unas retribuciones básicas y tienen derecho 
a unas retribuciones complementarias, y el razonamiento 
de que el hecho de ser alto cargo lleva implícito que se 
lleve la productividad a cien me gustaría que fuera así, 
pero me gustaría para el alto cargo y para todo el mundo, 
no solamente para el alto cargo, porque creo que todo el 
mundo está cobrando de la Administración y todo el 
mundo está cobrando por desarrollar y ejecutar una labor 
que le tienen encomendada. Por consiguiente, creo que ese 
sistema de retribuciones va a impulsar, va a incentivar ese 
rendimiento, y no creo que eso sea nada contrapuesto con 
que sean los altos cargos los que también tengan derecho a 
percibir ese tipo de retribuciones. 

Señor Ríos, no sé qué información le habrán dado. Yo 
tengo la que tengo, y ,:egún la que tengo, esas tres enmien- 
das están a consulta del Gobierno. No quiere decir nada es- 
pecial, simplemente que están a consulta del Gobierno 
porque la Mesa de esta Comisión ha entendido que eran 
susceptibles de incremento de gasto. Pero si usted hubiera 
atendido al conjunto de la exposición, a la reflexión inicial 
que he hecho sobre en qué consistía este Título III y cómo 
está dividido en los dos capítulos y por qué razón se divi- 
dían, yo creo que usted habría podido entender, porque es 
inteligente y porque lo sabe hacer perfectamente, por 
dónde iban los tiros o cuál era la dirección que marcaba la 
negativa de las enmiendas, que, por supuesto, está susten- 
tada en ver si el Gobierno había contestado o no sobre si 
había incremento de coste, ésos eran los elementos, pero lo 
otro, lo de fondo venía contestado por mi parte en el con- 
junto de mi exposición que creo que ha sido bastante indi- 
cativa de cuál es el planteamiento de mi Grupo. Y, desde 
luego, yo no estoy diciendo que el pacto con los sindicatos 
tenga que ser un pacto que esté cerrado absolutamente. Lo 
que sí estoy diciendo es que el pacto es un pacto entre dos 
partes, y quien tiene que abrirlo, tiene que negociarlo y ha- 
blarlo son las partes contratantes, y las partes contratantes 
son la Administración y los representantes de los sindica- 
tos, y aquí no estoy hablando ni de sometimiento al Go- 
bierno, ni de que los trabajadores no tengan derecho a te- 

ner determinado tipo de información, en absoluto. Uno de 
los puntos del acuerdo dice que la Administración infor- 
mará semestralmente a los sindicaos, en el seno de la mesa 
de retribuciones y empleo, sobre los criterios aplicados en 
la fijación, distribución y cuantía de los incentivos al ren- 
dimiento. Los sindicatos presentes en la mesa podrán apor- 
tar iniciativas y propuestas alternativas. Creo que éste es 
un elemento importante para indicar que, efectivamente, 
en cuanto a todos esos niveles de información, desde el 
Parlamento a nadie se le oculta que tenemos el perfecto de- 
recho a tener la información necesaria sobre todo tipo de 
contratos, sobre todo tipo de documentación que exista en 
la Administración pública, y no hace falta reflejarlo en nin- 
gún sitio, simplemente tenemos derecho a tenerlo. Hay que 
pedirlo. Pues pidámoslo si de verdad estamos en esa tesi- 
tura. Por tanto, creo que el rechazo a las enmiendas que us- 
ted me plantea no es un rechazo del no por el no. Nosotros 
entendemos cuáles son sus planteamientos. Entendemos 
también que dentro del propio pacto y dentro de las nego- 
ciaciones que se están llevando entre los sindicatos y el 
Gobierno durante todo ese tiempo están incluidos dentro 
de la mesa de negociación esos aspectos que a usted le pre- 
ocupan. 

Mire, nosotros no es que queramos pasar la factura a 
nadie del contenido del pacto y del desarrollo del pacto. Sí 
me da la impresión de que ustedes van más allá de lo que 
dice el pacto, porque a lo mejor les hubiera gustado haber 
cogido la bandera del pacto, puesto que ustedes lo aprue- 
ban, cosa que me parece perfecto, pero creo que a veces 
hay determinadas enmiendas que van más allá de lo que 
puede plantearse en un momento determinado. 

Respecto al Grupo Nacionalista Vasco yo le tengo que 
indicar que, efectivamente, nuestra discrepancia es de 
fondo, pero es de fondo porque nosotros nos amparamos 
en la defensa de nuestras pretensiones en que el propio Tri- 
bunal Constitucional en sentencias 96 de 1990 y 237 de 
1992 entiende que es perfectamente válido que por ley de 
presupuestos se fije y se limite el crecimiento de la masa 
salarial en las comunidades autónomas y en las corpora- 
ciones locales. En consecuencia, desde esa perspectiva no- 
sotros en absoluto queremos vulnerar la posibilidad finan- 
ciera de las comunidades autónomas; es decir, la comuni- 
dad autónoma tiene perfecto derecho a regular, dentro de 
un marco que se tiene que aprobar en esta Cámara, cuáles 
son sus sistemas de financiación dentro de ese propio 
marco. Por tanto, dentro del tema de las retribuciones, 
cuando hablamos del 3,5 por ciento sobre la masa salarial, 
hablamos del 3,5 por ciento sobre las retribuciones bási- 
cas, complementarias y extraordinarias que puedan tener 
los funcionarios públicos o los empleados públicos, esta- 
mos hablando de una cifra tope en la cual las comunidades 
autónomas pueden dar más o menos a unos servicios o a 
otros, o fijar de distinta manera cuáles tienen que ser los 
complementos de productividad o los complementos retri- 
butivos que tengan contemplados en esa comunidad autó- 
noma. Por ello, creo que, a pesar de que exista esa diferen- 
cia de fondo en el tratamiento de estas enmiendas, espero 
que ustedes entiendan que nuestra justificación está ava- 
lada por sentencias del Tribunal Constitucional, que en 
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nada desdicen cuáles son sus pretensiones de financiación 
y que apoyan y avalan que exista un marco regulador na- 
cional que afecte tanto a las comunidades autónomas como 
a las corporaciones locales. 

Título 1" El señor PRESIDENTE: Con la intervención del señor 
Arts 3 2 a 4 2  
Sección o7 Morlán termina el debate de las enmiendas correspondien- 

tes al Título III. Vamos a comenzar las deliberaciones del 
Título IV, pensiones públicas, y la Sección correspon- 
diente, la número 07, de Clases Pasivas. 

Quiero informar a las señoras y señores Diputados que 
la votación de todos los títulos, incluido este Título IV, ten- 
drá lugar en el momento en que terminen estas delibera- 
ciones. Inmediatamente después, comenzaremos la delibe- 
ración del Título V, haremos un muy pequeño descanso 
para reparar fuerzas y una sesión nocturna dedicada a deli- 
berar sobre las enmiendas del Título VI, con lo cual termi- 
narán nuestras tareas en el día de hoy. 

Al título IV y a la Sección correspondiente, Clases Pa- 
sivas, han presentado enmiendas el Grupo Parlamentario 
Popular, el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida y el 
Grupo Mixto, el señor Chiquillo Barber. 

Para defender las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular, tiene la palabra el señor Núñez. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Presidente, señorías, 
el Grupo Parlamentario Popular ha presentado una en- 
mienda de totalidad, la 946, varias enmiendas al articu- 
lado, de la 947 a la 950, una enmienda de totalidad también 
a la Sección 07, la 1072, que defenderé en esta misma in- 
tervención, y también defenderé varias enmiendas a las 
adicionales y transitorias, que son la 1030, 1031, 1032, 
1033, 1034 y 1035, con la mayor brevedad posible. 

El año pasado, al defender las enmiendas al Título IV, 
anunciábamos los inevitables recortes que iban a padecer 
las pensiones públicas con lo que los presupuestos hoy vi- 
gentes anunciaban. Se nos negó el pan y la sal, se rechaza- 
ron nuestras enmiendas, pero los acontecimientos nos han 
dado la razón. Se aumentaron las pensiones en un 3 3  por 
ciento, pero como el IPC fue del 4,9, la pérdida de poder 
adquisitivo por cada pensión fue del 1,4 por ciento. No ha- 
bía cláusula de revisión ni en los Presupuestos Generales 
del Estado, como nosotros pedíamos, ni en los decretos de 
revalorización, aunque se hacía referencia a ellos en la ex- 
posición de motivos. Tan clamorosa era la falta que el 14 
de septiembre, en una escena parlamentaria entrañable, el 
señor Roca le facilitó al señor Presidente de Gobierno la 
rectificación urbi et orbe: figurará esta cláusula de revi- 
sión en los Presupuestos Generales para 1995, es decir, 
justamente lo que nosotros y otros grupos parlamentarios 
solicitábamos en un debate como éste hace ahora un año. 
Ustedes rechazaban nuestras enmiendas diciendo que era 
una cláusula que no tenía por qué estar, incluso por técnica 
presupuestaria, dentro del proyecto de ley. 

Sujetaron también al IRPF pensiones por incapacidad 
permanente, y eso produjo, como es lógico, un recorte en 
las mismas; declararon otra vez congeladas las pensiones 
asistenciales, y eso produjo un recorte de las mismas, etcé- 
tera. Creemos que en estos presupuestos se desaprovecha 

la ocasión para restablecer un trato equitativo en relación 
con las pensiones públicas, es decir, corrigiendo errores 
que, repito, vienen de los presupuestos de 1994. En todo 
caso, nuestra enmienda de totalidad y las enmiendas par- 
ciales, que, como dije de las del año pasado, son atempera- 
das a las circunstancias actuales -porque nosotros no 
consideramos que estemos en una situación notablemente 
mejor- y, además, moderadas, dan pie a que hagamos la 
siguiente enmienda de totalidad y por las siguientes razo- 
nes. 

Quienes han causado pensión en clases pasivas con 
arreglo a la legislación anterior a la Ley 50/1984 siguen 
padeciendo un trato discriminatorio respecto a quienes la 
causaron con base en dicha ley. Lo dije el año pasado, lo 
dije el año anterior, lo repito éste y lo repetiré hasta que 
efectivamente se corrija esta discriminación. A menudo, 
desde el Gobierno se ha pretendido rebatir el calificativo 
de discriminatoria sobre la base de las peculiaridades de 
todo sistema de pensiones, que a lo largo del tiempo, efec- 
tivamente, pueden experimentar ciertos cambios normati- 
vos con incidencia en el montante de las prestaciones. 
Esto, que efectivamente puede tener valor en el sistema de 
la Seguridad Social en razón de diferentes cotizaciones 
que dan lugar a prestaciones diferentes, no juega en las 
pensiones de clases pasivas, y no lo hace por cuanto a este 
régimen no se cotiza. El Estado corre con el abono de las 
pensiones, no en función de las cotizaciones realizadas 
sino en razón del vínculo de funcionario. Entonces no 
puede calificarse más que como discriminatoria una legis- 
lación que para un mismo supuesto en cuanto a antigüe- 
dad, categoría administrativa, cuerpo, escala, etcétera, se- 
ñala diferentes pensiones con diferencias de hasta el 50 por 
ciento por la simple razón de haberse producido el hecho 
causante antes del 1 de enero de 1985 o después del 31 de 
diciembre de 1984. 

Al mismo tiempo, se siguen congelando - é s t e  es otro 
dato para la enmienda de totaiidad- las pensiones asisten- 
ciales y las prestaciones de la LISMI, sin que acertemos a 
comprender la razón por la que, con su carácter transitorio 
tras la entrada en vigor de la Ley de prestaciones no con- 
tributivas, ha de llevar la congelación. Estas pensiones, se 
lo recuerdo a S S .  SS., están en 25.000 pesetas desde hace 
tres años. 

La supresión llevada a cabo por el artículo 62 de la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado de 1994 es otro mo- 
tivo para la enmienda de totalidad. Suprimió la exenciones 
que sobre el IRPF venían disfrutando determinadas presta- 
ciones de la Seguridad Social y de clases pasivas por inca- 
pacidad permanente, a tenor de lo que disponía la Ley 
18/1991. Eso, a nuestro entender, exige una rectificación 
mediante la derogación de esta norma, tanto por lo insólito 
del procedimiento con que se llevó a cabo y por la insegu- 
ridad jurídica implícita en ella como por la discriminación 
y trato desigual generado para los pensionistas de clases 
pasivas en relación con los del sistema de la Seguridad So- 
cial. Todo el mundo sabe que nuestro Grupo Parlamentario 
ha presentado un recurso de inconstitucionalidad, que ha 
sido admitido a trámite, por coherencia con lo que defen- 
dimos en el debate presupuestario ... El recurso de incons- 
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titucionalidad, y también en apoyo a una iniciativa del 
Grupo Parlamentario Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya, creemos que es un argumento sólido y poderoso 
para mantener y defender esta enmienda a la totalidad. 

Entendemos también que las pensiones de viudedad de- 
ben amparar la situación familiar derivada de la muerte del 
causante. Cabría tener en cuenta, a la hora de valorar qué 
pensión es la adecuada, la situación económica de la viuda 
o del viudo. En tanto no se avance en esto, no parece 1Ó- 
gico mantener las diferencias actuales simplemente por la 
edad de la viuda o el viudo. Es cierto que desde hace años 
se ha dado un gran paso en la mejora de las pensiones mí- 
nimas de viudedad, no nos duelen prendas al reconocerlo, 
pero 33.000 pesetas para las viudas menores de 60 años 
nos parece una cifra poco congruente con el sistema actual 
de prestaciones sociales. En un primer paso, hasta llegar a 
la plena equiparación para todas las edades de la pensión 
m’nima de viudedad, habría que señalar dos únicos tra- 
mos: más de 65 años y menos de 65, dejándola para éste en 
619.990 pesetas anuales. 

Finalmente, ha llegado el momento de tomar medidas 
concretas en relación con la jubilación forzosa de los fun- 
cionarios, introduciendo mecanismos flexibles. Lo que se 
ha terminado por hacer con el personal docente y de la ca- 
rrera judicial no hay razón para no hacerlo con los restan- 
tes funcionarios. Estamos ya conculcando el principio de 
igualdad de la Constitución, y estas situaciones llevan ne- 
cesariamente a defender nuestras iniciativas y nuestras po- 
siciones aquí, pero, en todo caso, a recurrir al amparo del 
Tribunal Constitucional. 

Como enmiendas concretas me quiero referir a la que 
formulamos al artículo 36. La enmienda contiene una vieja 
reivindicación de los titulares de pensiones extraordinarias 
del régimen de clases pasivas, y creemos que está plena- 
mente justificada. No parece lógico que el carácter extra- 
ordinario de la pensión, como consecuencia de incapaci- 
dad e inutilidad física en acto de servicio, no tenga conse- 
cuencia alguna en relación con los límites a las pensiones. 
Supone desconocer la razón de ser de su carácter extraor- 
dinario y supone a nuestro modo de ver una injusticia. 
Como están las cosas ahora, un pensionista de clases pasi- 
vas jubilado puede percibir 263.035 pesetas. Un pensio- 
nista por incapacidad e inutilidad en acto de servicio a 
quien se acredite una pensión de la misma cifra, 263.035, 
cobrará 263.035. ¿Dónde está, pues, el carácter extraordi- 
nario? ¿En qué se traduce el derecho a percibir el 200 por 
ciento? No parecen precisas mayores razones para concluir 
con lo injusto del actual estado de cosas. 

Lo mismo cabe argumentar con las enmiendas relativas 
al artículo 38 y al artículo 39. 

La enmienda al artículo 41 ya la he defendido con la en- 
mienda de totalidad; es la que se refiere exactamente a las 
pensiones de viudedad. Pasar las m’nimas a unas 44.000 
pesetas no parece que suponga un desembolso que dese- 
quilibre el gasto en prestaciones sociales. Según nuestros 
cálculos asciende a 35.000 millones de pesetas, que pue- 
den ser compensados con la rebaja de los gastos corrientes 
en el presupuesto consolidado del Estado, tal y como de- 
fenderemos en una enmienda a una disposición adicional 

que hemos introducido y cuya defensa hemos dejado para 
cuando terminemos el articulado. 

Es urgente también, y es otra enmienda a la disposición 
adicional séptima, uno y dos, y de estricta justicia, termi- 
nar con la congelación por tercer año consecutivo de las 
prestaciones asistenciales. Repito, el acelerado ritmo de su 
decrecimiento permite aceptar esta enmienda con un li- 
viano esfuerzo económico. Estamos hablando de pasar de 
24.935 pesetas a 25.808 mensuales, muy lejos de las 
33.780 de la no contributiva que la sustituyó y, sencilla- 
mente, para romper, sobre todo con nuestra enmienda, con 
la tendencia a una congelación a la que no encontramos ex- 
plicación ni justificación por ninguna parte. 

Luego, efectivamente, con la disposición adicional 
nueva parece razonable dar igual trato a los efectos de 
exenciones del IRPF a cuantos ingresaron en el Cuerpo de 
Mutilados, aunque el hecho que motivara el ingreso ocu- 
rriera en otro momento y no en la guerra 1936-1939. 

En cuanto a la disposición adicional nueva relativa a 
pensiones y a clases pasivas con base en la normativa an- 
terior a la Ley 50/1984 repito lo que dije para la defensa de 
la enmienda de totalidad. Lo mismo he de decir para una 
disposición adicional nueva que deroga el artículo 82 de 
los Presupuestos Generales del Estado de 1994 que sujeta 
al IRPF las pensiones a las que antes me he referido. 

Finalmente, terminamos con una disposición también 
adicional nueva relativa al personal de Fuerzas Armadas y 
Cuerpos de Seguridad en retiro forzoso prestando servi- 
cios en la Administración el 31 de diciembre de 1984. 
Aquí también el Gobierno se ha mantenido insensible. No 
está de acuerdo con la justicia y la equidad de que a estas 
personas no se las tome en consideración, a efectos del se- 
ñalamiento de la pensión, el tiempo de prestación de servi- 
cios en la Administración pública. También va en contra 
de los principios que inspiran cualquier sistema de Seguri- 
dad Social en los que todo tiempo trabajado ha de compu- 
tarse de cara al cálculo y mejora de las pensiones. 

Creo que con todas estas enmiendas mejoramos el Tí- 
tulo IV de pensiones públicas y, repito, no pedimos el mar 
y los peces. Sabemos que nuestras enmiendas tienen que 
ajustarse, dada la situación crítica por la que estamos atra- 
vesando, y de ahí la modestia de nuestras reivindicaciones. 

El señor PRESIDENTE: El señor Ríos tiene la pa- 
labra. 

El señor RIOS MARTINEZ: Señor Presidente, seré 
muy breve porque voy a defender las enmiendas que el 
Grupo Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Cata- 
lunya ha presentado a este apartado haciendo dos referen- 
cias. Unas que, como parte del grupo mayoritario va a res- 
ponder, van a verse afectadas por lo que ha sido el acuerdo 
entre sindicatos y Gobierno - q u e  yo reconozco como po- 
sitivo y que es bueno para las pensiones, tanto en su reva- 
lorización como en la cláusula de revisión- y que yo es- 
pero que tengan mejor eco que las que hemos presentado 
para el personal, entre .otras cosas porque nos referimos a 
las no revalorizadas, como pueden ser las del SOVI, y nos 
referimos a la necesidad de corregir algo que se planteaba 
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en años anteriores: la situación de las pensiones inferiores 
a 80.000 pesetas. Lo cierto es que no es lo mismo subir el 
3,5 por ciento de una pensión de 49.000 pesetas, que de 
una pensión de 263.000 pesetas. Por tanto, es lógico que 
nos planteemos, como un objetivo de política social, den- 
tro de un Estado del bienestar desarrollado, el mejorar las 
pensiones más bajas, con las que, además, tienen que hacer 
frente a un porcentaje alto del gasto que significa el man- 
tenerse, el poder vivir. 

Las enmiendas números 536 y 539 hacen referencia, al 
igual que otras enmiendas del Partido Popular, a establecer 
un apartado, dentro del artículo 36, que busque que du- 
rante el año 1995 las pensiones extraordinarias del régi- 
men de clases pasivas del Estado que puedan ser origina- 
das por incapacidad o inutilidad en acto de servicio sean 
establecidas hasta un límite de percepción máximo del 200 
por cien que, con carácter general, pueda fijarse. Esto no es 
más que un requisito que establecía el artículo 47 del Texto 
Refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado. Es de- 
cir, esto ya no es que se proponga porque hay un pacto con 
los sindicatos, sino que es como cumplimiento de una ley 
aprobada por las Cortes que, lógicamente (me imagino), 
debiera obligar a quien gobierna tanto como el pacto que 
pueda tener al margen de los acuerdos de la Cámara. 

La enmienda 537 hace referencia a que durante el año 
1995 se va a proceder a una revalorización de las pensio- 
nes m’nimas con un incremento adicional a la inflación del 
4 por ciento, de todas las pensiones inferiores a 80.000 pe- 
setas. Este planteamiento fue traído a colación en los pre- 
supuestos pasados por los propios sindicatos; no hubo 
acuerdo precisamente el año pasado por estos 60.000 mi- 
llones de pesetas que podía costar esta revalorización, y yo 
espero que este año, un año de crecimiento económico que 
este país va a tener en torno al 2,7 por ciento del producto 
interior bruto, se pueda abordar (dicen los presupuestos 
que se va a abordar; ya veremos al final cómo queda) esta 
revalorización. 

La enmienda número 538 precisamente pretende supri- 
mir en el artículo 38, dos, el apartado d), porque entende- 
mos que las pensiones que vienen del SOVI, que están bas- 
tante tiempo paralizadas, no deben mantenerse dentro de 
ese apartado, que viene a decir: pensiones no revaloriza- 
bles en el año 1995; es decir, congeladas. Esta vieja pen- 
sión creemos que debe actualizarse. Por eso hemos hecho 
una propuesta antes de incorporar, a través de una en- 
mienda, un crecimiento de esta previsión presupuestaria, y 
ahora proponemos en el texto quitar de este párrafo de no 
revalorizables, las pensiones del SOVI. 

Ese sería el objetivo de nuestras enmiendas, que es muy 
modesto y muy prudente, y estoy convencido de haber 
dado argumentos suficientes para que puedan ser respalda- 
das por los demás grupos parlamentarios. 

El señor PRESIDENTE: El señor Chiquillo Barber 
tiene la palabra. 

El señor CHIQUILLO BARBER: Señor Presidente, 
vengo a defender las dos enmiendas al Título IV, referente 
a las pensiones públicas, la primera, con el número 29, al 

artículo 35, y la segunda enmienda, la número 30, al ar- 
tículo 38. 

Con la enmienda 29 intento que se acabe con la grave 
discriminación que se contempla en el artículo 35 respecto 
a otras modalidades de pensiones. En los últimos años es- 
tos pensionistas han perdido también poder adquisitivo y 
han estado afectados por las congelaciones sucesivas. Por 
eso solicito que las pensiones no contibutivas del artículo 
35 se fijen en 40.000 pesetas. Este incremento es mode- 
rado, pero pensamos que es el que va a repercutir sobre 
aquellos sectores más desprotegidos de la sociedad, aque- 
llos que tienen unas pensiones más bajas, porque conside- 
ramos que las 33.780 pesetas que se contemplan en los 
presupuestos de 1995 son de todo punto insuficientes. 

Asimismo, mantengo la enmienda número 30, que es de 
supresión, al artículo 38, por cuanto, si se hace un justo es- 
fuerzo de revisar pensiones, no se deben establecer excep- 
ciones a la revalorización de las pensiones para 1995 y, por 
tanto, pensamos que deben considerarse en su totalidad las 
revalorizaciones y no excluir de ellas ningún tipo de mo- 
dalidad de pensión. En el fondo, estas dos enmiendas lo 
que persiguen es acabar con esta discriminación en esos 
dos colectivos de pensionistas, por lo cual espero que 
cuenten con el apoyo del Grupo Socialista. 

El señor PRESIDENTE: El señor Cercas Alonso tiene 
la palabra. 

El señor CERCAS ALONSO: Voy a procurar, con la 
misma brevedad con la que lo han hecho los enmendantes, 
dar las razones que van a mover al Grupo Parlamentario 
Socialista a oponerse tanto a las enmiendas de totalidad 
que demandan la devolución al Gobierno de este título IV 
del proyecto de ley de Presupuestos y de la Sección 07, así 
como tratar de justificar nuestra oposición a las enmiendas 
parciales, puesto que, como verán SS. SS., hay argumentos 
poderosos que nos llevan a considerar que todas y cada una 
de ellas no pueden abordarse de acuerdo con las finalida- 
des que debe cumplir, sin ninguna duda, este Presupuesto 
de la Seguridad Social. 

Me referiré por ello, con carácter previo, señor Presi- 
dente, a que por mucho que los representantes de los gru- 
pos parlamentarios traten en cada uno de los títulos de ais- 
larse de lo que es el conjunto de propuestas que van ha- 
ciendo sus respectivos grupos a este proyecto de ley de los 
Presupuestos, qué duda cabe que una razonable técnica 
parlamentaria exige la contemplación de cuáles son las po- 
siciones respecto al conjunto del proyecto de ley de Presu- 
puestos. 

Cuando llegamos al título IV, señor Presidente, creo 
que a todos se nos ha de exigir un rigor conceptual para 
que las demandas que se solicitan en este título no estén en 
contradicción con discursos que acaban de pronunciarse 
hace breves minutos en esta misma sesión, o que se van a 
pronunciar dentro de breves minutos al hablar del título si- 
guiente del proyecto de ley, o que se plantearon con mayor 
solemnidad aún en los debates de totalidad que tuvieron 
lugar en el Pleno de la Cámara hace brevísimas semanas. 
Nosotros vamos a intentar mantener la coherencia, la cual 
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nos lleva a pensar que el Presupuesto de la Seguridad So- 
cial tiene que ser perfectamente coherente con el conjunto 
de circunstancias económicas y presupuestarias que vive 
el país en general y que vive el sector público, y que vive 
también el sistema de la Seguridad Social que es objeto de 
esta Cámara de profundas reflexiones y debates, incluso en 
una ponencia «ad hocn que está estudiando la propia via- 
bilidad del sistema de la Seguridad Social. No parece co- 
herente, señor Presidente, que hablemos del título y de las 
secciones que atienden a estas obligaciones de gasto olvi- 
dando ese conjunto de circunstancias que en otros momen- 
tos parece importar muy mucho a todos. 

Empezaré por decir que me ha producido enorme sor- 
presa -aunque ciertamente ya debería estar curado de este 
tipo de sorpresas- la intervención del representante del 
Grupo Parlamentario Popular. Me ha producido una 
enorme sorpresa, en primer lugar, porque trata de argu- 
mentar una enmienda a la totalidad de este título IV y, 
como no tiene mejores argumentos, parece retrotraernos al 
debate que hace un año teníamos aquí respecto a iguales 
preceptos. Lo cierto, señor Núñez, es que endeble argu- 
mento es el suyo si para pedir la devolución al Gobierno 
trata de sustentar su posición en que las pensiones han per- 
dido en el año 1994 capacidad adquisitiva y nos hace un 
largo recordatorio trufado por interpretaciones ciertamente 
particulares y ciertamente poco sostenibles de que durante 
este año se va a producir, debido a esas desviaciones que 
puede tener el PIC noviembre sobre noviembre, un incre- 
mento que va a caer sobre las espaldas de las familias de 
los pensionistas. Sabe S. S. perfectamente que tal como 
anunciábamos en el anterior debate presupuestario y tal 
como ha sido objeto de diversas interpelaciones, con sus 
correspondientes respuestas por parte del Gobierno, en 
este proyecto de ley de Presupuestos está previsto hasta un 
montante de 53.000 millones de pesetas que permitirán 
atender cualquier desviación que se produzca entre el IPC 
previsto el año pasado por la Ley de Presupuestos y el que 
se realice precisamente cuando se pueda medir el IPC no- 
viembre sobre noviembre. De modo que no habría ningún 
argumento de por sí para pedir la devolución al Gobierno 
de los Presupuestos de 1995 por un pretendido incumpli- 
miento de la Ley de Presupuestos de 1994, pero mucho 
menos cuando S. S. tiene en su banco la documentación 
suficiente para saber que tal circunstancia no se produce en 
la realidad, sino que es justamente lo contrario, que el Go- 
bierno y esta ley aportan los créditos suficientes para hacer 
frente a cualquier desviación. Sin embargo, el señor Núñez 
a continuación, para argumentar su voto a la totalidad, ha 
ido desgranando lo que son simplemente posiciones sobre 
enmiendas particulares. 

Quisiera decirle, señor Núñez, que el conjunto de las 
enmiendas que defiende S. S. a este título y a esta sección 
produciría, sin ninguna duda, una avería bastante conside- 
rable a la propia viabilidad del sistema de la Seguridad So- 
cial, que se compadece muy mal con otras afirmaciones de 
su Grupo, porque el día 25 de octubre -hace, como ve, 
muy pocas fechas- el Presidente de su Grupo Parlamen- 
tario, después de un largo turno de puesta en cuestión de la 
política del Gobierno socialista, terminaba concluyendo 

que para el Partido Popular había que ir a una auténtica po- 
lítica de consolidación presupuestaria, y para ello el gasto 
público corriente no podía aumentar nunca por encima de 
la inflación. Y solamente aceptaba - d e c í a  él- un com- 
promiso en este terreno que era el obligado mantenimiento 
de la capacidad adquisitiva de las pensiones. 

Estábamos esperando, señor Núñez, que ustedes man- 
tuvieran una postura coherente con la del señor Aznar, o 
que el señor Aznar tuviese una postura coherente con lo 
que defienden SS. SS. en cada una de las secciones, pero 
nos hemos encontrado otra vez con todo un rosario de de- 
mandas hechas, incluso a veces, con la misma literatura 
que otros grupos de la Cámara, literatura que nosotros no 
hemos puesto en enmiendas, aunque también se han diri- 
gido a nosotros determinados colectivos de la nación, por- 
que nos parece que es mala política el estar preconizando 
austeridad en el gasto y una consolidación presupuestaría 
para venir después con enmiendas como la suya que pre- 
tende que se revisen todos los expedientes y beneficios de 
la Ley de Clases Pasivas anteriores a 1984, que sabe S. S. 
cuánto es en decenas de miles de millones lo que costm'a 
al erario público. Como es incoherente que venga S. S. a 
planteamos todo un conjunto de enmiendas que tienden, 
todas y cada una de ellas, a incrementar en cantidades muy 
grandes lo que ya serían dificultades del sistema. Por tanto, 
señor Núñez, no hay ninguna coherencia ni ninguna razón 
para que el Grupo Parlamentario Socialista apoye alguna 
de estas enmiendas que están sacadas de la razón presu- 
puestaria del conjunto de los Presupuestos del Estado, de 
la capacidad financiera del sistema de la Seguridad Social, 
y aún más, que están fuera de toda lógica respecto también 
a argumentaciones tendentes a sostener juicios de equidad 
entre unas y otras pensiones. 

¿Cómo, señor Núñez, podemos revisar las pensiones 
antiguas de clases pasivas y no proceder al mismo tiempo 
a una revisión del sistema del retiro obrero o del sistema de 
las antiguas mutualidades laborales que también han que- 
dado desfasadas sus legislaciones por otras posteriores? 
¿En que se hace iguales a los españoles? ¿O simplemente 
usted atiende a lo que han sido requerimientos de personas 
que han ido a su despacho para plantear en este momento 
enmiendas parciales? 

Lo mismo habría que decir del destope en cuanto a esa 
base, que es una base importante de 260.000 pesetas al 
mes, de aquellas personas que están topadas, pese a que 
con una aplicación del 200 por cien del haber regulador se 
podría ir a 500 ó 600.000 pesetas al mes, puesto que fueron 
pensiones en acto de servicio, pero ¿por qué, señor Núñez, 
no pide su Grupo que se revisen también con el mismo cri- 
terio las pensiones de accidentes de trabajo de la Seguridad 
Social? O ¿es que es ciudadano de distinta categoría el se- 
ñor que se accidenta porque se cae de un andamio al que se 
accidente conduciendo un TOAS, un carro blindado o 
cualquier otro elemento que utilice un funcionario público 
y que en un momento determinado puede dar lugar a que 
sea acreedor de una pensión del 200 por cien? Los trabaja- 
dores del sistema de la Seguridad Social tienen esos topes 
y, por lo tanto, señor Núñez, difícilmente se puede hablar 
de igualdad de los españoles ante la ley cuando ustedes 
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traen aquí enmiendas que «resuelven», entre comillas, pro- 
blemas de colectivos parciales olvidando la globalidad de 
la coherencia del propio sistema de la Seguridad Social. 

Con esto dm’a por contestadas el conjunto de enmien- 
das del señor Núñez. No nos parece coherente en ninguno 
de sus términos la posición que mantiene el Grupo Parla- 
mentario Popular, y una de dos: o el señor Núñez colisiona 
con los criterios de su Presidente del Grupo Parlamentario 
en el debate de totalidad o simplemente - q u e  creo que es 
más bien lo que ocurre- al Grupo Parlamentario Popular 
se le olvidan las grandilocuentes palabras de los debates de 
totalidad cuando se trata de confrontar realmente y decir 
no a los ciudadanos -tan difícil a veces- a demandas que 
posiblemente pueden ser justas muchas de ellas pero de las 
que, desgraciadamente, ni el Estado ni la Seguridad Social 
pueden en este momento hacerse cargo. 

Argumentos parecidos, pero si quiere S. S. mucho más 
incrementados, se los diría al señor Ríos. También él plan- 
tea algunas enmiendas que son literatura idéntica, exacta a 
las que plantea el Grupo Parlamentario Popular. En este 
caso concreto, iguales deseos de reforma retroactiva de de- 
terminadas prestaciones como las que hace el Grupo Iz- 
quierda Unida se compadecen mal con el que los trabaja- 
dores que están hoy en el régimen general, en los regíme- 
nes de la Seguridad Social no obtendrían esos beneficios 
que Izquierda Unida pretende para determinadas y muy es- 
pecíficas, y yo le diría que no precisamente de las peor tra- 
tadas, clases pasivas del Estado. 

Respecto a las pensiones del SOVI, creo que, para po- 
nerlo en sus justos términos, señor Ríos, está usted refi- 
riéndose no a una pensión SOVI, que es la que soporta un 
pensionista que vive de ella, sino a pensiones SOVI que 
efectivamente están congeladas porque son pensiones resi- 
duales puesto que son concurrentes con pensiones de la 
Seguridad Social o con otras situaciones y que, por su pro- 
pia Legislación, el SOVI no previene ningún tipo de actua- 
lización. Pero, evidentemente, los pensionistas del SOVI 
que viven de esa pensión exclusivamente, en este presu- 
puesto tienen, como todos los pensionistas, garantizado el 
mantenimiento de la capacidad adquisitiva. 

Respecto a la enmienda número 537 que usted nos pide 
que apoyemos porque sólo cuesta 60.000 millones de pe- 
setas, señor Ríos, usted mismo acaba de dar la contesta- 
ción. No podemos apoyarla porque cuesta 60.000 millones 
de pesetas. ¡Qué más quisiéramos que tener ese dinero y 
más para poder tapar o mejorar la situación de mucha 
gente de nuestro país! Pero la Seguridad Social, precisa- 
mente en este ejercicio, no dispone, a pesar de lo que ha di- 
cho usted, de ningún margen de maniobra. Más bien al 
contrario, necesita ser auxiliada por un crédito del Estado 
para poder hacer frente a sus compromisos actuales en el 
conjunto de atenciones que cubre el sistema y, por tanto, 
hacer aún más gravosa la situación del propio sistema de la 
Seguridad Social, me parece que camina en la dirección 
contraria de lo que creo que, además con justeza, el Grupo 
parlamentario de Izquierda Unida en otros momentos ha 
tenido ocasión de defender. 

Por último, señor Presidente, el señor Chiquillo, del 
Grupo parlamentario Mixto, ha presentado una enmienda 

que también, en una primera lectura, podría aparecer muy 
coherente, y es la que nos pide que las pensiones no con- 
tributivas se suban a 40.000 pesetas al mes. Pero si el señor 
Chiquillo ve el conjunto de normas que regulan estas pen- 
siones no contributivas, se dará cuenta de que las pensio- 
nes no contributivas tienen derecho a cobrarlas no sola- 
mente un beneficiario sino varios de la misma familia, si 
viven en la misma unidad familiar, y nos encontraríamos 
con que, en el caso hipotético de una familia en la que el 
marido y la mujer estuviesen en esa situación de protec- 
ción, ya tendrían una pensión superior a la del régimen ge- 
neral de la Seguridad Social. Nos parece que tampoco es 
coherente que la pequeña diferencia en detrimento de las 
pensiones no contributivas que hoy hay en el sistema la 
rompamos de esa manera, puesto que no habría ningún in- 
centivo a estar en el sistema contributivo puesto que los 
ciudadanos españoles sabrían que por el sistema no contri- 
butivo, sumando las rentas propias y las rentas del cónyuge 
o los hijos a cargo, tendrían pensiones superiores a las de 
la Seguridad Social. 

Por tanto, señor Presidente, por estas razones, procura- 
remos hacer una lectura muy amplia del conjunto de las 
posiciones que se presenten en estos presupuestos, pero, 
ciertamente, si son posiciones como las que hemos oído en 
este momento, nos vamos a tener que oponer sin ninguna 
duda a todas y cada una de ellas. 

Nada más. 

El señor PRESIDENTE: Señor Núñez, tiene la pala- 
bra. 

El señor NUÑEZ PEREZ: Señor Cercas, señorías, se- 
ñor Presidente, sean las posiciones que sean, normalmente 
casi todas - e l  99,9 por ciento de las enmiendas- van 
siempre al mismo sitio. Desde hace 12 años que llevan us- 
tedes gobernando sabemos perfectamente qué es lo que 
ocurre con las enmiendas. Por lo tanto, a todas les pasa lo 
mismo, señor Cercas, sean buenas, sean malas, sean opor- 
tunas, sean inteligentes. Casi siempre, por el simple hecho 
de ser presentadas y defendidas por el Grupo Parlamenta- 
rio Popular, tienen el destino que todos hemos conocido y 
que los «Diarios de Sesiones» demuestran. Así que, dicho 
esto con carácter general, tengo que decirle, señor Cercas, 
que no se preocupe usted por mi coherencia o incoherencia 
con las posiciones del presidente de mi Partido, señor Az- 
nar. Lo que ha dicho el señor Aznar está muy bien dicho y 
puesto en razón y nuestras enmiendas no desafinan para 
nada -se lo digo yo que tengo bastante buen oído para 
esto de la canción-. Señor Cercas, quienes han desafi- 
nado aquí esta tarde han sido usted y su compañero Mor- 
lán, porque el señor Morlán nos dice que estamos en un 
país de jauja, que estamos en una situación notablemente 
importante, y usted dice que la situación no le permite ni 
siquiera considerar un gasto que es muy modesto y que 
tiene su compensación en un esfuerzo claro de reducción 
del gasto corriente, como dicen todas nuestras enmiendas. 
Voy, sencillamente, a analizar cuánto importan todas nues- 
tras enmiendas y cómo se pueden financiar, y verá usted 
cómo no hay nada de incoherente con lo que dijo el Presi- 
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dente Aznar respecto a la posición general del Partido en 
cuanto al mantenimiento del poder adquisitivo de las pen- 
siones. 

Una de las cosas que pedimos, señor Cercas, es que se 
deje de congelar la pensión mínima que existe en el sis- 
tema de pensiones de España, que es la pensión asistencial. 
¿Sabe usted cuántos están en esta situación? Doscientos 
veinticinco mil pensionistas. ¿Sabe cuánto pide nuestra en- 
mienda? El 3,5 de 24.000 pesetas en números redondos. 
¿Sabe cuánto es eso? Son 225 millones. (El señor Cercas 
Alonso hace signos negativos.) Es así. El número es ése. 
Usted está actuando como, digamos, descalificador de 
nuestras enmiendas desde argumentos cuánticos, y yo le 
estoy diciendo que tampoco ésos le sirven, a ver si eso le 
ayuda a usted y a su Grupo a aceptar nuestras enmiendas. 

Son 225 millones de pesetas lo que supondría y lo único 
que nos preocupa de la enmienda no es el «quantum», sino 
el porqué. Ustedes han congelado las pensiones asistencia- 
les simplemente como un efecto disuasorio para que todas 
se unifiquen en el sistema de pensiones no contributivas y 
mientras tanto les dan palos a los más débiles, cuando en 
realidad la unificación no se produce porque son ustedes 
unos pésimos organizadores y unos pésimos gestores de 
esa clase de pensiones. Punto. 

Segunda cuestión, las enmiendas en cuanto a la pensión 
de viudedad. Queremos, sencillamente,-que el último 
tramo sea el mismo para todas las viudas; es decir, que es- 
tén en 44.000 pesetas. ¿Sabe cuánto significa eso? Se lo 
dije antes: 35.000 millones de pesetas. ¡Hay que ver qué 
barbaridad! Y, ¿sabe de dónde les decimos a ustedes que 
las detraigan? De los gastos corrientes. Del presupuesto 
consolidado de gastos corrientes para 1994, que son 
1.11 1 .O00 millones, reduzcan un 20 por ciento, y ahí tienen 
dinero suficiente, y sobra, para pagar estas pensiones. 

Otra cosa que decimos es que vayan ustedes haciendo 
un esfuerzo -eso dice nuestra enmienda- para tratar de 
equiparar, de acercar a los pensionistas de clases pasivas 
anteriores al 31 de enero de 1985 con los posteriores. De- 
cimos que hagan un esfuerzo, no decimos que los equipa- 
ren del todo; que los vayan equiparando progresivamente, 
y lo decimos coincidiendo con las recomendaciones del 
Defensor del Pueblo al Ministro de Econom’a y Hacienda 
en el año 1991, que le señala una equiparación progresiva 
y le dice que es inevitable, necesaria y justa una solución 
demandada por la justicia y la equidad. No hacerlo - d i c e  
el Defensor del Pueblo- supone perseverar en un trato 
discriminatorio, a todas luces insolidario, para numerosos 
jubilados y viudas en el final de sus días. Y sabe usted muy 
bien -lo dije en la defensa de la enmienda de totalidad- 
que este tipo de pensionistas no tienen las mismas condi- 
ciones, no reúnen los mismos requisitos que los de la Se- 
guridad Social; no le repito esos argumentos. Sí quiero de- 
cirle que en esta misma sala y en Comisión de Presupues- 
tos, cuando analizamos la ejecución presupuestaria de la 
Dirección General de Costes de Personal y Clases Pasivas, 
el Director General nos facilitó unos datos muy elocuentes 
sobre los colectivos, sobre los grupos de funcionarios en 
una y otra jubilación: jubilados por la legislación antigua, 
62.414; jubilados nueva legislación, 61.395; jubilados le- 

gislación antigua, 98.501; jubilados nueva legislación, 
16.335, respecto a las distintas categorías de funcionarios. 
Son datos que tiene aquí, a su disposición. 

Hemos hecho un cálculo de acercamiento para el primer 
año, sencillamente para romper el hielo de una congelación 
discriminatoria injustificada, a nuestro modo de ver, y sim- 
plemente aumentando -ni siquiera lo decimos en la en- 
mienda; le decimos al Gobierno que tiene facultad para ha- 
cerlo- en un 20 por ciento las pensiones de los jubilados 
anteriores a 1985, con 23.000 millones de pesetas tendría- 
mos más que suficiente para llevarles por lo menos el ánimo 
de que se ha roto esa discriminación que no entienden. 

He puesto aquí ejemplos claros de personas que co- 
nozco, con nombres y apellidos, que han entrado en un mi- 
nisterio en la misma oposición, que han estado durante 
toda su vida trabajando mesa con mesa, uno nació en abril 
de un año y otro en febrero del otro año, pues bien, uno co- 
bra el 70 por ciento más que el otro. Eso no tiene ninguna 
explicación, diga usted lo que diga, y para eso establecen 
estas enmiendas un remedio, que no tiene nada que ver con 
el planteamiento general de nuestro partido y de lo que de- 
fienden nuestros compañeros en la Ponencia de la que us- 
ted forma parte sobre la reforma del sistema de Seguridad 
Social y de Clases Pasivas. No tiene nada que ver. Son pe- 
queños esfuerzos presupuestarios que tratan, simplemente, 
de hacer justicia donde no la hay. 

Vuelvo a insistir en el tema del IRPF, que parece que es 
un motivo baladí, cuando se produce una clara discrimina- 
ción entre los pensionistas por incapacidad permanente de 
la Seguridad Social y los pensionistas por incapacidad per- 
manente de Clases Pasivas. Es una clara discriminación, y 
no voy a explicarlo aquí porque lo conoce usted suficien- 
temente. Pues bien, también el mismo Director General de 
Clases Pasivas y Costes de Personal (ya ve usted lo útiles 
que son esas comparecencias, puestas en marcha a inicia- 
tiva del Grupo Parlamentario Popular) nos decía que el im- 
porte retenido, hasta el 30 de junio, para las pensiones de 
incapacidad afectadas por la nueva regulación del IRPF y 
pensiones exentas de iributación asciende a 4.714 millones 
de pesetas; es decir, que para todo el año no llega a los 
10.000 millones. Pues tampoco creo que sea una cifra que 
rompa todo el equilibrio presupuestario. 

Señor Presidente, señorías, por todas estas razones 
cuantificadas ahora y que, desde luego, no me convierten 
en anatema, ni me descalifican, ni me ponen, digamos, en 
las tinieblas exteriores respecto a la doctrina que ha defen- 
dido el Presidente de mi partido, repito que muy puestas en 
razón, les pido, señor Cercas, que hagan un esfuerzo, vean 
que no se trata de cantidades que rompan ningún equilibrio 
presupuestario, que a pesar de la situación en la que esta- 
mos nos las podemos permitir y pedir, y que, por supuesto, 
tienen su compensación en enmiendas con las que nuestro 
Grupo se ha comprometido. Coherencia por coherencia, 
nuestras enmiendas a todos los títulos y secciones están 
perfectamente cuantificadas y equilibradas, y si ésa es la 
razón, señor Cercas, vaya pensando usted en otra para re- 
chazárnoslas en el Pleno, porque yo pido que nos las voten 
y se mantengan para su debate y defensa en ese trámite 
parlamentario. 
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El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Ríos. 

El señor NOS MARTINEZ: Señor Presidente, la ver- 
dad es que desde la aplicación de la relatividad para acá 
todo es relativo, pero la verdad también es que: dime de lo 
que presumes y te diré de lo que careces. La verdad es que 
empezar a decir que uno es coherente y que todos los de- 
más no lo son, porque unos dicen que tienen que ajustarse 
a la reducción del gasto -yo no sé cuándo he planteado 
ese objetivo como tarea prioritaria; para otros grupos es 
posible que sí lo sea-, que la coherencia es ajustarse a lo 
que está previsto para la Seguridad Social y que para ello 
hemos creado una Ponencia.. . Pero si ha sido el propio Go- 
bierno el que la ha roto al modificar actuaciones de la Se- 
guridad Social estando constituida la Ponencia. LO acaso 
no ha planteado el Gobierno reducir un punto la cotización 
a la Seguridad Social mientras la Ponencia está traba- 
jando? ¿O acaso no ha planteado el Gobierno modificar la 
ILT mientras la Ponencia está trabajando sobre la reforma 
de la Seguridad Social? ¿Pero qué narices de coherencia 
nos vienen a echar en cara cuando el propio Gobierno pro- 
ponente es el que ha roto esa coherencia, y no esta Cá- 
mara? Pero, ¿cómo es posible que se nos eche en cara una 
coherencia que no se practica para sí mismo? Yo creo que 
sería lógico que las pudiéramos aplicar cuando las estamos 
poniendo en marcha nosotros. Pues bien, Izquierda Unida 
jamás ha planteado para la política social una reducción 
del gasto público, y si no que me lo demuestren con las an- 
teriores propuestas que haya podido hacer Izquierda 
Unida. Jamás lo hemos planteado. Es más, hemos dicho 
que estamos dispuestos, no a plantear la reducción del dé- 
ficit público, sino a contenemos para no reducir políticas 
sociales. Son ustedes los que están reduciendo las políticas 
sociales. Por tanto, no nos echen los perros encima de los 
caballos. Dicen que la Seguridad Social no tiene 60.000 
millones de pesetas. Pero vamos a ver, ¿sabemos multipli- 
car? ¿Cuánto es lo que al Gobierno le supone haber redu- 
cido la cotización a la Seguridad Social un punto? Pues 
200.000 millones aproximadamente, 180.000 millones. El 
Gobierno ha preferido reducir 180.000 millones del régi- 
men de la Seguridad Social, no 60.000 sino 180.000, 
60.000 multiplicado por tres. Sobran dineros, no redu- 
ciendo esa cotización, para hacer frente a todas las pro- 
puestas que ha hecho Izquierda Unida. El problema es que 
es en la prioridad donde nos diferenciamos, eso es verdad; 
nos diferenciamos en las prioridades: la propuesta del Go- 
bierno ha optado por una prioridad, nosotros optamos por 
otra prioridad. Entonces sí que aceptamos la discusión, 
pero en el sentido de ver cómo aborda cada grupo la acción 
política, que es tomar una actuación como prioritaria y 
aplazar otra. En ese sentido, la propuesta de Izquierda 
Unida de revalorizar las pensiones de menos de 80.000 pe- 
setas al mes es una propuesta que veníamos planteando 
también el año pasado y el anterior. El año pasado tuvo un 
eco y este año tiene otro, y costaba aproximadamente eso, 
por eso no se llegó a un pacto con los sindicatos el año pa- 
sado, porque costaba ese dinero. Muy bien, nosotros la 
volvemos a plantear. Me imagino que no se opondrá nadie 

a que eso es un objetivo. Pensiones de 49.000 pesetas las 
m’nimas cuando es individualmente y acumulada 59.000, 
revalorizada con el 3 3  por ciento que ustedes han plante- 
ado este año. Por tanto, díganme si eso no puede ser un ob- 
jetivo de política social y, en lugar de plantearse otra prio- 
ridad, haberle dedicado estos 60.000 millones. Díganme 
que no, que es preferible que el capital privado disponga 
de ese dinero para actuar en no sé qué pretendida inversión 
para generar empleo, que eso es prioritario a lo otro, y en- 
tonces, yo lo acepto, pero no me diga que voy a crear la 
quiebra del sistema de la Seguridad Social porque he aña- 
dido 60.000 millones de pesetas para hacer frente a la re- 
valorización de las pensiones menores. No me lo diga por- 
que yo no me lo puedo creer. 

Respecto a la otra enmienda en el tema del SOVI, creo 
que nuestra propuesta es la no contención de esta pensión 
no revalorizada. Es verdad que en el artículo 38 dice que 
acumulada, pero fíjese en la explicación que pone debajo 
de ese apartado d): No obstante lo dispuesto en el párrafo 
anterior, cuando la suma de todas las pensiones concurren- 
tes y las del citado seguro obligatorio, si no llega a las 
507.000 pesetas que marca el artículo 42, entonces las 
equipararemos. Es decir, estamos hablando de una pensión 
de 507.000 pesetas divididas por 12, aproximadamente de 
una cuantía desde luego para manjares. Yo creo, señoría, 
que no es ninguna locura el retirar de la no revalorización 
esta pensión, y además el volumen de personas al que está 
dirigido es bastante reducido. 

Lo que sí le acepto a usted que es nueva es la enmienda 
536. Yo reconozco que es una enmienda nueva, la en- 
mienda que habla de las pensiones extraordinarias de la 
Clases Pasivas del Estado originadas por la inutilidad e in- 
capacidad. No la presentábamos el año pasado y la hemos 
presentado este año. Es verdad que nos lo ha pedido un 
sector, pero no la descalifique usted así. Dígame usted que 
el Gobierno tiene previsto modificar el artículo 47 de la 
Ley del texto refundido de Clases Pasivas del Estado. En- 
tonces, yo le digo que fabuloso, cuando ustedes la modifi- 
quen, no la pongan; pero, mientras no se modifique, la Ley 
obliga al Gobierno a recoger esto. O, por lo menos, plan- 
teen modificarlo; si han modificado ustedes en la Ley de 
Acompañamiento 27 leyes, por una más tampoco hubiera 
quebrado el sistema. 

Por tanto, señorías, la verdad es que con los cálculos de 
los que informó aquí el Director General de Clases Pasi- 
vas, en el tema de personal, yo no sé la cifra que salía. Us- 
ted me ha sacado ahí unas multiplicaciones que a lo mejor 
es que la calculadora que usted utiliza y la que yo utilizo 
no tienen el mismo programa, pero no me salen las cifras 
que usted da, porque, sumando todas las propuestas, po- 
díamos estar hablando de 20 a 30.000 millones de pesetas, 
suponiendo que metiéramos toda la actuación, 60.000 más 
30.000, que dm’a 90.000, bastante menos que los 180.000 
que ustedes han puesto a disposición de las empresas para 
una pretendida inversión, a las que no está obligada y que 
va a llevar al Estado a aportar más a la Seguridad Social 
por esa decisión, porque va a tener que hacer frente a ese 
déficit, ya que lo han decidido ustedes políticamente. Fa- 
buloso para el que lo apoye. 
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El señor PRESIDENTE: Señor Chiquillo Barber. 

El señor CHIQUILLO BARBER: Muy brevemente, 
para mantener las dos enmiendas, desde luego. 

Respecto a la enmienda número 29, de modificación 
del artículo 35, si hay un punto mínimo de aproximación, 
ya que solicitamos que las pensiones no contributivas au- 
menten su cuantía a 40.000, podía usted presentarme al- 
guna transacción en la que se contemplara que si hubiera 
en alguna unidad familiar más de un beneficiario, o posible 
beneficiario, en este caso no se produciría ese aumento. 
Por tanto, si en una unidad familiar sólo hubiera una única 
persona beneficiaria de esa pensión no contributiva podría 
accederse a subir a 40.000 pesetas, porque pensamos que 
es totalmente insuficiente lo que recibe este tipo de benefi- 
ciarios de pensiones no contributivas. 

Respecto a la segunda enmienda, la del artículo 38, que 
usted valoraba como incoherente, puede ser incoherente, 
pero considero que la redacción del artículo es discrimina- 
tiva e injusta y es más grave esto que ser incoherente. Lo 
que sí está claro es que estos dos colectivos de pensionis- 
tas, tanto los del artículo 35 como los del artículo 38, son 
gravemente discriminados. De ahí que mantenga mis dos 
enmiendas. 

El señor PRESIDENTE: El señor Cercas Alonso tiene 
la palabra. 

El señor CERCAS ALONSO: En este segundo turno 
empezaré, cómo no, por referirme al señor Núñez, que ha 
hecho una serie de afirmaciones y cálculos. Por cierto, se- 
ñor Núñez, revise su calculadora porque siempre se queda 
un cero más abajo. En el primer cálculo que usted ha hecho 
se ha equivocado nada más y nada menos que en el mil por 
cien. Multiplíquelo usted por diez y estará más cerca del 
cálculo real. Es indiferente, señor Núñez, que estemos ha- 
blando de ochenta, de noventa, de cien mil millones de pe- 
setas o que estemos abriendo la puerta para que esos gas- 
tos se incrementen el año próximo en idéntica cuantía, más 
la revalorización, porque éstos son compromisos que asu- 
miríamos no solamente para un ejercicio económico, sino 
para los siguientes. Además, como usted muy bien ha se- 
ñalado, es para ir escribiendo el prólogo de una revisión 
urbi et orbe de todos los viejos sistemas que ya han que- 
dado periclitados. Pero es igual, señor Núñez. El Presi- 
dente de su Grupo Parlamentario, don José María Aznar, 
dijo solemnemente el día 25 de octubre de este año en esta 
Cámara que el Partido Popular se comprometía a que esa 
consolidación presupuestaria que forma parte, como para- 
digma, de su acción política les llevaría a ser consecuentes 
y rigurosos en el gasto público y que en el tema concreto 
de pensiones de gasto público nuevo, cero, simplemente, 
como él dijo: nuestro compromiso termina en el obligado 
mantenimiento de la capacidad adquisitiva de las pensio- 
nes; si usted me viene ahora aquí con una docena de en- 
miendas, sean éstas de cien mil millones o sean de dos- 
cientos mil millones, usted y don José Mm’a Aznar no es- 
tán en la misma sintonía, al menos en este discurso. Si us- 
ted me dice que don José María Aznar en ese afinamiento 

o desafinamiento hay veces que canta en otras octavas, le 
doy a usted la razón. Es verdad que el Presidente de su 
Grupo Parlamentario no se caracteriza por decir siempre 
las mismas cosas, pero lo que dijo hace una semana en el 
Pleno del Congreso era que en gastos del sistema de pen- 
siones el Partido Popular simplemente se comprometía a 
mantener la capacidad adquisitiva, no a revisar urbi et orbi 
toda la legislación histórica de este país. No toda, porque 
usted se limita simplemente a los que conoce con nombres 
y apellidos, como nos ha dicho, sus compañeros de carrera, 
etcétera. Porque, señor Núñez, además de la contradicción 
importantísima, insuperable, que le acabo de expresar, 
S. S. me tiene que explicar a continuación por qué no revi- 
samos la legislación del SOVI y por qué no recalculamos a 
los pensionistas del SOVI o del retiro obrero o del estatuto 
de las mutualidades laborales las pensiones que fueron re- 
conocidas con su legislación privativa. Porque también 
hubo un momento en la historia de España en que pensio- 
nistas que se jubilaron con una legislación rectificada tie- 
nen hecho el cálculo de sus pensiones de manera distinta. 
¿Por qué limitarnos sólo a los de clases pasivas? ¿O es que 
usted tiene clavada una espina en el corazón, en el sentido 
de que usted se opuso a la revisión de ese sistema de clases 
pasivas en el año 1984 con un argumento de que era peor 
que el antiguo y ahora se da cuenta de que es mejor que el 
antiguo y le están reivindicando que usted en aquel mo- 
mento precisamente, como se le advirtió desde los bancos 
socialistas, estaba haciendo un flaco favor a esos colecti- 
vos de funcionarios? 

En cualquier caso, señor Núñez, eso no tiene ni pies ni 
cabeza, no se compadece ni con la situación presupuestaria 
ni con las afirmaciones del Presidente de su Grupo y, sobre 
todo, no se compadece con el sentido común que nos lleva 
a los Diputados socialistas a decir: Mire, señor Núñez, por 
más que ustedes traten de establecer elementos de confu- 
sión, de duda, estos presupuestos son nada más y nada me- 
nos que una inyección adicional a las familias españolas de 
480.000 millones de pesetas. Las pensiones crecen el 8,4 
por ciento en un año en el que el IPC va a crecer el 3,5. Es 
un esfuerzo considerable por mantener los compromisos, y 
no podemos ampliar los compromisos con la Seguridad 
Social. Nuestro objetivo es consolidar la Seguridad Social. 
Además, señor Núñez -y ya tendremos ocasión de de- 
cirlo-, no es sólo que el Partido Popular ponga dificulta- 
des al sistema de pensiones en la vertiente del gasto; es que 
dentro de nada vamos a ver una enmienda suya que quiere 
reducir los ingresos a la Seguridad Social en un billón de 
pesetas, una rebaja absolutamente imposible de atender, de 
cinco puntos en la cotización empresarial. Después me 
dice S .  S. que rebusquemos, que seguro que, como siem- 
pre, en ese cajón de sastre y en ese bálsamo de Fierabrás 
que tenemos se pueden disminuir los gastos corrientes. Se- 
ñor Núñez, los gastos corrientes de la Seguridad Social 
- e n  el sentido que usted los emplea, de gastos de admi- 
nistración- suponen el 1,8 por ciento del presupuesto de 
la Seguridad Social, exactamente la mitad de lo que gas- 
taba la Seguridad Social cuando usted estaba en el Go- 
bierno de España; la mitad, a pesar de que hoy tenemos el 
doble de pensionistas y de que gestionamos procesos mu- 
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cho más complicados que los que gestionaban ustedes. 
¿De dónde de los gastos corrientes de la Seguridad Social 
se pueden sacar esas decenas de miles de millones? Díga- 
noslo usted. Porque también hay menos directores genera- 
les de los que había en la época en que usted era responsa- 
ble y en que ustedes tenían responsabilidades más genéri- 
cas en el Gobierno de España. ¿De dónde vamos a sacar 
esas decenas de miles de millones? 

En cuanto a las pensiones asistenciales, repito, vuelva a 
usar la calculadora porque ciertamente no se trata de las ci- 
fras que usted dice sino de las que digo yo. Y nada más en 
cuanto al señor Núñez. 

El señor Ríos me ha contestado con una mecánica cier- 
tamente curiosa, porque me ha contestado a cuestiones a 
las que no me he referido. Yo no me he referido, para nada, 
a que Izquierda Unida esté en un discurso de contención 
del gasto público ni nada parecido. Simplemente, le he di- 
cho, señor Ríos, que a usted, con mayor precisión todavía 
que al señor Núñez, se le podría exigir que tomara en con- 
sideración, cuando hace enmiendas de rectificación de to- 
pes máximos de pensión, no solamente a quien está en 
260.000 pesetas al mes en el sistema de clases pasivas; 
tiene usted también que tomar en consideración el sistema 
general de la Seguridad Social. O si usted pretende elimi- 
nar las fórmulas de cálculo que topan las pensiones de los 
inutilizados en acto de servicio en la Función Pública, el 
mismo criterio llévelo usted a los accidentados de trabajo 
de la Seguridad Social. En eso es usted profundamente in- 
coherente. A eso me refería. Y usted ha hecho aquí un dis- 
curso diciéndome que ya hablaremos de la financiación del 
sistema. Ya hablaremos si ustedes y nosotros no estamos 
de acuerdo en que bastantes cargas tiene ya el sistema 
como para seguir incrementando esas cargas del sistema, y 
ya hablaremos si tiene o no coherencia la rebaja de un 
punto en la cotización de la Seguridad Social, que no viene 
por estas atenciones, vendrá precisamente, porque descar- 
gamos simultáneamente al sistema de pensiones de otras 
obligaciones, si no, no hubiéramos rebajado un punto en la 
cotización de la Seguridad Social. Nosotros no hemos 
agraviado en nada el equilibrio del sistema contributivo. 
Hemos eliminado 204.000 millones de ingresos, pero tam- 
bién hemos eliminado 204.000 millones de obligaciones 
que tenía con prestaciones universales. El Gobierno y el 
Partido Socialista para nada han desequilibrado la Seguri- 
dad Social. Su enmienda sí que desequilibrm’a la Seguri- 
dad Social y usted debería pensar, al desequilibrar la Segu: 
ridad Social, si con los mismos argumentos no debería 
también referirse a otros colectivos. Exclusivamente a eso 
me refería. 

Por último, al representante del Grupo Mixto, el señor 
Chiquillo, le doy las gracias por la generosidad de entender 
que una parte de su enmienda estaba mal formulada. Así y 
todo, si usted sigue reflexionando sobre el tema de las pen- 
siones no contributivas verá que en las unidades familiares 
están rayando, prácticamente, lo que son las pensiones 
contributivas; incluso aunque sólo haya un miembro de 
una unidad familiar la distancia es muy corta, sobre todo 
con algún tipo de pensiones contributivas como invalide- 
ces, etcétera. Ya estamos en un terreno muy peligroso 

donde se podrían incitar a decenas de miles de personas a 
que no cotizaran a la Seguridad Social, por lo que esa vía 
es complicada. Aprovecho para decir que la ley de presu- 
puestos no actualiza las pensiones asistenciales a las que se 
refiere el señor Núñez, no es así con las no contributivas, 
que sí las actualiza. Lo que no actualiza son las pensiones 
de la Lismi y las pensiones asistenciales de personas que 
-usted y yo lo sabemos- si estuviesen en una situación 
de necesidad irían claramente a unas pensiones que son 
mucho más positivas, que son las no contributivas. Ellos 
están en un tren que está en este momento ya aparcado, en 
una situación de residuales en el sistema de la Seguridad 
Social, porque tienen la manera de subirse al otro tren, el 
de las personas no contributivas. La pregunta, señor Nú- 
ñez, es muy sencilla: ¿Por qué no lo hacen? Lo dejo a su 
consideración. 

El señor PRESIDENTE: Terminada esta interven- 
ción, finalizan las correspondientes al título IV y a la Sec- 
ción 7, de clases pasivas. Vamos a proceder a la votación 
de los títulos 1, I1,III y IV. Con independencia de que al- 
gunas de SS. SS. han indicado que defenderán en su mo- 
mento enmiendas relacionadas con estos títulos, pero in- 
cluidas en las disposiciones transitorias, finales o adicio- 
nales, ahora Única y exclusivamente pondremos a vota- 
ción aquellas enmiendas relacionadas con el articulado de 
cada uno de estos títulos y también con la Sección 7.” de 
clases pasivas. 

La Presidencia, de acuerdo con la Mesa va a someter a 
votación todas las enmiendas con independencia de que la 
Mesa, en su momento, envió escrito al Gobierno en rela- 
ción con algunas enmiendas que se consideraba que supo- 
nían incremento de gastos o disminución de ingresos, ya 
que, de acuerdo con el precepto constitucional y reglamen- 
tario es el Gobierno quien tiene que pronunciarse. Como 
ese pronunciamiento del Gobierno no ha llegado a la Cá- 
mara, o al menos no ha llegado a la Comisión, la Mesa y la 
Presidencia someten a su consideración y a su votación to- 
das las enmiendas. Si a lo largo del proceso, antes o al fi- 
nal de las deliberaciones de esta Comisión, llegara esta co- 
municación, tendríamos que atemperar el resultado no de 
nuestras votaciones, pero sí de la tramitación a esa comu- 
nicación. Como también nos han solicitado algunos gru- 
pos, bien en relación con sus enmiendas, bien en relación 
con las enmiendas de otros grupos, someterlas segregadas, 
en el momento de someter a votación las enmiendas el Le- 
trado indicará qué conjunto de enmiendas se someten por 
separado. 

En primer lugar, enmiendas del Grupo Parlamentario 
Popular al título 1. Ruego al señor Letrado proceda a la lec- 
tura de la correspondiente relación. 

El señor LETRADO: Se solicita votación separada de 
las numeradas 884, 885, 891, 893, 895, 896, 897, 899 y 
901. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ: Señor Presidente, 
nos gustaría conocer a qué grupo pertenece la solicitud que 
ha leído el Letrado. 
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El señor PRESIDENTE: A solicitud del Grupo Parla- 
mentario de Izquierda Unida se someten a votación esas 
enmiendas por separado. 

El señor HOMS 1 FERRET Señor Presidente, quería 
preguntar si de esta relación de enmiendas se van a votar 
individualmente una por una o todas ellas conjuntas. 

El señor PRESIDENTE: Cada grupo, al igual que se 
hace en las votaciones de Pleno, tiene la posibilidad de pe- 
dir que determinadas enmiendas se voten separadamente. 

El señor HOMS 1 FERRET: Preguntaba si en esta re- 
lación se van a votar conjuntamente todas las enmiendas o 
una por una. 

El señor PRESIDENTE: La Presidencia someterá a 
votación las enmiendas agrupadas de acuerdo con lo que 
han solicitado los grupos. 

El señor HOMS 1 FERREX En tal caso pido una se- 
paración de esta relación. Nuestro Grupo solicita votación 
separada de las enmiendas del Grupo Popular números 
893,897 y 899. Son tres enmiendas de carácter técnico, se- 
ñor Presidente, que queremos que se sometan a votación 
separadamente. 

Ya que estoy en el uso de la palabra, en este mismo tí- 
tulo, señor Presidente, le solicito votación separada de las 
enmiendas de Izquierda Unida números 492, 503 y 504. 
Señor Presidente, no hemos hecho uso de la palabra por- 
que nuestro Grupo no ha presentado ninguna enmienda a 
estos títulos, y todas estas enmiendas tienen una naturaleza 
de carácter técnico que nos parece interesante someterlas a 
votación separada en eytos momentos. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo, señor Homs. 
De conformidad con lo que ha solicitado el señor Homs 

ahora oralmente y lo planteado por escrito a la Mesa por el 
Grupo Parlamentario de Izquierda Unida y por el propio 
Grupo Parlamentario Popular, por parte del señor Letrado 
se van a leer ahora los grupos de acuerdo con los cuales so- 
meterá la Presidencia y la Mesa a votación las enmiendas 
del Grupo Popular. 

El señor LETRADO: A petición del Grupo de Iz- 
quierda Unida, las enmiendas del Partido Popular 884, 
885, 891, 893, 895, 896, 897, 899 y 901. A petición del 
Grupo Convergencia i Unió, las enmiendas del Grupo Po- 
pular 893 y 897 junto con la 899. Coinciden en los dos blo- 
ques las enmiendas 893,897 y 899. Con lo cual, en primer 
lugar se votarían las enmiendas 884, 885, 891, 895, 896 y 
901. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos, pues, a votación 
estas enmiendas que han sido leídas por el Letrado, en- 
miendas del Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 18; en contra, 21. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 

El señor LETRADO: A petición del Grupo de Con- 
vergencia i Unió, enmiendas 893, 897 y 899, del Grupo 
Popular. 

El señor PRESIDENTE: Se someten a votación las en- 
miendas citadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 23; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas. 

El señor LETRADO: A petición del Grupo de Iz- 
quierda Unida, las enmiendas del Grupo Popular 1.823, 
903 y 904. 

El señor PRESIDENTE: Se someten a votación las en- 
miendas citadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 14; en contra, 25; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Se someten a votación las restantes enmiendas del 

Grupo Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 14; en contra, 17; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas del Grupo de Izquierda Unida. 

El señor LETRADO: A petición del Grupo Popular, 
enmiendas 491,493, 501, 502, 505, 506, 507, 508, 509, 
510,511,513,514 y 515, de Izquierda Unida. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación este 
bloque de enmiendas de Izquierda Unida que el Grupo 
Parlamentario Popular ha solicitado que sean votadas por 
separado. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 18; en contra, 22. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 

El señor LETRADO: Enmiendas de Izquierda Unida, a 
petición del Grupo Catalán (Convergencia i Unió), 492, 
503 y 504. 

El señor PRESIDENTE: Votamos dichas enmiendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 23; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas. 
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A petición del Grupo Popular hay otro bloque de en- 
miendas de Izquierda Unida que van a ser relacionadas por 
el señor Letrado. 

El señor LETRADO: Son las 494,495,496,497,498, 
499,500,512 y 516. 

El señor PRESIDENTE: Votamos dichas enmiendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, tres; en contra, 21; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las restantes enmiendas del Grupo Parlamen- 

tario de Izquierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, tres; en contra, 21; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos el texto del dictamen con las enmiendas que 

han sido incorporadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 21; en contra, tres; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto del 

Terminan las votaciones relacionadas con el título 1. 
Título II. Por el señor Letrado se indicarán las agrupa- 

ciones, a efectos de someter a votación las distintas en- 
miendas. 

dictamen. 

. El señor LETRADO. A petición del Grupo de Izquierda 
Unida, las enmiendas del Grupo Popular 909, 910 y 912. 

El señor HOMS 1 FERRET: Señor Presidente, solicito 
votación separada de las enmiendas siguientes presentadas 
a este título: Cuatro del Grupo Popular, las números 908, 
910, 913 y 914, y del Grupo Vasco (PNV) las números 
280,281,286 y 289. 

El señor RIOS MARTINEZ: Señor Presidente, soli- 
cito votación separada de la enmienda 913 del bloque que 
ha pedido el señor Homs de las enmiendas del Grupo Po- 
pular. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a someter a votación 
las enmiendas del Grupo Parlamentario Popular, según las 
agrupaciones que le constan al Letrado. 

En primer lugar, se somete a votación la enmienda 913, 
del Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, 20; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos ahora a votación la enmienda 910, del 

Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 22; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Sometemos a votación las enmiendas 909 y 912, del 

Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 18; en contra, 21. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Quedm’an las enmiendas 908 y 914. 

El señor RIOS MARTINEZ: Pedimos que se voten se- 
paradas. 

El señor PRESIDENTE: Votamos la enmienda nú- 
mero 908, del Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Es rechazada. (El señor 
Aguirre Rodríguez pide la palabra.) 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Aguirre. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ: Señor Presidente, 
el Grupo Popular entiende que en la Comisión somos 40 
miembros. 

El señor PRESIDENTE: Vamos a repetir la votación, 
de la enmienda 908, del Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. (Rumo- 
res.-Pausa.) 

Por tercera vez la Presidencia va a someter a votación la 
enmienda número 908 y por parte de los dos Vicepresiden- 
tes y de los dos Secretarios ruego tomen buena nota de los 
votos en una dirección y en otra. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Al haber obtenido la en- 
mienda 20 votos a favor y 20 en contra no es aprobada. 

Votamos la enmienda 914 del Grupo Parlamentario Po- 
pular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 23; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Señoras y señores diputados, la Presidencia adelantó en 

relación con la enmienda que ha obtenido 20 votos a favor 
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y 20 en contra que, al haberse producido un empate clara- 
mente, en virtud de esa votación no había quedado apro- 
bada ni tampoco había sido rechazada, pero no era posible 
incorporarla al dictamen de la Comisión. 

Se me informa, que de acuerdo con las estipulaciones 
del Reglamento, cuando se producen empates en las comi- 
siones, deben computarse los votos a favor o en contra en 
virtud de lo que representa cada uno de los grupos parla- 
mentarios. 

A favor de la enmienda han votado 14 miembros del 
Grupo Parlamentario Popular, tres del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió), uno del Grupo Parlamentario 
Vasco (PNV), uno del Grupo Parlamentario Coalición Ca- 
naria y uno del Grupo Parlamentario Mixto. 

Los 20 votos en contra se componen de los votos del 
Grupo Parlamentario Socialista, que son 159, y los votos 
del Grupo Parlamentario Izquierda Unida-Iniciativa per 
Catalunya, que son 18; por tanto, suman 177, con lo cual 
suponen mayoría. Por tanto, la enmienda es rechazada. El 
resultado es el mismo, señoras y señores diputados, pero 
por las razones reglamentarias, no por las que yo equivo- 
cadamente había deducido al proclamar el resultado ante- 
rior. 

Enmiendas del Grupo Vasco (PNV). 

El señor RIOS MARTINEZ: Hay más enmiendas del 
Grupo Parlamentario Popular. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores diputados, 
a partir de ahora y para otras votaciones, las que debamos 
realizar a partir del día de mañana, rogaría que los grupos 
trasladen a la Presidencia con suficiente antelación (quiere 
decirse inmediatamente después de terminadas las inter- 
venciones correspondientes a cada uno de los títulos) y por 
escrito el sistema de segregación de enmiendas, en virtud 
del cual desean ser votadas las enmiendas de los distintos 
grupos. Si no es así, va a ser muy difícil no estar sometidos 
a este tipo de incidencias. 

El señor SANZ PALACIO: Perdón, señor Presidente. 
Nuestro grupo ha retirado la enmienda número 905; pero 
faltan por votar las enmiendas números 906 y 907. 

El señor LETRÁDO: ¿Enmiendas números 906, 907, 
911 y 915 del Grupo Popular? (Asentimiento.) 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación estas 
cuatro enmiendas del Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 24; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos el resto de enmiendas del Grupo Parlamenta- 

/ rio Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario de Izquierda 

Sometemos a votación la enmienda número 521, del 
Unida. 

Grupo de Izquierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, 21. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
¿Algún otro grupo quiere someter a votación separada 

enmiendas de Izquierda Unida? (Pausa.) 

El señor LETRADO: A petición del Grupo Popular, 
enmiendas de Izquierda Unida números 517, 518, 519 
y 520. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación este 
grupo de enmiendas del Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, tres; en contra, 21; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos el resto de las enmiendas del Grupo Parlamen- 

tario de Izquierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, tres; en contra, 21; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas del Gmpo Vasco (PNV). 
Por el señor letrado se van a señalar los distintos grupos 

de enmiendas. 

El señor LETRADO: A petición del Grupo Catalán 
(Convergencia i Unió), las enmiendas números 280, 281, 
286,288 y 289. 

El señor HOMS 1 FERRET: La número 288, no. Son 
cuatro enmiendas, las números 280,281,286 y 289. 

El señor LETRADO: A petición del Grupo Popular, 
las enmiendas 287 y 288, en un bloque, y la enmienda 280 
separadamente. 

El señor RIOS MARTINEZ: La propuesta de agrupar 
las enmiendas del Grupo Vasco números 280, 287 y 288, 
era del Grupo de Izquierda Unida, pero como hay una pe- 
tición, por parte de Convergéncia i Unió, de equiparlas, yo 
solicito al Presidente votar separadamente las enmiendas 
281,286 y 289 de la 280. 

El señor PRESIDENTE: ¿Alguna otra propuesta de 

Sometemos a votación la enmienda 280, del Grupo Par- 
votaciones separadas? (Pausa.) 

lamentario Vasco (PNV). 
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l Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 23; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
A continuación se somete a votación las enmiendas 287 

y 288, a petición de Izquierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Al haber votado en contra 
conjuntamente el Grupo Parlamentario Socialista y el 
Grupo Parlamentario Catalán (Convergencia i Unió), que 
justamente son 176 votos; quedan rechazadas. 

Se someten a votación las enmiendas números 281, 
286 y 289. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con la regla ante- 
rior, al haber votado en contra el Grupo Parlamentario So- 
cialista y el Grupo Parlamentario de Izquierda Unida, que 
suponen más de 175 votos; quedan rechazadas. 

Resto de las enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco 
(PNV). 

El señor PADRON DELGADO: Con la rapidez de las 
votaciones no da tiempo a hacer alguna aclaración, pero la 
enmienda 282, del Grupo Vasco, fue retirada en su mo- 
mento. 

El señor PRESIDENTE: Perdón. Entonces rectifica la 
Presidencia y no somete a votación la enmienda 282, reti- 
rada por el propio grupo proponente. Se somete a votación 
el resto de las enmiendas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 17; en contra, 20; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Dictamen del Título 11, con las enmiendas incorpora- 

das, de acuerdo con las votaciones realizadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 16; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado el texto del 
dictamen con las incorporaciones aludidas. 

Pasamos a las enmiendas del Título III. 
Por el letrado se va a leer la argumentación de en- 

miendas que él ha preparado de conformidad con las pe- 
ticiones de los grupos. (El señor Homs i Ferret pide la 
palabra.) 

Señor Homs, ¿quiere formular alguna otra petición adi- 
cional? 

El señor HOMS 1 FERRET Señor Presidente, quería 
pedir votación separada de las enmiendas del Partido Po- 

pular números 922, 924, 926, 929; y de Izquierda Unida, 
la número 535. (El señor Ríos Martínez pide la pala- 
bra.) 

El señor PRESIDENTE: Señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: A la agrupación pro- 
puesta por el portavoz del Grupo de Convergencia i Unió, 
pediría dentro de ese grupo otros dos grupos, para separar 
las enmiendas 926 y 929. 

El señor LETRADO: Al Título 111, a petición del pro- 
pio Grupo Popular, enmiendas números 946 a 950. 

El señor NUÑEZ PEREZ: La enmienda número 950 
es a otro Título. 

El señor LETRADO: A petición de Izquierda Unida, el 
bloque formado por las enmiendas 917, 921, 925, 926, 
929,930,931,941,942,943,944 y 945. 

El señor HOMS 1 FERRET Señor Presidente, de esta 
relación que ha leído el señor Letrado, las 926 y 929 for- 
maban parte del grupo que ha pedido mi grupo parlamen- 
tario. 

El señor LETRADO: Primer bloque, enmiendas 917, 
921,925,930,931,945,941,942,943 y 944. 

El señor RIOS MARTINEZ: La 931,935 y la 945. Es 
que se ha saltado la 935. 

El señor PRESIDENTE: Se somete a votación el 
p p o  de enmiendas relacionadas por el letrado, que co- 
rresponden al Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, 21. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas 926 y 929. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 23; en contra, 17. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas. 
Se ponen a votación las enmiendas 922 y 924, del 

Grupo Parlamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Han votado en contra el 
Grupo Parlamentario Socialista y el Gmpo Parlamentario 
de Izquierda Unida, que suponen mayoría absoluta en el 
Pleno de la Cámara. Son, pues, rechazadas. 

Resto de las enmiendas del Grupo Parlamentario Po- 
pular. 
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El señor RIOS MARTINEZ: He pasado a la Mesa vo- 
tación separada de las enmiendas 918,919,920,927,932, 
936 y 937. 

El señor PRESIDENTE: Se somete a votación este 
grupo de enmiendas, correspondientes al Grupo Parlamen- 
tario Popular, que el Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida ha solicitado votación separada. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 25. 

El señor PRESIDENTE: Son rechazadas. 
Resto de las enmiendas del Grupo Parlamentario Po- 

pular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 20; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Son rechazadas. 
Enmiendas del Grupo Parlamentario de Izquierda 

Unida. Por el letrado se relacionarán, de acuerdo con los 
datos que él tiene, los distintos grupos de enmiendas, a 
efectos de votación. 

El señor LETRADO: Enmiendas números 523, 524 
y 525. 

El señor PRESIDENTE: Se someten a votación estas 
tres enmiendas del Grupo Parlamentario de Izquierda 
Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, 21. 

El señor PRESIDENTE: Son rechazadas. 
Enmienda 535, del Grupo de Izquierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 31; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 

El señor LETRADO: Enmiendas de Izquierda Unida 
números 522, 528, 529, 530, 526, 527, 531, 532, 533 
y 534. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, cuatro; en contra, 20; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Son rechazadas. 
Resto de las enmiendas del Grupo Parlamentario de Iz- 

quierda Unida. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, tres; en contra, 21; abstenciones, 16. 

El señor PRESIDENTE: Son rechazadas. 
Enmienda 295, del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, seis; en contra, 34. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Enmiendas del Grupo Vasco, números 298 y 296. 
Señor Ríos, ¿es posible someter a votación conjunta- 

mente las enmiendas 296 y 298? 

El señor RIOS MARTINEZ: No, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Someteremos a votación la 
enmienda 296, del Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, tres; en contra, 17; abstenciones, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación la enmienda 298. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, seis; en contra, 20; abstenciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación las enmiendas 291 y 294, del 

Grupo Parlamentario Vasco. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 17; en contra, 20; abstenciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Enmiendas 290,292,293 y 299. 

El señor RIOS MARTINEZ: Solicitaría votación se- 
parada de las enmiendas números 290 y 299, por un lado, 
y, por otro, de las números 292 y 293. 

El señor PRESIDENTE: De conformidad con la peti- 
ción del señor Ríos, que creo que está de acuerdo con la 
posición mantenida por el Grupo Parlamentario Popular, 
se someten a votación dos bloques de enmiendas. 

En primer lugar, votamos las enmiendas 292 y 293. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 17; en contra, 23. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Sometemos a votación las enmiendas 290 y 299. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo con lo estipulado 
reglamentariamente, son rechazadas. 

El señor RIOS MARTINEZ: ¿Cuál ha sido el resul- 
tado de la votación. señor Presidente? 

El señor PRESIDENTE: 20 votos a favor y 20 en 
contra. 
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No quedan más enmiendas del Grupo Vasco. 

El señor ZABALIA LEZAMIZ: Señor Residente, no 
tengo anotado que se haya votado la enmienda 297. 

El señor PRESIDENTE: Efectivamente, queda la en- 
mienda 297, que sometemos a votación. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación el texto del dictamen, con las 

enmiendas incorporadas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 18; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
Comenzamos la votación de las enmiendas correspon- 

dientes al Título IV 

El señor SANZ PALACIO: Señor Presidente, solicita- 
mos votación separada de la enmienda 950. 

El señor PRESIDENTE: Bloques en relación con las 
solicitudes de los grupos y que corresponden a enmiendas 
del Grupo Parlamentario Popular. 

El señor LETRADO: 946; otro estm’a formado por las 
enmiendas números 947, 948 y 949 y 950, y resto de en- 
miendas. 

El señor AGUIRRE RODRIGUEZ: Señor Presidente, 
mi Grupo solicita que la enmienda 950 se vote de forma 
aislada con cualquier paquete que se pueda formar del 
Grupo Popular. 

El señor PRESIDENTE: Está de forma aislada, señor 

Sometemos a votación la enmienda número 950. 
Aguirre. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 16; en contra, 20; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación las enmiendas números 947,948 

y 949. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 19; en contra, 21. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Sometemos a votación la enmienda 946, del Grupo Par- 

lamentario Popular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación las enmiendas del Grupo Parla- 

mentario de Izquierda Unida números 536,537,538 y 539. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, cinco; en contra, 21; abstenciones, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Pasamos a las votaciones de las enmiendas presentadas 

por el Grupo Parlamentario Mixto. 

El señor CHIQUILLO BARBER: Señor Presidente, 
pedimos votación separada de las enmiendas números 29 
y 30. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación la en- 
mienda número 29, del Grupo Parlamentario Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: En virtud de lo previsto re- 

Se somete a votación la enmienda número 30, del 
glamentariamente, quedan rechazadas. 

Grupo Parlamentario Mixto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 20. 

El señor PRESIDENTE: Queda rechazada, de acuerdo 

Se somete a votación el texto del dictamen. 
con lo previsto reglamentariamente. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 20; en contra, 16; abstenciones, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobado. 
La Presidencia reitera a los Grupos, en relación con el 

resto de los capítulos y de las secciones que se sometan a 
votación en sesiones posteriores, que, en el momento 
mismo de terminar la deliberación de cada uno de los títu- 
los, secciones o disposiciones adicionales, finales o transi- 
torias, pasen a la Mesa una nota sobre el sistema que de- 
seen respecto a la separación de enmiendas a efectos de 
votaciones. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación la  

¿Señor Núñez? 

El señor NUÑEZ PEREZ: Hay una enmienda nuestra 

Sección 07, clases pasivas. 

a la Sección 07, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Sometemos a votación la 
enmienda número 1.072, del Grupo Parlamentario Popu- 
lar. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 15; en contra, 21; abstenciones, cuatro. 
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El señor PRESIDENTE: Queda rechazada. 
Sometemos a votación la Sección 07, clases pasivas. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: vo- 
tos a favor, 21; en contra, 19. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Damos un descanso de un cuarto de hora para reanudar 

Título V, artículos 43 a 57, Sección 06, Anexo III. 
las deliberaciones de la Comisión. (Pausa.) 

110 V El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Reanu- 
13 a 57 
ión 06 damos la sesión con el debate del Título V, al cual hay pre- 
8x0 1 1 1  sentadas enmiendas del Grupo Popular, Mixto, Unión Va- 

lenciana, Grupo Vasco (PNV) y Coalición Canaria. 

El señor RIOS MARTINEZ: Y también hay una de Iz- 
quierda Unida. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Por el 
Grupo Popular, tiene la palabra el señor Martínez-mijalte. 

El señor MARTINEZ-PUJALTE LOPEZ: Señorías, 
vamos a hacer la defensa de un bloque de enmiendas que 
se refieren al Título V, también a la Sección 06, que no ha- 
bía mencionado el Presidente, y al Anexo 111, que está re- 
lacionado con el Título V. Vamos a defender las enmiendas 
que van de la 95 1 a 962, ambas inclusive. La 962 la defen- 
derá el señor Hernando. 

Vamos a hablar ahora del endeudamiento previsto para 
1995 que se producirá a consecuencia del déficit presu- 
puestario. En primer lugar, quiero hacer una serie de con- 
sideraciones de carácter general. Voy a procurar hacerlas 
con el rigor y la coherencia de los que el señor Cercas ha- 
bía dudado antes incluso de que tomara la palabra. 

Estamos hablando, sobre todo cuando nos referimos al 
Título V, de algo absolutamente esencial. El Título V trata 
de equilibrar el presupuesto de 1995 y es el resultante de 
los defectos del presupuesto. El Gobierno utiliza el Títu- 
lo V como un cuadre entre ingresos y gastos y, en nuestra 
opinión, el Título V debería ser uno de los puntos iniciales 
en la elaboración del presupuesto, no la consecuencia. 

Habría que plantearse, como lo hm’a una econom’a fa- 
miliar o empresarial, hasta dónde puede llegar el endeuda- 
miento este año en concreto, conociendo cuál es la situa- 
ción anterior y cuál es la situación coyuntural por la que se 
atraviesa. 

Cuando nos referimos a la deuda pública, a la autoriza- 
ción de endeudamiento, que es consecuencia del déficit 
presupuestario como he dicho anteriormente, estamos ha- 
blando de uno de los grandes males que padece la econo- 
mía española. La espiral de endeudamiento, que venimos 
padeciendo y que persiste en el espíritu y en los números 
de los presupuestos de 1995, está conduciendo a que la 
economía española vaya perdiendo competitividad como 
consecuencia de la subida de los tipos de interés que se- 
guro se producirá, y más aún -y luego hablaremos de 
ello- cuando se prevé el poder superar el endeudamiento 

a lo largo del año. Eso creará mayores tensiones en los 
mercados financieros. 

En 1989 la deuda de las administraciones públicas as- 
cendía a 19,7 billones, y eso representaba el 43,9 por 
ciento del producto interior bruto. En 1993 era el 57,8 por 
ciento. En 1995 superará el 65 por ciento, y esto cambia o 
en el año 2000 la Sección 06, Interés y amortización, supe- 
rará el 50 por ciento del presupuesto de gastos. 

Esta tendencia de aumento en la deuda creará tensiones 
muy importantes en los tipos de interés, que crecerán entre 
dos y tres puntos, lo cual es nefasto para la competitividad 
de las empresas y es malo para los ciudadanos de renta me- 
dia-baja, que verán cómo suben las hipotecas en dos o tres 
puntos. Además, esta evolución de la deuda nos aleja del 
cumplimiento de dos condiciones marcadas por Maas- 
tricht: el nivel de deuda, por una parte, único criterio que 
cumplíamos, y la media de los tipos de interés. El incum- 
plimiento de esos acuerdos llevará a acrecentar el distan- 
ciamiento con los países prósperos. 

Estamos en una econom’a abierta y ya no se podrá me- 
jorar la competitividad recurriendo a nuevas devaluacio- 
nes. Habrá que realizar políticas económicas más discipli- 
nadas, que no es estos niveles de deuda pública. Hay que 
disminuir el déficit público. 

Estas recomendaciones que hacemos desde mi Grupo 
una y otra vez no sólo las hemos hecho nosotros, las han 
hecho profesores universitarios, organismos internaciona- 
les y hasta el mism’simo Gobernador del Banco de España 
cuando estuvo aquí compareciendo. Seguir aumentando el 
endeudamiento, que es lo que se propone en el presupuesto 
para 1995, supone las bases para un futuro peor. Estos pre- 
supuestos, que continúan en la línea de años anteriores, no 
ayudarán a resolver las dificultades que tenemos. No van 
en la línea de aprovechar el ciclo alcista de la economía. 
Ya eso lo han recordado especialistas. Se limitan estos pre- 
supuestos a mantener un sector público que ayuda a alejar- 
nos de los países prósperos. 

Para acabar con el capítulo de generalidades, quiero ha- 
cer referencia al enmascaramiento de los números del Tí- 
tulo V. No son 3,9 billones los permitidos para endeudarse. 
A éstos hay que sumar un billón 6.000 millones, que se de- 
tallan en el Anexo IIí del presupuesto y hacen referencia a 
otro tipo de organismos, como el Patronato de Viviendas 
de la Guardia Civil, Instituto de Crédito Oficial, etcétera. 

Además, hay un peligro cíerto de que se incremente el 
endeudamiento al plantear una serie de medidas -asun- 
ción de deuda de otros organismos, una política expansiva 
de los avales, etcétera- que lo que hacen es esconder un 
mayor déficit y a la larga eso producirá una mayor deuda, 
de eso no cabe ninguna duda. Aparte de que todo el capí- 
tulo de la deuda se ve amenazado al alza por una de las ca- 
racterísticas fundamentales del presupuesto: su laxitud. 

Se ha difundido hace pocos días un artículo del econo- 
mista Janos Kornai, que decía que laxitud presupuestaria 
era aquella situación por la que el administrador conocía 
de antemano la existencia de alternativas para ampliar el 
total de gasto autorizado. En España, al no limitarse los 
créditos a lo autorizado, se producen desviaciones con- 
sentidas entre gastos autorizados y realizados y en el ú1- 
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timo quinquenio esas diferencias se han situado en un va- 
lor medio del 24 por ciento. Es una información del pro- 
fesor Barea. Es decir, que con esa laxitud se incumplen los 
más elementales principios políticos y económicos del 
presupuesto, y la eliminación de esa laxitud es uno de los 
objetivos prioritarios que nuestro Grupo se plantea para 
reformar el presupuesto, reforma que nosotros apoyamos 
en dos líneas fundamentales y en el buen uso de una ter- 
cera. 

La primera es la minoración del abuso que suponen los 
créditos ampliables, más o menos 2.000 en el presupuesto 
de 1995. Con los Últimos datos que tenemos, que son de 
1993, ya se pone de manifiesto que esos créditos amplia- 
bles supusieron el 80 por ciento de las desviaciones del 
presupuesto. 

La segunda es la eliminación de la incorporación de 
créditos de otros ejercicios, y la tercera, que es la que no- 
sotros mantenemos como la más disciplinada, es el recurso 
a los créditos extraordinarios, que debe ser el único camino 
de cambios presupuestarios, pues se aprueban a través de 
trámites parlamentarios. 

Una revisión de la disciplina del presupuesto que limite 
las vías de laxitud y de incertidumbre es hoy necesaria, y 
eso es especialmente importante en el Título V, donde ade- 
más se dictan normas de contabilización de operaciones, 
asunción de créditos del INI, del CSI o del Ente Público 
Radiotelevisión Española, sin atender a su naturaleza eco- 
nómica. 

Nosotros planteamos una serie de enmiendas, que van 
de la 95 1 a la 962, así como la 1 .O7 1, enmienda a la totali- 
dad de la Sección 06, y las 1.019 y 1.020, que hace refe- 
rencia al Anexo 111, que no hacen otra cosa que recoger las 
líneas de lo que hasta ahora he transmitido. 

En la primera, en la 951, pedimos la devolución o su- 
presión del Título V -ya he dicho antes que este título 
está lleno de confusiones-, no limitando claramente el 
endeudamiento. En el artículo 43 se señala que la cifra má- 
xima es de 3 billones 889.000 millones, y, posteriormente, 
se abren puertas que crean incertidumbre: no se fijan lími- 
tes durante el ejercicio; se permite el endeudamiento a 
otros organismos, lo que en el futuro será deuda del Es- 
tado; se asume una deuda que encubre transferencias a 
otros organismos, se quiere dar la apariencia de reducción 
del déficit cambiando Capítulo IV por Capítulo VIII; se 
hace una política de avales no restrictiva, etcétera. Por eso, 
mi Grupo pide el apoyo de hecho a otros grupos para de- 
volver este título al Gobierno, pidiéndole que introduzca 
límites y controles, que son necesarios para afrontar una 
política económica más razonable -antes se ha hablado 
de coherencia y de rigor-, una política más ajustada al 
momento actual. 

El resto de las enmiendas no pretenden otra cosa que fi- 
jar límites y exigir control y disciplina. Es necesario frenar 
el crecimiento de la deuda; es necesario poder situar los ti- 
pos de interés en unos niveles que permitan hacer compe- 
titiva la econom’a. Si este Parlamento aprueba unos presu- 
puestos que hacen seguir creciendo la deuda pública, en 
años posteriores tendrán que contener déficit para afrontar 
la carga financiera que supondrá esa deuda, y ésa es una 

espiral que, en el futuro, pone en peligro los capítulos de 
prestaciones sociales, y antes hemos hablado de ello. 

La enmienda 1.071 pide la devolución de la Sección 6. 
Creemos que los pagos de intereses y la amortización de la 
deuda no responde a los plazos deseables. Hay que realizar 
nuevos esfuerzos que, desde mi Grupo, hemos solicitado 
repetidamente, para eliminar deuda (hay que hablar de una 
política de privatizaciones más extensiva); reducción de 
deuda que permita reducción de intereses, y que además 
permita una amortización más acelerada de la deuda, si no 
estaremos produciendo una traslación de impuestos a ge- 
neraciones futuras. 

Láenmienda 952, después de las dos enmiendas a la to- 
talidad, plantea reducir el nivel de deuda en 500.000 mi- 
llones, que, además, van unidos a la eliminación del en- 
deudamiento permitido a organismos y entidades que plan- 
tea la enmienda 955, a través de la cual pedimos que el en- 
deudamiento de esos organismos esté incluido en los lími- 
tes fijados en el artículo anterior. Eso hace que nosotros 
planteamos una reducción de la deuda en casi 1 3  billones 
de pesetas. Ello es posible si se realiza una racionalización 
en la gestión de la Administración, una reducción de los 
gastos, una mayor política de privatizaciones, etcétera. 
Además, como ya decía anteriormente, eliminando crédi- 
tos ampliables y otras puertas de desvío, se podría ir avan- 
zando en la dirección de disminución del déficit. 

La enmienda 953 plantea la eliminación del apartado 2 
del artículo 43. No hacemos otra cosa que pedir una mayor 
disciplina presupuestaria y la desaparición de incertidum- 
bre. Nos tememos que permitir al Gobierno mayores en- 
deudamientos durante el ejercicio puede provocar consoli- 
dar niveles de deuda mayores de los permitidos. Por eso 
pedimos que si se tiene que superar ese límite que marca el 
artículo 43 se haga mediante un proyecto de ley que se 
pueda discutir aquí. 

La enmienda 954 al mismo punto del artículo 43 plan- 
tea un texto alternativo y una obligación de información. 
Creemos, y por ello pedimos el apoyo a esta enmienda, que 
es absolutamente necesaria para dotar de disciplina al con- 
trol de la deuda. No hay que olvidar que si se supera el 1í- 
mite durante el ejercicio se están produciendo, también du- 
rante el ejercicio, tensiones en los mercados financieros 
que harán subir los tipos de interés. 

Las enmiendas 956 y 957 pretenden eliminar una ope- 
ración que venimos denunciando año tras año; no es otra 
operación que la de la asunción de las deudas del INI, CSI, 
Ente Público Radiotelevisión Española; operaciones que 
suponen camuflajes del déficit de esos organismos y del 
déficit público no financiero, porque se pasan gastos que 
deberían estar en el Capítulo IV al Capítulo VIII. Entende- 
mos que esas deudas deben canalizarse de forma más 
transparente a través de transferencias corrientes o de capi- 
tal, pero nunca mediante la asunción de deuda. 

Ya el año pasado sucedía lo mismo y nosotros lo decí- 
amos, es una manera retorcida de aumentar el endeuda- 
miento. El Gobierno ha establecido una especie de trián- 
gulo maldito: primer vértice, decide disminuir los incre- 
mentos de las subvenciones a las empresas públicas. Se- 
gundo vértice, las empresas pasan a endeudarse. Tercer 
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vértice, el Gobierno asume la deuda y el triángulo vuelve 
a empezar. Es una curiosa maniobra contable para que no 
figure en el déficit público la subvención a empresas pú- 
blicas. 

En 1995 la subrogación de deuda que plantean es de 
218.000 millones para el INI, 54.000 millones para el CSI, 
es decir, 272.000 millones, además del planteado para Ra- 
diotelevisión Española. Es un juego de manos para hacer 
menos transparente el déficit público. 

En las enmiendas 958,960 y 961 pedimos mayor infor- 
mación para la Cámara. Son artículos que recogen el sumi- 
nistrar información al Gobierno y nosotros pedimos que 
esa misma información se dé a la Cámara. Nosotros pensa- 
mos que otros grupos de la Cámara pueden votar favora- 
blemente estas enmiendas. 

En la enmienda 959 planteamos reducir los niveles de 
riesgo para evitar incurrir en endeudamientos mayores, 
que es reducir la política de avales, y con mucha más razón 
reducir esos avales a empresas públicas en que consta su 
mala cuenta de resultados. Vemos excesivo riesgo en la 
operación y pensamos que no es otra cosa que también te- 
ner déficit encubierto y deuda pública en el futuro. 

Nosotros pretendemos -así lo planteamos en la en- 
mienda- una reducción de todos los niveles de avales, 
tanto el nivel global como el nivel autorizado a cada una de 
las empresas. 

Por Último, nos queda la enmienda 962, que va a defen- 
der Rafael Hemando. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): tiene la 
palabra el señor Hemando. 

El señor HERNANDO FRAILE: Brevemente. 
Como ustedes recordarán, el 26 de noviembre de 1992, 

posteriormente ratificado en febrero de este año, el Con- 
greso adoptaba el compromiso de presentar para estos pre- 
supuestos de 1995 unas dotaciones presupuestarias en las 
que se alcanzara el 0,35 de nuestro producto interior bruto 
para programas de ayuda oficial al desarrollo. Los fondos 
de ayuda al desarrollo, que son los que se engloban en este 
artículo 57, al cual hemos presentado una enmienda de 
modificación -en realidad es una enmienda de sustitu- 
ción-, suponen el 78 por ciento de nuestra cooperación 
bilateral y el 48 por ciento del total de nuestra ayuda oficial 
al desarrollo. 

Durante los tres últimos años, además esta cifra se ha 
venido congelando en 80.000 millones, que no es una cifra 
real porque hemos podido comprobar año tras año, y este 
año 1994 cerraremos el ejercicio con una desviación simi- 
lar, que se producen desviaciones importantes. En 1993, de 
los 80.000 millones presupuestados, se pasó en realidad a 
99.270 millones de pesetas pagados a través del Instituto 
de Crédito Oficial. Nosotros entendemos que esta dotación 
de 18.000 millones de incremento no sólo es más realista 
sino que, además, va a permitir conseguir alcanzar ese 0,35 
que, como mínimo, también acordó recientemente la Co- 
misión no Permanente de Cooperación Internacional y 
Ayuda al Desarrollo de esta misma Cámara. Pero, además, 
pretendemos que eso se haga a través de la futura ley de 

cooperación internacional, prometida reiteradamente por 
el Gobierno, la última vez para el próximo período de se- 
siones, y que esa ley sea presentada en esta Cámara antes 
del 31 de marzo del año próximo para intentar subsanar la 
indefinición y contradicciones de la legislación actual. 

Debo anunciar a esta Cámara que hemos presentado 
una proposición no de ley que será debatida seguramente 
el martes de la próxima semana. 

Nosotros, no solamente mediante esta enmienda, sino 
de otras que presentaremos más adelante, tratamos de con- 
seguir, como m’nimo, el 0,35 por ciento y llegar, si lo per- 
miten las condiciones económicas, al 0,5. No pretendemos 
que se cargue a través de líneas de crédito ampliables, sino 
en capítulos concretos y más aún en este caso con esos 
18.000 millones de incremento de los créditos FAD, me- 
diante una reducción de gastos, en el Capítulo 11. 

Este es el sentido en el que hemos presentado nuestra 
enmienda 962 y para ello pedimos el apoyo de la Cámara. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Por el 
Grupo de Izquierda Unida, tiene la palabra el señor Ríos. 

El señor N O S  MARTINEZ: La enmienda 540 va di- 
rigida al artículo 57 del texto del proyecto del Gobierno. 
Pretende añadir un nuevo apartado 3, que habla de los Fon- 
dos de Ayuda al Desarrollo, que administra el Ministerio 
de Comercio. 

El objetivo de nuestra enmienda es buscar exclusiones 
de estos fondos a los países que puedan administrar estos 
recursos directa o indirectamente para material bélico o 
uso militar. 

Por tanto, nuestra propuesta sería excluir de las opera- 
ciones con cargo al Fondo de Ayuda al Desarrollo aquellas 
que tengan por objeto la adquisición de material bélico y 
susceptible de uso militar directa o indirectamente, o desa- 
rrollo, que va unido a la actuación militar. 

Se excluirán de estos fondos los países con alto nivel de 
gasto militar y de defensa. 

Se puede decir que a partir de un tiempo acá esto ha 
sido así, pero la realidad es que no se ha sido muy riguroso 
en ese requisito en años anteriores. La prueba la tenemos 
con la condonación que acabamos de hacer a Egipto, que 
precisamente se ha hecho sobre actuaciones de ayuda al 
desarrollo, destinando esa inversión a gasto militar y de 
defensa. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Por el 
Grupo del Partido Nacionalista Vasco, tiene la palabra el 
señor Zabalía. 

El señor ZABALIA LEZAMIZ: Nuestro Grupo parla- 
mentario ha presentado solamente una enmienda a este Tí- 
tulo, que va en la línea de las intervenciones anteriores del 
Grupo Popular y del Grupo de Izquierda Unida. 

Nuestro Grupo parlamentario propone incrementar la 
línea de crédito de 80.000 millones a 120.000 millones, 
dado que nos parece que resulta insuficiente la cifra presu- 
puestada, con motivo del impulso que están teniendo las 
solicitudes que se han presentado por las empresas acogi- 
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das a los programas de comercio exterior. Creemos que en 
este momento este capítulo debe desarrollarse mucho más. 
Por eso proponemos que se aumente el crédito de los 
80.000 millones a 120.000 con cargo al Fondo de Ayuda al 
Desarrollo, según la disposición adicional novena, que 
trata del seguro de crédito a la exportación, en la que figura 
una partida de 580.000 millones de pesetas. Pensamos que 
el detraer esos 450.000 millones de diferencia de esta par- 
tida no es una cuestión que pueda desestabilizar esta par- 
tida. Por lo tanto, proponemos que se eleven a 120.000 mi- 
llones de pesetas los recursos destinados para el Fondo de 
Ayuda al Desarrollo para el año 1995. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Por el 
Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra el señor Mau- 
ricio. 

El señor MAURICIO RODRIGUEZ: Muy breve- 
mente, señor Presidente para señalar que hemos presen- 
tado una enmienda al artículo 57, en la que intentamos dar 
un nuevo giro, una nueva concepción, al Fondo de Ayuda 
al Desarrollo, planteándolo como un fondo de coopera- 
ción. Además -aunque apoyaremos las enmiendas pre- 
sentadas por otros grupos que pretenden incrementos de 
las partidas en este caso, del Ministerio de Comercio-, 
entendemos que es la manera de abrir el famoso debate del 
0,7 por ciento del producto interior bruto. Nuestra pro- 
puesta es que el Fondo de Ayuda al Desarrollo, con toda 
una serie de programas que señalamos, desde el punto de 
vista del agua, la salud, el medio ambiente, la agricultura, 
la alimentación, la promoción de la mujer, la atención a la 
infancia, la vivienda, el desarrollo de infraestructuras hi- 
dráulicas, las vías de comunicación rurales, etcétera, se 
convierta en un fondo de cooperación, con la visión de que 
la cooperación -no sólo la ayuda- es un elemento que 
produce beneficios mutuos, en este caso con España, que 
podría desarrollar este tipo de programación. Nosotros, 
aunque se producirá este tipo de enmiendas en otros capí- 
tulos o en otras secciones, queremos abrir ya el debate del 
0,7 por ciento, porque sería muy importante que en este 
presupuesto se lograra un acuerdo consensuado, posible- 
mente en una enmienda transaccional - q u e  estaríamos 
dispuestos a estudiar y a apoyar- con diferentes grupos 
de la Cámara, para conseguir un acuerdo en la línea que es- 
tán planteando las movilizaciones populares y sociales que 
se están produciendo a favor de esta propuesta. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Por el 
Grupo Mixto, en nombre de Unión Valenciana, tiene la pa- 
labra el señor Chiquillo. 

El señor CHIQUILLO BARBER: Voy a intentar ser 
breve, señor Presidente. 

Al Título V, Operaciones financieras, mantenemos tres 
enmiendas, las números 31,32 y 33. La enmienda 31 es al 
artículo 43, que pretendemos que quede redactado de la 
manera que se contempla en la enmienda, y es que se auto- 
rice al Gobierno respecto al incremento de la deuda pú- 
blica, con la limitación de que el saldo vivo de la misma no 

supere en más del 3 3  por ciento el correspondiente saldo a 
1 de enero de 1995. Su justificación es que consideramos 
que el optimista escenario macroeconómico que ha dibu- 
jado el Departamento de Econom’a y Hacienda se ve en- 
sombrecido por el incumplimiento de los requisitos que en 
materia de deuda pública establece la Unión Europea. La 
deuda pública prevista para 1995, según datos de la 
OCDE, se situará en el 67 por ciento, alejándose, por tanto, 
de los criterios de convergencia de Maastricht, y nuestro 
nivel de endeudamiento nos aleja de Europa. Esta situa- 
ción de aumento descontrolado de la deuda pública va a 
determinar que se fuercen al alza los tipos de interés, su- 
bida que hay que evitar. De ahí la presentación de nuestra 
enmienda para que la deuda pública, de alguna manera, 
tenga una limitación. 

Las otras dos enmiendas, números 32 y 33, a los artícu- 
los 45 y 46, son de supresión. Ambas son relativas a que la 
asunción por parte del Estado de las deudas del Instituto 
Nacional de Industria y del Ente Público Radiotelevisión 
Española no sea contemplada en estos presupuestos. En 
una situación como la actual, no se pueden mantener eter- 
namente subvenciones a empresas públicas. Si estas em- 
presas necesitan ayudas, ante su situación económica, de- 
berán seguirse los criterios y directrices establecidos por la 
legislación de la Unión Europea. Pedimos la supresión de 
ambos artículos por considerar que esta asunción por parte 
del Estado no es procedente. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Para 
exponer la posición del Grupo Socialista, tiene la palabra 
el señor Martínez Noval. 

El señor MARTINEZ NOVAL: El señor Martínez-Pu- 
jalte, en nombre del Grupo Popular, ha hecho una inter- 
vención que tengo que calificar de coherente. No cohe- 
rente en relación a intervenciones anteriores -no quiero 
reeditar el debate que trajo esta tarde a la Comisión el se- 
ñor Cercas-, sino coherente en sentido interno. Todo lo 
que ha dicho el señor Martínez-Pujalte es coherente, desde 
su primera afirmación hasta la última tiene un hilo con- 
ductor que se corresponde con un modo de entender y de 
valorar lo que es el déficit público y, en último término, la 
acumulación del déficit, que es el endeudamiento público 
o la deuda pública acumulada. Sin embargo, después de 
esta afirmación también tengo que dejar sentado bien cla- 
ramente que yo no coincido prácticamente con ninguna de 
las afirmaciones y aseveraciones que el señor Martínez- 
Pujalte ha hecho sobre el modo de entender y analizar el 
déficit público y el endeudamiento público. 

Dice él, en primer lugar, que el Título V y la Sección 06 
reflejan los defectos del presupuesto. Yo no creo que eso 
sea así; el déficit público ha sido toda la vida y lo seguirá 
siendo, lo es en este presupuesto, desde luego, un instru- 
mento de política económica como otro cualquiera, en 
concreto, de política fiscal, y de política financiera tam- 
bién, y, por tanto, no creo que se pueda tildar a este título 
del articulado de la ley, ni mucho menos a la Sección 06 
como el reflejo o la consecuencia de los defectos del pre- 
supuesto. 
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En segundo lugar, yo tampoco comparto con el señor 
Martínez-Pujalte que el endeudamiento del Estado, de los 
organismos autónomos, de los entes públicos haya de va- 
lorarse, haya de analizarse en similitud o con las mismas 
herramientas y con los mismos criterios con los que se ana- 
liza el endeudamiento de una economía familiar o de una 
empresa. Yo no pienso que el endeudamiento de una em- 
presa se pueda juzgar igual que se juzga el de una econo- 
mía familiar. Nada más quiero aludir al teorema de Modi- 
gliani y Miller que, a este respecto, diferencia unas cosas 
de otras. Y yo le quiero recordar, señor Martínez-Pujalte, 
que debería abandonar ese criterio. Entiendo que es un cri- 
terio que está en los libros, que también es compartido por 
otras muchas personas, algunas de ellas de una elevadí- 
sima formación académica, pero un criterio que, desde 
otro punto de vista, se pueda calificar de excesivamente 
clásico. ¿Por qué razón? Porque una economía familiar 
tiene balance patrimonial, mientras que en la contabilidad 
pública no es posible el balance patrimonial. 

Para analizar las consecuencias del déficit, señor Martí- 
nez-Pujalte, deberíamos de analizar -algún día debería- 
mos hacerlo, no se ha hecho en esta Cámara todavía- 
cuáles son las razones, cuáles son los gastos que explican 
el incremento de la deuda. Usted dijo que era un incre- 
mento acelerado. Es cierto. En eso sí comparto una preo- 
cupación con usted, la comparte mi Grupo también. Yo 
creo que nadie puede asistir impasible y mucho menos con 
alegría y con asentimiento al incremento del endeuda- 
miento del Estado. Ni aquí, ni en Francia, ni en Holanda 
está ocurriendo eso. En las condiciones que se avecinan, 
cuando los países han decidido caminar por una senda de 
convergencia, sería una insensatez menospreciar ahora el 
problema del déficit público o del aumento de la acumula- 
ción del déficit que es la deuda, pero habría que analizar 
qué tipo de gastos son los que han conducido a este endeu- 
damiento del Estado. 

Al final, debería convenir conmigo, señor Martínez-mi- 
jalte, que en la contabilidad pública no hay balances patri- 
moniales y que, por tanto, hay aumentos de pasivos y tam- 
bién un incremento importante de activos, pero de activos 
que no se reflejan ni en el capítulo IX, ni en el capítulo 
VID. Ahí se reflejan los activos financieros, pero una parte 
del endeudamiento público ha ido dirigida a un incremento 
muy importante de los activos sociales, del capital social 
de la nación y, sin embargo, el incremento de esa riqueza 
nacional no aparece reflejado como aparece reflejado en la 
cuenta de una econom’a familiar: yo me endeudo en tres, 
pero en el activo tengo un piso, o tengo una finca, o tengo 
el activo que respalda el endeudamiento de la econom’a fa- 
miliar. No ocurre lo mismo en el caso de la contabilidad 
pública. Por lo tanto, creo que es erróneo y conduce a con- 
clusiones que no se corresponden con la realidad seguir 
haciendo análisis del endeudamiento público con las mis- 
mas herramientas con las que uno puede juzgar el endeu- 
damiento de una econom’a familiar o el de una econom’a 
empresarial. 

Tampoco estoy de acuerdo con usted, señor Martínez- 
Pujalte, en que el endeudamiento público lleve a la pérdida 
de competitividad por incremento de los tipos de interés a 

los que se refería. Creo más bien que puede ocurrir lo con- 
trario. Entiendo que es mucho más importante para la com- 
petitividad exterior de la econom’a española la evolución 
de la tasa de inflación, sobre todo el diferencial de la tasa 
de inflación, que la evolución del diferencial de tipo de in- 
terés. Un instrumento clásico para contener la tasa de in- 
flación, para reducir la inflación, es endurecer la política 
monetaria, es decir, incrementar los tipos de interés. De 
manera que dudo mucho que exista una relación entre el 
incremento de tipos de interés y la pérdida de competitivi- 
dad de la econom’a española. 

Si lo que quiere decir es que incrementando los tipos a 
largo plazo estamos dificultando las decisiones empresa- 
riales de invertir más, sea en bienes de equipo, sea en bie- 
nes residenciales, estoy de acuerdo con usted. Es cierto 
que los tipos a largo plazo, sobre todo a largo plazo, no a 
corto plazo, sí aumentan, dificultan, hacen más viscosa la 
capacidad que tienen los empresarios y las econom’as fa- 
miliares para decidir determinadas inversiones, pero tam- 
bién es verdad -y eso debería aceptármelo usted- que la 
economía española ha demostrado que tiene capacidad 
para vivir procesos de inversión intensísimos con tipos de 
interés a largo plazo altísimos. Ahí está la experiencia del 
período de 1985 a 1990, en el que nuestro país conoció un 
proceso de inversión que no se estaba dando en ningún 
otro país de la Comunidad Europea, con unos tipos de in- 
terés a largo plazo cercanos al 14, al 15 por ciento, incluso 
en cifras superiores a las que le digo. 

De manera que es cierto que tipos de interés a largo 
plazo pueden dificultar la inversión. Y cualquier decisión 
que condujera a la reducción al cabo de unos meses de esos 
tipos de interés a largo plazo sería beneficiosa para la eco- 
nom’a española en estos momentos, pero por la vía de la 
demanda de inversión, no por la vía de la competitividad, 
por las razones a que antes me he referido. 

Entenderá más fácilmente que todo lo anterior que tam- 
poco coincida con la afirmación de que estos presupuestos 
no ayudan a la recuperación. Ese es un eslogan político 
que está muy bien, pero yo podría contestarle con otro es- 
logan político diciendo lo contrario, que estos presupues- 
tos sí ayudan a la recuperación. Si en algún momento tu- 
viéramos que discutir más en profundidad por qué digo yo 
que sí ayudan a la recuperación y qué razones puede haber 
en su afirmación de que no ayudan a la recuperación, ten- 
dríamos que ir a analizar si estos presupuestos son cohe- 
rentes con el escenario macroeconómico que el Gobierno 
presenta en paralelo con los mismos. Yo creo que sí lo son 
y como en este escenario macroeconómico, me parece que 
de manera bastante sensata, hay un planteamiento de cuál 
puede ser la senda de crecimiento de la econom’a española 
en el año 1995, como pienso que el presupuesto es cohe- 
rente con ese escenario macroeconómico, sobre esa base 
que sumariamente le expongo, puedo afirmar que estos 
presupuestos sí ayudan a la recuperación. 

En relación con los camuflajes del déficit - c r e o  que 
fue el término que usted utilizó para referirse a algunas 
operaciones que incorpora el presupuesto, las incorpora 
siempre-, tengo alguna experiencia en la discusión de 
esas cuestiones en esta Cámara desde hace bastantes años. 
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Es cierto que la asunción de deuda, cuando surte efecto, 
que es el uno de enero, de 1995 en el caso de este presu- 
puesto, se anota en el capítulo de pasivos financieros del 
Estado y que no incrementa en nada en ese ejercicio el ca- 
pítulo 111. Aumentan los pasivos del Estado pero no au- 
mentan los gastos presupuestarios del Estado como conse- 
cuencia de la asunción de esos pasivos. Esos gastos sólo 
aparecen en el presupuesto a medida que se van produ- 
ciendo los pagos de intereses o de amortizaciones de esos 
créditos o de esa deuda de empresas públicas, de entes pú- 
blicos, los cuales asume el Estado. 

Este no es un criterio, señor Martínez-Pujalte, que usted 
pueda imputar como perverso al Gobierno; es un criterio 
de la contabilidad nacional. Punto final. Criterios que us- 
ted sabe igual que yo que no los deciden en modo alguno 
los gobiernos. Hay una cierta coincidencia y una cierta 
conveniencia entre muchos países respecto de criterios de 
contabilidad nacional para anotación de deuda, etcétera, y 
éste es un criterio de contabilidad nacional. Usted dice que 
lo camufla; lo camufla poco tiempo, porque en cuanto se 
producen pagos de intereses y de amortizaciones, Iógica- 
mente esos pagos empiezan a aparecer luego. En todo caso 
no camuflaría -utilizando su terminología- más que 
muy temporalmeflte lo que es el verdadero endeudamiento 
bruto del Estado. 

El señor Martínez-Pujalte ha hecho luego consideracio- 
nes de carácter más particular con alguna de las enmiendas 
y en relación con eso le tengo que decir que vamos a re- 
chazarle todas las enmiendas que suponen modificación de 
las cifras de la Sección 06 o de los artículos del Título V 
que se refieren a algún cifrado de déficit. 

En relación con sus enmiendas en las que pide más in- 
formación, en las que demanda más envío de información 
detallada a los grupos parlamentarios sobre la evolución 
del endeudamiento, le puedo decir que vemos con una 
cierta simpatía esas enmiendas, que las estamos valorando 
y que una contestación más precisa y más definitiva sobre 
ellas, sobre las que se refieren a aumento de la informa- 
ción, la tendrá usted en el Pleno cuando volvamos a discu- 
tir esta materia. 

Varios portavoces de grupos parlamentarios - e n  con- 
creto el señor Hernando, con la enmienda 262; el señor 
Ríos, bien es verdad que con otro matiz distinto al que se 
planteaba, porque la enmienda del señor Ríos (enmienda 
540 de Izquierda Unida) va dirigida a un aspecto muy par- 
cial del destino del 0,7; el señor Zabalía en nombre del 
Grupo Parlamentario Vasco (PNV), que presenta una en- 
mienda de ampliación de ese crédito de 80.000 millones a 
120.000 millones y el señor Mauricio- han presentado 
enmiendas en relación con la cuestión que podríamos de- 
nominar, para entendernos, del 0,7. Todas esas enmien- 
das, señorías, incluida la del señor Ríos - q u e  ya digo que 
no se refería a la cuestión central, sino a una cuestión re- 
lacionada con el problema del 0,7-, las vamos a recha- 
zar, porque el Grupo Parlamentario Socialista presentó 
una enmienda que creemos coherente con nuestro punto 
de vista; de manera que estas enmiendas que ustedes pre- 
sentan ya no tratarían de modificar el contenido en estos 
momentos del documento presupuestario, en la medida en 

que, por la incorporación en la Ponencia, ese documento 
presupuestario ha quedado modificado como consecuen- 
cia, como digo, de las enmiendas del Grupo Parlamentario 
Socialista en esa materia. Es una cuestión que tiene su im- 
portancia política y, por lo tanto, es fácilmente comprensi- 
ble que en ese punto defendamos la enmienda que el 
Grupo Socialista ha presentado y que rechacemos el resto 
de enmiendas. 

Esto es todo. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Para 
un turno que la hora avanzada pide clamorosamente que 
sea breve, tiene la palabra el señor Martínez-Pujalte. 

El señor MARTINEZ-PUJALTE LOPEZ: Dada la 
hora, voy a procurar ser breve, porque compartimos ese 
deseo de la Presidencia. 

Agradezco al señor Martínez Noval el calificativo de 
coherente respecto a la intervención de mi Grupo. Es lo 
que venimos defendiendo desde siempre. Agradezco que 
se tomen por lo menos en consideración algunas de las en- 
miendas presentadas. Esperamos que esa simpatía que dice 
que tienen hacia esas enmiendas se convierta en el voto fa- 
vorable para que tengamos más información en esta Cá- 
mara. 

Ahora bien, le quiero hacer algunas consideraciones en 
torno a lo que ha dicho. Ha hablado de balance patrimonial 
del Estado. Efectivamente, no hay balance patrimonial, 
pero sí hay un criterio clásico y manido del uso de los gas- 
tos de endeudamiento. Los gastos de endeudamiento de- 
ben destinarse a inversión y no a gastos comentes. Ese es 
uno de los grandes males que ha tenido la política econó- 
mica que han ido practicando. Han ido destinando endeu- 
damiento a gasto comente y eso no hay econom’a familiar, 
ni economía empresarial, ni econom’a pública que lo re- 
sista, porque no es otra cosa que trasladar el gasto a gene- 
raciones futuras. En esto yo creo que los presupuestos de 
este año, igual que los de años anteriores, tienen un defecto 
muy consolidado: están trasladando a generaciones futuras 
cargas muy importantes. 

Usted ha planteado uno de los grandes temas: ¿En qué 
se usa el endeudamiento? Yo le digo, y hay números, que 
ese endeudamiento lo están usando para sufragar gasto co- 
rriente. Tienen una técnica presupuestaria que es mala en 
sí misma, porque calculan primero lo que se quieren gas- 
tar, después calculan los ingresos y, por último, dicen que 
tienen que endeudarse en una cantidad. 

Eso, y no otra cosa, es lo que ha provocado la acelera- 
ción del endeudamiento. Otros países europeos tienen ni- 
veles de endeudamiento incluso mayores que el nuestro, 
pero con un nivel de aceleración muchísimo menor. 

He dicho que entiendo que éstos no son los presupues- 
tos que España necesita ahora mismo y lo sigo mante- 
niendo. Estos presupuestos no ayudan a mejorar nuestra si- 
tuación con respecto al resto de los países europeos. Este 
título en concreto daña tres criterios que influyen en la 
competitividad: El tipo de interés, que dañará la inversión 
y (aunque antes no lo he dicho, se puede seguir profundi- 
zando en esto) además dañará el tipo de cambio y la tasa de 
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inflación, en la que no repercute mucho la deuda, pero es 
que el diferencial de la inflación no va mucho mejor. 

Con este tipo de endeudamiento se provocó el alza de 
unos tipos de interés que harán disminuir la inversión, por- 
que a mayor tipo de interés, menor inversión. Además, 
quiero hacer un paréntesis. La subida de los tipos de inte- 
rés no sólo perjudica a las empresas, sino que perjudica, y 
muy notablemente, a las personas físicas, incluso de renta 
media y baja, que ya están viendo que las hipotecas les van 
a subir dos o tres puntos. 

Usted ha dicho que empleo un eslogan que es que este 
presupuesto no ayuda al crecimiento. Yo le digo que no 
ayuda al crecimiento. Los presupuestos públicos deben te- 
ner un efecto compensador con los ciclos y en un ciclo al- 
cista se hace necesario un presupuesto restrictivo y ése es 
uno de los grandes males que ustedes cometieron en la 
época de crecimiento que ha mencionado, de 1985 a 1989: 
ciclo alcista y presupuesto alcista, descalabro cuando se 
acabó el ciclo. 

Ha hablado también -y con esto acabo- de los camu- 
flajes. No digo que la asunción de deuda sea un camuflaje 
en el mismo momento en que asume, pero sí digo -y us- 
ted eso lo entenderá perfectamente- que hay dos cosas. 
Por una parte, se esconde un déficit presupuestario no fi- 
nanciero porque la asunción de deuda, tanto al INI como al 
CSI y al Ente público Radiotelevisión Española debería ir 
como transferencias corrientes o de capital -Capítulos IV 
o VI- y no en el que va, con lo cual, como lo sacan de 
esos capítulos están dando la apariencia de que el déficit es 
menor y no. 

Además, un segundo punto, y es que es una técnica que 
no es que nos la propongan este año, es que lo hacen todos 
los años. Junto a la asunción de deuda, abren, en el Anexo 
111, otra puerta, que es la posibilidad de que esos organis- 
mos sigan endeudándose y el año que viene nos propon- 
drán en los presupuestos -espero que no- que asuma- 
mos las deudas que han contraído. 

Nosotros mantenemos nuestras enmiendas que creemos 
que son coherentes y que responden a lo que necesita este 
país para salir adelante, que es bajar deuda, fijar controles 
y no meternos de tapadillo nuevos endeudamientos del Es- 
tado. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Tiene 
la palabra el señor Hernando. 

El señor HERNANDO FRAILE: Quiero aclarar al se- 
ñor Martínez Noval que se votó en la Ponencia la no in- 
corporación de las enmiendas al texto; por tanto, no se 
puede argumentar que ya está incorporada una enmienda 
al texto para no aceptar la enmienda que ha presentado el 
Grupo Popular al Fondo de Ayuda al Desarrollo. 

Por otra parte, he de decirle que ni  tan siquiera en el 
texto de esas enmiendas presentadas por el Grupo Socia- 
lista se hace referencia a que esos créditos vayan al Fondo 
de Ayuda al Desarrollo. Nosotros nos encontramos con 
una situación que es ciertamente grave y es que ustedes, a 
través del Consejo de Ministros, han autorizado créditos 
muy por encima, a lo largo de los últimos años, de las do- 

taciones presupuestarias que han venido realizando. Eso 
no sólo ha generado desviaciones presupuestarias conti- 
nuas y constantes, sino que hace que en estos momentos 
tengamos una bolsa de operaciones de ayuda oficial al de- 
sarrollo con créditos FAD que supone 180.000 millones to- 
davía de operaciones pendientes de pago y de desarrollo. 
Esto, señorías, provoca que año tras año, llegado el mes de 
septiembre, el Instituto de Crédito Oficial se quede sin fon- 
dos suficientes para hacer frente a los pagos de las obliga- 
ciones contraídas por nuestras empresas y los proyectos 
desarrollados por nuestras empresas en el exterior. Lo que 
pretendemos precisamente con esta dotación es hacer 
frente de una forma realista a ese pago, hacer frente a esas 
obligaciones y no eludir esta responsabilidad y determinar 
que, a través de créditos ampliables, se pueda hacer esto. 

Como he explicado al principio, nosotros no creemos 
en los créditos ampliables; lo que hemos pretendido es de- 
traer esos 18.000 millones de partidas concretas de los pre- 
supuestos generales del Estado. Por lo tanto, lamentamos 
la posición del Partido Socialista en este tema. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Ruego 
a las señorías que están en el bar improvisado que, por fa- 
vor, bajen la voz, porque no nos dejan oír. Comprendo la 
tendencia a la juerga en estas horas pero creo que es, por lo 
menos, inconveniente en este trámite. (Risas.) 

Tiene la palabra el señor Ríos, por el Grupo de Iz- 
quierda Unida. 

El señor RIOS MARTINEZ: En nombre del Grupo 
Federal de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya me 
gustaría solamente hacer una pequeña precisión al porta- 
voz del Grupo Socialista. 

Nuestra enmienda va dirigida al artículo 57 y a su filo- 
sofía. 

El Grupo Parlamentario Socialista ha presentado una 
enmienda a la disposición adicional decimonovena, al 
igual que la ha presentado el Grupo de Izquierda Unida, 
sobre la filosofía de la ayuda al desarrollo para el Tercer 
Mundo a través de las ONG. Pero la enmienda de Iz- 
quierda Unida va dirigida a lo que es la administración de 
los 80.000 millones -o la cifra que se ponga al final, se- 
gún la que proponga, si se acepta, el Grupo Vasco (PNV) o 
la del Grupo Parlamentario Popular-, a la distribución de 
ese fondo de ayuda al desarrollo que hace el Ministerio de 
Comercio y Turismo. Nosotros proponemos limitar esa ad- 
ministración de esos recursos para que no sean destinados 
estos fondos para ayudar a países que quieren asentar de- 
terminadas actividades que nuestras industrias puedan 
aportarles, que no sean para lo que podríamos llamar ar- 
mamento o política de defensa, que vayan dedicados a 
otras políticas de desarrollo, porque no solamente se desa- 
rrolla con la defensa una posición en determinados países. 
Les voy a poner un ejemplo. Con la Ley actual de fondos 
de ayuda al desarrollo, nosotros este año hemos dado una 
ayuda a una zona, a un país, todavía no es un país, un Es- 
tado ya será, a lo que son las autonom’as de Gaza y Jericó, 
a la OLP. Pues bien, entre esos dineros también le hemos 
dado ayudas para preparar la policía. Pongo este ejemplo 
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para que veamos que hay una manera de utilizar estos re- 
cursos y otra que queremos limitar. 

Por tanto, está presentada al artículo correspondiente y 
al margen de la discusión de la enmienda que en su mo- 
mento hagamos de las ONG y la administración de las ayu- 
das al desarrollo, que son distintas de los FAD. 

Espero haber sido convincente. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Por el 
Grupo Vasco (PNV) tiene la palabra de nuevo el señor Za- 
balía. 

El señor ZABALIA LEZAMIZ: Simplemente inter- 
vengo para decir que, dado que no me ha convencido el 
portavoz del Grupo Socialista en la contestación que ha 
dado a la propuesta de nuestro Grupo Parlamentario, esta 
enmienda la vamos a mantener. 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Por el 
Grupo Unión Valenciana, Grupo Mixto, tiene la palabra el 
señor Chiquillo, si es que lo desea. 

El señor CHIQUILLO BARBER: Simplemente, 
como no he recibido contestación a ninguna de las en- 
miendas, ¿qué entiendo, que se asumen? 

El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Tiene 
la palabra en este turno, por fin, y cerrando, el señor Mar- 
tínez Noval. 

El señor MARTINEZ NOVAL: El señor Martínez-mi- 
jalte me responde que los gastos de endeudamiento serían 
aceptables -al menos se nos aceptaría conceptual- 
mente- si fueran destinados a inversión y no a gasto co- 
rriente, porque entiende que el endeudamiento para finan- 
ciar gasto corriente es una decisión que sólo conduce a 
grandes males. 

Yo también discrepo de eso, señor Martínez-hjalte. Ha 
habido en la historia países que han dedicado cantidades 
ingentes de su déficit público y de su endeudamiento al 
gasto corriente y no han sido conducidos a ningún precipi- 
cio financiero. Hubo una época, hace varias décadas, en la 
que era normal un consenso en tomo a un modo de enten- 
der el endeudamiento público que procedía de Keyness y 
que tiene poco que ver con los problemas que usted ve en 
el endeudamiento. Es verdad también que ese punto de 
vista quedó en alguna medida anumbado y que en estos 
momentos aparece otra vez en la escena, con la misma 
fuerza y con la misma potencia, intelectual al menos, con 
la que puede aparecer una visión más clásica del endeuda- 
miento. Pero incluso si yo aceptase que el endeudamiento 
debe ir destinado a la inversión, deberíamos precisar, por 
ejemplo, si usted entiende que el gasto en educación es in- 
versión o no lo es. Yo entiendo que sí, que el gasto en edu- 
cación, por ejemplo, no es un gasto corriente, que es inver- 
sión en capital humano. Eso es lo que repetimos todos una 
y otra vez. Luego entonces, por ejemplo, más de un billón 
de pesetas de este presupuesto que tradicionalmente se en- 
globa en ese calificativo de gastos corrientes, desde mi 

punto de vista no serían gastos corrientes, serían gastos de 
inversión, por ejemplo, todos los educativos. Buena parte 
de los gastos sanitarios tampoco deberían ser entendidos 
como gastos corrientes. Deberán ser entendidos como gas- 
tos de inversión en capital humano. Así sucesivamente. El 
problema, señor Martínez-Pujalte, es que los criterios en la 
contabilidad pública -insisto otra vez- se separan bas- 
tante de los criterios de contabilidad en la actividad pri- 
vada y cuanto más profundiza uno en esa separación, ma- 
yores motivos encuentra para pedir de nuevo que, si es po- 
sible, algún día tengamos una discusión detallada de qué 
gastos son los que justifican y los que están en el origen del 
endeudamiento que en este momento tenemos en nuestro 
país. 

Tampoco estoy de acuerdo con usted en que el presu- 
puesto se haga calculando primero los gastos, luego los in- 
gresos y después el déficit. Me parece que ése no es el pro- 
cedimiento, aunque S. S .  estará de acuerdo conmigo en 
que todo presupuesto, aquí y en cualquier país del mundo, 
tiene un arrastre inercial del pasado tremendo y el margen 
en el que un Gobierno decide en qué medida altera el pre- 
supuesto hacia arriba o hacia abajo es muy pequeño por- 
que, como digo, el peso del pasado, al que hay que hacer 
frente necesariamente, es muy fuerte en todo presupuesto. 

Aun así, la primera decisión que hay que tomar sobre 
un presupuesto es una a la que usted se refería: si el pre- 
supuesto va a ser expansivo, restrictivo o neutral respecto 
a la evolución prevista de la actividad económica en el 
ejercicio para el cual se elaboran los presupuestos. Esa es 
la decisión que se toma y yo no creo, señor Martínez-Pu- 
jalte, que éste sea un presupuesto expansivo. No creo, re- 
pito, que se pueda decir de éste que es un presupuesto ex- 
pansivo. ¿Cómo va a ser un presupuesto expansivo si en 
un momento de recuperación económica lo que plantea, 
por ejemplo, en relación con los funcionarios públicos o 
con los pensionistas es el mantenimiento de la capacidad 
adquisitiva? No plantea el crecimiento desmesurado, el 
crecimiento moderado, o el crecimiento, sino el manteni- 
miento de la capacidad adquisitiva. ¿Cree usted, señor 
Martínez-Pujalte, que eso caracteriza un presupuesto ex- 
pansivo? Yo creo que no. Este es un presupuesto bastante 
sensato para el escenario macroeconómico que acompaña 
al presupuesto y que plantea determinadas previsiones en 
relación con qué es lo que va a crecer más si la inversión 
o el consumo privado, etcétera. Este presupuesto, de 
acuerdo con la cifra global de gasto y su comparación con 
el término con el que se compara siempre, que es el cre- 
cimiento del producto interior bruto en términos nomina- 
les, no es un presupuesto expansivo, señor Martínez-Pu- 
jalte. 

En lo que se refiere al problema de la asunción de la 
deuda, tengo que reiterar los argumentos que empleaba an- 
teriormente. Es verdad -también se refirió a ello el señor 
Chiquillo, me tiene que disculpar por no haberme referido 
a él anteriormente- que la asunción de la deuda hay que 
hacerla en estos momentos -algunos la interpretan como 
subvención a empresas públicas- en el marco de la nor- 
mativa de la Unión Europea. A lo mejor, esta asunción de 
deuda se entiende mejor si se plantea en ese marco norma- 
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tivo al que me refiero; digo esto en relación con la posibi- 
lidad de contemplarlo de modo distinto, por caminos, por 
capítulos y vías diferentes. 

El señor Ríos me ha conducido a un terreno de juego 
distinto al del 0,7, es el de la posibilidad de que los 80.000 
millones del artículo 59 no se empleen en determinadas 
operaciones comerciales que él juzga inadecuadas desde la 
perspectiva de la ayuda al desarrollo. Nosotros no lo juz- 
gamos así, señor Ríos, y, por tanto, ahora en términos mu- 
cho más precisos, tengo que comunicarle el rechazo de su 
enmienda 540. 

Esto es todo, señor Presidente. 

i~~ VI El señor VICEPRESIDENTE (García Ronda): Con su 
58 a 85 intervención, señor Martínez Noval, termina el debate co- 

rrespondiente al Título V, sección 06, e iniciamos el debate 
correspondiente al título VI. 

Para defender las enmiendas del Grupo Popular, tiene la 
palabra el señor Costa. 

El señor COSTA CLIMENT Considerando la hora 
que es, intentaré ser lo más breve posible y haré referencia 
únicamente a las principales enmiendas del Grupo Parla- 
mentario Popular a este título del proyecto de ley de Pre- 
supuestos y daré por defendidas las restantes enmiendas en 
sus justos términos. (El señor Vicepresidente, Ortiz 
González, ocupa la Presidencia.) 

En primer lugar, el Grupo Parlamentario Popular for- 
mula una enmienda de supresión a la totalidad del título, 
que se justifica, principalmente, por dos razones. Primero, 
porque las medidas tributarias que incorpora este proyecto 
de ley de Presupuestos para 1995 determinan una eleva- 
ción normativa de la presión tributaria; una elevación que 
tendrá su impacto, principalmente, en las economías fami- 
liares más modestas ya que, por sus características, deter- 
minará una reducción de la renta disponible. Esta eleva- 
ción normativa de la presión tributaria supone, de nuevo, 
un incumplimiento, por parte del Gobierno, de un compro- 
miso asumido no hace más de cuatro meses, cuando se pre- 
sentó en esta Cámara el plan de actualización del programa 
de Convergencia. Segundo, porque mi Grupo Parlamenta- 
rio considera justificada una enmienda de supresión al Tí- 
tulo VI, puesto que las medidas que incorpora no constitu- 
yen instrumentos eficaces para favorecer el ahorro y la in- 
versión y, en consecuencia, para mejorar los niveles de 
empleo de nuestro país. 

A continuación, voy a hacer referencia a las principales 
enmiendas al articulado que ha formulado el Grupo Parla- 
mentario Popular. Con respecto a los artículos 59 y 63, el 
Grupo Parlamentario Popular presenta dos enmiendas. En 
estos artículos el Gobierno propone la deflactación de la 
tarifa individual y conjunta del IRPF en un 3,5 por ciento 
para 1995. Esta deflactación, que persigue evitar una 
nueva subida encubierta de los impuestos por el efecto de 
la progresividad en frío, una subida encubierta a la que nos 
tiene acostumbrados el Gobierno del señor González 
desde 1992, resulta de todo punto insuficiente para com- 
pensar el efecto de la inflación acumulada durante el pe- 
ríodo comprendido entre 1992 y 1994, y resultará, además, 

insuficiente, si como es probable, las previsiones de infla- 
ción del Gobierno para 1995 se incumplen como conse- 
cuencia, principalmente, del impacto que puedan tener 
otras medidas tributarias que incorpora este proyecto de 
ley de Presupuestos. Por ello, las modificaciones que soli- 
cita el Grupo Parlamentario Popular tienen como finalidad 
aplicar para 1995 las tarifas propuestas por el Gobierno y 
aprobadas por el Parlamento en 1991, que tenían que haber 
entrado en vigor en 1992, tarifas que deberán nada más de- 
flactarse en un 3,5 por ciento, en función de la inflación 
prevista para 1995. 

Las razones que justifican la aplicación de estas tarifas 
son básicamente tres: eliminar los obstáculos al ahorro in- 
terno y a la oferta de empleo, adecuar la tarifa del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas a las tendencias in- 
ternacionales y, finalmente, se encuentran justificadas por- 
que, desde el punto de vista presupuestario, el impacto re- 
caudatorio que pueden tener las medidas propuestas no re- 
sultará significativo si consideramos el previsible incre- 
mento de las bases declaradas en 1995 y la elevada elasti- 
cidad-renta del actual Impuesto sobre la Renta de las Per- 
sonas Físicas. 

En segundo lugar, voy a hacer referencia a las enmien- 
das que presenta el Grupo Parlamentario Popular al ar- 
tículo 60 del proyecto de ley de Presupuestos. 

El proyecto de ley de Presupuestos plantea reducir el 
coeficiente para determinar el rendimiento presunto impu- 
table a los inmuebles urbanos de uso propio, fijando un 
coeficiente del 1,3 por ciento para aquellos inmuebles que 
hayan estado sometidos a una revisión catastral. Quiero 
manifestar que resulta cuestionable o criticable cuando 
menos que el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí- 
sicas someta a tributación las rentas presuntas imputables 
al uso y disfrute de bienes de los sujetos pasivos y, en con- 
creto, las rentas presuntas imputables al uso y disfrute de la 
vivienda familiar. ¿Por qué no sometemos a tributación, 
por ejemplo, las rentas presuntas imputables a la utiliza- 
ción de un inmueble rústico como puede ser un campo de 

En tercer lugar, consideramos criticable la regulación 
que establece el proyecto de ley en la medida en que intro- 
duce una discriminación entre propietarios titulares de in- 
muebles urbanos en función de la fecha de su adquisición. 
Un sujeto pasivo que ha adquirido un inmueble urbano de 
forma reciente y que, además, ha obrado de buena fe y ha 
declarado el precio real de adquisición de ese inmueble, 
está sometido a una tributación muy superior, notable- 
mente superior a aquélla a la que se ve sometido otro su- 
jeto pasivo que es titular de un inmueble de idénticas ca- 
racterísticas pero que lo ha adquirido hace bastante más 
tiempo y que, por lo tanto, para determinar su tributación 
se toma como base una renta inferior. 

Para evitar estas distorsiones que produce la actual nor- 
mativa, nuestro Grupo Parlamentario propone, en primer 
término, iniciar una tendencia de supresión de la tributa- 
ción sobre las rentas presuntas aplicando un coeficiente del 
uno por ciento, coeficiente que, además, tome como base 
el valor catastrai en todos los casos para evitar esas discri- 
minaciones que se producen entre los sujetos pasivos en 

golf? 
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función de la fecha de adquisición de los inmuebles. Alter- 
nativamente, proponemos aplicar el coeficiente del 1,3 por 
ciento también a aquellos inmuebles en los que el rendi- 
miento presunto se determina sobre la base del valor de ad- 
quisición si este valor de adquisición resulta superior al 
doble del valor catastral. 

Con respecto al artículo 62, el Grupo Parlamentario 
Popular también formula enmiendas con relación a las de- 
ducciones familiares en el IRPF y a la devolución por do- 
ble imposición sobre dividendos. En cuanto a las deduc- 
ciones familiares, mi Grupo Parlamentario quiere destacar 
que resulta cuestionable el criterio que utiliza el Gobierno 
en materia de apoyo a la familia. Resulta cuestionable 
porque es el reflejo de la concepción política del Go- 
bierno, una concepción política en la que se opta por una 
política de ayudas fiscales, es decir, de subvenciones en 
lugar de tener en cuenta las circunstancias familiares de 
los sujetos pasivos para modular su capacidad económica. 
Además, una regulación que introduce una ayuda a la fa- 
milia claramente insuficiente. El proyecto de ley propone 
una deducción de 25.000 pesetas a partir del tercer hijo, es 
decir, 4.300 pesetas más que en el caso del primer y del 
segundo hijo. Esto supone que todo el sacrificio presu- 
puestario a que está dispuesto el Gobierno en apoyo a 
aquellas familias en las que existan tres hijos se circuns- 
cribe a 4.300 pesetas al año, a 350 pesetas al mes. ¿Es éste 
todo el esfuerzo presupuestario a que está dispuesto el 
Gobierno en materia de fiscalidad de la familia en 1994, 
cuando nos encontramos en el Año Internacional de la Fa- 
milia? 

Con respecto a la eliminación de la doble imposición 
económica sobre los dividendos, mi Grupo Parlamentario 
propone mantener el sistema de imputación, que es el que 
introduce el Gobierno, pero estableciendo un coeficiente 
del 1,53 en lugar del 1,40, que es el que propone el Go- 
bierno y que no elimina totalmente la doble imposición 
económica. 

En cuanto al artículo 64, el Grupo Parlamentario Po- 
pular introduce también enmiendas que tienen como fi- 
nalidad apuntalar el cambio de tendencia que experi- 
menta la inversión en el actual escenario macroeconó- 
mico. Se encuentra plenamente justificado en una situa- 
ción coyuntural que se caracteriza por un proceso en el 
que la inversión se desaceleró en 1990 y cayó a partir de 
1991, resulta, como digo, plenamente justificado intro- 
ducir estímulos eficaces a la inversión en un momento 
en que es necesario apuntalar las expectativas de creci- 
miento a la inversión, para que la demanda interna tome 
el relevo del crecimiento económico durante 1995. Las 
previsiones de inversión establecidas en los Presupues- 
tos Generales del Estado para 1995 con el marco pro- 
puesto de incentivos a la inversión, resultan difícilmente 
materializables si consideramos el nivel de utilización 
de la capacidad productiva y la previsible elevación de 
los tipos de interés. 

Con respecto a los artículos 78 y 82, el Grupo Parla- 
mentario Popular también ha formulado un conjunto de 
enmiendas. Estos artículos constituyen la joya de la corona 
con la que el Gobierno quiere sorprendemos, una vez más, 

en estos Presupuestos Generales del Estado para 1995. 
Una joya que determina una elevación normativa de los in- 
gresos y, en consecuencia, un incremento de la presión tri- 
butaria. 

Con estas medidas, de acuerdo con las cifras anuncia- 
das por el Gobierno, se incrementará la recaudación en 
3 10 .O00 millones de pesetas. Una elevación normativa de 
los ingresos que resultará, además, superior en la medida 
en que el incremento de la inflación que derive de esa su- 
bida de tipos que propone el Gobierno aumentará, a su vez, 
la base de los impuestos. Unas medidas que generarán ten- 
siones inflacionistas y que, por lo tanto, propiciarán una 
subida de los tipos de interés, con el riesgo que eso supone 
para la inversión empresarial y para el crecimiento econó- 
mico. Unas medidas que van a tener un impacto negativo 
sobre el bienestar y que van a afectar principalmente a las 
econom’as domésticas más modestas, aquellas en las que 
los artículos de primera necesidad y los artículos básicos 
constituyen una parte más importante del presupuesto fa- 
miliar. 

Mi Grupo Parlamentario considera justificada la pro- 
puesta de supresión de la elevación de los tipos del IVA y 
de los hidrocarburos. En primer lugar, porque esa subida 
de tipos no se justifica con la finalidad de mantener un 
equilibrio presupuestario. Esa elevación normativa de los 
tipos y de los ingresos va a determinar, como m’nimo, un 
incremento neto de la recaudación superior a 170.000 mi- 
llones de pesetas. Por lo tanto, la subida de tipos del IVA y 
de los hidrocarburos no se puede justificar con la finalidad 
de mantener el equilibrio presupuestario. En segundo lu- 
gar, porque esas medidas de subida de tipos ponen en peli- 
gro la reactivación económica. Ponen en peligro la reacti- 
vación económica porque propiciarán una subida de la in- 
flación y, en consecuencia, un repunte de los tipos de inte- 
rés. Porque determinarán un incremento de los costes ener- 
géticos y, por lo tanto, afectarán negativamente a la com- 
petitividad de las empresas. Y porque provocarán una re- 
ducción de la renta disponible de las econom’as familiares, 
que incidirá negativamente en la capacidad del consumo 
privado, para contribuir al crecimiento económico en 
1995. 

Estas, señor Presidente, son las principales enmiendas 
que ha introducido el Grupo Parlamentario Popular, en- 
miendas que se plantean con el ánimo que siempre carac- 
teriza a nuestro Grupo de contribuir a la mejora del conte- 
nido de los Presupuestos para 1995 y de contribuir a que 
nuestro país disponga de unos Presupuestos Generales efi- 
caces para cerrar esas brechas de bienestar que nos separan 
de Europa y para apuntalar el crecimiento económico. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Por el 
Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene 
la palabra el señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: Voy a ser breve, porque 
el que lo intenta luego no lo es. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Se lo 
agradeceremos todos, señor Ríos. 
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El señor RIOS MARTINEZ: Muy bien, señor Presi- 
dente. 

Las enmiendas van dirigidas, en unos casos, a introdu- 
cir lo que pudiéramos llamar beneficio fiscal a las rentas 
del trabajo y, en otros, a reducir los beneficios fiscales que 
pueda tener otro tipo de actividad. 

La enmienda 542 se refiere al artículo 62 uno y pre- 
tende hacer frente a las deducciones familiares contempla- 
das en el proyecto para cada descendiente soltero que con- 
viva con el sujeto pasivo, que diferencia entre los dos pri- 
meros hijos, el tercero, el cuarto y sucesivos. Esta pro- 
puesta tiene una filosofía de política natalista y estimamos 
que la deducción debe hacerse por igual, sea cual sea el nú- 
mero de hijos en la familia, sea el primero, el segundo, el 
tercero o el cuarto. Por tanto, por cada hijo proponemos 
una deducción de 30.000 pesetas. 

La enmienda 543 pretende introducir una serie de de- 
ducciones, con un máximo de 50.000 pesetas y hasta el 15 
por ciento, para gastos dedicados a política social o actua- 
ciones sociales de cada una de las familias: el servicio y 
cuidado de ancianos y minusválidos que precisen atención 
y vigilancia especial, la asistencia a menores en escuelas 
infantiles y el servicio de cuidados a menores en domicilio. 
Esta reducción se podrá aplicar sólo a los contribuyentes 
cuya renta no supere los tres millones de pesetas. Por tanto, 
va dirigida a personas de menor nivel de renta. 

La enmienda 544 se refiere al artículo 62 uno, siete, c). 
Proponemos que en lugar de deducir 26.000 pesetas por la 
percepción de los rendimientos de trabajo dependiente, se 
deduzcan 30.000. En cuanto al importe de la deducción de 
los rendimientos netos del trabajo, para los sujetos pasi- 
vos con unos rendimientos inferiores a 1.035.000 pesetas, 
en lugar de 70.000 pesetas, proponemos que sea de 
72.500; y para los sujetos con unos rendimientos entre 
1.035.000 y 1.900.000 pesetas, volvemos a proponer 
72.500 pesetas, en lugar de las 70.000 del proyecto del 
Gobierno. Todo ello es fruto de multiplicar por 0,04 en lu- 
gar de por 0,05. 

La enmienda 545 pretende elevar el mínimo exento de 
las personas que tienen que realizar la declaración del 
W F .  Para las rentas de trabajo proponemos que para estar 
exentos los ingresos en lugar de ser de 1.100.000 pesetas 
sean de 1.300.000, y para las personas que cobran en con- 
cepto de pensión, proponemos para que estén exentas en 
lugar de 1.200.000 el límite sea de 1.500.000. 

La enmienda 546 va dirigida precisamente a lo contra- 
rio de lo que hasta ahora ha venido sucediendo en las ren- 
tas de trabajo. En cuanto al Impuesto sobre el Patrimonio, 
que tenemos un gasto fiscal de casi el 86 por ciento, lo que 
proponemos es que el m’nimo exento en lugar de ser de 17 
millones, como establece el proyecto del Gobierno, sea de 
15 millones de pesetas, individualmente, como sucede 
hasta ahora. 

La enmienda.547 pretende la adición de un nuevo ar- 
tículo 68 bis,ie$kl Título VI, capítulo 1, por el cual crea- 
mos una sección segunda referida al Impuesto sobre So- 
ciedades. La idea es excluir de este pago a las administra- 
ciones públicas, tanto la Central como las de las comuni- 
dades aut6nomas y los municipios, que deben estar exen- 

tas de ese pago de impuestos y que, por tanto, no deben te- 
ner la posibilidad de compensar en la declaración esas can- 
tidades retenidas. 

La enmienda 550, al artículo 72, propone que al igual 
que las sociedades cooperativas fiscalmente protegidas, 
que tributan por el 20 por ciento, se incorpore a las socie- 
dades anónimas laborales, que prácticamente cumplen el 
mismo requisito y que siguen siendo un instrumento válido 
ahora mismo para generar empleo. Proponemos que estas 
sociedades tengan los mismos beneficios que tienen las co- 
operativas. 

La enmienda 551 propone suprimir los beneficios fis- 
cales para las sociedades y los fondos de inversión que se 
recogen en el artículo 72 dos. Pero si no se suprime ese ar- 
tículo, las enmiendas 552 y 553 proponen modificar la 
propuesta del Gobierno. La primera establece que las ins- 
tituciones de inversión colectiva tributarán por el tipo ge- 
neral y el proyecto habla del siete por ciento y en la en- 
mienda 553, se refiere a que tributarán por el uno por 
ciento, mientras que nosotros proponemos por el 26 por 
ciento. 

La enmienda 554 va dirigida al artículo 74 uno, res- 
pecto a la deducción por inversión y creación de empleo y 
gastos de formación profesional. Nosotros proponemos 
que en su apartado uno segundo, en lugar del 25 por ciento, 
sea del 20 por ciento. Estimamos que para este tipo de in- 
versión, que después se especifica en los distintos aparta- 
dos a) y b), tanto para los gastos en el extranjero en propa- 
ganda y publicidad como en la creación de sucursales y es- 
tablecimientos en el exterior, sería preferible la bonifica- 
ción del 20 por ciento. 

La enmienda 548 pretende suprimir la desgravación 
que pueden hacer los sujetos pasivos por el cinco por 
ciento, dirigido a gastos de formación profesional de su 
personal, a nivel de deducciones fiscales. 

La enmienda 549 se refiere al artículo 74 (en el texto 
que tienen SS. SS. pone el artículo 70, pero es el artículo 
72 siete, primero), en cuanto a las deducciones por inver- 
siones procedentes de actuaciones anteriores. El límite 
conjunto, según la propuesta del Gobierno, está en un 35 
por ciento en la cuota líquida para este ejercicio, y nosotros 
proponemos reducirlo al 25 por ciento. 

El apartado segundo del número siete del artículo 74 es- 
tablece que las deducciones establecidas en el apartado 
uno, segundo, se practicarán siempre que no se rebase un 
límite del 25 por ciento de la cuota líquida del ejercicio. 
Nuestra enmienda 555 pretende reducir dicho límite al 20 
por ciento. 

La enmienda 556 al apartado tercero pretende la susti- 
tución del 25 por ciento por el 20 por ciento. 

La enmienda 557 al artículo 76 uno, décimo, por la que 
se modifica el epígrafe 86.1, todo lo que es alquiler de bie- 
nes inmuebles, va dirigida a los alquileres de bienes in- 
muebles de naturaleza urbana y pretende reducir la cuota 
que se establece en un 0,lO por ciento del valor catastral y 
fijarla en un 0,05 por ciento en el alquiler de viviendas. 

La enmienda 558 al epígrafe 861.2, alquiler de locales 
industriales y otros alquileres, pretende reducir el 0,lO al 
0,05 por ciento. 
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La enmienda 559 al Grupo 862, alquiler de bienes in- 
muebles de naturaleza rústica, pretende reducir el 0,lO por 
ciento al 0,05 por ciento. 

La enmienda 560 pretende la supresión del artículo 78. 
Me gustm’a precisar que el objetivo de nuestra enmienda 
es simplemente no hacer frente a la subida del 1 por ciento 
en el Impuesto sobre el Valor Añadido, subida que además 
se hace por igual en todos y cada uno de los tipos del IVA; 
tanto el superreducido, como el reducido, como el normal. 
Creemos que ese incremento de la imposición indirecta no 
va a facilitar el consumo interior y, además, es una pro- 
puesta que pueda tener una proyección de inflación impor- 
tante. Aventurándome a adivinar que esta enmienda pu- 
diera no ser admitida por el grupo mayoritario, presenta- 
mos dos enmiendas que son puntuales pero importantes 
para nosotros. Este año el proyecto establece la tributación 
del 7 por ciento de un servicio que antes estaba cotizando 
en un 15 por ciento. Me refiero a los servicios al alcance de 
todos los ciudadanos sencillos con salario base, de hostele- 
ría, campamento y balnearios, para lo que son los hoteles 
de cinco estrellas y los restaurantes de cuatro tenedores. 
Nosotros creemos que deben cotizar con arreglo al porcen- 
taje anterior, porque los ciudadanos que van a verse bene- 
ficiados por esta medida, con independencia de que tengan 
proyección al turismo, creemos que pueden pagar por su 
consumo si estamos gravando el consumo. 

La enmienda 561 pretende todo lo contrario, que en lu- 
gar del 3 al 4 por ciento, el 7 por ciento establecido en el 
número uno del apartado segundo del artículo 78 pase al 
tipo del 4 por ciento, que podríamos llamar el IVA supe- 
rreducido. Me gustaria que ustedes leyeran con deteni- 
miento a qué se refiere este porcentaje del IVA, a algo tan 
poco normal en el consumo como el pan, las harinas, los 
quesos, los huevos, las frutas, las verduras. Nosotros pen- 
samos que precisamente eso significa más del 80 por 
ciento del salario de las personas con rentas más bajas. Por 
tanto, estamos gravando casi el 30 por ciento precisamente 
al consumo de la mayoría de la población que no va a ver 
incrementado su sueldo en ese mismo porcentaje sino en el 
3,5 por ciento. (El señor Homs i Ferret: ;Anda, ya!) Se- 
ñor Presidente, ruego llame al orden al señor Homs. 

’ 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): ¡Si- 
lencio, por favor! (Pausa.) Continúe, señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: Muchas gracias, señor 
Presidente. 

Para gusto y deleite del portavoz del Grupo Parlamen- 
tario Catalán (Convergencia i Unió) lo repito porque le ha 
gustado. Me parece a mí una barbaridad subir esto, una 
barbaridad lógica para los partidos de la derecha, como el 
que representa Convergencia i Unió, pero no lógica para el 
partido que represento yo y, por tanto, hemos presentado 
esta enmienda que propone reducirlo al 1 por ciento. (El 
señor Homs i Ferret: ;Muy bien!) Ya sé que me la va a 
votar usted. 

Por Último, señor Presidente, la enmienda 563 va diri- 
gida ... (El señor Homs i Ferret pronuncia palabras que 
no se perciben.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Señor 
Homs, cállese, por favor. Continúe, señor Ríos. 

El señor RIOS MARTINEZ: La enmienda 563 va di- 
rigida al artículo 84 porque nosotros no creemos que sea 
positivo reducir el tipo impositivo que ahí se regula para 
los impuestos especiales y, en consecuencia, proponemos 
que se quede tal como estaba antes, en el 13 por ciento en 
lugar de reducirlo al 12 por ciento. 

Señor Presidente, he intentado ir muy rápido, he defen- 
dido todas las enmiendas que tenemos, que argumentare- 
mos muchísimo mejor para convencer a todos los grupos 
de la Cámara con independencia de lo despectivo de cada 
uno. En todo caso, no molesta el que quiere sino el que 
puede. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
la palabra el señor Homs, por el Grupo Catalán (Con- 
vergencia i Unió). 

El señor HOMS 1 FERRET Disculpe, señor Ríos, si 
se ha ofendido por mis expresiones. Me ha parecido escu- 
char en sus argumentaciones algún criterio un poco des- 
mesurado; lo que usted estaba razonando no se ajustaba 
exactamente a la verdad, pero no hay nada en contra de que 
pueda defender sus posiciones en esta Cámara, y mi Grupo 
no tiene ningún inconveniente en que lo haga. Simple- 
mente, me ha parecido que algunos de sus argumentos eran 
desmesuradamente incorrectos. 

Señor Presidente, mi Grupo ha presentado muy pocas 
enmiendas a este Título VI. La verdad es que las enmien- 
das que mantenemos a este título hacen referencia sola- 
mente a aspectos muy concretos. Tienen por objeto ajustar 
algunas de las medidas de naturaleza tributaria que se han 
incorporado en este Título VI para que su interpretación y 
su alcance sean los más adecuados. Son ocho enmiendas, 
la primera de las cuales, señor Presidente, es la 853, cuya 
finalidad paso a explicar. En este proceso de internaciona- 
lización en que se encuentra España en estos momentos, ya 
hace años se adoptaron unas medidas de estímulo a la in- 
versión que realizasen los agentes económicos españoles 
en el extranjero. El futuro de la econom’a española, seño- 
rías, se juega en la capacidad que tengamos de estar pre- 
sentes en el mercado internacional. Se está internacionali- 
zando a marchas forzadas toda nuestra actividad econó- 
mica y la verdad es que debe interesar a las autoridades 
económicas favorecer, mediante medidas de naturaleza 
fiscal, que las empresas y los agentes económicos españo- 
les estén presentes en los mercados internacionales. 

Las medidas hoy vigentes, que se han adoptado en el 
año 1994, sólo permiten aplicar las deducciones fiscales 
cuando las inversiones se materializan en activos materia- 
les y no cuando se materializan en la adquisición de parte 
o de toda una sociedad anónima. La verdad es que ésta es 
una interpretación incongruente, puesto que toda la actua- 
ción inversora extranjera que se puede hacer por parte de 
empresas españolas se materializa por la participación en 
sociedades ubicadas en otros países. Toda la inversión de 
penetración en otros países se efectúa de esta forma, ad- 
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quiriendo una parte o incluso la totalidad de sociedades en 
otros países. Es como se ha hecho la penetración del capi- 
tal extranjero en España; la mayoría de la inversión ex- 
tranjera se canaliza mediante estos procedimientos de ad- 
quisición y presencia en una parte de las empresas españo- 
las. En este sentido, el artículo 74 no interpreta de forma 
adecuada esa posibilidad de aplicar las deducciones de la 
inversión que se realiza en el extranjero cuando ésta se 
hace en activos intangibles. La finalidad de la enmienda es 
permitir esa interpretación porque, de lo contrario, no esta- 
mos favoreciendo en nada lo que debe ser una política de 
fomento de la actividad internacionalizadora de nuestra 
econom'a. 

La enmienda 854 plantea corregir la interpretación de 
otra de las medidas incorporadas en la ley de presupuestos 
para 1994, que se prorroga para el año 1995. Es, señorías, 
aquella medida, que se adoptó ya en los presupuestos para 
este año, por la que se permitía la deducción de un 5 por 
ciento para los gastos de formación del personal de las 
empresas, pero solamente para el incremento del gasto de 
formación que realizaran las empresas en el año 1994. Al 
prorrogar esta medida en su conjunto para el año 1995, si 
no corregimos su literalidad, parece que ese 5 por ciento 
que se aplica al año 1994 sólo se podría aplicar en el año 
1995 para el incremento que se materializara en este año 
1995 sobre el correspondiente incremento ya realizado en 
1994. No parece que deba ser ésta la interpretación, debe- 
ríamos permitir que al 5 por ciento de deducción por for- 
mación que se aplica en 1994, si se mantiene este mismo 
gasto de formación en el año 1995, también se le pueda 
aplicar esta deducción del 5 por ciento. Esta interpreta- 
ción debe ajustarse porque, como consecuencia de la pró- 
rroga de esta medida, se hace necesario ese ajuste de re- 
dacción. 

Las enmiendas 855, 856, 857, 858 y 859 son ajustes 
puntuales del Impuesto sobre Actividades Económicas. 
Desde el momento en que España introdujo esta nueva fi- 
gura tributaria del Impuesto sobre Actividades Económi- 
cas, cada año, cada ejercicio presupuestario, en cada de- 
bate de presupuestos, en cada ley de presupuestos, estamos 
haciendo adaptaciones con notas en los distintos epígrafes 
de las actividades económicas. Es lógico que sea así por- 
que después de la previsión inicial luego, en su proceso de 
aplicación, se va observando cómo se deben ajustar deter- 
minados epígrafes y determinadas actividades a su propia 
característica e idiosincrasia. Todos los años ajustamos al- 
gunos epígrafes, adaptamos algunas interpretaciones para 
-digamos- regular mejor esta figura tributaria. Estas 
cinco enmiendas tienen por finalidad adaptar algunos epí- 
grafes, permitir algunas notas que los interpreten de forma 
adecuada, sin más trascendencia que hacer que este im- 
puesto tenga una eficaz aplicación en determinadas activi- 
dades económicas. 

La siguiente enmienda, señor Presidente, es la 859, que 
es una enmienda de matización y de interpretación en rela- 
ción con una de las medidas que se han incorporado en esta 
ley de presupuestos, que es la que permite una deducción 
en el Impuesto sobre Actividades Económicas cuando la 
superficie de la actividad esté comprendida entre 50 y 70 

metros cuadrados. En la redacción que se incorpora en el 
proyecto de ley de presupuestos se dice que esta reducción 
del 20 por ciento cuando los establecimientos tengan una 
superficie entre 50 y 70 metros se va a aplicar a instancia 
de parte. Creo, señorías, que no debe ser así, porque los 
ciudadanos españoles que se encuentran en estos momen- 
tos desarrollando una actividad económica comercial, una 
actividad profesional en una superficie entre 50 y 70 me- 
tros cuadrados, quizá no van a tener conocimiento de esta 
medida concreta que se incorpora a la ley de presupuestos 
y esta reducción no se debería aplicar a instancia de parte 
sino a instancia del Órgano gestor de este impuesto. 

Si la administración tributaria tiene conocimiento de 
esta superficie, de esta distancia de entre 50 y 70 metros 
cuadrados por cada establecimiento, debe ser dicha admi- 
nistración tributaria la que opere la correspondiente reduc- 
ción. Por eso añadimos en nuestra enmienda - e l  resto del 
punto tres del artículo 76 es literal al del proyecto de ley- 
la frase de «... salvo que al órgano de gestión le consten las 
circunstancias de la variación». Cuando les consten, seño- 
rías, las circunstancias de la variación, debe, en todo caso, 
operar este ajuste, esta deducción. 

Señorías, señor Presidente, en cuanto a la enmienda que 
queda, la 860, cedo el turno a mi colega don Rafael Hino- 
josa para que les razone brevemente cuál es su motivación. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
la palabra el señor Hinojosa. 

El señor HINOJOSA 1 LUCENA: La enmienda 860, 
que pretende crear un punto 9." en el artículo 78, no es una 
enmienda ni original ni nueva. Es una enmienda que he- 
mos traído a este debate de Presupuestos Generales del Es- 
tado en años anteriores y pretende llamar la atención de 
S S .  S S .  para que se apruebe la posibilidad de que a los ve- 
hículos comprados por los minusválidos que no excedan 
de 16 CV. fiscales se les pueda aplicar el IVA superredu- 
cido. Es verdad que los minusválidos, a nosotros y a todos 
ustedes, porque supongo que éstas son peticiones generali- 
zadas a los grupos, nos vienen documentando sobre el in- 
cremento de costo que supone para cada uno de ellos cual- 
quier desplazamiento por la ciudad y no digamos ya por las 
grandes ciudades. 

Es evidente también que nuestra Constitución y la 
Sexta Directiva de la Comunidad Económica Europea, de 
17 de mayo de 1977, nada menos, nos obligan a tener esta 
consideración, que no la hemos tenido hasta ahora; hasta 
ahora no hemos tenido la fortuna de aprobar una enmienda 
en esta línea. Nos gustm'a que en esta ocasión, en este de- 
bate y en esta intimidad de la noche en la Cámara, los gru- 
pos presentes pudiésemos llegar a la conclusión de que 
ésta es una enmienda que vale la pena por la importancia 
social que tiene y por el poco costo que supondría desde el 
punto de vista económico. Por ello llamo especialmente la 
atención a los grupos para que hagan un esfuerzo y voten 
favorablemente esta enmienda. 

Nos quedaba una enmienda más de este Grupo, que se- 
ría la 861, que damos por defendida en sus propios térmi- 
nos. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Por el 
Grupo Vasco (PNV), tiene la palabra el señor Zabalía. 

El señor ZABALIA LEZAMIZ: Si no tiene inconve- 
niente y por una cuestión de organización de nuestro 
Grupo, pasaría la palabra, en primer lugar, al señor Olaba- 
m’a para que defienda la enmienda 3 12 y yo mismo defen- 

’ deré el resto posteriormente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Ola- 
barda. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Como ven, en una 
equitativa distribución del trabajo, yo defenderé esta en- 
mienda y mi compañero Jon Zabalía defenderá todas las 
demás. (Risas.) 

Esta enmienda es de sustitución y lo que pretende es la 
exclusión de la expresión «bebidas refrescantes» conte- 
nida en el artículo 78, segundo, apartado 1, 1.”. ¿De qué se 
trata con ella? Se trata de que se pueda aplicar el tipo redu- 
cido del IVA a las bebidas refrescantes, no alcohólicas 1ó- 
gicamente. Esto es congruente con lo previsto en la Direc- 
tiva 77/388, formulada por el Consejo del Ecofin, y el pre- 
supuesto teórico de esta enmienda se podría fundar en que 
las bebidas refrescantes no alcohólicas son productos ino- 
CUOS, como es bien conocido, que no producen ningún tipo 
de coste social. Su consumo está generalizado, alcanza a 
todos los estratos sociales. La no aceptación de esta en- 
mienda y la inclusión del tipo que se aplica a las bebidas 
refrescantes no alcohólicas en este precepto que enmienda 
mi Grupo Parlamentario provocm’a un claro problema ati- 
nente a la neutralidad fiscal y a las dificultades de compe- 
tencia de nuestros productos con los homónimos fabrica- 
dos por los países con los que estamos compitiendo por 
este mercado. 

Desde esa perspectiva, es una enmienda que no tiene 
otra posibilidad más que la de ser aceptada. Si no es objeto 
de la debida consideración por los grupos aquí presentes, 
nos gustaría conocer cuáles son las importantes razones 
que justificarían su voto negativo a esta propuesta. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
la palabra el señor Zabalía. 

El señor ZABALIA LEZAMIZ: El resto de las en- 
miendas al Título VI que presenta nuestro Grupo son la nú- 
mero 301 y 303 referentes a los artículos 59 y 63, se refie- 
ren a las escalas individual y conjunta del Impuesto sobre 
la Renta. 

Como ya es tradicional, nuestro Grupo propone una es- 
cala de tributación deflactada sobre las tarifas existentes en 
la Ley 18/1991. Sin embargo, entendemos que esta medida 
provoca un esfuerzo tributario que en estos momentos 
quizá sea difícil de asumir. No obstante, nosotros la hemos 
enlazado con las enmiendas que hacen referencia a la do- 
ble imposición por dividendos, es decir, hemos enlazado, 
por una parte, la escala de tributación del Impuesto sobre 
la Renta con la eliminación de la doble imposición de divi- 
dendos en estos presupuestos, tanto en el proyecto de ley 

’ 

Presupuestos Generales del Estado como en la ley de 
acompañamiento, sin que ello quiera decir que estemos de 
acuerdo con la doble imposición por dividendos, por su- 
puesto. Sin embargo, entendemos que el problema de la 
doble imposición de dividendos debe abordarse en profun- 
didad cuando se trate la reforma del Impuesto sobre Socie- 
dades, con lo cual también entendemos que la reducción a 
través de la tarifa del Impuesto sobre la Renta es ya una co- 
rrección de la doble imposición. Nosotros haríamos esa 
corrección de la doble imposición, como digo, con una re- 
ducción en las tarifas sobre la renta y lo que hm’amos es 
debatir la doble imposición de dividendos en la reforma 
del Impuesto sobre Sociedades. De ahí nuestras enmiendas 
301, 302, que es la que trata de la doble imposición de di- 
videndos, de la que proponemos su supresión, y la 303 que 
trata de la tarifa del Impuesto sobre la Renta. Indudable- 
mente esta enmienda de la doble imposición de dividendos 
que viene recogida en el proyecto de ley de Presupuestos 
Generales del Estado tiene su contrapartida -y habrá que 
debatirlo, nosotros lo hacemos conjuntamente- con la en- 
mienda que tenemos a la ley de acompañamiento a la que 
hemos presentado una complementaria. En definitiva, lo 
que hemos pretendido es, compensar, a través de la reduc- 
ción de la tarifa del Impuesto sobre la Renta la doble im- 
posición de dividendos y dejar el debate sobre esta medida, 
sobre la corrección de la doble imposición, para la reforma 
del Impuesto sobre Sociedades. 

Otra enmienda a este capítulo que propone nuestro 
Grupo Parlamentario es la 304 que trata del pago a cuenta 
del Impuesto de Sociedades. Aquí lo que proponemos es 
trasladar al resto del Estado lo que en estos momentos ya 
estamos haciendo en el País Vasco. Pensamos que puede 
ser beneficioso para las empresas y para su liquidez que 
tengan solamente un anticipo a cuenta, en vez de los tres 
que existen en estos momentos en la legislación estatal, si 
bien esas tres cantidades que se pagan a cuenta en los me- 
ses de abril, octubre y diciembre son del 20 por ciento y 
nosotros proponemos una sola deducción en el mes de oc- 
tubre, en los veinte primeros días, del 30 por ciento. En- 
tendemos que esto puede significar una ayuda en la liqui- 
dez y tesorería de las empresas. 

En la enmienda 306 proponemos aumentar la deduc- 
ción por gastos de formación. En estos momentos se re- 
coge en el proyecto de ley de Presupuestos Generales del 
Estado una reducción del 5 por ciento. Nosotros propone- 
mos aumentar al 10 por 100 la diferencia existente entre 
los gastos de formación profesional del personal de las em- 
presas deducibles fiscalmente en el ejercicio, y los corres- 
pondientes al ejercicio precedente. Entendemos que la for- 
mación profesional es una cuestión de primer orden en es- 
tos momentos en las empresas y, sobre todo, para intentar 
que las mismas puedan conseguir unos niveles de compe- 
titividad necesarios. La formación profesional es algo que 
todos los grupos parlamentarios en alguna medida han de- 
fendido y por la que han apostado como un elemento clave 
en la competitividad empresarial. Por eso creemos que 
aquí se debe hacer un esfuerzo superior al que está reco- 
gido e intentar que esa deducción por gastos en formación 
profesional sea del 10 por ciento en vez del 5 por ciento. 
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La enmienda 307, al artículo 74, se refiere a la deduc- 
ción por creación de empleo. Lo que propone nuestro 
Grupo es es fijar una deducción por empleo indefinido de 
acuerdo con el Real Decreto 1/1992, derogado, con lo cual 
la propuesta significa que habría una deducción de 
500.000 pesetas por cada persondaño de incremento pro- 
medio de la plantilla para contratos con trabajo indefinido. 
Si verdaderamente el mayor problema que tiene la econo- 
mía española es el desempleo, si según las previsiones que 
están establecidas no va a haber una reducción y más bien 
lo que se puede pensar es que durante el año 1995 todavía 
van a mantenerse las tasas de desempleo que tenemos, 
nuestro Grupo cree que debe hacerse el esfuerzo necesario 
para todo lo que sea propiciar la creación de empleo en las 
empresas para que de alguna forma podamos contrarrestar 
en estos momentos las altas tasas de desempleo. Esta me- 
dida que ya se aplicó en su momento y que, como digo, fue 
derogada, pensamos que debe ser implantada de nuevo. 
Por eso proponemos la deducción de las 500.000 pesetas 
por cada persondaño para contratos de trabajo indefinido. 

Dado lo adelantado de la hora, por nuestra parte dm'a- 
mos por defendidas en sus justos términos el resto de las 
enmiendas que presenta nuestro Grupo a este capítulo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
la palabra el señor Chiquillo, por el Grupo Mixto. 

El señor CHIQUILLO BARBER: En primer lugar, 
pedimos que se den por defendidas en sus justos términos 
las enmiendas al Título VI, normas tributarias, de la Dipu- 
tada del Grupo Mixto Rahola i Martínez, la 258,259,260, 
261,262 y 263. 

En segundo lugar las enmiendas que presento yo mismo 
son la número 4 al artículo 65, las números 34 y 35 al ar- 
tículo 74, apartados uno y cuatro, y la enmienda número 36 
al artículo 75, que paso a resumir brevemente. 

Respecto a la primera de las enmiendas, la número 4, 
65, es relativa a la contemplación explícita como circuns- 
tancia excepcional de minoración de rendimiento neto en 
el régimen de estimación objetiva por signos, índices y 
módulos la derivada por la realización de obras públicas de 
larga duración. La actual regulación establece entre las 
causas o circunstancias excepcionales que se podrán aco- 
ger a esta minoración de rendimiento neto incendios, hun- 
dimientos, grandes averías y otras. Nosotros queremos que 
conste expresamente la de obras públicas de larga duración 
que puedan afectar al normal desarrollo de las actividades 
empresariales. La justificación clara es que se ha visto que 
en grandes ciudades en que están realizándose obras públi- 
cas de gran envergadura, como, por ejemplo, en la ciudad 
de Valencia, respecto a ejes viarios y obras de transporte 
metropolitano financiadas por el Ministerio de Obras Pú- 
blicas y la Generalitat valenciana, se están produciendo 
grandes perjuicios a los empresarios y pequeños comer- 
ciantes afectados. Por ello solicitábamos que se conside- 
rara como circunstancia excepcional expresamente la rea- 
lización de una obra pública de larga duración que afecte 
directamente al normal funcionamiento de una actividad 
comercial. 

Las enmiendas números 34 y 35, al artículo 74, aparta- 
dos uno y cuatro, se refieren al aumento de las deducciones 
por inversiones. En particular, pedimos la modificación 
del artículo 74, apartado uno, y que en lugar de que apa- 
rezca la cantidad que aparece, solicitamos que se esta- 
blezca el 15 por ciento de deducción del importe de las in- 
versiones que se realicen en activos fijos materiales, en 
edición de libros y producción cinematográfica. Se pro- 
pone aumentar la deducción por inversiones en activos fi- 
jos y materiales, habida cuenta de la constante caída de 
esta magnitud en los Últimos años. En la enmienda número 
35 a este mismo artículo 74, apartado cuatro, solicitamos 
que en lo relativo a las deducciones por inversiones, crea- 
ción de empleo y gastos de formación profesional se con- 
temple en vez del 5 por ciento, el 15 por ciento cuando se 
invierta en gastos de formación profesional. Este aumento 
de diez puntos de la deducción por inversiones en forma- 
ción profesional es debido a que lo consideramos detenni- 
nante en la competitividad empresarial. 

La última de las enmiendas que defiendo al artículo 75, 
la número 36, es de modificación. En el proyecto de presu- 
puestos a partir del 1." de enero de 1995 se establece la ac- 
tualización de los valores catastrales del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles, tanto de naturaleza rústica como ur- 
bana, mediante la aplicación de un coeficiente del 3,5 por 
ciento. Ante la delicada situación por la que atraviesan los 
agricultores en particular y la coyuntura económica en ge- 
neral, creemos aconsejable no actualizar los valores catas- 
trales, por lo cual mantenemos que al coeficiente del IBI a 
partir del 1 de enero de 1995 se le aplique una revaloriza- 
ción o actualización del cero por ciento. 

Esas son, en resumen, las enmiendas del Grupo Mixto, 
las mías y las de la Diputada doña Pilar Rahola, que man- 
tengo para las votaciones. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Se 
dan por defendidas las enmiendas del Grupo de Coalición 
Canaria, a petición del enmendante. 

En nombre del Grupo Socialista, el señor García Ronda 
tiene la palabra. 

El señor GARCIA RONDA: Voy a tratar de repasar las 
enmiendas que me han parecido más importantes de todo 
este grupo correspondiente al Título VI, lo cual no quiere 
decir que esa importancia coincida con la que le da cada 
una de SS. SS., pero creo que tampoco podemos ni debe- 
mos entretenernos excesivamente, dada la hora que es, lo 
cual es un tópico, pero también una realidad. Además, pro- 
bablemente habrá tiempo en el siguiente trámite como para 
que podamos recoger aquellas cosas que no hayan que- 
dado claras. Sí quiero hacer alguna consideración general 
inevitable, ya que cada uno de los intervinientes ha hecho 
también estas consideraciones. 

En el Grupo Popular observo una monotonía en sus en- 
miendas, que consiste en una rebaja sistemática de los in- 
gresos en el aspecto fiscal, y en muchas ocasiones no dan 
unas explicaciones muy claras. Se trata, sin duda, de hala- 
gar, porque a todo contribuyente le halaga que le bajen los 
impuestos. Quizás ésa sea una de las maneras de recoger 
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aceptaciones de la ciudadanía, pero me parece poco serio 
que se haga con tal sistemática. 

En esta misma línea está el Grupo de Unión Valenciana, 
que creo que podía formar coalición fiscal con el Grupo 

El señor Costa habla de la elevación normativa de la 
presión tributaria. Cuando menos, la expresión es un 
poco abstracta, porque la presión tributaria será mayor o 
menor, como S .  S .  conoce, no solamente debido a la le- 
gislación, sino debido muy especialmente a cuál sea el 
monto final del PIB. Y cuando se refiere a la deflacta- 
ción, no la considera como algo positivo sino como una 
subida encubierta. Concédanme S S .  S S . ,  señor Presi- 
dente, que ésa es una interpretación sistemáticamente 
negativa de cualquier cosa que podamos hacer, incluso 
aunque en ocasiones vaya en la línea que su Grupo pro- 
pone. 

Cuando habla de la misma deflactación trata de hacer 
unas rebajas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas que solamente podrían dar lugar a una respuesta: 
que alegría que no falte; da lo mismo que estemos ha- 
blando de cientos de miles de millones. En este sentido, yo 
les llamo a la responsabilidad que, aunque sea como opo- 
sición, tienen con respecto a los presupuestos del Estado. 
Yo sé que teóricamente lo aceptarán así, pero en la realidad 
de sus enmiendas no está esa responsabilidad. Auguran ca- 
tástrofes económicas sin cuento, pero ahí estará la realidad 
para desmentirlas. 

En cuanto al Grupo de Izquierda Unida, que es el otro 
grupo con unas características de tipo general, da pelliz- 
quitos por aquí y por allá, sobre todo en rebaja de impues- 
tos, salvo en aspectos que creo que son de su peculiar y sis- 
temática enemistad: empresas, instituciones financieras 
modernas, etcétera, donde, sin embargo, pide una subida 
de los impuestos muy fuertes. (El señor Ríos Martínez: 
En Patrimonio.) Sí, también algunas otras cosillas en ese 
terreno. Yo cada vez me convenzo más de que in medio 
uirtus y parece que el Gobierno, con este proyecto de ley 
que ha traído, y el Grupo que lo defiende, están equidis- 
tantes de las posiciones extremas, en el bien entendido que 
considero más extrema la postura de rebaja de impuestos 
que la que plantea Izquierda Unida, aunque se haya ido un 
poco por los pujos irónico-demagógicos cuando ha ha- 
blado del 80 por ciento en pan que tienen todas las familias 
y ha hecho un cálculo extrañísimo diciendo que sube el 30 
por ciento. No creo que sea el 80 por ciento. Supongamos 
que sea el 50 por ciento, si sube de un 3 a un 4, en todo 
caso le afectará una inflación del 0,50 por ciento, lo que 
quiere decir que si los sueldos suben, normativamente 
también, el 3,5 aproximadamente como media, el señor 
Ríos saque la consecuencia. 

Paso, rapidísamente, a referirme a algunas de las en- 
miendas en concreto. 

Me parece que aludir a la Ley de 1991 que, por algunas 
causas que S S .  S S .  desde luego no ignoran, no llegó a te- 
ner la virtualidad que le atribuíamos en el momento en que 
se legisló, y además añadir una deflactación, cuando me- 
nos, se puede decir que resulta anacrónico y supone una 
exageración y una desmesura. 

Popular. 

Voy a referirme a las enmiendas por artículos, porque 
creo que es la forma más rápida de hacerlo. 

Al artículo 60 ha presentado enmiendas el Grupo Popu- 
lar, mediante las cuales pretende que exista un único por- 
centaje para la consideración, en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, de los valores de los inmue- 
bles. Yo creo que en ese caso serían mal tratados aquellos 
que han sufrido la revisión de sus valores catastrales con 
respecto a quienes no la han sufrido. 

La enmienda del Grupo Popular al artículo 61 pretende 
que haya una nueva deducción de 50.000 pesetas por capa- 
citación profesional o gastos debido a ello. He de decirle 
que eso entra, perfectamente, en el cinco por ciento de de- 
ducción sobre los rendimientos íntegros del trabajo que ya 
contempla la legislación. 

La enmienda al artículo 62 pretende elevar al 53 por 
ciento el 40 por ciento que ya se contempla en el proyecto 
de ley, con objeto de compensar la doble imposición que 
pueda haber por dividendos. He de decir que esa compen- 
sación debe ser sobre el Impuesto de Sociedades, no sobre 
el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. En rea- 
lidad, lo que hay que rebajar es lo que corresponde al Im- 
puesto sobre Sociedades, y desde luego, ustedes, en ese 
sentido, se pasarían, porque la media que resulta como im- 
puesto sobre el dividendo de hecho está, aproximada- 
mente, en un 28 por ciento. 

En cuanto al artículo 62, he de decirles que no se puede 
tratar de igual manera todas las actividades empresariales 
y profesionales, sea cual sea su método de cálculo de los 
beneficios tributarios, porque tienen obligaciones distin- 
tas. En mucho habría que cambiar y no, desde luego, de la 
liviana manera con que S S .  S S .  lo presentan. 

Al artículo 62 también hay presentada una enmienda de 
Izquierda Unida, que propone que las deducciones por hijo 
sean iguales para todos los hijos. Me da la impresión que 
ustedes tienen pocos hijos, a juzgar por esto. 

El señor RIOS MARTINEZ Yo tengo tres. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Señor 
Ríos, no alargue excesivamente la reunión. 

El señor GARCIA RONDA: Lo he dicho en plural, se- 
ñor Presidente, y ha sido, como bien se ve, una cosa de tipo 
medianamente humorística. 

Ustedes dicen en la justificación que el gasto marginal 
por tener varios hijos es inversamente proporcional al 
mismo. Yo opino que no; eso puede ser en un grupo pe- 
cuario pero, desde luego, no en unos hijos, donde real- 
mente hay un costo que no es menor a medida que cada 
hijo viene, sino que probablemente es mayor. Aludamos, 
por ejemplo, a las necesidades de vivienda, etcétera. Y que 
conste que no estoy defendiendo nada personal porque, a 
lo mejor, estoy en esa otra situación familiar que no es la 
que defendemos, porque nos parece lógico ir incremen- 
tando las deducciones a medida que el número de hijos 
vaya siendo mayor. 

TambiCn al artículo 62 se ha presentado la enmienda 
544, del Grupo de Izquierda Unida. En realidad, pedir un 
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incremento de deducción «por rendimientos netos del tra- 
bajo dependiente», dicho así, me parece muy poco mati- 
zado. Yo creo que habría que precisar incluso si esta de- 
ducción procedía a partir de una cifra determinada de per- 
cepción, es decir, que me parece que mantenerlo como 
está, con la variación que se hace en las rentas de trabajo 
más bajas, no creo que esté nada mal. 

El Grupo Socialista en el artículo 62 tiene una en- 
mienda que en realidad no es más que una modificación 
para evitar unas erratas que se han observado en este 
mismo artículo en su apartado uno. 

En el artículo 65 hay una enmienda de adición que 
Unión Valenciana propone, para casos especiales, que se 
modifique el pago de estimación objetiva por signos, índi- 
ces y módulos. Bueno, en caso catastrófico, S. S. sabe que 
el tratamiento es ya especial. Por otra parte, decir que «en 
circunstancias excepcionales que determinen gastos o lu- 
cro cesante», es también de una ambigüedad que no cabe 
en algo que pretende ser tan nítido como es un articulado 
tributario en una ley de presupuestos. 

En cuanto al artículo 66, hay una enmienda del Grupo 
Popular que pretende que el límite que haya de pagarse por 
la suma de cuotas por impuesto de las rentas de las perso- 
nas físicas y de patrimonio no exceda del 60 por ciento de 
la base imponible del Impuesto sobre la Renta, en lugar del 
70 por ciento como existe ahora. Al señor Costa no se le 
oculta como buen fiscalista que esto indudablemente debe 
hacerse muy en correlación con los propios movimientos 
de la tarifa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí- 
sicas. Por lo demás habría ahí una distorsión con respecto 
a la legislación existente que no sería lógica. 

¡Cómo no voy a aludir a la enmienda 546 en el artículo 
66 del Grupo de Izquierda Unida, que pide que se man- 
tenga en 15 millones de pesetas el m’nimo exento para Pa- 
trimonio! Yo creo que es lógico actualizar y que no es ne- 
cesario hacer más consideraciones; S .  S. lo comprenderá, 
probablemente también, por esa sistemática de que en cier- 
tos puntos trata de que los impuestos no sean menores o no 
tengan una modificación a la baja. 

En cuanto a la pretensión del Grupo Popular, a través de 
su enmienda 974, acerca del Impuesto sobre Sucesiones, 
simplemente tratan de suprimir el patrimonio preexistente 
del beneficiario pero tampoco la enmienda matiza en abso- 
luto ni sabemos exactamente cuál es la motivación fuera 
de la de rebajar los impuestos que pretende. 

Ya he hablado antes de algunas enmiendas de Izquierda 
Unida, por lo menos he aludido a ellas, en el sentido de 
querer incrementar impuestos de determinadas institucio- 
nes de inversión colectiva donde se pretende subir del 7 al 
tipo general, en ese caso sería del 35, del 1 al 26, etcétera. 
Creo que es un exceso que no corresponde a la necesidad 
de tener ese tipo de inversiones en nuestro tiempo y de esas 
organizaciones de la inversión. 

En cuanto a una serie de enmiendas aparentemente no 
importantes del Grupo de Convergencia i Unió, lo que he 
de decir es que, desde luego, no todas ellas están en el 
mismo sentido ni requerirían el mismo tratamiento. Sim- 
plemente he de decir que probablemente alguna de ellas 
puede merecer alguna reflexión, que ya veremos si es po- 

sible introducir de aquí a los trámites siguientes, incluso en 
el Senado. Me refiero, sobre todo, a la defendida por el se- 
ñor Hinojosa acera de los vehículos para minusválidos, 
que se suba de 12 a 16 caballos el tratamiento fiscal que 
hoy tienen. He de decir a S. S. que la directiva no es estric- 
tamente clara en este sentido, pero si encontramos la per- 
cha de la directiva suficiente para colgar esta modifica- 
ción, probablemente la llevm’amos al Senado. Esta situa- 
ción no es tan lastimosa, como S. S. ha pensado, cuando 
estamos hablando del paso de 12 a 16 caballos, es decir, no 
de coches pequeños, sino de una cierta envergadura. 

Creo que he contestado a todas las enmiendas más im- 
portantes y si lo he hecho ha sido por no querer ser descor- 
tés, ya que también SS. SS. se han detenido en algunas de 
ellas. 

Unicamente me quedaba -y no quiero dejar pasar por 
alto, porque parecería una evasión- el asunto de las bebi- 
das refrescantes, al que sobre todo se ha referido el Grupo 
del Partido Nacionalista Vasco. Lo que se pueda aducir 
puede estar bien, pero al decir que son un producto inocuo 
también podría añadir que no son necesarias realmente y 
que las bebidas más inocuas ya están contempladas como 
SS. S S .  quieren como el total de las bebidas refrescantes. 
No me parece que su pretensión sea de tanta necesidad 
como para que lo contemplemos positivamente. 

Y nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): 
Ruego a los grupos que miren el reloj y, en la medida de la 
hora, acomoden sus intervenciones. 

Tiene la palabra en primer término el señor Costa. 

El señor COSTA CLIMENT El responsable de que 
haya un turno de réplica no es el Grupo Parlamentario Po- 
pular. Si el Grupo Socialista hubiera aceptado nuestras en- 
miendas, no habría turno de réplica. 

En primer lugar, quiero hacer una matización. Si nues- 
tras enmiendas suponen un halago al contribuyente, que en 
definitiva no sería más que reconocer el sentir generali- 
zado de la sociedad española ante los Presupuestos con 
que nos deleita el Gobierno en esta ocasión, no sería por- 
que propongamos reducción de los impuestos, sino porque 
intentamos evitar que ustedes suban los impuestos, que es 
lo que hacen en estos Presupuestos Generales para 1995. 

Cuando hablo de la elevación normativa de la presión 
tributaria, aunque el término pueda parecer un poco rim- 
bombante o una alem’a del lenguaje, lo que quiero mani- 
festar es que la presión tributaria no sube por el buen com- 
portamiento de la. evolución de las magnitudes macroeco- 
nómicas para 1995, sino que esa elevación de la presión 
tributaria viene motivada por unos cambios normativos 
que determinan una subida de tipos de los impuestos y que, 
por lo tanto, conllevan un incremento de la presión tributa- 
ria que soportan los contribuyentes. 

En lo que se refiere a la deflactación de la tarifa, yo no 
he manifestado que suponga una subida encubierta de im- 
puestos. He manifestado que tiene como finalidad evitar 
que se produzca una subida de impuestos como conse- 
cuencia del incremento de la progresividad. En todo caso, 
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es cierto que esto va en línea con algunas de las enmiendas 
que en algún momento ha presentado el Grupo Parlamen- 
tario Popular, quizá porque el Gobierno nos está acostum- 
brando últimamente a votar en contra de las enmiendas o 
iniciativas que mi Grupo presenta y hacerlas suyas poste- 
riormente. 

¿Cientos de miles de millones de pesetas supone aplicar 
las tarifas aprobadas en 1991? Yo aquí lo que le repetiría al 
portavoz del Grupo Parlamentario Socialista es lo mismo 
que manifestó el Gobierno cuando presentó el Informe 
económico financiero en 1992, en el que se preveía el 
efecto en la incidencia recaudatoria que pudieran tener los 
cambios normativos en el IRPF. Y en ese Informe econó- 
mico financiero se manifestaba que esos cambios normati- 
vos no iban a tener una incidencia presupuestaria signifi- 
cativa, en la medida en que se iba a producir un incremento 
de las bases declaradas como consecuencia de la evolución 
de las magnitudes económicas. 

¿Que es un despropósito acumular la petición de aplicar 
la tarifa aprobada en 1991 junto con una deflactación de la 
tarifa en un 3 3  por ciento? Le puedo explicar cuál es la fi- 
nalidad de deflactar la tarifa en un 3,5 por ciento: que para 
las rentas más bajas, aquellas de 400.000 pesetas, no se les 
aplique el tipo marginal a partir del 20 por ciento, en lugar 
de aplicarse el tipo marginal a partir de 415.000 pesetas, 
que es el tramo que aparece en la tarifa propuesta por el 
Gobierno. 

¿Cómo pueden ser maltratados los titulares de inmue- 
bles con la modificación que proponemos, si no se les ha 
revisado el valor catastral o si se les ha revisado? ¿Cómo 
pueden ser maltratados si nosotros proponemos una re- 
ducción del coeficiente para determinar el rendimiento 
presunto de los inmuebles? Con el actual sistema quienes 
salen maltratados son los contribuyentes que son titulares 
de un inmueble urbano, que han adquirido en una fecha 
reciente y que están tributando sobre el valor de adquisi- 
ción. 

Con respecto a la enmienda que propone mi Grupo Par- 
lamentario que tiene como finalidad permitir que se de- 
duzcan, en base de las rentas del trabajo, los gastos de for- 
mación, señalaré que para mucho da ese cinco por ciento, 
sobre los ingresos íntegros, de deducción de gastos a «for- 
faib. Da para mucho. Da para los gastos de transporte; da 
para los gastos de capacitación profesional; da para los 
gastos de útiles de trabajo. Podríamos suprimir también la 
deducción en base de los gastos de las cotizaciones a la 
Seguridad Social, si las entendiéramos también incluidas 
dentro de ese cinco por ciento. 

La elevación al 53 por ciento del porcentaje para eli- 
minar la doble imposición tiene como finalidad conse- 
guir que la doble imposición económica se elimine to- 
mando como base el tipo nominal del Impuesto sobre 
Sociedades. ¿Es que ustedes quieren penalizar a las em- 
presas que distribuyan dividendos porque en ese mo- 
mento decaen los incentivos fiscales de que han disfru- 
tado en períodos impositivos anteriores? Si ésa es la res- 
puesta comprendo que apliquen un coeficiente del 40 
por ciento, en lugar del 53, que toma como base los tipos 
nominales. 

Finalmente observo que no ha dicho nada sobre la su- 
bida de los tipos del lVA y de los hidrocarburos y sobre la 
enmienda presentada por mi Grupo para evitar que la 
misma se produzca. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
la palabra el señor Ríos, con mayor brevedad, si es posible, 
que el señor Costa. 

El señor RIOS MARTINEZ: Mayor todavía, señor 
Presidente. Seré muy breve porque solamente voy a hacer 
referencia a que nuestra distribución ha consistido en in- 
crementar las exenciones fiscales a las rentas del trabajo y 
disminuírselas a los Impuestos de Patrimonio y de Socie- 
dades. En cuanto al tema de las exenciones familiares, creo 
que es más costoso el primer hijo que el segundo y éste 
más que el tercero, aunque sólo sea porque una olla para 
comer tres es más barato que una olla para comer uno y 
que la ropa del primer hijo se la puede poner el segundo. 
(Un señor Diputado pronuncia palabras que no se per- 
ciben.) Se ve que no tiene hijos para darles de comer. 

En todo caso, por desgracia, la salida de los zagales 
para buscar vivienda se va a retrasar un poquitín. Mientras 
usted y yo tal vez nos fuimos de la vivienda familiar sobre 
los 18, 20 ó 21 años, ahora la salida-apunta a los 30 años, 
en que tendrán trabajo y, por tanto, podrán hacer frente a su 
responsabilidad de buscar la vivienda. 

Nada más, señor Presiente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
la palabra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET Muy brevemente, para 
decirle al portavoz del Partido Popular, señor Costa, que 
no sube la presión tributaria individual, y éste es un argu- 
mento que ustedes reiteran constantemente. No insistan. 
Introduciendo la doble tributación, en renta y en socieda- 
des, como se incorpora; corrigiendo a las bases, tipos y de- 
ducciones del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fí- 
sicas, del Impuesto del Patrimonio y del Impuesto de Su- 
cesiones, para corregir el efecto inflacionario; mejorando 
las deducciones que se incorporan por el número de hijos; 
corrigiendo el efecto de imputación en renta por los efec- 
tos de las valoraciones de las viviendas propias de los ciu- 
dadanos; aplicando las deducciones vigentes en 1994 para 
1995; con todo ello, señor Costa, en el Impuesto sobre la 
renta, en 1995, los ciudadanos, a igualdad de niveles de 
renta obtenidos en este año, van a pagar menos en relación 
con 1994. No insistan. Si, además, ustedes cogen las cifras 
macroeconómicas teniendo en cuenta toda la previsión de 
recaudación de ingresos más ingresos por cotizaciones a la 
Seguridad Social y hacen ustedes el coeficiente correspon- 
diente verá que no sube sino que baja unas décimas la pre- 
sión tributaria individual. Lo que sucede es que para 1995 
incrementamos la base de recaudación de estos impuestos, 
y creo que también es objetivo del Partido Popular incre- 
mentar las recaudaciones por un aumento de la base de 
aportación de recursos en esos impuestos por parte de los 
ciudadanos; creo que ustedes también están por este resul- 
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tado. En consecuencia, no insista en este argumento, yjus- 
tifico esta postura en la cuota parte de responsabilidad que 
me corresponde por aprobar estos Presupuestos. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Señor 
Homs, le ruego que fije su posición respecto a sus propias 
enmiendas y no caiga en la tentación de sentirse coautor de 
la ley. 

El señor HOMS 1 FERRET: Sí, señor Presidente, mu- 
chas gracias. No soy coautor, pero digamos que soy co- 
rresponsable en su aprobación, y por esa razón le comen- 
taba al portavoz del Partido Popular este argumento que 
parece ser que insistir en él en varias ocasiones. 

Señor Presidente, en cuanto a asumir enmiendas he de 
decir al portavoz del Grupo Socialista que, quizás, le esti- 
mularía a que los contrastes que deban hacer o los análisis, 
las observaciones o los estudios que deban realizar sobre 
las enmiendas comentadas no esperen a hacerlo en el Se- 
nado si se pueden hacer en esta Cámara. Hagámoslo en el 
trámite del Congreso y no nos remitamos, como en otras 
ocasiones, a la siguiente Cámara. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): El se- 
ñor Zabalía tiene la palabra. 

El señor ZABALIA LEZAMIZ: Yo no sé si tengo que 
volver otra vez a defender las enmiendas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Con- 
temple usted a parte de los compañeros de esta Comisión y 
obre en consecuencia. 

El señor ZABALIA LEZAMIZ: Ya, pero el señor Gar- 
cía Ronda nos dice que las bebidas refrescantes, que es en 
lo que se ha detenido, según él, no son necesarias y, como 
no son necesarias, no va a contemplarlas. Piense en toda la 
industria que está alrededor de las bebidas refrescantes; en 
estos momentos no le puedo decir cuánto puede ser, pero se 
puede imaginar la industria que se mueve a través de las be- 
bidas refrescantes, y dígales que no son necesarias. No me 
voy a detener en esta enmienda, pero no me ha contestado, 
señor García Ronda. Y tampoco me voy a detener más en 
defender la reducción de la tarifa del Impuesto sobre la 
Renta porque lo hace permanentemente nuestro Grupo Par- 
lamentario todos los años, y espero, como también hicimos 
el año pasado con respecto a la deflactación de las tarifas, 
que el año que viene hagan suyas y por lo menos rebajen 
algo la tarifa del Impuesto sobre la Renta, que, por cierto, 
como usted ve, nos hemos tomado la molestia incluso de 
calcularla con la debida deflactación. Usted no me ha con- 
testado nada sobre las medidas que proponíamos para redu- 
cir el pago a cuenta del Impuesto de Sociedades en un solo 
pago, ni para una mayor incentivación en la formación pro- 
fesional, ni tampoco para la deducción de las 500.000 pese- 
tas hombreíaño que proponíamos en contratos indefinidos. 
No me ha contestado a ninguna enmienda, señor García 
Ronda, lo cual me da la sensación de que no es que no esté 
de acuerdo, es que ni siquiera las contempla, y como no las 

ha contemplado no puedo decir nada más. Simplemente si 
en un segundo turno me puede aclarar algo de ese silencio, 
se lo agradecería. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): El se- 
ñor Chiquillo tiene la palabra. 

El señor CHIQUILLO BARBER: Mi intervención va 
a durar treinta segundos. A mí tampoco me ha comentado 
tres de las enmiendas, las números 34, 35 y 36. Pensamos 
que son positivas tanto las 34 y 35, que se refieren al au- 
mento de las deducciones por inversiones, creación de em- 
pleo y gastos de formación profesional, como la 36, que se 
refiere a la congelación de la revalorización del IBI apli- 
cando un coeficiente cero este año. 

Respecto a la primera, que es la enmienda número 4, de 
adición, al artículo 65, sé que usted se la ha leído por pri- 
mera vez y lo que le pido es que esta noche, antes de votar 
mañana, la vuelva a leer con un poco más de cariño. Sim- 
plemente le decía -y no hay ninguna ambigüedad ni nin- 
guna incoherencia- que junto a las situaciones extraordi- 
narias que puedan afectar a una actividad empresarial 
como puede ser un incendio, un hundimiento, una grave 
avería en el equipo industrial que suponga un perjuicio 
para aquel que realiza una actividad comercial o empresa- 
rial, el perjudicado pueda minorar el rendimiento neto re- 
sultante por el importe de dichos conceptos. Pedimos que 
se incluya expresamente el grave perjuicio que ocasiona a 
estos comercios las obras públicas de larga duración que 
las cuantifico en que este plazo de ejecución sea superior a 
30 días. Es evidente que en el Reglamento del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, en lo referente a la 
estimación objetiva por signos, índices y módulos, se 
puede calcular aproximadamente el daño, perjuicio, gasto 
o lucro cesante extraordinario que pueda ocasionar esta 
circunstancia excepcional. Le pido que tenga en considera- 
ción que una circunstancia excepcional, y está demostrado 
en muchas grandes ciudades que están soportando obras 
públicas de cualquier tipo de infraestructura, está supo- 
niendo un grave perjuicio a muchos empresarios y muchos 
pequeños comerciantes. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
la palabra el señor García Ronda, con el ruego de brevedad 
que S .  S .  conoce. 

El señor GARCIA RONDA: No hubiera contestado, 
pero se me ha pedido contestación y no creo que pueda de- 
jar de tener esta cortesía con S S .  S S .  

Vuelvo a decir al señor Costa que son cientos de miles 
lo que supone la aplicación de lo que ellos quieren, y tam- 
bién lo que el Partido Nacionalista Vasco quiere, en cuanto 
a las tarifas. 

He hablado antes de anacronismo cuando se trataba de 
volver a 1991 y lo vuelvo a repetir. Creo que se deflactan 
en este año, es una buena medida y creo que todo el mundo 
lo considera así. Además, cada vez que se hace algo, se 
quiere más y más. Todo el mundo quisiera llegar al nivel 
cero de impuestos. 
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Jamás he hablado de despropósito. No ha habido nin- 
gún despropósito en su intervención ni tampoco en las en- 
miendas. He dicho que eran exageradas, a veces desmesu- 
radas, que es muy distinto. 

No sé si he hablado de maltratados, pero desde luego sí 
tratados de manera distinta si se hace lo que ustedes quie- 
ren con referencia a la valoración de inmuebles a efectos 
del Impuesto sobre la Renta; son maltratados por compara- 
ción de unos con otros. 

En cuanto a la compensación de los dividendos, vuelva 
a hacer los cálculos, señor Costa, y verá que en realidad 
está cubierta la media de lo que supone el costo del divi- 
dendo a efectos de la Renta de las Persona Físicas. Lo que 
hay que compensar está cubierto por ese 40 por ciento, lo 
que hay que compensar en cifras macroeconómicas porque 
no se puede hacer un cálculo de empresa por empresa, de 
sociedad por sociedad, hay que hacer una media, como no 
se le oculta. 

En cuanto al señor Zabalía, volvemos a las medidas so- 
bre bebidas refrescantes. Vuelvo a decir que una de las 
cuestiones para dudar, y mucho, en cuanto a la rebaja que 
pretenden en el Impuesto sobre el Valor Añadido, es que 
no son necesarias; no son necesarias en la medida en que lo 
son otros elementos de alimentación que sí están contem- 
plados con ese tipo superreducido. Concédame eso, otra 
cosa es que sean necesarias desde el punto de vista de 
quien las fabrica. Naturalmente que sí, y todo, y otras co- 
sas que no se comen y las antigüedades también, todo es 
necesario. 

Hay una cosa a la que no he hecho referencia antes y, 
sin embargo, sí quiero hacer referencia ahora, y es una en- 
mienda, la 305, que habla de un tratamiento para las enti- 
dades no lucrativas en el pago a cuenta del Impuesto de 
Sociedades. En efecto, creo que tienen razón y vamos a ver 
cómo tratamos de acomodarlo porque, en realidad, a una 
tributación que es al 10 por ciento no se le puede hacer una 
cuenta mayor. 

En cuanto los pagos a cuenta del Impuesto de Socieda- 
des, es muy loable que quiera que queden aliviadas las te- 
sorerías de las empresas, pero concédame que también la 
tesorería del Tesoro público es importante; en este caso, se 
van generando beneficios durante todo el año que, sin em- 
bargo, no tienen su correspondiente tributo hasta seis me- 
ses después de que termine el ejercicio. Ustedes dicen que 
se haga un solo pago a cuenta, pero un solo pago que es 
mucho menor que la suma de los tres pagos a cuenta que 
ahora están en la legislación. En este sentido, lo siento, 
pero desde un punto de vista de lógica defensa de equili- 
brio de Tesorería, no podemos decir que sí. 

En cuanto a otras rebajas en el Impuesto sobre Socieda- 
des, a las que también ha aludido el señor Chiquillo, natu- 
ralmente que se puede pedir en vez de un cinco, un 10, un 

15 ó un 20. Algún grupo ha pedido que se pase de un cinco 
a un 15; naturalmente que sí. ¿Pero les parece a ustedes 
que eso es necesario y que en la misma medida impulsm’a 
la actividad de las empresas? Nosotros lo dudamos. Cree- 
mos que hay que dar un incentivo, pero todo eso tiene que 
ser hecho con mucho cuidado y no con excesiva alem’a. 

En cuanto a otra serie de enmiendas del representante 
de Unión Valenciana, si todos nos ponemos a pedir un pro- 
yecto de ley de incentivos fiscales para los sectores que te- 
nemos cerca, lo mejor es que pidamos un proyecto de ley 
de incentivos fiscales para todas las empresas y quizás 
terminábamos antes. Parece un poco excesivo lo que 
S .  S .  propone referido a una serie de sectores que inequí- 
vocamente son valencianos, y yo lo comprendo en cuanto 
que defiende un partido que es regional. 

Esto es todo lo que puedo decir y creo que he contes- 
tado, aunque supongo que no a satisfacción total de 
S S .  S S .  de los grupos de oposición, pero eso es inevitable. 
(El señor Costa Climent pide la palabra.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Señor 
Costa, La qué efectos pide la palabra? 

El señor COSTA CLIMENT A efectos de contestar al 
señor Homs con respecto a las afirmaciones que ha hecho 
sobre el incremento de la presión tributaria. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): Tiene 
un minuto, señor Costa. 

El señor COSTA CLIMENT Con un minuto, señor 
Homs, será bastante, si me presta la misma atención que yo 
he tenido el placer de prestarle cuando se ha referido a la 
argumentación que nosotros mantenemos y que ya le digo 
que vamos a continuar manteniendo. 

Si sus socios de gobierno no le han informado bien, lo 
que tiene que hacer usted es echar las cuentas. La presión 
tributaria, señor Homs, es la suma de los impuestos direc- 
tos y cotizaciones sociales más los impuestos indirectos. 
Pues bien, el importe que representaban los impuestos di- 
rectos y las cotizaciones sociales, junto con los impuestos 
indirectos, en 1994 era un 29,5 por ciento del PIB; en 1995 
esta suma representa un 30,2 por ciento del PIB. Si esto no 
es un incremento de la presión tributaria, señor Homs, que 
venga Dios y lo vea. 

El señor VICEPRESIDENTE (Ortiz González): La 

Se levanta la sesión. 
Comisión se reanudará mañana a las nueve y media. 

Era la una y treinta y cinco minutos de la madru- 
gada. 
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